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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 16 de mayo de 2006. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria mañana miércoles 17 de mayo, ala hora 16, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el siguien- 
te 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


1% por el que se aprueba el Acuerdo sobre Privi- 
legios e Inmunidades del Tribunal Internacional del 
Derecho del Mar, adoptado en la VII Reunión de los 
Estados Partes de la Convención de Naciones Uni- 
das sobre Derechos del Mar. 

Carp. N* 387/05 - Rep. N”228/06 


2?) por el que se aprueba el Acuerdo sobre Transporte 
Aéreo entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos de 
América, suscrito en la ciudad de Montevideo. 

Carp. N” 259/05 - Rep. N*229/06 


3%) por el que se aprueba la Medida 1 (2003) "Secretaría 
del Tratado Antártico" y su Anexo "Acuerdo de Sede 
para la Secretaría del Tratado Antártico”, adoptados 
enla XXVI Reunión Consultiva del Tratado Antárti- 
co, celebrada en la ciudad de Madrid. 

Carp. N* 345/05 - Rep. N*230/06 


49) por el que se establece la obligatoriedad de la educa- 
ción inicial y de la educación primaria, para los niños 
de cuatro años y de seis a catorce años, respectiva- 
mente. 

Carp. N* 326/05 - Rep. N*231/06 


5”) por el que se establecen normas sobre navegación de 
embarcaciones deportivas de bandera extranjera, por 
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20) Embarcaciones deportivas de bandera ex- 
A O 579 


- Proyecto de ley por el que se establecen normas 
sobre su navegación por aguas territoriales de 
la República. 


- Enconsideración. Aprobado. Secomunicaráa la 
Cámara de Representantes. 
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aguas territoriales de nuestro país. 
Carp. N* 330/05 - Rep. N*232/06 


6”) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de venia del Poder Eje- 
cutivo para destituir a un funcionario de la Fiscalía de 
Corte y Procuraduría General de la Nación.(Plazo 
constitucional vence el 29 de junio de 2006). 

Carp. N” 471/06 - Rep. N*222/06 


Claudia Palacio 
Prosecretaria 


Santiago González Barboni 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abdala, Abreu, Alfie, 
Amaro, Andújar, Antía, Antognazza, Baráibar, Breccia, 
Castro, Couriel, Dalmás, Gallinal, Korzeniak, Lapaz, Lara 
Gilene, Larrañaga, Long, Michelini, Moreira, Penadés, 
Percovich, Rubio, Saravia, Topolansky, Vaillant y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Cid, 
Fernández Huidobro, Heber, Nicolini y Sanguinetti; y con 
aviso, los señores Senadores Lorier y Ríos. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 8 minutos.) 
-Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“El Poder Ejecutivo comunica la promulgación del pro- 
yecto de ley por el que se modifican disposiciones de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, relacionadas con la 
remuneración de los señores representantes mientras des- 
empeñen suplencias en la Cámara de Senadores. 

- AGREGUESE A SUS ANTECEDENTES YARCHIVESE. ” 


502-C.S. 
4) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de dos pedidos de 
informes. 


(Se da de los siguientes:) 


“Los señores Senadores Enrique Antía y Francisco 
Gallinal, atento a lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicitan se cursen los si- 
guientes pedidos de informes: 


- al Ministerio de Relaciones Exteriores, referido al 
conflicto entre Argentina y Uruguay por la instala- 
ción de las plantas de celulosa. 


- alos Ministerios de Relaciones Exteriores y de Eco- 
nomía y Finanzas, relacionado con la previsión del 
Estado uruguayo, en cualquiera de sus servicios 
técnicos, sobre los posibles escenarios que se gene- 
rarían ante eventuales cambios en la inserción inter- 
nacional del país”. 

- OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS. 


(Texto de los pedidos de informes:) 


“Montevideo, 16 de mayo de 2006. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores, 
Rodolfo Nin Novoa. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente y de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 118 de la Constitución de la República, me dirijo a 
usted a fin de solicitarle tenga a bien remitir al Ministerio de 
Relaciones Exteriores el siguiente pedido de informes: 


1) En el marco del conflicto entre Argentina y Uruguay 
por la instalación de las plantas de celulosa, el Presidente 
Luiz Inácio Lula da Silva y su asesor Marco Aurelio García, 
habían expresado que se estaba frente a un conflicto regio- 
nal que debía resolverse en la órbita del MERCOSUR, 
respaldando la posición de Uruguay. Sin embargo, el día 24 
de abril pasado la Presidencia de la República difundió un 
comunicado al que adjunta el contenido del acta de la reunión 
mantenida por el Grupo Mercado Común del MERCOSUR el 
día 20 de abril en Buenos Aires. A partir de esta instancia 
en que se difunde el contenido, el Gobierno de Brasil 
cuestiona a la Cancillería uruguaya por publicar las actas 
sin autorización y manifiesta que se trata de un conflicto 
cuya solución debe realizarse por vía bilateral, pasando la 
evaluación de Brasil de positiva a negativa en pocos días. 


La información que requerimos es: 
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a) ¿Quién autorizó dicha publicación? 


b) ¿Por qué motivo fue difundido el contenido del acta? 


c) ¿Quiénes estaban presentes en dicha reunión del 
Grupo Mercado Común? d) Si, en otras ocasiones, se han 
hecho publicaciones similares por Uruguay o por otros 
países, sin consulta previa. 


2) El Presidente Kirchner y parte de sus colaboradores 
han sostenido enfática y públicamente que su gobierno le 
ofreció al gobierno uruguayo hacerse cargo de los salarios de 
los empleados de la Empresa Botnia por el lapso que demande 
la suspensión de las obras solicitadas, de financiar un estu- 
dio de impacto ambiental, y ha sostenido asimismo que dicha 
voluntad estaba incluida en el acuerdo que ambos gobiernos 
iban a firmar para darle cauce a las diferencias sobre el tema. 
En su mérito, solicitamos a la Cancillería nos informe: 


a) El texto del documento sobre el que se habían puesto de 
acuerdo ambos gobiernos y que finalmente no fue firmado por 
las partes, por no haberse procedido a la suspensión de las 
obras de Botnia, según lo informó el gobierno uruguayo. 


b) Si en dicho documento se estableció el compromiso 
del gobierno argentino de hacerse cargo de los salarios de 
los obreros de Botnia, y del pago de una consulta de 
impacto ambiental. 


Enrique Antía, Francisco Gallinal, Sena- 
dores". 


"Montevideo, 16 de mayo de 2006. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores, 
Rodolfo Nin Novoa. Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente y de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 118 de la Constitución de la República, me dirijo a 
usted a fin de solicitarle tenga a bien remitir a los Ministe- 
rios de Relaciones Exteriores y de Economía y Finanzas el 
siguiente pedido de informes: 


FUNDAMENTACION: Uruguay bloqueado por el 
MERCOSUR. 


El Uruguay está viviendo un momento crucial e histórico 
en cuanto a su inserción internacional y todo lo que ella 
conlleva desde el punto de vista del desarrollo económico 
del país y del progreso en el bienestar humano de su gente. 
Nuestro país se incorporó al MERCOSUR desde el comienzo 
mismo del bloque regional, en el año 1991. Lo hizo con un 
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amplio consenso político en el que participaron tanto el 
Partido Nacional como el Frente Amplio y el Partido Colo- 
rado. Fue una decisión histórica que se adoptó analizando 
los distintos escenarios futuros que podrían configurarse. 
Analizar las tendencias del presente y su desarrollo futuro, 
prever las consecuencias de las acciones y de las omisio- 
nes, examinar los posibles resultados de las decisiones y 
construir escenarios alternativos son actividades esencia- 
les a la hora de gobernar. Y eso fue lo que hicimos a 
principios de los noventa todos los partidos políticos uru- 
guayos. En aquel momento evaluamos que, aún sin noso- 
tros, el MERCOSUR comenzaría a andar y que en tal contex- 
to quedaríamos aislados y en desventaja. También analiza- 
mos que integrándonos al bloque mejoraríamos nuestro 
comercio exterior y lograríamos mayores inversiones ex- 
tranjeras para el país, el cual se convertiría en plataforma 
para llegar a un mercado de más de 200 millones de consu- 
midores. Examinamos el presente, proyectamos el futuro, 
estudiamos las tendencias y decidimos que ingresar al 
MERCOSUR era lo más conveniente para el Uruguay. Asílo 
hicimos. En estos 15 años del Mercado Común del Sur han 
ocurrido muchas cosas, algunas positivas y otras negati- 
vas. Sin embargo, en los últimos tiempos los aspectos 
negativos parecen crecer aceleradamente: disminución del 
peso en nuestro comercio exterior de las exportaciones al 
bloque regional, trabas para el ingreso de productos a Brasil 
y Argentina, decisiones inconsultas de los socios mayores, 
estancamiento del proceso integrador...son algunos de los 
ejemplos. En 1991 los uruguayos creímos en un MERCOSUR 
que formara parte de nuestras soluciones. Sin embargo, en 
este 2006 vemos un MERCOSUR que más bien parece formar 
parte de nuestros problemas. En el último año las dificulta- 
des se han agudizado. El gobierno argentino del Presidente 
Kirchner ha realizado los mayores ataques a nuestra sobe- 
ranía nacional que hayan tenido lugar por lo menos en los 
últimos cien años. Cual si fuera una especie de Virreinato 
del Río de la Plata, nos ha tratado no como a un país sino 
como auna provincia disidente. Esta inaceptable interven- 
ción extranjera comenzó en 2004 cuando el Presidente 
Kirchner impulsó y apoyó públicamente la candidatura 
presidencial de Tabaré Vázquez. Es un hecho grave que un 
mandatario extranjero apoye a uno o a otro de los candida- 
tos, sin importar cual sea. ¿Cómo podemos permitir que el 
Presidente de otro país intente incidir en quién va a ser 
nuestro Presidente? Peor aún: ¿cómo podemos celebrar, 
como lo hizo el Frente Amplio en su momento, ante tal 
despropósito atentatorio contra nuestra soberanía? Pero la 
intervención extranjera continuó luego, durante el 2005 y lo 
que va del 2006. Porque el mismo mandatario extranjero 
considera que debe impedirse una de las mayores inversio- 
nes de nuestra historia, la de las plantas papeleras de Fray 
Bentos. Porque desde ese gobierno se lanzan insultos y 
acusaciones de todo orden contra nuestro Presidente y 
nuestro gobierno. Porque ese mismo gobierno extranjero 
permite un criminal bloqueo terrestre del Uruguay, impi- 
diendo ilegalmente y por la fuerza el ingreso y el egreso de 
personas y mercaderías a/y desde nuestro país, generando 
millones de dólares en pérdidas a numerosas empresas 
nacionales y causando daños enormes a una de nuestras 
principales actividades como es el turismo. Todo esto es la 
negación misma del MERCOSUR. Se está presionando de 
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forma indecorosa e ilegal a un país que es pequeño pero que 
es una República independiente y democrática, una Nación 
que no va a dejarse avasallar por la prepotencia de los más 
poderosos. Con la complicidad del Presidente Lula del 
Brasil, además, Argentina también impide la activación de 
los mecanismos establecidos en el MERCOSUR para la 
solución de controversias. La realidad de este 2006 marca a 
un Uruguay bloqueado por el MERCOSUR. Primero nos 
bloquearon el ingreso de productos, como ha sido el caso 
de las dificultades con las bicicletas para Argentina o con 
el arroz para Brasil. También han bloqueado nuestra parti- 
cipación en las decisiones, apelando los países grandes al 
más crudo bilateralismo. El movimiento contra las papeleras 
busca bloquear el desarrollo forestal y la industrialización 
concomitante, apuntando al mismo tiempo a bloquear las 
inversiones extranjeras en Uruguay. El bloqueo terrestre es 
la culminación de todo este proceso, bloqueando el ingreso 
de turistas y el comercio. Finalmente, el bloqueo de los meca- 
nismos para solucionar diferendos es otra perla del mismo 
collar. Por todo lo antedicho, nuestro país llega a una encruci- 
jada en cuanto a su inserción internacional. En este cruce de 
caminos tenemos que tomar una decisión meditada pero 
firme y segura. Ante el Uruguay se abren cuatro caminos 
diferentes, y necesariamente debemos optar por uno de ellos: 


1) No hacer nada diferente y seguir como venimos. 
Parece un camino ruinoso para el país y absolutamente 
inconveniente para nuestra gente. 


2) Realizar una enérgica ofensiva diplomática que permita 
reformular completamente el MERCOSUR. Este camino podría 
ser acertado, pero dada la actitud de nuestros socios mayores, 
y con los hechos a la vista, parece un camino prácticamente 
imposible de recorrer porque no depende de nosotros mismos 
sino fundamentalmente de la actitud de nuestros socios. 


3) Romper abiertamente con el MERCOSUR, abandonán- 
dolo y encarando un camino solitario con los riesgos que 
ello implica en el mundo globalizado de hoy. 


4) Dejar de ser miembros plenos del MERCOSUR para 
pasar a ser un Estado asociado (como es el caso de Chile, 
por ejemplo). Este camino implicaría el libre comercio con el 
bloque regional más la búsqueda activa de nuevos acuer- 
dos comerciales con Estados Unidos, con Europa y con 
países asiáticos. Es en este preciso momento histórico en el 
cual estamos decidiendo cual camino elegir. Estamos deci- 
diendo más allá de los deseos de cada uno, porque es una 
decisión a la que nos obligan tanto nuestras acciones como 
nuestras omisiones, así como también las acciones y omi- 
siones de nuestros socios regionales. Lo único que es 
imposible, en estas circunstancias, es no decidir. La deci- 
sión debería contar con el máximo de información, porque 
se trata de evaluar lo más conveniente para los intereses del 
país. Suponemos que diversas instancias del Estado uru- 
guayo tendrán estudios técnicos prospectivos y tendrán ya 
estudiados los posibles escenarios futuros en cualquiera 
de las opciones. Hoy como en el año 1991, debemos elegir 
un camino. Y para ello tenemos que estimar con la mayor 
precisión posible las eventuales consecuencias de cada 
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una de las alternativas. En base a todo lo antedicho, y de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la República elevamos el siguiente PEDIDO DE 
INFORMES con destino a los Ministerios de Relaciones 
Exteriores y de Economía y Finanzas, a fin de conocer sus 
Opiniones respecto a las siguientes interrogantes: 


1) Especificar si el Estado uruguayo ha previsto, en 
cualquiera de sus servicios técnicos, los escenarios posi- 
bles que se generarían ante eventuales cambios en la inser- 
ción internacional del país. De ser así, explicitarlos. 


2) En caso de que nuestro país decidiera impulsar algún 
tipo de modificaciones al MERCOSUR, ¿cuáles deberían ser 
las principales modificaciones estratégicas a lograr y cuá- 
les los caminos y los plazos para conseguirlas? 


3) Si Uruguay dejara de formar parte del MERCOSUR, 
¿cuáles se considera que serían los pasos formales que 
debería encarar? 


4) ¿Qué repercusiones diplomáticas y jurídicas se con- 
sidera que tendría un abandono del bloque regional? 


5) ¿Cómo se evalúa qué sería la nueva inserción interna- 
cional del país en tales circunstancias? 


6) ¿Qué consecuencias comerciales se entiende que 
podría traer aparejadas el abandono del MERCOSUR? 


7) ¿Cómo se visualiza la incidencia de tal decisión sobre 
las inversiones extranjeras en el país? 


8) ¿Cuáles se entiende que serían los beneficios y cuáles 
los perjuicios para el país de una eventual retirada del 
MERCOSUR? 


9) ¿Se han analizado cuáles serían los pasos formales 
que debería encarar el Uruguay si pretendiera dejar de ser 
miembro pleno del MERCOSUR para pasar a ser miembro 
asociado del bloque? De ser así explicitarlos. 


10) ¿Qué repercusiones diplomáticas y jurídicas tendría 
un cambio de esta naturaleza? 


11) ¿Cuál sería la nueva inserción internacional del país 
en tales circunstancias? 


12) ¿Qué consecuencias comerciales podría traer apareja- 
das el nuevo estatuto de miembro asociado del MERCOSUR? 


13) ¿Cuál sería la incidencia de esta decisión sobre las 
inversiones extranjeras en el país? 


14) ¿Cuáles se evalúan que serían los beneficios y cuáles 
los perjuicios para el país de no continuar siendo miembro 
pleno del bloque y pasar a ser miembro asociado? 


Enrique Antía, Francisco Gallinal, Sena- 
dores". 
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5) INASISTENCIAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, dese cuenta de las inasistencias a la anterior 
convocatoria, en el caso de que existieran. 


(Se da de las siguientes:) 
SEÑORA PROSECRETARIA (Esc. Claudia Palacio).- En 


la sesión del Senado de fecha 16 de mayo del presente año 
faltó con aviso el señor Senador Carlos Moreira. 


En lo que respecta a las inasistencias de los señores 
Senadores alas respectivas Comisiones, cabe informar que: 
ala sesión de la Comisión de Constitución y Legislación del 


día de ayer faltaron con aviso los señores Senadores Eduar- 
do Ríos y José Korzeniak. 


6) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Cid solicita licencia durante los 
días 17 y 18 de mayo”. 


-Léase. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 
“Montevideo, 17 de mayo de 2006. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente. 


De mi mayor consideración: 

Por intermedio de la presente quien suscribe solicita al 
Sr. Presidente se le conceda licencia por problemas de salud 
los días miércoles 17 y jueves 18 de mayo inclusive. Solicito 


se proceda a la convocatoria del suplente correspondiente. 


Sin otro particular hago propicia la oportunidad para salu- 
dar al Sr. Presidente con mi más alta estima y consideración 


Alberto Cid. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


17 de mayo de 2006 
(Se vota:) 
- 16en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consecuencia, queda convocado el señor Senador 
Antognazza, quien ya ha prestado el juramento de estilo por 
lo que, si se encontrara en Antesala, se le invita a pasar al 
Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Antognazza.) 


7) BATALLA DE LAS PIEDRAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la hora pre- 
via. 


Tiene la palabra el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- Señor Presidente: estamos en vísperas 
de un nuevo aniversario del 18 de mayo, día de la Batalla de 
las Piedras, primer gran encuentro militar a campo abierto en 
el comienzo de la Revolución Oriental de 1811, entonces 
bajo la tutoría de la Junta de Mayo de Buenos Aires. 


Se respondía así a las fatigas que el régimen absolutista 
español había creado en estas tierras por su errático 
contracurso de la historia, la que entonces levantaba por 
todo Occidente las banderas del liberalismo político y eco- 
nómico y sus ensayos de radicar la soberanía en el pueblo 
que la delegaba en representantes, limitados ellos en el 
ejercicio de sus funciones por el freno de constituciones, 
estructuradas según la teoría de Montesquieu mediante la 
División de los Poderes etáticos. 


Artigas, tras el Grito de Asencio y la Proclama del 11 de 
abril de 1811 en Mercedes, era la cabeza de ese movimiento 
policlasista de acendrado perfil rural. 


Habría que esperar a fines de ese año para que el Caudillo 
manifestara su inicial decepción ante el centralismo de 
Buenos Aires y, acaso un año largo más, para promover la 
ruptura por su diferente concepción organizativa de la 
Revolución, antípoda del plan porteño: frente al 
Republicanismo igualitario de Artigas, fórmulas autorita- 
rias y quizás muy cercanas a la Monarquía. 


Frente a su federalismo nucleador de la causa de los 
pueblos, el unitarismo; frente a sus afanes declarativos de 
Independencia, la estrategia de la postergación para ver 
cuál podría ser el mejor amo a servir. 


La Batalla de Las Piedras importa porque es un primario 
hito de la génesis del Pueblo Oriental, reunido, armado, con 
un Jefe y con la convicción de las razones de la ruptura 
contra la equívoca Madre hispánica. 


Son todas ellas condiciones imprescindibles para el 
nacimiento de un proyecto de nación que los acontecimien- 
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tos posteriores indicarían sobre su consolidación o su 
disolución. 


Este suceso marcial, castrense, es una prueba máxima de 
la defensa de la soberanía, asumida por tantos 
anunciamientos colectivos de la misma naturaleza que el 
paradigmático de Asencio en Soriano, como lo fue 
Casablanca en Paysandú, Belén en Salto y tantos otros 
cuyo registro inédito se ha perdido en la noche de los 
tiempos, pero no la inducción deductiva de sus existencias. 


Poreso el encontronazo de las caballerías e infantes, que 
de por medio estaba la protección del valor colectivo más 
grande que pueda ostentar un pueblo, la Soberanía. 


Por eso, Las Piedras es venerada como impar hecho 
histórico que se perpetúa en la memoria dinámica del ciclo 
sustitutivo de las generaciones. Así debe ser, por siempre: 
sostener esas riquezas fundacionales del alma nacional, 
alertas admirables procedentes de otros tiempos, como 
también agitación que resucita contemporáneamente si los 
devenires nos exponen a análogas circunstancias que 
ofendan el patrimonio común, aunque no vengan vestidas 
con los mismos ropajes e intenciones presentes en las 
huestes del ibérico Capitán de Marina, Gervasio Posadas. 


El combate de Canelones es un acicate para reflexionar 
sobre nuestra esencia actual de pueblo pequeño y pacífico, 
con virtudes ya no tan castrenses, que se nutren más por la 
dispensa que ofrecemos a los intentos de desarrollo huma- 
no que a la búsqueda de las dianas de archivados clarines 
de victorias. 


Las diferencias demográficas y las tecnologías 
vanguardistas que construyen nuestro siglo nos hacen 
pensar con una racionalidad cabal que no admite disensiones, 
que tengamos pretensiones y posibilidades de humillar con 
las armas a vecinos, tal como ocurrió en enero de 1815, allá 
por Guayabos, cuando corrimos porteños, o el octubre de 
1825, campos de Sarandí, hazañas de mestizos guerreros 
con carabina a la espalda y sables en manos, no muy 
ilustrados, pero dotados de hercúleas valentías ecuestres. 


La ilustración conseguida introduce la racional idea que 
ya terminó el tiempo de las heroicas lanzas y ponchazos. 


La comprensión de la sensatez de nuestra pequeñez hace 
que debamos competir en otros terrenos con nuestros 
gigantescos vecinos. 


No hemos sido jamás émulos de aquel pintoresco y 
demencial personaje de novela francesa, el maestro Chauvin, 
siempre jugando a exagerar la patria con sus alumnos. 


Una cuestión de cordura y de realismo define la conduc- 
ta inteligente, desdeñándose chauvinismos, tan proclives 
a ser padecidos por ciertas comunidades cuando 
sobredimensionan la calidad de sus grandezas concretas. 


¡Y así las pagan! 
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Quienes con un solo ojo nos ven pequeños, pueden 
confundirse. Pero ¿cómo controlar el recalentamiento inte- 
rior de algún fronterizo que busca enfriarse fuera de límites, y 
evitar que la peligrosa práctica afecte la seguridad nacional? 


El tema ya está instalado en el debate... lo iniciaron el 
Presidente y dos ex, en la jornada del lunes anterior. 


No es que suenen tambores de guerra y se oculten las 
pipas de la Paz, porque se haya prohibido fumar bajo techo. 
¡No! 

¡ 


Sin embargo varias conjeturas se pueden presentar a la 
introspección estratégica del Uruguay mediando una hipó- 
tesis de conflicto: 


A) Adecuarse, cediendo... aunque cada ofensa consen- 
tida, genera un agravio mayor. 


B) Buscar apoyos de equilibrios en amigos... Pero ¡lí- 
brenos Señor de ciertos amigos... que mejores son los 
enemigos! 


C) Enfrentarlos. ¡No!... que en media hora están instala- 
dos en el Edificio Libertad, en Santa Bernardina de Durazno 
o en el Parque Liebig”s de Fray Bentos. 


Entonces... ¿qué hacemos? Hummm... Escépticos o no, 
como pueblo, tenemos que adquirir conciencia sobre for- 
mas de actuar en emergencias que no hayamos alentado. 


Siempre puede haber un Chauvin loco, foráneo y extra- 
viado. 


Recuérdese el no tan lejano 1908, cuando el canciller 
Zeballos, de Argentina, ideó la teoría de la “Costa Seca” que 
daba a su país todo el Río de la Plata y los canales. 


Si los montevideanos querían bañarse en Pocitos o en 
Carrasco deberían pedirle permiso al Presidente Roque 
Saenz Peña. 


Hasta nos bombardearon la zona de la Isla de Flores. 
Saenz Peña, Presidente sensato, arregló el asunto con el 
doctor Gonzalo Ramírez más el aporte de otros grandes que 
sabían de Relaciones Exteriores por su inteligente 
profesionalismo. 


Podrá decirse que para la prevención defensiva, antici- 
pada, están las Fuerzas Armadas y sus Institutos de Estu- 
dios Estratégicos. 


Creemos sinceramente que no alcanza. 


Es toda la nación la que debe poseer conocimientos 
mínimos sobre cómo actuar. 


Ello no significa el fomento de ningún militarismo de 
cuartel, succionador de riquezas al país que pretenda mejo- 
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rar su productividad, sino un elemental PLAN DE 
REFORMULACION y racionalidad para la conservación de 
laexistencia colectiva en circunstancias eventuales y ofen- 
sivas de alertas rojas por OTROS promovidas o aun por 
cataclismos naturales. 


Puede, además, marcar la restauración del pueblo hacia 
un nuevo ejército, armada y aviación, dañados los anterio- 
res por la filosofía detestable de quienes fueron sus infieles 
mandos superiores. 


No estamos diciendo que se desintegren las fuerzas 
armadas, que es una institución necesaria a la conformación 
del Estado y que en el caso particular del Uruguay, nacieron 
mismo con la Patria en las montoneras artiguistas respon- 
sables, según lo manifestábamos en la Batalla de Las Pie- 
dras, sino que se reformulen manteniendo principios uni- 
versales a los objetivos de todos los ejércitos más funcio- 
nes de salvaguardia y asistencia civiles. 


Tampoco se interprete, por favor, como que estamos 
proponiendo dotar a cada ciudadano de un fusil o de las 
técnicas de las artes marciales, sino que cada uno sepa 
cómo actuar en caso de emergencia nacional por acciones 
foráneas, de forma tal que respuestas individuales de nues- 
tros compatriotas, cargadas de patriotismo emocional, sean 
tomadas como la excusa para invertir los roles, y que el 
agresor externo tergiverse los términos y pretenda aparecer 
como el atacado u ofendido. 


Señor Presidente: solicito que la versión taquigráfica de 
estas palabras sea enviada a la Presidencia de la República 
y a los Ministerios de Defensa Nacional, de Relaciones 
Exteriores y de Educación y Cultura. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-15en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


S) ZELMAR MICHELINI Y HECTOR GUTIERREZ 
RUIZ. HOMENAJE A SU MEMORIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Lara Gilene. 


SEÑOR LARA GILENE.- Señor Presidente: al cumplirse 
el próximo sábado 20 de mayo treinta años del asesinato de 
Zelmar Michelini y de Héctor Gutiérrez Ruiz, agradezco a 
este Cuerpo el permitirme realizar una exposición en home- 
naje a la memoria de esas dos personas excepcionales. 


En la madrugada del 18 de mayo de 1976, un grupo de 
personas armadas derribaron la puerta de uno de los depar- 
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tamentos del edificio de la calle Posadas al 1011,enla ciudad 
de Buenos Aires, donde residían Héctor Gutiérrez Ruiz, su 
esposa, Matilde Rodríguez Larreta, y sus tres hijos peque- 
ños. “golpearon muy fuerte la puerta,” -como recordaría ella 
años después- “unos golpes brutales en una puerta antigua 
de un departamento antiguo. Cuando llegamos, ya estaba 
abierta la puerta, abierta a golpes, y había un hombre muy 
grande que la había violentado. No sé cómo lo hizo; era una 
bestia. Eran ése y cuatro más. Los minutos que siguieron 
fueron brutales: esos cinco individuos que” -según Matilde- 
“parecían drogados” golpearon y maniataron a quien había 
sido, hasta el golpe de Estado del 27 de junio de 1973 el 
Presidente de la Cámara de Representantes del Uruguay, y 
luego se dedicaron a saquear el hogar. Estuvieron mucho rato 
y robaron absolutamente de todo, “de todo lo que se pudiera 
imaginar”, diría Matilde. “Mientras tanto, mi marido estaba ahí 
en el living. Ellos recorrieron toda la casa, entraron en el cuarto 
de los chicos y vaciaron todo”. Momentos más tarde, saldrían 
del edificio llevándose a “El Toba”, no sin antes amenazar a 
su esposa para que no avisara a nadie de lo sucedido. 


Poco después, otro comando llegaría al Hotel Liberty, 
ubicado en el centro de la ciudad, y procedería a hacer lo 
mismo en las habitaciones que ocupaban Zelmar Michelini, 
su esposa y algunos de sus hijos -hablando ayer con Rafael, 
él me decía que esos hijos eran Luis Pedro y Zelmar-, para 
luego secuestrar a quien había sido Senador de la República 
durante varios períodos. 


Aun entiendas políticas diferentes, Zelmar y “El Toba” 
se habían visto unidos en aquellos tiempos por una incan- 
sable lucha en favor de la democracia uruguaya, y esa misma 
lucha los haría víctimas de una estúpida saña criminal que 
caracterizó a la dictadura que azotó al país durante doce años. 


Dos días después de estos incidentes, sus cuerpos 
acribillados aparecieron en el interior de un automóvil, 
junto a los cadáveres de otros dos uruguayos, los jóvenes 
Rosario Barredo y William Whitelaw. 


“El Toba” había nacido el 21 de febrero de 1934, en 
Montevideo, y desde su juventud había adherido al Partido 
Nacional. En 1966 fue electo Diputado -reelegido en 1971- 
y en 1972 fue nombrado Presidente de la Cámara de Repre- 
sentantes. En este último cargo fue reelecto en 1973, cuando 
ya era miembro también del Parlamento Latinoamericano. 


Gutiérrez Ruiz, Michelini, Wilson Ferreira Aldunate y 
centenares de compatriotas, se habían marchado del país 
eludiendo la violencia imperante. Pero ellos, como tantos 
otros, seguían siendo objeto de vigilancia, de persecución 
y de constantes amenazas. 


Wilson, que aquella noche del 18 de mayo también había 
sido elegido para ser secuestrado y asesinado, salvó su 
vida milagrosamente y pudo refugiarse en una Embajada. 
Desde allí, cuatro días después de la muerte de Zelmar y de 
“El Toba”, escribiría una carta al sangriento dictador argen- 
tino, Jorge Rafael Videla, que conserva una poderosa im- 
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pronta testimonial y que sigue siendo un formidable texto 
de denuncia y valentía. 


En ese entonces, Wilson escribía que el ser Presidente 
de la Cámara de Representantes no puede quitárselo nadie 
a Héctor Gutiérrez Ruiz y que en ella representaba al Partido 
Nacional, a pesar de un comunicado expedido en Montevi- 
deo por parte de quienes se cebaban, como algunos anima- 
les inmundos, en los propios cadáveres. La condición de 
integrante del Partido Nacional -de blanco, como decimos los 
orientales- la damos y la quitamos los blancos mismos y no 
está al alcance de los enemigos de su patria y de su Partido. 


Tenía 43 años y presidía una maravillosa familia cristiana 
que integraba con su mujer y sus cinco hijos. Todos vivían, 
desde 1973, en Buenos Aires. Zelmar Michelini era padre de 
diez hijos y, también desde 1973, trabajaba de sol a sol, aquí 
y en Buenos Aires, para mantener a su mujer y a sus hijos 
pequeños, y para ayudar a los más grandes, ya que todos 
eran muy jóvenes. Diputado, Ministro, Senador, siempre 
militó en filas políticas distintas que las de Gutiérrez y mías. 
Esto lo decía Wilson. Todos sentimos siempre, por él, un 
inmenso respeto que se volvió, hace ya bastantes años, 
amistad entrañable. 


Héctor Gutiérrez Ruiz -afirmaba Wilson unas líneas más 
adelante- fue sacado de su casa a medio vestir, maniatado 
y con una funda sobre la cabeza, alos empellones. Quienes 
lo conducían no demostraron ninguna nerviosidad y actua- 
ron sin apresuramiento, utilizando nuevamente la puerta 
principal, más iluminada y visible, por la que habían entra- 
do, a pesar de que, directamente, al salir del ascensor se 
encontraba la otra, más cercana y discreta, que volvieron a 
desdeñar. La aprehensión del Senador Michelini se efectuó 
dos horas después de finalizado el episodio que he referido. 
Intervinieron en ella, presumiblemente, los mismos indivi- 
duos u otros que obedecían a los mismos mandos, pues 
habían manifestado a la señora de Gutiérrez Ruiz que debía 
abstenerse de avisar a Michelini y a los otros uruguayos O, 
de lo contrario, ejecutarían a su marido. De cualquier modo 
y para asegurarse, destruyeron el teléfono, pero no consi- 
deraron necesario apresurarse ante el temor de ser perse- 
guidos, de que la señora de Gutiérrez Ruiz hubiera encon- 
trado un medio para dar el alerta. Los asaltantes no tenían, 
pues, temor de fuerzas militares o policiales que pudieran 
estar esperándolos en el Hotel Liberty, como bien hubiera 
podido suceder. 


Todos sabemos lo que sucedió los días siguientes: las 
reiteradas mentiras de las autoridades uruguayas y argen- 
tinas de la época, las dificultades para que los restos de los 
dos Legisladores pudieran ser trasladados a su tierra y, en 
ella, recibir sepultura. Baste con recordar que el sepelio de 
Zelmar debió realizarse ante la temible custodia de la guar- 
dia republicana y que en el entierro de “El Toba”, en el 
cementerio del Buceo, un alto funcionario policial, que 
luego sería felicitado por el dictador Juan María Bordaberry, 
retiró violentamente la bandera uruguaya que cubría el 
féretro, provocando incidentes que terminaron con nume- 
rosos detenidos, entre ellos, Mario Heber y su esposa 
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Cecilia Fontana, luego víctimas de otro de los episodios 
jamás aclarados de la pasada dictadura. 


“El Toba” y Zelmar habían dedicado sus últimas sema- 
nas, como integrantes de este Poder Legislativo, a negociar 
y buscar caminos que impidieran el golpe de junio. Juntos 
se habían tenido que exiliar en la Argentina y juntos, desde 
allí, habían enfrentado, con toda pasión, el largo brazo de 
la dictadura, y juntos fueron asesinados. Juntos, juntos e 
inseparables han entrado en la historia y juntos e insepara- 
bles los recordaremos para siempre. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a las familias de Zelmar Michelini y Héctor Gutiérrez 
Ruiz. 


SEÑOR PRESIDENTE - Se vaa votar el trámite solicitado 
por el señor Senador Lara. 


(Se vota:) 


-21 en21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) CRISIS ENERGETICA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra la señora Senadora Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hace varias sesiones que 
estábamos por intervenir en la hora previa. Aclaramos esto, 
porque lo que vamos a decir no responde a ninguna inter- 
vención realizada sobre los mismos temas, sino que se trata 
de profundizar algo que nos preocupa. Nos referimos a lo 
que tiene que ver con la crisis energética, no por la situación 
coyuntural que vivimos, sino porque es un tema permanen- 
te, en el hoy y para el futuro, no sólo del Uruguay. 


Hay que constatar que el cambio climático ya está 
procesándose; noes algo que vaya a venir, sino que ya está. 
Eso queda claro a partir de las reiteradas sequías y de los 
episodios de temporal que hemos vivido y que, desgracia- 
damente, seguiremos viviendo. 


Todo esto nos hace enfocar nuestra mirada hacia la 
matriz energética y toda la gama de posibilidades de cam- 
biarla, ampliarla y complementarla. Somos un país petróleo- 
dependiente con respecto a nuestra matriz energética y 
también dependemos del agua para la misma generación. Y 
esos dos elementos están jaqueados: uno, por el cambio 
climático y el otro, por el agotamiento de los hidrocarburos, 
que vino para no irse. Es difícil que los precios del petróleo 
bajen; es más, su tendencia es al alza. Por eso debemos 
mirar hacia lo que genéricamente denomino 
“agrocombustibles”. Ahí tenemos el tema del etanol, del 
biodiesel, de la biomasa, de todo lo que puede derivar de la 
transformación de los productos agrícolas. 


Estos agrocombustibles no son tan sencillos de encarar, 
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porque traen aparejados otros problemas y esto es lo que 
quería venir a plantear en esta hora previa del Senado. 


En estos días, se está constatando una suba mundial del 
precio del azúcar, que tiene que ver con el hecho de que la 
caña ahora está requerida, tanto para el azúcar como para el 
etanol, y cada vez lo estará más para este último. Por lo 
tanto, el precio del azúcar de consumo aumentará, razón por 
la cual nos hemos preguntado si no tendríamos que encarar 
nuevamente la plantación de remolacha. Los granos, como 
girasol, colza y soja se usan para el biodiesel y también para 
la alimentación humana. Cada vez tenemos más productos 
que se obtienen de los mismos elementos. Es posible que 
llegue un momento en que el requerimiento de esos produc- 
tos agrícolas apareje una escasez alimentaria para los pue- 
blos pobres como el nuestro. Esto es algo grave y, junto con 
el cambio de la matriz energética, está planteado en el 
horizonte. Por eso amerita que el Senado de la República 
empiece a estudiar la complejidad de estos temas, más allá 
de otros aspectos que se plantearon en Sala que tienen que 
ver con la cuestión impositiva, que compartimos. 


El tema de la forestación ha sido muy polémico en estos 
últimos tiempos en el Uruguay pero la madera también es 
parte de la posible biomasa utilizable como energía. De 
hecho, una de las plantas más importantes de producción de 
aceite del Uruguay genera energía a partir de la madera. 


Asimismo, hay que estudiar el tema de la cáscara de 
arroz, porque mal usado tiene consecuencias nefastas para 
las calderas. Esto lo hemos visto últimamente, al reparar las 
calderas del ex ingenio CALNU. 


Pensamos que más adelante el Senado debería confor- 
mar algún equipo de trabajo que piense globalmente en 
estos temas, en la salida del país para los mismos y en su 
respaldo legislativo. No sólo debemos considerar la varia- 
ción de la matriz energética; también hay que analizar el 
tema del viento, del sol y hasta el de la energía del mar. Hay 
muchas cuestiones en el horizonte, algunas para investigar 
y Otras para cerrar los números económicos que sugieren. 


Hay otros elementos que están siendo encarados por los 
países más desarrollados y que son complementarios. No- 
sotros podremos mejorar la fuente de energía pero también 
podemos mejorar el consumo. Por ejemplo, en Alemania se 
han hecho estudios sobre el tamaño de las ruedas de los 
autos, porque los llamados “patones” consumen mucha 
más energía que los autos de ruedas finitas -aunque no 
estén tan de moda-, por la fricción en las carreteras. Así, se 
puede advertir una cantidad de elementos que influyen. 


Es muy interesante observar la legislación que ha desa- 
rrollado Alemania en materia de construcción, porque allí ya 
no se permite que el ancho de los muros y las aberturas sean 
de cualquier tipo y la orientación de las viviendas debe 
tender al aprovechamiento de la luz solar. Estas son, todas, 
reglamentaciones de futuro que no hacen a la producción, 
sino al ahorro de la energía global que tiene un país. 
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Podemos citar muchísimos ejemplos más, pero nuestra 
preocupación está centrada en que todo lo que emprenda- 
mos, de ahora en adelante, tenemos que hacerlo en forma 
armónica para no generar contradicciones entre la alimen- 
tación y la energía, entre la producción de la energía y un 
uso desconsiderado, porque la energía es cada vez más un 
valor importante que incide mucho en los presupuestos de 
los países. 


Queríamos traer esta primera reflexión al Senado porque 
en el futuro pensamos plantear la instrumentación de algún 
ámbito para que se haga cargo de estos temas y pueda 
profundizarlos. Desearíamos que el otro organismo que 
profundizara en estos temas fuera la Universidad de la 
República. 


Solicitamos que la versión taquigráfica de estas pala- 
bras sea enviada a las Facultades de Química, de Ciencias, 
de Ingeniería y de Arquitectura, y a los Ministerios de 
Industria, Energía y Minería y de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-20en 21. Afirmativa. 


10) ADMISION TEMPORARIA Y TOMA DE STOCK 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Baráibar. 


SEÑOR BARAIBAR.- En el día de ayer, durante la discu- 
sión del informe de la Comisión de Industria, Energía, Co- 
mercio, Turismo y Servicios, referente al proyecto de admi- 
sión temporaria y toma de stock fue presentado, por parte 
del señor Senador Abreu... 


SEÑOR PRESIDENTE.- No haga alusiones, señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BARAIBAR.- Entonces digo que fue por parte 
de un señor Senador; podría no citarlo, pero todos sabemos 
que fue él. Lo nombré porque, como todos sabíamos que era 
él, creía que correspondía. 


Hizo referencia a Decretos que dejaban sin efecto algu- 
nas multas aplicadas a ciertas empresas de plaza. En el día 
de hoy nos preocupamos de recabar la información del caso 
y voy a dar lectura al Decreto que tengo en mi poder, a fin 
de que toda la información, que es oficial, sea conocida por 
los miembros de este Cuerpo, dado que de la información 
suministrada en el día de ayer no pudieron ser conocidos 
algunos elementos. Dice así: 
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“Presidencia de la República Oriental del Uruguay 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Montevideo, 19 de diciembre de 2005. 


VISTO: El recurso jerárquico interpuesto por la Coope- 
rativa Nacional de Productores de Leche (CONAPROLE) 
contra la resolución del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería de fecha 21 de febrero de 2005; 


RESULTANDO D) que a través de la misma se le aplicó 
una multa a la recurrente de $ 58:733.923 (pesos uruguayos 
cincuenta y ocho millones setecientos treinta y tres mil 
novecientos veintitrés) por infracción al artículo 11 del 
Decreto 420/990 de 5 de octubre de 1990; 


ID) que la referida multa se impuso al constatarse la 
existencia de un faltante de stock de mercadería importada 
por CONAPROLE enrégimen de admisión temporaria, lo que 
contraviene lo dispuesto por la norma aludida; 


III) que el recurrente se agravia expresando que la 
precitada norma reglamentaria carece de base legal, por lo 
que la multa aplicada es totalmente ilegítima; 


IV) que por resolución del Ministerio de Industria, Ener- 
gía y Minería de fecha 7 de noviembre de 2005 se desestimó 
el recurso de revocación; 


CONSIDERANDO: D) que el recurso a estudio fue inter- 
puesto en tiempo y forma de acuerdo a lo establecido por el 
artículo 317 de la Constitución de la República y artículos 
4 y 10 de la ley 15.869 de 22 de junio de 1987; 


ID) que la Administración está obligada a aplicar todos 
los actos administrativos en tanto no sean revocados; 


III) que sin perjuicio de ello la Administración se en- 
cuentra obligada a revisar sus actos y en caso de que sean 
impugnados, si advierte que los mismos son ilegales debe 
revocarlos; 


IV) que las normas legales reglamentadas por el Decreto 
420/990 -Leyes 3816 de 15 de julio de 1911 y 4268 de 12 de 
octubre de 1912- no autorizan al Poder Ejecutivo la aplica- 
ción de las multas y sanciones que estableció el artículo 10 
del Decreto reglamentario; 


V) que si bien el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería aplicó por estar vigente el Decreto 420/990 una vez 
que el Poder Ejecutivo constata su ilegitimidad correspon- 
de hacer lugar al recurso interpuesto; 


VI) que el Poder Ejecutivo remitió con fecha 24 de 
noviembre de 2005 a la Asamblea General un proyecto de 
Ley en cuyo Mensaje establece que las disposiciones de 
este tenor que contienen los decretos 380/004 de 22 de 
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octubre de 2004 -que recogen las del Decreto 420/990 recu- 
rrido- son de reserva legal, señalando expresamente que las 
multas requieren norma legal, promoviéndose por tal razón 
dicho Proyecto de Ley; 


ATENTO: a lo expuesto y a lo dispuesto por el artículo 
25 del Decreto Ley 15.524 de 9 de enero de 1984; 


EL PRESIDENTE DELA REPUBLICA 


RESUELVE: 


1%. Revócase la resolución del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería de fecha 21 de febrero de 2005 a través de 
la cual se aplicó una multa a la Cooperativa Nacional de 
Productores de Leche (CONAPROLE) de $ 58:733.923 (pe- 
sos uruguayos cincuenta y ocho millones setecientos trein- 
ta y tres mil novecientos veintitrés) por infracción al artícu- 
lo 11 del Decreto 420/990 de 5 de octubre de 1990. 


2”. Notifíquese, comuníquese, etc. 


TABARE VAZQUEZ, Presidente de la 
República; Jorge Lepra.” 


- Asimismo, tengo en mi poder el informe de la Asesoría 
Jurídica que dio lugar al Decreto de fecha 16 de diciembre 
de 2005, sobre el acuerdo del día 12 de diciembre. 


Por otro lado, tengo el Decreto y la resolución en el 
mismo sentido contra la empresa LINPAC PLASTICS URU- 
GUAY, a la que se le estableció una multa de $ 294.843 y que, 
por los mismos fundamentos que acabo de leer, también fue 
revocada. 


A fin de no extenderme en la exposición, solicito que los 
textos de estos dos Decretos sean incorporados a la versión 
taquigráfica de la sesión, ya que entiendo que es un material 
de interés informativo, dado que este proyecto va a ser 
considerado en la Cámara de Representantes, por lo que es 
bueno que los antecedentes estén a disposición de todos 
los interesados. Además, me he comunicado con el Minis- 
terio de Industria, Energía y Minería, concretamente con el 
señor Subsecretario, ingeniero Martín Ponce de León, a 
efectos de informarle lo ocurrido y de conocer la opinión del 
Ministro. Me manifestó que estaba totalmente de acuerdo 
con que yo leyera estos Decretos en la tarde de hoy a fin de 
dar la más amplia información y, al mismo tiempo, estar a 
disposición para todas las aclaraciones que los señores 
Senadores entiendan pertinentes. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
remitida a la Comisión de Industria, Energía, Comercio, 
Turismo y Servicios del Senado y a la de Industria, Energía 
y Minería de la Cámara de Representantes, a la Presidencia 
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de la República y al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería. 


SEÑOR PRESIDENTE- Se vaa votar el trámite solicitado 
por el señor Senador. 


(Se vota:) 

-22en 23. Afirmativa. 

(Texto de los dos Decretos que se resolvió incluir:) 
“Presidencia de la República Oriental del Uruguay 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 

Montevideo, 1? de marzo de 2006. 


VISTO: el recurso jerárquico interpuesto por LINPAC 
PLASTICS URUGUAY S.A. contra la resolución del Minis- 
terio de Industria, Energía y Minería de fecha 13 de junio de 
2005. 


RESULTANDO: I) que a través de la misma se le aplicó 
una multa a la recurrente de $ 294.843 (pesos uruguayos 
doscientos noventa y cuatro mil ochocientos cuarenta y 
tres) por infracción al artículo 11 del Decreto 380/004 de 22 
de octubre de 2004; 


ID) que la referida multa se impuso al constatarse la 
existencia de un faltante de stock de mercadería importada 
por LINPAC PLASTICS URUGUAY S.A. en régimen de 
admisión temporaria, lo que contraviene lo dispuesto por la 
norma aludida; 


III) que el recurrente se agravia expresando que la 
precitada norma reglamentaria carece de base legal, por lo 
que la multa aplicada es totalmente ilegítima; 


IV) que por resolución del Ministerio de Industria, Ener- 
gía y Minería de fecha 19 de diciembre de 2005 se desestimó 
el recurso de revocación; 


CONSIDERANDO: l) que el recurso fue interpuesto en 
tiempo y forma de acuerdo a lo establecido por el artículo 
317 de la Constitución de la República y artículos 4 y 10 de 
la Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987; 


ID que la Administración está obligada a aplicar todos 
los actos administrativos en tanto no sean revocados; 


III) que sin perjuicio de ello la Administración se en- 
cuentra obligada a revisar sus actos y en caso de que sean 
impugnados, si advierte que los mismos son ilegales debe 
revocarlos; 


IV) que las normas legales reglamentadas por el Decreto 
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380/004 -Leyes 3.816 de 15 de julio de 1911 y 4.268 de 12 de 
octubre de 1912- no autorizan al Poder Ejecutivo la aplica- 
ción de las multas y sanciones que estableció el artículo 11 
del Decreto reglamentario; 


V) que si bien el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería aplicó por estar vigente el Decreto 380/004 una vez 
que el Poder Ejecutivo constata su ilegitimidad correspon- 
de hacer lugar al recurso interpuesto; 


VI) que el Poder Ejecutivo remitió con fecha 24 de 
noviembre de 2005 a la Asamblea General un Proyecto de 
Ley en cuyo Mensaje establece que las disposiciones de 
este tenor que contiene el decreto 380/004 de 22 de octubre 
de 2004 son de reserva legal, señalando expresamente que 
las multas requieren norma legal, promoviéndose por tal 
razón dicho Proyecto de Ley; 


ATENTO: a lo expuesto y alo dispuesto por el artículo 
25 del Decreto-Ley N* 15.524, de 9 de enero de 1984; 


EL PRESIDENTE DELA REPUBLICA 


RESUELVE: 


1*.- Revócase la resolución del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería de fecha 13 de junio de 20053 a través de 
la cual se aplicó una multa a LINPAC PLASTICS URUGUAY 
S.A. de $ 294.843 (pesos uruguayos doscientos noventa y 
cuatro mil ochocientos cuarenta y tres) por infracción al 
artículo 11 del Decreto 380/004 de 22 de octubre de 2004. 


2*.- Notifíquese, comuníquese, etc. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de la 
República; Jorge Lepra. 


ASESORIA JURIDICA 


Montevideo, 16 de diciembre de 2005. 


ACUERDO DEL DIA 12 DE DICIEMBRE RETIRADO A 
ESTUDIO 


ASUNTO N” 403.- Estima esta Asesoría que la Adminis- 
tración está obligada a aplicar todos los actos administra- 
tivos mientras que éstos no sean revocados. 


No obstante ello, también está la Administración obliga- 
da a revisar sus actos y en caso de que sean impugnados si 
advierte que los mismos son ilegales debe revocarlos. 


En el caso, al momento de la infracción constatada 
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estaba vigente el Decreto 420/990 luego derogado por el 
Decreto 380/004 de 22 de octubre de 2004. 


Ahora bien, ello implica a nuestro entender que si bien 
el MIEM aplicó, por estar vigente, el Decreto 420/999; 
actualmente el Poder Ejecutivo si se percata de la ilegitimi- 
dad que se denuncia en los recursos, procedería que aco- 
gilera el recurso. 


Se entiende que asiste razón a la recurrente en cuanto las 
normas legales reglamentadas por el Decreto 420/990 (Le- 
yes 3.816 de 15 de julio de 1911 y 4.268 de 12 de octubre de 
1912) no autorizan al Poder Ejecutivo a la aplicación de las 
multas y sanciones que se establecieron en los artículos 10 
y 11 del Decreto reglamentario. 


El Decreto 420/990 fue derogado por el artículo 31 del 
Decreto 380/004 de 22 de octubre de 2004 que en la cuestión 
debatida en el recurso a estudio, establece lo mismo que el 
Decreto derogado. 


Asimismo corresponde destacar que con fecha 24 de 
noviembre de 2005 el Poder Ejecutivo remitió ala Asamblea 
General un Proyecto de Ley referente al régimen de Admi- 
sión Temporaria y a la toma de stock regido por el Decreto 
380/004 citado. 


En el texto del Mensaje al Parlamento el Poder Ejecutivo 
se pronuncia respecto de que algunas disposiciones del 
citado Decreto 380/004 (antes en el Decreto 420/990) son 
de reserva legal señalando expresamente que las multas 
requieren norma legal y en tal sentido promueve dicho 
Proyecto de Ley. 


Por tanto el Poder Ejecutivo ya se ha manifestado expre- 
samente respecto del punto en discusión en laimpugnación 
de CONAPROLE y por tanto se estima que en ese tenor 
correspondería pronunciarse en este expediente. 


CONCLUSION: 


Por lo expuesto esta Asesoría aconseja acoger el recur- 
so jerárquico interpuesto por CONAPROLE y dejar sin 
efecto la sanción aplicada por el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. 


Saludo a usted muy atentamente, 


Firmas: Marina Errazquin - ASESOR 1.” 


11) APLICACION DEL REGLAMENTO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Silos señores Senadores le per- 
miten una licencia a la Presidencia, quisiera plantear el 
razonamiento que se hizo para determinar el alcance del 
término “aludir” o “alusión”, pues parecería ser que, apli- 


512-C.S. 


cando un criterio estricto, no se podría hablar de nada en la 
hora previa. 


Es así, señoras y señores Senadores, que hemos tomado 
la definición de la Real Academia Española, que dice: “Alu- 
sión: Acción de aludir. Figura que consiste en aludir una 
persona o cosa. En los cuerpos deliberantes, la que se dirige 
a uno de sus individuos, ya nombrándolo, ya refiriéndose 
a sus hechos, opiniones o doctrinas”. 


El Reglamento de la Cámara de Senadores, además de 
este concepto, incluye también el de aludir a partidos polí- 
ticos. Entonces, si hay algo que no se puede hacer en la hora 
previa es hablar de las opiniones de un integrante de este 
Cuerpo. Ese es el alcance que le hemos dado a este concep- 
to. 


(Intervención del señor Senador Larrañaga que no se 
oye) 


-Aclaro al señor Senador Larrañaga que estoy aplicando 
un criterio ecuánime y en serio. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Nosotros también hablamos en 
serio. Al final, parece que el señor Presidente es el dueño 
de la razón. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No soy el dueño de la razón. 
Aplico el Reglamento tal cual está. Mi intención era aclarar 
el alcance del término. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- El señor Presidente, ¿pidió au- 
torización para hablar? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, pedí permiso para 
hablar. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Yo pido permiso para hablar y 
tengo derecho a hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia sugiere que, para 
no violar el Reglamento, ingresemos en este tema después 
de la hora previa. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Al parecer, el señor Presidente 
quiere aplicar esto para el señor Senador Baráibar y no para 
nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En absoluto; el señor Senador 
Baráibar es compañero de Bancada. 


12) GESTION DEL DIRECTOR GENERAL DE RENTAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Gallinal. 
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SEÑOR GALLINAL .- Señor Presidente: en el transcurso 
de esta Legislatura -si no me equivoco, fue en el mes de 
marzo- hicimos uso de la palabra para referirnos con preocu- 
pación a la forma en que está desarrollando sus acciones el 
Director General de Rentas, contador Eduardo Zaidensztat, 
titular de la Dirección General Impositiva. En aquel enton- 
ces señalamos dos temas que nos generaban especial pre- 
ocupación. El primero de ellos tenía que ver con sus decla- 
raciones públicas que, a nuestro juicio, tenían un carácter 
de amenaza, vinculadas a Tienda Inglesa, en un episodio 
que ocupó los titulares nacionales durante unos cuantos 
días. Por sobre todas las cosas nos preocupaba el respeto 
al debido proceso y la oportunidad de defensa de parte de 
quien en aquel momento era señalado como eventual infrac- 
toren materia impositiva. 


Aquellas intervenciones -no solamente la nuestra, sino 
también la de otros actores políticos y jurídicos- permitie- 
ron que la circunstancia se superara. De hecho, a pesar de 
existir una autorización formal del Poder Judicial para pro- 
ceder a la suspensión o a la clausura temporal de un esta- 
blecimiento comercial, esa herramienta nunca se aplicó y 
hoy están en trámite algunas acciones legales, en función 
de las cuales, cuando se llegue a su definición, habrá o no 
una actuación adicional de parte de la Dirección General 
Impositiva. 


Como dije antes, en aquel momento planteamos también 
otro tema que nos causaba mucho más alarma y preocupa- 
ción que el primero. Concretamente, me refería a aquél que 
vinculaba al señor Director General de Rentas con el señor 
Luis Borsari, Presidente de la Cámara Inmobiliaria de 
Maldonado. ¿Por qué planteábamos esa preocupación? 
Porque, en esos días, se estaba anunciando que el Director 
General de Rentas iba a presentar una denuncia penal 
contra el señor Luis Borsari por considerarse agraviado en 
virtud de las declaraciones que éste había formulado en su 
condición de Presidente de la Cámara Inmobiliaria de 
Maldonado. Lamentablemente, nuestros pronósticos en 
esa materia y las noticias que manejábamos en ese enton- 
ces, luego se confirmaron, pues se presentó una denuncia 
penal de parte, no del señor Zaidensztat, sino del contador 
Eduardo Zaidensztat, Director General de Rentas y titular de 
la Dirección General Impositiva. La denuncia penal fue 
contra el señor Luis Borsari como consecuencia de las 
declaraciones que éste había realizado criticando la acción 
de la Dirección General Impositiva y a algunos de sus 
inspectores. No se trataba de declaraciones que agraviaran 
oinsultaran, sino que, reitero, criticaban y discrepaban con 
la acción que llevaba adelante la Dirección General 
Impositiva. De este modo, a nuestro juicio, se estaba ame- 
drentando, en este caso, a un contribuyente que además 
revestía -y reviste- la calidad de Presidente de un gremio, a 
quien se le estaba cuestionando y promoviendo una denun- 
cia penal por el solo hecho de manifestar sus diferencias y 
sus discrepancias con la forma en que ejercía la fiscaliza- 
ción la Dirección General Impositiva. 


En verdad, este es un hecho de tremenda gravedad 
porque pone en tela de juicio el Estado de Derecho y la 
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libertad de opinión de los ciudadanos, los contribuyentes 
y, en particular, del Presidente de la Cámara Inmobiliaria de 
Maldonado, un sector importante de la economía nacional. 


Felizmente, ese hecho también terminó porque el señor 
Luis Borsari, en forma responsable y en el ejercicio de esa 
representación, accedió a ponerle fin en el Juzgado a través 
de una transacción. Como además había instancias judicia- 
les de por medio, en aquel momento no quisimos seguir 
adelante con la acción parlamentaria, pero habíamos pensa- 
do en convocar, si era necesario, al señor Director General 
de Rentas. 


Hoy, nuevamente es noticia la acción mediática del 
Director General de Rentas. En declaraciones que publica el 
diario “El Observador” en el día de ayer, se expresa que el 
contador Zaidensztat habría manifestado que si todos los 
jueces actuaran como el Juez Eguren que intervino en la 
causa que involucra alos Directores de La Pasiva, “viviría- 
mos en la república bananera”. Opinó que la sentencia “da 
un mensaje terrible para quien roba la billetera en un ómni- 
bus para dar de comer asu familia: no robe para comer, haga 
maniobras de defraudación, tenga un sistema de cajas arre- 
gladas, compre en negro que si tiene suerte y le toca Eguren 
lo van a mandar al INDA a tareas comunitarias”. Más 
adelante se expresa: “Con un Juez así ninguna sociedad 
puede funcionar. No juzgamos intenciones, juzgamos he- 
chos”. 


Por su parte, en la prensa de hoy se señala que la 
Suprema Corte de Justicia, en su acuerdo semanal, estaría 
considerando este tema. La Vicepresidenta de la Asocia- 
ción de Magistrados, Anabella Damasco, preocupada por 
todo esto, hizo algunas declaraciones vinculadas al mismo 
tema que nos ocupa, que es el de la independencia del Poder 
Judicial. La Dirección General Impositiva tiene potestades 
para actuar, fiscalizar, denunciar y perseguir a quienes no 
cumplen con sus obligaciones, pero integra una estructura 
del Estado, como es el Ministerio de Economía y Finanzas 
o el Poder Ejecutivo; ejerce una acción muy importante 
sobre la suerte de todos los que habitamos el territorio 
nacional. En consecuencia, debe tener mucha cautela al 
momento de realizar declaraciones públicas a través de su 
principal jerarca y, por sobre todas las cosas, contemplar la 
independencia de los Poderes del Estado, en particular, la 
del Poder Judicial. 


Entonces, nos vemos en la necesidad de, nuevamente, 
incursionar en esta temática y señalar que pretendemos 
defender la independencia de este Poder del Estado con 
todas las herramientas de que podamos disponer. En ese 
sentido ya hemos hecho un planteo en el día de hoy, en una 
Comisión de este Cuerpo, que lo vamos a considerar en el 
transcurso de los próximos días con los compañeros de la 
Bancada de Senadores del Partido Nacional -y también le 
hemos pedido al Frente Amplio su opinión al respecto-, para 
convocar a Comisión al señor Director General de Rentas a 
fin de escuchar sus explicaciones con relación a estas 
declaraciones y para expresar, no solamente nosotros, sino 
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también los demás integrantes del Cuerpo, cuál es nuestra 
visión sobre cómo debe actuar la Dirección General 
Impositiva, sobre cómo desde el Partido Nacional estamos 
dispuestos a apoyarla y otorgarle todos los instrumentos 
legales que necesite para combatir la evasión, para combatir 
la delincuencia, para combatir las acciones al margen de la 
ley. Pero también pretendemos, como contrapartida, como 
balance de estos instrumentos legales, el respeto absoluto 
de la independencia del Poder Judicial, el respeto absoluto 
de la libertad de opinión de quienes habitan este territorio 
y la posibilidad de que cada uno pueda ejercer sus derechos 
libremente. 


Solicitamos, señor Presidente, que la versión taquigrá- 
fica de estas palabras sea enviada a conocimiento del señor 
Presidente de la República, del señor Ministro de Economía 
y Finanzas, de la Suprema Corte de Justicia y, porsupuesto, 
también del señor Director General de Rentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la solicitud formu- 
lada. 


(Se vota:) 


-22en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


13) SITUACION ENERGETICA DEL PAIS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Finalizando la hora previa, tiene 
la palabra el señor Senador Long. 


SEÑOR LONG.- Señor Presidente: en nombre de la Ban- 
cada de Senadores del Partido Nacional deseo hacer un 
planteamiento relacionado con la grave situación energéti- 
ca que vive el país. 


Nuestra preocupación por el tema no es nueva. No bien 
instalado el Gobierno, en marzo del año pasado, participa- 
mos activamente en la convocatoria a la Comisión de Indus- 
tria, Energía y Minería del señor Ministro, del señor Subse- 
cretario, del Director de Energía, del Presidente de ANCAP 
y del Presidente de UTE, que se realizó el día 30 de ese mes. 
O sea que, como verán los señores Senadores, ya en ese 
momento estábamos trasladando nuestra preocupación por 
lo delicado del tema. Dado que la situación se seguía 
agravando, propusimos a este Cuerpo la comparecencia del 
señor Ministro a Sala en régimen de Comisión General, 
reunión que se llevó a cabo el 13 de abril del año pasado. 
Duró un número importante de horas, participaron muchos 
señores Senadores y creemos que fue un intercambio de 
ideas provechoso. En aquel momento el Poder Ejecutivo 
estaba viendo la posibilidad de comprar, por adquisición 
directa, dos turbinas aeroderivativas y si bien nosotros no 
compartimos esa solución -en el llamado a Comisión Gene- 
ral, inclusive, manejamos otras alternativas-, reconocemos 
que al menos esa intención de compra directa quedó des- 
echada y también que UTE adoptó en los días siguientes 
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algunas medidas para estimular el ahorro de energía, asunto 
que también fue planteado en esa oportunidad. 


Luego, en días posteriores y básicamente por razones 
coyunturales -como fue el comienzo de lluvias que se man- 
tuvieron durante varios días-, el panorama empezó a cam- 
biar y las dificultades del invierno pasado fueron supera- 
das. Me parece importante destacar que de inmediato, pa- 
sado ese momento, el Partido Nacional, preocupado por 
cómo iban a seguir las cosas de cara al invierno -este que 
ahora está llegando-, volvió a solicitar la comparecencia del 
señor Ministro y del Subsecretario a la Comisión de Indus- 
tria, Energía y Minería, el 3 de agosto de 2005, es decir, en 
pleno invierno del año pasado. Se trató de una convocatoria 
importante, en la que varios de los Legisladores de todos 
los partidos participaron muy activamente, discutieron las 
alternativas, mientras que el señor Ministro y Subsecretario 
dieron su visión de la situación y detallaron la solución que 
estaban procurando llevar adelante que, en términos gene- 
rales, consistía en que esas mismas turbinas aeroderivativas 
fueran adquiridas, en este caso, a través de una licitación 
pública. El Partido Nacional no compartió el camino segui- 
do, hubo dudas también de otros señores Senadores de 
otros Partidos, incluyendo a algunos del propio Gobierno, 
con respecto a esta solución, y nosotros insistimos en 
analizar otras posibilidades como, por ejemplo, continuar 
adelante con el proceso de adquisición de una central a 
ciclo combinado que eventualmente podía inaugurarse an- 
tes a ciclo abierto. Para sintetizar los resultados de esa 
sesión y de otra celebrada días después -también en agos- 
to-, debemos decir que el Partido Nacional, reiteramos, no 
compartió el camino elegido, por dos razones. En primer 
lugar, porque nos parecía que había mejores alternativas 
particularmente en cuanto al costo de generación y también 
en cuanto a buscar la mayor utilidad a mediano plazo. En 
segundo término, porque no veíamos que la solución que se 
proponía nos diera la absoluta seguridad de contar con el 
abastecimiento necesario antes del invierno que está lle- 
gando. Cabe recordar que, por ejemplo, en esa sesión se 
afirmaba que las turbinas se iban a instalar en Melilla. Varios 
Senadores hicimos ver que ese era un tema que todavía no 
se había resuelto y que había serias dudas sobre la instala- 
ción. Estoy hablando de agosto del año pasado. Los hechos 
al final nos dieron la razón y no se pudieron instalar en 
Melilla, con lo cual el tiempo siguió transcurriendo. Sin 
embargo, los titulares del Ministerio de Industria, Energía 
y Minería mantuvieron esa solución, manifestando reitera- 
damente en esa Comisión que la razón fundamental que se 
esgrimió para adoptarla -solución a la que le reconocían 
carencias; concretamente reconocían que el costo de gene- 
ración iba a ser más alto que el de otras alternativas y, 
también, que en el largo plazo podía suceder que esas 
centrales no se utilizaran más, amén de admitir también que 
había dificultades sobre su ubicación y otros temas- es que 
iban a estar operativas antes del invierno. Todo esto consta 
en la versión taquigráfica. 


Más adelante, en la comparecencia de las autoridades 
del Ministerio a la Comisión de Presupuesto, el Partido 
Nacional en su conjunto, y en particular el Senador Heber, 
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comentó una nota del Senador Fernández Huidobro en la 
que se transmitían una serie de inquietudes sobre los pasos 
que se estaban dando con relación al camino elegido. 


Pues bien, dado que, como hemos dicho en términos 
generales, la solución adoptada por el Poder Ejecutivo no 
era compartida por el Partido Nacional y a efectos de poder 
realizarle un seguimiento, la totalidad de Senadores de 
nuestro Partido cursamos un pedido de informes con fecha 
18 de setiembre del año pasado, o sea, hace exactamente 
ocho meses. Este pedido de informes hacía preguntas muy 
claras y precisas sobre la ubicación de estas turbinas, sobre 
qué otras alternativas se estaban analizando, sobre los 
plazos de puesta en funcionamiento, sobre los precios, 
abiertos en una serie de rubros que se especificaban y, 
sobre todo, el cronograma previsto desde el día de la fecha 
hasta la puesta en funcionamiento de los equipos. Como 
ven, se trata de preguntas muy concretas y básicas sobre 
esta situación. 


Pues bien, ese pedido de informes realizado hace ocho 
meses -que, repito, contenía preguntas muy concretas-, 
hasta la fecha no ha tenido respuesta. 


De lo anteriormente expuesto, sacamos las siguientes 
conclusiones. En primer lugar, ha quedado demostrada, 
desde el mes de marzo del año pasado, la permanente 
preocupación del Partido Nacional por la gravedad de la 
situación energética del país, que tiene gran relación con el 
crecimiento económico y con la calidad de vida. En segundo 
término, más allá de la buena disposición del señor Ministro 
y del señor Subsecretario, percibimos la falta de una defi- 
nición clara en relación con la dirección en que estamos 
avanzando sobre este tema. En tercer lugar, nos ha faltado 
-como surge de lo que decíamos con referencia al pedido de 
informes- información relevante como para poder hacer un 
seguimiento y brindar los aportes que fueran del caso. 


Por lo tanto, la Bancada de Senadores del Partido Nacio- 
nal, además de poner en conocimiento del Cuerpo y de la 
población en general estos hechos y adoptar en su momen- 
to las actitudes que sean del caso, quiere proponer que el 
Senado haga suyo el pedido de informes, porque entende- 
mos que el tema trasciende las inquietudes específicas de 
nuestro Partido, ya que muchos señores Senadores han 
manifestado alo largo del tiempo su preocupación en torno 
a estos aspectos. 


Para finalizar, entendemos que si bien este tema es 
coyuntural, es muy grave, pero es sólo una parte del proble- 
ma energético en su conjunto, respecto al cual el país debe 
adoptar decisiones de fondo. 


(Suena el timbre indicador del tiempo.) 


-El señor Senador Larrañaga hizo planteos específicos 
en el día de ayer respecto al biodiesel, el señor Senador 
Abreu se refirió alo relativo a la energía nuclear, los señores 
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Senadores Gallinal y Penadés, por su parte, han reclamado 
muchas veces la necesidad de un trabajo en común sobre 
estos temas y el señor Senador Fernández Huidobro ha 
manifestado en forma expresa que la propuesta del Partido 
Nacional, incluso, la consideraba insuficiente, porque ha- 
bría que discutir el problema energético en general, yendo 
mucho más allá, y no dejarlo sólo en manos de los ingenie- 
ros, con lo cual estoy de acuerdo. 


En consecuencia, aquí hay asignaturas pendientes y 
cada uno asumirá su responsabilidad. 


Solicitamos que la versión taquigráfica de estas pala- 
bras pase a la Presidencia de la República y al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votarel trámite solicitado 
por el señor Senador Long. 


(Se vota:) 


-20en 21. Afirmativa. 


14) APLICACION DEL REGLAMENTO 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU.- Comparto la interpretación que la Mesa 
ha venido desarrollando sobre el alcance de la hora previa 
y, Obviamente, he escuchado con tolerancia y también con 
atención lo que ha expresado el señor Senador Baráibar 
sobre la polémica que se suscitó en el día de ayer respecto 
de esta sanción o multa impuesta por el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería. No es del caso ponernos a 
discutir este tema en particular, pero sí creo que es impor- 
tante aceptar el ofrecimiento que hace ese Ministerio para 
concurrir a la Comisión de Industria, Energía, Comercio, 
Turismo y Servicios, y realizar la convocatoria para que el 
señor Ministro y el señor Subsecretario vengan a dar las 
explicaciones pertinentes; allí estaremos con mucho gusto 
para poder hablar sin ningún tipo de limitaciones de carác- 
terreglamentario. 


Muchas gracias. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: quiero hacer 
una brevísima referencia a la necesidad de que todos los 
miembros del Senado, colaborando con la Mesa, asumamos 
de manera drástica lo que dice el Reglamento. No hago 
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reproches a uno ni a otro partido; no se deben hacer 
alusiones políticas ni personales, porque así lo dice el 
Reglamento, y en lo posible, se debe guardar una cierta 
disciplina. Repito: nadie lo hace con intención. 


Recién escuchaba -y no es un reproche- que en la hora 
previa se estaba pidiendo que el Senado hiciera suyo un 
pedido de informes. Eso hay que plantearlo fuera de la hora 
previa y, obviamente, el Senado lo ha votado, hasta por 
cortesía -que yo me acuerde-, siempre; siempre ha hecho 
suyos los pedidos de informes cuando no han sido contes- 
tados en un plazo prudente. 


Sin autoridad, hago una exhortación, en la que me inclu- 
yo como exhortado, para que mantengamos una disciplina 
mínima en los contenidos de la hora previa. 


15) ACUERDO SOBRE PRIVILEGIOS E INMUNIDA- 
DES DEL TRIBUNAL INTERNACIONAL DEL DE- 
RECHO DEL MAR, ADOPTADO EL 23 DE MAYO 
DE 1997, EN LA VII REUNION DE LOS ESTADOS 
PARTES DE LA CONVENCION DE NACIONES 
UNIDAS SOBRE EL DERECHO DEL MAR 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa en la conside- 
ración del primer punto del Orden del Día: “Proyecto de ley 
por el que se aprueba el Acuerdo sobre Privilegios e Inmu- 
nidades del Tribunal Internacional del Derecho del Mar, 
adoptado en la VII Reunión de los Estados Partes de la 
Convención de Naciones Unidas sobre Derechos del Mar. 
(Carp. N*387/05 - Rep. N* 228/06)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp.N* 387/05 
Rep. N*228/06 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo sobre Privile- 
glos e Inmunidades del Tribunal Internacional del Derecho 
del Mar, adoptado el 23 de mayo de 1997, en la VII Reunión 
de los Estados Partes de la Convención de Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar, de 10 de diciembre de 1982. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 8 de noviembre de 2005. 


Nora Castro 
Presidenta 
Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 
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Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Defensa Nacional 


Montevideo, 22 de junio de 2005. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el Artículo 168, numeral 20 de 
la Constitución de la República a fin de reiterar el Mensaje 
de fecha 6 de febrero de 1998 y reiterando el 23 de mayo de 
2000, que se adjunta, por el cual se solicitó la aprobación 
parlamentaria del “Acuerdo sobre Privilegios e Inmunida- 
des del Tribunal Internacional de Derecho del Mar”, adop- 
tado el 23 de mayo de 1997 en la VII Reunión de los Estados 
Partes de la Convención de Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar de fecha 10 de diciembre de 1982. 


Al mantenerse vigentes los fundamentos que en su 
oportunidad dieron mérito al envío de aquel Mensaje, el 
Poder Ejecutivo se permite solicitar a ese Cuerpo la pronta 
aprobación del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Reinaldo 
Gargano, Azucena Berrutti. 


Montevideo, 22 de junio de 2005. 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo sobre Privile- 
glios e Inmunidades del Tribunal Internacional de Derecho 
del Mar, adoptado el 23 de mayo de 1997 en la VII Reunión 
de los Estados Partes de la Convención de Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar de fecha 10 de diciembre de 1982. 


Reinaldo Gargano, Azucena Berrutti. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 


Montevideo, 6 de febrero de 1998. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 168 numeral 20 de la Cons- 
titución de la República, el adjunto Proyecto de Ley por el 
cual se aprueba el Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades 
del Tribunal Internacional del Derecho del Mar, adoptado 
el 23 de mayo de 1997 en la VII Reunión de los Estados Partes 


CAMARA DE SENADORES 


17 de mayo de 2006 


de la Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar de 10 de diciembre de 1982. 


El Acuerdo que nos ocupa representa un decidido desa- 
rrollo de las disposiciones del Estatuto del Tribunal Inter- 
nacional del Derecho del Mar contenido en el Anexo VI de 
la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar, en particular de su artículo 10, en lo atinente al goce 
de privilegios e inmunidades de los miembros del mismo, de 
quienes intervengan en las actuaciones, y de los funciona- 
rios del Tribunal. Se destaca el interés de los Estados Partes 
en adoptar este Acuerdo a efectos de garantizar el recono- 
cimiento y observancia en el territorio de cada uno de ellos, 
de la capacidad jurídica, los privilegios y las inmunidades 
que sean necesarios para el ejercicio de sus funciones. 


Además de reconocer la personalidad jurídica del Tribu- 
nal, el Acuerdo versa sobre aspectos relevantes a esta 
entidad en respaldo al ejercicio de sus funciones, refirién- 
dose entre otros a la inviolabilidad de sus locales, el pabe- 
llón y emblema de la institución, las inmunidades del Tribu- 
nal y sus bienes, haberes y fondos, sus archivos, el ejerci- 
cio de sus funciones fuera de su sede, las comunicaciones 
y la exención o reembolso, según el caso, de impuestos, 
derechos de aduana y restricciones monetarias, y a la 
importación o exportación de bienes. 


Referente a los miembros del Tribunal, el acuerdo detalla 
el alcance de sus privilegios, inmunidades, facilidades y 
prerrogativas, asimilados en este sentido a los jefes de 
misiones diplomáticas con arreglo a la Convención de Viena 
sobre Relaciones Diplomáticas de 1961. Dichas prerrogati- 
vas se extienden a los miembros que, manteniéndose a 
disposición del Tribunal, residan en un país distinto al de 
su nacionalidad o residencia permanente. Asimismo se 
garantiza que seguirán gozando de inmunidad judicial res- 
pecto de las declaraciones que hayan efectuado verbalmen- 
te o por escrito y los actos que hayan realizado en el 
desempeño de sus funciones aun cuando ya no sean miem- 
bros del Tribunal o no presten servicios en él. 


Para los funcionarios del Tribunal, el Acuerdo garantiza 
al Secretario, el goce de privilegios, inmunidades y facilida- 
des diplomáticas mientras se halle en ejercicio de sus fun- 
ciones, y alos demás funcionarios del Tribunal en el país en 
que se encuentren por asuntos del Tribunal o en el país que 
atraviesen con tal fin, los privilegios inmunidades y facili- 
dades necesarios para el ejercicio independiente de sus 
funciones. 


En cuanto alos expertos nombrados de conformidad con 
el artículo 289 de la Convención de Derecho del Mar, el 
Acuerdo reconoce los privilegios, inmunidades y facilida- 
des que deben gozar para el ejercicio independiente de sus 
funciones durante el período de su misión, incluyendo el 
tiempo necesario para realizar los viajes relacionados con 
ella. Similar trato se concede a los agentes, consejeros y 
abogados habilitados para comparecer ante el Tribunal, 
refiriéndose por otra parte a las garantías mínimas que se 
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acordarán a testigos, expertos y personas que se hallen en 
misión por disposición del Tribunal. El Acuerdo también 
limita el alcance de los privilegios e inmunidades para las 
personas que sean nacionales o residentes permanentes en 
el territorio de su propio Estado Parte, a la inmunidad de 
jurisdicción y la inviolabilidad respecto de las declaracio- 
nes y actos realizados en el desempeño de sus funciones. 


Es de destacar que el Acuerdo establece la obligación 
por parte de todas las personas a que refiere el mismo, de 
respetar las leyes y reglamentos del Estado Parte en cuyo 
territorio ejerzan sus funciones oficiales o por cuyo territo- 
rio deban pasar en ejercicio de esas funciones, así como la 
obligación de no inmiscuirse en los asuntos internos de ese 
Estado. 


El Acuerdo refiere también a la forma en que se deberá 
proceder para renunciar a las inmunidades, para el caso en 
que esa inmunidad pueda obstaculizar el curso de la justi- 
cia. 


Se requiere la cooperación de los Estados Partes a fin de 
garantizar la fluidez necesaria en la tramitación de documen- 
tación de viaje de las personas comprendidas en el Acuer- 
do, su libre circulación, y la seguridad y mantenimiento del 
orden público en coordinación con las autoridades del 
Tribunal, sin perjuicio del cumplimiento de otras disposi- 
ciones derivadas de acuerdos especiales sobre la materia 
celebrados entre el Estado Parte y el Tribunal. 


Ante la eventualidad de una controversia derivada de 
contratos o referida a cuestiones de derecho privado en que 
el Tribunal sea parte, o que se refiera a las personas men- 
cionadas en el Acuerdo que en función de su cargo gocen 
de inmunidad, el Tribunal tomará las disposiciones del caso 
para su arreglo satisfactorio. De igual forma, ante contro- 
versias relativas a la interpretación o aplicación del Acuer- 
do se deberá recurrir a un tribunal arbitral, a menos que las 
partes convengan en otra forma de arreglo, previéndose un 
procedimiento especial para controversias entre el Tribunal 
y un Estado Parte que no se hubiera resuelto por consultas, 
negociación u otro medio convenido de arreglo. 


Se prevé la entrada en vigor del Acuerdo a los 30 días 
después de la fecha en que sea depositado el décimo 
instrumento de ratificación o adhesión en la Secretaría 
General de las Naciones Unidas. 


Finalmente, cabe destacar la posibilidad de la aplicación 
especial del Acuerdo a todo Estado que sea parte en una 
controversia sometida al Tribunal y que no sea parte del 
Acuerdo, para lo cual se hará parte del mismo mediante el 
depósito de un instrumento de aceptación, exclusivamente 
a los fines de la causa y mientras dure la controversia. 


En virtud de lo expuesto, el Poder Ejecutivo solicita de 
ese Cuerpo la aprobación parlamentaria correspondiente. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
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Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


JULIOMARIA SANGUINETTI Presiden- 
te de la República; Didier Opertti, Luis 
Hierro López. 


Montevideo, 6 de febrero de 1998. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el “Acuerdo sobre los Pri- 
vilegios e Inmunidades del Tribunal Internacional del Dere- 
cho del Mar”, adoptado el 23 de mayo de 1997 en la VIT Reunión 
de los Estados Partes de la Convención de Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar de 10 de diciembre de 1982. 


Didier Opertti, Luis Hierro López. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Defensa Nacional 


Montevideo, 23 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el Artículo 168, numeral 20 de 
la Constitución de la República, a fin de reiterar el Mensaje 
de fecha 6 de febrero de 1998 que se adjunta, por el cual se 
solicita la aprobación parlamentaria del Acuerdo sobre 
Privilegios e Inmunidades del Tribunal Internacional de 
Derecho del Mar, adoptado el 23 de mayo de 1997 en la VII 
Reunión de los Estados Partes de la Convención de Nacio- 
nes Unidas sobre el Derecho del Mar de fecha 10 de diciem- 
bre de 1982. 


Al continuar en vigencia para los intereses y el prestigio 
internacional de la República los fundamentos que en su 
oportunidad ameritaron su envío, el Poder Ejecutivo se 
permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aprobación del 
mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


JORGEBATLLEIBAÑEZ, Presidente de 
la República; Didier Opertti, Luis Brezzo. 


Montevideo, 23 de mayo de 2000. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo sobre Privile- 
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glos e Inmunidades del Tribunal Internacional de Derecho 
del Mar, adoptado el 23 de mayo de 1997 en la VII Reunión 
de los Estados Partes de la Convención de Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar de fecha 10 de diciembre de 1982. 


Didier Opertti, Luis Brezzo. 


ACUERDO SOBRELOS PRIVILEGIOS EINMUNIDADES 
DEL TRIBUNAL INTERNACIONAL DEL DERECHO DEL 
MAR 


Los Estados Partes en el presente Acuerdo, 


Considerando que la Convención de las Naciones Uni- 
das sobre el Derecho del Mar estableció el Tribunal Inter- 
nacional del Derecho del Mar, 


Reconociendo que el Tribunal debería gozar, en el terri- 
torio de cada uno de los Estados Partes, de la capacidad 
jurídica, los privilegios y las inmunidades que sean necesa- 
rios para el ejercicio de sus funciones, 


Recordando que, según el artículo 10 del Estatuto del 
Tribunal, en el ejercicio de las funciones del cargo los 
miembros del Tribunal gozarán de privilegios e inmunida- 
des diplomáticos, 


Reconociendo que quienes intervengan en las actuacio- 
nes y los funcionarios del Tribunal deben gozar de los 
privilegios e inmunidades que sean necesarios para el ejer- 
cicio independiente de sus funciones en relación con el 
Tribunal, 


Han convenido en lo siguiente: 


Artículo 1 


Términos empleados 


A los efectos del presente Acuerdo: 


a) Por “Convención” se entenderá la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 de 
diciembre de 1982; 


b) Por “Estatuto” se entenderá el Estatuto del Tribunal 
Internacional del Derecho del Mar, contenido en el 
anexo VI de la Convención; 


c) Por “Estados Partes” se entenderá los Estados Par- 
tes en el presente Acuerdo; 


d) Por “Tribunal” se entenderá el Tribunal Internacio- 
nal del Derecho del Mar; 


CAMARA DE SENADORES 


17 de mayo de 2006 


e) Por “miembro del Tribunal” se entenderá un miembro 
elegido del Tribunal o la persona designada con 
arreglo al artículo 17 del Estatuto a los efectos de una 
causa determinada; 


f) Por “Secretario” se entenderá el Secretario del Tribu- 
nal y todo funcionario del Tribunal que desempeñe 
esa función; 


g) Por “funcionarios del Tribunal” se entenderán el 
Secretario y demás miembros del personal de la Se- 
cretaría; 


h) Por “Convención de Viena” se entenderá la Conven- 
ción de Viena sobre relaciones diplomáticas, de 18 de 
abril de 1961. 


Artículo 2 


Personalidad jurídica del Tribunal 


El Tribunal tendrá personalidad jurídica y podrá: 
a) Celebrar contratos; 
b) Adquirir y enajenar bienes muebles e inmuebles; 


c) Entablar acciones judiciales. 


Artículo 3 


Inviolabilidad de los locales del Tribunal 


Los locales del Tribunal serán inviolables, con sujeción 
a las condiciones que se acuerden con el Estado Parte de 
que se trate. 


Artículo 4 


Pabellón y emblema 


El Tribunal tendrá derecho a enarbolar su pabellón y 
exhibir su emblema en sus locales y en los vehículos que 
utilice con fines oficiales. 


Artículo 5 


Inmunidad del Tribunal y de sus bienes, haberes y fondos 


1. El Tribunal gozará de inmunidad de jurisdicción y de 
ejecución, salvo en la medida en que renuncie expresamente 
a ella en un caso determinado. Se entenderá, sin embargo, 
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que esa renuncia no será aplicable a ninguna medida ejecu- 
toria. 


2. Los bienes, haberes y fondos del Tribunal, donde- 
quiera que se encuentren y en poder de quienquiera que se 
hallen, gozarán de inmunidad contra allanamiento, 
requisición, confiscación, embargo y expropiación y contra 
toda forma de interferencia, ya sea de carácter ejecutivo, 
administrativo, judicial o legislativo. 


3. Los bienes y haberes del Tribunal estarán exentos de 
restricciones, reglamentaciones, controles y moratorias de 
toda índole, en la medida en que ello sea necesario para el 
desempeño de sus funciones. 


4. El Tribunal contratará seguros de responsabilidad 
civil en relación con los vehículos que sean de su propiedad 
o que utilice conforme lo exijan las leyes y los reglamentos 
del Estado en cuyo territorio se utilicen esos vehículos. 


Artículo 6 


Archivos 


Los archivos del Tribunal y todos los documentos que 
le pertenezcan o tenga bajo su custodia serán inviolables 
dondequiera que se encuentren. 


El Estado Parte en el que estén ubicados los archivos 
será informado de la ubicación de esos archivos y de los 
documentos. 


Artículo 7 


Ejercicio de las funciones del Tribunal fuera de la Sede 


El Tribunal, en los casos en que considere conveniente 
reunirse o ejercer en alguna otra forma sus funciones fuera 
de su sede, podrá concertar con el Estado de que se trate un 
acuerdo relativo a los servicios e instalaciones necesarios 
para esos efectos. 


Artículo 8 


Comunicaciones 


1. A los efectos de sus comunicaciones y correspon- 
dencia oficiales, el Tribunal gozará en el territorio de cada 
Estado Parte y en la medida en que ello sea compatible con 
las obligaciones internacionales de ese Estado, de un trato 
no menos favorable que el que el Estado Parte conceda a 
cualquier organización intergubernamental o misión diplo- 
mática en materia de prioridades, tarifas e impuestos aplica- 
bles a la correspondencia y a las diversas formas de comu- 
nicación y correspondencia. 
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2. El Tribunal podrá utilizar todos los medios apropia- 
dos de comunicación y emplear claves o cifras en sus 
comunicaciones o correspondencia oficiales. La corres- 
pondencia y las comunicaciones oficiales del Tribunal se- 
rán inviolables. 


3. El Tribunal podrá despachar y recibir corresponden- 
cia y otros materiales o comunicaciones por correo o valija, 
los cuales gozarán de los mismos privilegios, inmunidades 
y facilidades que los concedidos a los correos y las valijas 
diplomáticos. 


Artículo 9 


Exención de impuestos, derechos de aduana y restriccio- 
nes deimportación o exportación 


1. El Tribunal, sus haberes, ingresos y otros bienes, así 
como sus operaciones y transacciones, estarán exentos de 
toda contribución directa; se entiende, sin embargo, que el 
Tribunal no podrá reclamar exención alguna por concepto 
de tasas que constituyan la remuneración de servicios 
públicos prestados. 


2. El Tribunal estará exento de todo derecho de aduana, 
impuesto sobre la cifra de negocios, prohibición o restric- 
ción respecto de los artículos que importe o exporte para su 
uso oficial. 


3. Los artículos que se importen o adquieran libres de 
derechos no serán vendidos ni enajenados en el país donde 
sean importados sino conforme a las condiciones que se 
acuerden con el Gobierno de ese Estado Parte. El Tribunal 
también estará exento de todo derecho de aduana, impuesto 
sobre la cifra de negocios, prohibición o restricción respec- 
to de la importación y exportación de sus publicaciones. 


Artículo 10 


Reembolso de derechos o impuestos 


1. El Tribunal, por regla general, no reclamará la exen- 
ción de los derechos e impuestos incluidos en el precio de 
bienes muebles o inmuebles ni de los derechos pagados por 
servicios prestados. Sin embargo, cuando el Tribunal efec- 
túe compras importantes de bienes y artículos o servicios 
destinados a uso oficial y gravados o gravables con dere- 
chos o impuestos, los Estados Partes tomarán las disposi- 
ciones administrativas del caso para la exención de esos 
gravámenes o el reembolso del monto del derecho oimpues- 
to pagado. 


2. Los artículos comprados que estén sujetos a exen- 
ción o reembolso no se venderán ni enajenarán en ninguna 
otra forma, salvo de conformidad con las condiciones esta- 
blecidas por el Estado Parte que haya concedido la exención 
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oelreembolso. Nose concederán exenciones ni reembolsos 
respecto de las tarifas de los servicios públicos suministra- 
dos al Tribunal. 


Artículo 11 


Impuestos 


1. Los sueldos, emolumentos y prestaciones que perci- 
ban los miembros y los demás funcionarios del Tribunal 
estarán exentos de toda clase de impuestos. 


2. Cuando la aplicación de un impuesto de cualquier 
índole dependa de la residencia, los períodos durante los 
cuales esos miembros o funcionarios permanezcan en un 
Estado a fin de desempeñar sus funciones no serán consi- 
derados períodos de residencia si dichos miembros o fun- 
cionarios gozan de privilegios, inmunidades y facilidades 
diplomáticas. 


3. Los Estados Partes no estarán obligados a eximir del 
impuesto sobre la renta las pensiones o las rentas vitalicias 
que perciban los ex miembros y los ex funcionarios del 
Tribunal. 


Artículo 12 


Fondos y exención de restricciones monetarias 


1. El Tribunal no quedará sometido a controles, regla- 
mentos o moratorias financieros de índole alguna en el 
desempeño de sus funciones y podrá: 


a) Tener fondos, divisas de cualquier tipo u oro y 
cuentas en cualquier moneda; 


b) Transferir sus fondos, oro o sus divisas de un país 
a otro o dentro de un país y convertir a cualesquiera 
otras las monedas que tenga en su poder; 


c) Recibir, tener, negociar, transferir o convertir bonos 
u otros títulos financieros o realizar cualquier tran- 
sacción con ellos. 


2. Enel ejercicio de sus derechos conforme al párrafo 1, 
el Tribunal, tendrá debidamente en cuenta las observacio- 
nes que le haga un Estado Parte, en la medida en que pueda 
hacerlo sin desmedro de sus intereses. 


Artículo 13 


Miembros del Tribunal 


1. Los miembros del Tribunal, mientras se encuentren 
en el ejercicio de sus funciones, gozarán de los privilegios, 
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inmunidades, facilidades y prerrogativas que se otorguen 
a los jefes de misiones diplomáticas con arreglo a la Con- 
vención de Viena. 


2. Los miembros del Tribunal y los familiares que for- 
men parte de sus hogares recibirán todas las facilidades 
para salir del país en que se encuentren y para entrar al país 
donde el Tribunal se reúna. En el curso de los viajes que 
hagan en el ejercicio de sus funciones gozarán, en todos los 
países por los que tengan que pasar, de los privilegios, 
inmunidades y facilidades que se conceden en ellos a los 
agentes diplomáticos en circunstancias similares. 


3. Los miembros del Tribunal que, para mantenerse a 
disposición del Tribunal, estén residiendo en un país dis- 
tinto del de su nacionalidad o residencia permanente, goza- 
rán, junto con los familiares que formen parte de sus hoga- 
res, de privilegios, inmunidades y facilidades diplomáticas 
mientras residan en ese país. 


4. Los miembros del Tribunal, así como los familiares 
que formen parte de sus hogares, tendrán en épocas de 
crisis internacional las mismas facilidades de repatriación 
que se acuerden alos agentes diplomáticos con arreglo a la 
Convención de Viena. 


5. Los miembros del Tribunal contratarán seguros de 
responsabilidad civil en relación con los vehículos que 
sean de su propiedad o que utilicen conforme lo exijan las 
leyes y los reglamentos del Estado en cuyo territorio se 
utilicen esos vehículos. 


6. Los párrafos l a 5 del presente artículo serán aplica- 
bles a los miembros del Tribunal incluso después de haber 
sido reemplazados si siguen ejerciendo sus funciones con 
arreglo a lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 5 del 
Estatuto. 


7. Los miembros del Tribunal, a los efectos de su com- 
pleta libertad de expresión e independencia en el desempe- 
ño de su cometido, seguirán gozando de inmunidad judicial 
respecto de las declaraciones que hayan formulado verbal- 
mente o por escrito y los actos que hayan realizado en 
desempeño de sus funciones aun cuando ya no sean miem- 
bros del Tribunal o no presten servicios en él. 


Artículo 14 


Funcionarios 


1. El Secretario, gozará, mientras se halle en ejercicio de 
sus funciones, de privilegios, inmunidades y facilidades 
diplomáticos. 


2. Los demás funcionarios del Tribunal gozarán, en el 
país donde se encuentren por asuntos del Tribunal o en el 
país que atraviesen con tal fin, de los privilegios, inmunida- 
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des y facilidades que sean necesarios para el ejercicio 
independiente de sus funciones. En particular: 


a) Gozarán de inmunidad contra toda forma de arresto o 
detención y contra la incautación de su equipaje 
personal; 


b) Tendrán derecho a importar, libres de derechos, sus 
muebles y efectos en el momento en que ocupen su 
cargo en el país de que se trate y a exportar a su país 
de residencia permanente, libres de derechos, esos 
muebles y otros; 


c) Estarán exentos de la inspección de su equipaje 
personal, a menos que haya fundadas razones para 
creer que el equipaje contiene artículos que no están 
destinados al uso personal o cuya importación o 
exportación esté prohibida por la ley o sometida a 
control por las normas de cuarentena del Estado 
Parte de que se trate, en tal caso, se hará una inspec- 
ción en presencia del funcionario; 


d) Gozarán de inmunidad judicial de toda índole respec- 
to de las declaraciones que formulen verbalmente o 
por escrito y los actos que realicen en el ejercicio de 
sus funciones; esta inmunidad subsistirá incluso 
después de que haya cesado en el ejercicio de sus 
funciones; 


e) Estarán exentos de la obligación de prestar cualquier 
servicio de carácter nacional; 


f) Junto con los miembros de su familia que forman 
parte de sus hogares, estarán exentos de las restric- 
ciones en materia de inmigración y las formalidades 
de registro de extranjeros; 


g) Tendrán las mismas facilidades cambiarias que los 
funcionarios de categoría equivalente pertenecien- 
tes a las misiones diplomáticas acreditadas ante el 
gobierno de que se trate; 


h) Junto con los miembros de su familia que forman 
parte de sus hogares, tendrán, en época de crisis 
internacional, las mismas facilidades de repatriación 
reconocidas alos enviados diplomáticos con arreglo 
a la Convención de Viena; 


3. Los funcionarios del Tribunal contratarán seguros 
de responsabilidad civil en relación con los vehículos de su 
propiedad o que utilicen conforme lo exijan las leyes y los 
reglamentos del Estado en cuyo territorio se utilicen esos 
vehículos. 


4. El Tribunal comunicará atodos los Estados Partes las 
categorías de funcionarios a quienes serán aplicables las 
disposiciones del presente artículo. Los nombres de los 
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funcionarios comprendidos en ellas serán comunicados 
periódicamente a todos los Estados Partes. 


Artículo 15 


Expertos nombrados de conformidad con el artículo 289 
dela Convención 


Los expertos nombrados de conformidad con el artículo 
289 de la Convención gozarán de los privilegios, inmunida- 
des y facilidades que sean necesarios para el ejercicio 
independiente de sus funciones durante el período de su 
misión, inclusive el tiempo necesario para realizarlos viajes 
relacionados con ella. En particular, gozarán de: 


a) Inmunidad de arresto o detención personal y contra 
la incautación de su equipaje personal; 


b) Exención de la inspección de su equipaje personal, a 
menos que haya fundadas razones para creer que el 
equipaje contiene artículos que no están destinados 
al uso personal o cuya importación o exportación 
esté prohibida por la ley o sometida a control por las 
normas de cuarentena del Estado Parte de que se 
trate; en tal caso se hará una inspección en presencia 
del experto; 


c) Inmunidad judicial de toda índole respecto de las 
declaraciones que formulen verbalmente o por escri- 
to y los actos que realicen en el ejercicio de sus 
funciones; esta inmunidad subsistirá incluso des- 
pués de que haya cesado en el ejercicio de sus 
funciones; 


d) Derecho a la inviolabilidad de documentos o pape- 
les; 


e) Exención de las restricciones en materia de inmigra- 
ción y las formalidades de registro de extranjeros; 


f) Las mismas facilidades con respecto a las restriccio- 
nes monetarias y cambiarias que se acuerden a los 
representantes de gobiernos extranjeros en misión 
oficial temporal; 


g) Los expertos tendrán en épocas de crisis internacional, 
las mismas facilidades de repatriación reconocidas a 
los enviados diplomáticos con arreglo a la Conven- 
ción de Viena. 


Artículo 16 


Agentes, consejeros y abogados 


1. Los agentes, consejeros y abogados habilitados para 
comparecer ante el Tribunal gozarán, durante el período que 
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dure el cumplimiento de su cometido y que incluirá el tiempo 
transcurrido en viajes relacionados con éste, de los privi- 
legios, inmunidades y facilidades que sean necesarios para 
el ejercicio independiente de sus funciones. En particular, 
gozarán de: 


a) Inmunidad de arresto o detención personal y contra 
la incautación de su equipaje personal; 


b) Exención de la inspección de su equipaje personal, a 
menos que haya fundadas razones para creer que el 
equipaje contiene artículos que no están destinados 
al uso personal o cuya importación o exportación 
esté prohibida por la ley o sometida a control por las 
normas de cuarentena del Estado Parte de que se 
trate; en tal caso se hará una inspección en presencia 
del agente, consejero o abogado; 


c) Inmunidad judicial de toda índole respecto de las 
declaraciones que formulen verbalmente o por escrito y 
los actos que realicen en el desempeño de sus funcio- 
nes; esta inmunidad subsistirá incluso después de 
que hayan cesado en el ejercicio de sus funciones; 


d) Derecho a la inviolabilidad de documentos y papeles; 


e) Derecho a recibir documentos o correspondencia por 
correo o en valija sellada; 


f) Exención de las restricciones en materia de inmigra- 
ción y las formalidades de registro de extranjeros; 


g) Las demás facilidades respecto del equipaje personal 
y las restricciones monetarias o cambiarias acorda- 
das alos representantes de gobiernos extranjeros en 
misión oficial temporal; 


h) Las mismas facilidades de repatriación en épocas de 
crisis internacional acordadas a los enviados diplo- 
máticos con arreglo a la Convención de Viena. 


2. Al recibirse la notificación de las partes en una 
actuación que se incoe ante el Tribunal acerca de la desig- 
nación de un agente, consejero o abogado, se extenderá un 
certificado del estatuto de ese representante con la firma del 
Secretario por el plazo que razonablemente sea necesario 
para sustanciar las actuaciones. 


3. Las autoridades competentes del Estado de que se 
trate concederán los privilegios, inmunidades y facilidades 
que se consignan en el presente artículo cuando les sea 
presentado el certificado mencionado en el párrafo 2. 


4. Cuando la aplicación de un impuesto de cualquier 
índole dependa de la residencia, los períodos durante los 
cuales esos agentes, consejeros o abogados permanezcan 
en un Estado a fin de desempeñar sus funciones no serán 
considerados períodos de residencia. 
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Artículo 17 


Testigos, expertos y personas en misión 


1. Se acordarán a los testigos, expertos y personas que 
estén en misión por orden del Tribunal los privilegios, 
inmunidades y facilidades que se estipulan en los incisos a) 
af) del artículo 15, con inclusión del tiempo en que se haya 
estado en viaje en relación con sus misiones. 


2. Los testigos, expertos y personas que estén en mi- 
sión recibirán facilidades de repatriación en épocas de 
crisis internacional. 


Artículo 18 


Nacionales y residencias permanentes 


Salvo en lo que respecta alos privilegios e inmunidades 
que pueda otorgar el Estado Parte de que se trate, y sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, las personas que 
disfrutan de los privilegios e inmunidades conferidos en 
virtud del presente Acuerdo sólo disfrutarán, en el territo- 
rio del Estado Parte del que sean nacionales o residentes 
permanentes, de inmunidad judicial y de inviolabilidad res- 
pecto de las declaraciones que hayan formulado verbal- 
mente o por escrito y de los actos que hayan realizado en el 
desempeño de sus funciones, inmunidad que subsistirá 
incluso después de que hayan cesado en el ejercicio de sus 
funciones en relación con el Tribunal. 


Artículo 19 


Respeto de leyes y reglamentos 


1. Losprivilegios, inmunidades, facilidades y prerroga- 
tivas estipulados en los artículos 13 a 17 del presente 
Acuerdo no se otorgan para beneficio personal de los 
interesados, sino para salvaguardar el ejercicio indepen- 
diente de sus funciones en relación con el Tribunal. 


2. Sin perjuicio de sus privilegios e inmunidades, todas 
las personas a que se hace referencia en los artículos 13 a 
17 deberán respetar las leyes y los reglamentos del Estado 
Parte en cuyo territorio ejerzan sus funciones oficiales o por 
cuyo territorio deban pasar en el ejercicio de esas funcio- 
nes. También están obligadas a no inmiscuirse en los asun- 
tos internos de ese Estado. 


Artículo 20 


Renuncia ala inmunidad 


1. Habida cuenta de que los privilegios e inmunidades 
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que se estipulan en el presente Acuerdo se otorgan en 
interés de la buena administración de justicia y no en 
beneficio personal, la autoridad competente tiene el dere- 
cho y la obligación de renunciar a lainmunidad en los casos 
en que, a su juicio, esa inmunidad pueda obstaculizar el 
curso de la justicia y sea posible renunciar a ella sin detri- 
mento de la administración de justicia. 


2. Paraesosefectos, la autoridad competente en el caso 
de los agentes, consejeros y abogados que representen a 
un Estado Parte ante el Tribunal o que hayan sido designa- 
dos por él será el Estado de que se trate. En el caso de otros 
agentes, consejeros y abogados, el Secretario, los expertos 
designados de conformidad con el artículo 289 de la Con- 
vención y los testigos, los expertos y las personas en 
misión, la autoridad competente será el Tribunal. Enel caso 
de otros funcionarios del Tribunal, la autoridad competente 
será el Secretario, previa aprobación del Presidente del 
Tribunal. 


Artículo 21 


Laissez-passer y visados 


1. Los Estados Partes reconocerán y aceptarán como 
documentos de viaje válidos los laissez-passer de las Na- 
ciones Unidas expedidos alos miembros y funcionarios del 
Tribunal o a los expertos nombrados en virtud del artículo 
289 de la Convención. 


2. Las solicitudes de visado (cuando sea necesario) 
presentadas por los miembros del Tribunal y por el Secre- 
tario serán tramitadas con la mayor rapidez posible. Tam- 
bién lo serán las presentadas por cualquier otra persona que 
sea titular o tenga derecho a ser titular de laissez-passer al 
que se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo 
y por las personas a que se hace referencia en los artículos 
16 y 17, cuando estén acompañadas de un certificado en que 
conste que su viaje obedece a asuntos del Tribunal. 


Artículo 22 


Libre circulación 


No se impondrán restricciones administrativas ni de otra 
índole a la libre circulación de los miembros del Tribunal ni 
de las demás personas mencionadas en los artículos 13 a 17, 
cuando viajen a la sede del Tribunal o regresen de ésta, o 
cuando viajen al lugar en que el Tribunal se reúna o ejerza 
sus funciones o regresen de él. 


Artículo 23 


Seguridad y mantenimiento del orden público 


1. El Estado Parte que considere que tiene que tomar 
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medidas que sean necesarias, sin perjuicio del funciona- 
miento independiente y debido del Tribunal, para velar por 
su seguridad o el mantenimiento del orden público de 
conformidad con el derecho internacional, se pondrá en 
contacto con el Tribunal con la mayor rapidez posible en las 
circunsantancias del caso a fin de determinar de mutuo 
acuerdo las medidas necesarias para proteger al Tribunal. 


2. El Tribunal cooperará con el gobierno de ese Estado 
Parte para evitar que sus actividades puedan redundar en 
modo alguno en desmedro de la seguridad o el orden públi- 
co. 


Artículo 24 


Cooperación con las autoridades de los Estados Partes 


El Tribunal cooperará en todo momento con las autori- 
dades competentes de los Estados Partes para facilitar el 
cumplimiento de sus leyes e ¡impedir abusos en relación con 
los privilegios, inmunidades, facilidades y prerrogativas a 
que se refiere el presente Acuerdo. 


Artículo 25 


Relación con acuerdos especiales 


Si una disposición del presente Acuerdo y una disposi- 
ción de cualquier acuerdo especial celebrado ante el Tribu- 
nal y un Estado Parte se refieren al mismo tema, se conside- 
rará, cuando sea posible, que son complementarias, de 
modo que una y otra serán aplicables y ninguna de ellas 
limitará el efecto de la otra; en caso de conflicto, sin embar- 
go, primará la disposición del acuerdo especial. 


Artículo 26 


Arreglo de controversias 


1. El Tribunal tomará las disposiciones del caso para el 
arreglo satisfactorio de las controversias: 


a) Que dimanen de contratos o que se refieran a otras 
cuestiones de derecho privado en que sea parte; 


b) Que se refieran a cualquiera de las personas mencio- 
nadas en el presente Acuerdo que, en razón de su 
cargo, gocen de inmunidad, si no se hubiera renun- 
ciado a ella. 


2. Todas las controversias relativas a la interpretación 
o aplicación del presente Acuerdo serán sometidas a un 
tribunal arbitral, a menos que las partes hayan convenido en 
otra forma de arreglo. Las controversias entre el Tribunal y 
un Estado Parte que no se resuelvan mediante consultas, 
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negociación u otro medio convenido de arreglo dentro de 
los tres meses posteriores a la presentación de una solicitud 
por una de las partes, serán sometidas para su fallo defini- 
tivo, previa solicitud de una de las partes en ella, a un grupo 
integrado por tres árbitros de los cuales uno será elegido 
por el Tribunal, otro por el Estado Parte y el tercero, que los 
presidirá, por los dos primeros. Si una de las partes en la 
controversia no hubiese designado un árbitro en el plazo de 
dos meses contados a partir del nombramiento del primer 
árbitro en el plazo de dos meses contados a partir del nombra- 
miento del primer árbitro, hará la designación el Secretario 
General de las Naciones Unidas. En caso de que los dos 
primeros árbitros no convinieran en el nombramiento de un 
tercero en los tres meses siguientes a sus nombramientos, 
el Secretario General de las Naciones Unidas elegirá al tercer 
árbitro, previa solicitud del Tribunal o del Estado Parte. 


Artículo 27 
Firma 


El presente acuerdo estará abierto a la firma de todos los 
Estados y seguirá abierto a la firma en la Sede de las 
Naciones Unidas durante veinticuatro meses a partir del 
1* de julio de 1997. 


Artículo 28 
Ratificación 


El presente Acuerdo estará sujeto a ratificación. El ins- 
trumento de ratificación será depositado en poder del Se- 
cretario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 29 
Adhesión 


El presente Acuerdo estará abierto a la adhesión de 
todos los Estados. El instrumento de adhesión será deposi- 
tado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 30 
Entrada en vigor 


1. El presente Acuerdo entrará en vigor 30 días después 
de la fecha en que se deposite el décimo instrumento de 
ratificación o adhesión. 


2. Respecto de cada Estado Parte que ratifique el pre- 
sente Acuerdo o se adhiera a él después del depósito del 
décimo instrumento de ratificación o adhesión, el presente 
Acuerdo entrará en vigor en el trigésimo día siguiente al 
depósito de su instrumento de ratificación o adhesión. 
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Artículo 31 


Aplicación provisional 


Si un Estado tiene la intención de ratificar el presente 
Acuerdo o adherirse a él, podrá en cualquier momento 
notificar al depositario de que aplicará el presente Acuerdo 
en forma provisional por un plazo no superior a dos años. 


Artículo 32 


Aplicación especial 


Cuando se haya sometido una controversia al Tribunal 
de conformidad con el Estatuto, todo Estado que no sea 
parte en el presente Acuerdo y sea parte en la controversia 
podrá, exclusivamente a los fines de la causa y mientras 
dure la controversia, hacerse parte en el presente Acuerdo 
mediante el depósito de un instrumento de aceptación. Los 
instrumentos de aceptación serán depositados en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas y entrarán en 
vigor en la fecha del depósito. 


Artículo 33 


Denuncia 


1. Un Estado Parte, mediante notificación dirigida por 
escrito al Secretario General de las Naciones Unidas, podrá 
denunciar el presente Acuerdo. La denuncia entrará en vigor 
un año después de la fecha de recepción de la notificación, a 
menos que en la notificación se indique una fecha posterior. 


2. La denuncia no afectará de manera alguna a la obli- 
gación de un Estado Parte de cumplir cualquiera de las 
obligaciones establecidas en el presente Acuerdo a que 
esté sujeto de conformidad con el derecho internacional e 
independientemente del presente Acuerdo. 


Artículo 34 


Depositario 


El Secretario General de las Naciones Unidas será el 
depositario del presente Acuerdo. 


Artículo 35 


Textos auténticos 


Las versiones en árabe, chino, español, francés, inglés 
y ruso de este Acuerdo serán igualmente auténticas. 


17 de mayo de 2006 


EN TESTIMONIO DELO CUAL, los Plenipotenciarios 
que suscriben, debidamente autorizados, han firmado el 
presente Acuerdo. 


Montevideo, 10 de mayo de 2006. 


INFORME A LA COMISION DE ASUNTOS 
INTERNACIONALES 


CARPETA N?* 387/2005 

DERECHOS DEL MAR. PRIVILEGIOS EINMUNIDA- 
DES. TRIBUNALINTERNACIONAL.CONVENIO. APRO- 
BACIÓN. 

(Entrado: 15/11/2005) 


Al Senado, 


El Poder Ejecutivo ha enviado para su aprobación el 
Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades del Tribunal In- 
ternacional del Derecho del Mar, adoptado el 23 de mayo de 
1997. Dicho envío es reiteración de un Mensaje similar 
enviado el 6 de febrero de 1998 y el 23 de mayo de 2000. 


1. Consideraciones previas: 


Con sede en la ciudad de Hamburgo, Alemania, el Tribu- 
nal Internacional del Derecho del Mar es uno de los medios 
previstos por la parte XV de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar para resolver las contro- 
versias relativas a la interpretación y aplicación de la Con- 
vención. Su mandato está establecido en detalle en el 
Anexo VI de la Convención que contiene el propio Estatuto 
del Tribunal. 


El presente Acuerdo es un desarrollo de dichas dispo- 
siciones que procura garantizar el reconocimiento y la ob- 
servancia en el territorio de cada uno de los Estados Partes, 
de la capacidad jurídica, los privilegios y las inmunidades 
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ABIERTO A LA FIRMA en Nueva Y ork, el día primero de 
julio de mil novecientos noventa y siete, en un solo original 
en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso. 
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que sean necesarios para el ejercicio de las funciones del 
Tribunal. 


El Acuerdo tiene la estructura clásica de los tratados 
sobre inmunidades y privilegios de las organizaciones in- 
ternacionales y de sus miembros, con las particularidades 
propias a la función que está llamado a desempeñar. Por lo 
demás, también avanza en ciertos temas que el Estado no 
consideró, como por ejemplo el establecimiento a texto 
expreso de la personalidad jurídica del Tribunal (artículo 2 
del Acuerdo). 


A grandes rasgos, el Acuerdo establece normas que 
regulan el alcance de la inmunidad de jurisdicción del Tri- 
bunal y de sus bienes, haberes y fondos, para luego deter- 
minar el alcance de la inmunidad de jurisdicción de sus 
miembros, de sus funcionarios, de los expertos especiales 
que se nombren, de los agentes, consejeros, abogados 
habilitados, testigos, expertos comunes y personas en mi- 
sión por orden del Tribunal. Será preciso por tanto determi- 
nar qué diferencias en el nivel de protección existen entre 
las distintas categorías mencionadas. Recuérdese que la 
inmunidad de jurisdicción supone la “extracción” del su- 
jeto de la acción de los jueces locales, pero que la misma 
puede ser concedida de forma absoluta o relativa según los 
casos. 


Por otro lado el Acuerdo establece la inviolabilidad de 
los locales, archivos y comunicaciones del Tribunal en el 
territorio donde se encuentren, como asimismo, con distin- 
to grado, de las personas incluidas en las diferentes cate- 
gorías previstas por el Acuerdo. 


Finalmente, otorga las habituales exenciones fiscales y 
aduaneras, y concede ciertos derechos como el de la li- 
bertad en materia de comunicaciones o de circulación, 
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libertad cambiaria, y a enarbolar el pabellón y exhibir su 
emblema. 


2. Análisis de las disposiciones en cada tema: 


1. 


L La inmunidad de jurisdicción: 


La inmunidad de jurisdicción del Tribunal se encuen- 
tra establecida en el artículo 5.1, que agrega además 
la inmunidad de ejecución, haciendo la distinción 
para los posibles casos en que se levante la inmuni- 
dad de jurisdicción pero no se entienda pertinente 
permitir la ejecución de la sentencia. 


A nuestro juicio esto resulta innecesario desde el 
momento en que, como se verá, se establece por otro 
lado la inviolabilidad de los locales del Tribunal, que 
por tanto no podrían ser ejecutados de ninguna 
manera. 


La inmunidad de jurisdicción de los bienes, haberes 
y fondos del Tribunal está prevista en el artículo 5.2. 


Dicha inmunidad rebasa los límites de una simple 
inmunidad de jurisdicción al estar referida a una 
inmunidad contra el allanamiento, requisición, con- 
fiscación, embargo y expropiación y contra toda otra 
forma de interferencia, ya sea de carácter ejecutivo, 
administrativo, judicial o legislativo. De la lectura del 
texto se desprende que no se trata aquí de inmunidad 
de jurisdicción solamente sino también de lo que 
habitualmente se conoce en derecho diplomático 
como la inviolabilidad, que es una prerrogativa dife- 
rente. Esta forma de incluir de forma eufemística a la 
inviolabilidad bajo el rótulo de una inmunidad espe- 
cial se repite en todo el texto y sólo se explica por la 
intención de que sea absoluta en principio pero que 
pueda renunciarse a ella, como sucede con la inmu- 
nidad, si las circunstancias lo ameritan. 


Los bienes vehiculares son objeto de una disposi- 
ción especial. No están exentos de las inmunidades 
antes referidas pero el Tribunal se compromete a 
contratar seguros de responsabilidad civil para aque- 
llos vehículos que utilice. Esto responde a una ten- 
dencia reciente en el sentido de limitar los abusos 
basados en la inmunidad de jurisdicción en el caso de 
accidentes de tránsito, lo que se logra estableciendo 
la contratación obligatoria de un seguro de res- 
ponsabilidad civil. 


La inmunidad de jurisdicción de los miembros del 
Tribunal se establece en el artículo 13. La condición 
de miembros del Tribunal, por su parte, se prevé en 
el artículo 1 literal e). Los miembros del Tribunal 
gozarán de inmunidad absoluta, en la medida en que 
el Acuerdo les otorga las mismas prerrogativas que 
a los jefes de misiones diplomáticas con arreglo a la 
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Convención de Viena de 1961 sobre Relaciones Di- 
plomáticas. Debe destacarse la precisión que se rea- 
liza respecto de los miembros del Tribunal que, para 
mantenerse a disposición del mismo, estén residien- 
do en un país distinto del de su nacionalidad o 
residencia permanente. En estos casos, seguirán 
gozando, junto con los familiares que formen parte de 
sus hogares, de los correspondientes privilegios, 
inmunidades y facilidades diplomáticas mientras re- 
sidan en ese país. A la vez, se prevé que mantendrán, 
como regla general, la inmunidad de jurisdicción 
respecto de las declaraciones o actos que hayan 
realizado durante el desempeño de sus funciones, 
aun cuando ya no sean miembros del Tribunal, lo que 
les asegura la más completa libertad de expresión e 
independencia en el ejercicio de sus tareas. Esta 
disposición es de cualquier manera superabundante 
pues ya existe en la Convención de Viena de 1961 a 
cuyo régimen se asimila, como vimos, el de los miem- 
bros del Tribunal. 


La inmunidad de jurisdicción de los funcionarios 
está diferenciada según se trate del Secretario del 
Tribunal o de los demás funcionarios. Está prevista 
en el artículo 14. 


El Secretario tiene la misma inmunidad, asimilada ala 
de los diplomáticos, que tienen los miembros del 
Tribunal. Sin embargo, la misma se le concede mien- 
tras se halle en ejercicio de sus funciones y por tanto 
no se mantendría a posteriori respecto de los actos 
realizados durante su mandato. 


Los demás funcionarios, en cambio, sólo gozarán, en 
el país donde se encuentren por asuntos del Tribunal 
o en el país que atraviesen con tal fin, de las prerro- 
gativas que sean necesarias “para el ejercicio inde- 
pendiente de sus funciones”. O sea que su inmuni- 
dad no es absoluta como la diplomática sino de 
carácter funcional, pero calificada por la necesidad 
de un ejercicio independiente. El mismo artículo 41.1 
realiza dicha calificación a posteriori cuando mencio- 
na algunas hipótesis en que la inmunidad de que 
gozarán los demás funcionarios es casi similar al 
régimen de los diplomáticos. Se debe en consecuen- 
cia concluir que el carácter independiente del que 
debe disfrutar el funcionario para ejercer sus funcio- 
nes ha llevado alos redactores del texto a ampliar en 
ciertos casos puntuales el carácter meramente fun- 
cional de la inmunidad de jurisdicción. Por ejemplo, 
se les concede sorpresivamente la misma extensión 
de la inmunidad que a los miembros del Tribunal 
respecto de las declaraciones u actos que celebren 
en el ejercicio de sus funciones, aun cuando ya 
hayan cesado en el ejercicio de sus funciones, una 
disposición que es propia del régimen diplomático. 
Nos parece exagerada esta concesión para esta cate- 
goría de funcionarios máxime cuando por la redac- 
ción dada al 14.1 esta inmunidad se le concede al 
propio Secretario, que es su jerarca, sino que se le 
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excluyó expresamente. En suma, lainmunidad de los 
demás funcionarios no es absoluta pero tampoco 
meramente funcional. Tendrá el carácter funcional de 
forma residual, es decir cuando no se puedan aplicar 
las disposiciones específicas del artículo 14.2 en las 
que se les concede un régimen más beneficioso, 
semejante al de los diplomáticos. 


La inmunidad de jurisdicción de los expertos nombra- 
dos de conformidad con el artículo 289 de la Conven- 
ción sobre Derecho del Mar (se trata de expertos 
nombrados en el marco de alguno de los procedi- 
mientos previstos para la solución de controversias 
en la Convención sobre Derecho del Mar, entre los 
que se encuentra como vimos el Tribunal sobre De- 
recho del Mar), se establece en el artículo 15 que 
determina también que estos expertos gozarán de la 
misma inmunidad “necesaria para el cumplimiento 
independiente de sus funciones” prevista para la 
categoría “demás funcionarios”. 


La inmunidad de los agentes, consejeros y abogados 
habilitados a comparecer ante el Tribunal está esta- 
blecida en el artículo 16 y guarda las mismas caracte- 
rísticas que las mencionadas en los dos puntos an- 
teriores pues es concedida durante el período que 
dure el cumplimiento de sus cometidos y también 
para el “ejercicio independiente de sus funciones” 
por lo cual le caben al respecto los mismos comenta- 
rios que a las categorías arriba mencionadas. 


En cambio los testigos, expertos comunes y perso- 
nas en misión por orden del Tribunal no tendrán 
inmunidad de jurisdicción, aunque como veremos, sí 
tendrán la llamada inmunidad de arresto (inviolabili- 
dad personal). 


La inmunidad de jurisdicción que se otorga a las 
distintas categorías de personas antes referidas se 
realiza en beneficio de la buena administración de justi- 
cia y no en beneficio personal. En consecuencia, la 
autoridad competente tiene el derecho y la obligación 
de renunciar a la inmunidad en los casos en que, asu 
juicio, esainmunidad pueda obstaculizar el curso de 
la justicia y sea posible la renuncia a ella sin detri- 
mento de la administración de justicia (artículo 20.1). 


Para estos efectos el artículo 20.2 determina quién es 
la autoridad competente para hacer efectiva la renun- 
cia, según la categoría de personas de que se trate. 
No se menciona sin embargo quién sería el encargado 
de hacer la renuncia a la inmunidad de un miembro del 
Tribunal si fuese necesaria. El artículo 24 relativiza en 
parte esta omisión al disponer que el Tribunal coope- 
rará en todo momento con las autoridades competen- 
tes de los Estados Partes para facilitar el cumplimien- 
to de sus leyes e impedir abusos en relación con los 
privilegios, inmunidades, facilidades y prerrogati- 
vas a que se refiere el Acuerdo. 
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Il. La inviolabilidad 


La inviolabilidad de locales del Tribunal está estable- 
cida en el artículo 3 que sólo le pone como límite “las 
condiciones que se acuerden con el Estado Parte de 
que se trate”. 


La inviolabilidad de los archivos del Tribunal y todos 
los documentos que le pertenezcan o tenga bajo su 
custodia se establece sin limitaciones en el artículo 
6. 


La inviolabilidad absoluta de las comunicaciones se 
desprende del reenvío al régimen diplomático en la 
materia previsto en el artículo 8. 


La inviolabilidad de los bienes, haberes y fondos del 
Tribunal, como se dijo está referida en el artículo 5 
como “inmunidad de allanamiento, requisición, con- 
fiscación, embargo y expropiación y contra toda otra 
forma de interferencia, ya sea de carácter ejecutivo, 
administrativo, judicial o legislativo. Se trata de una 
inviolabilidad que no es absoluta porque al ser cali- 
ficada como inmunidad, la misma puede renunciarse. 


La inviolabilidad de los miembros del Tribunal es 
absoluta y se desprende también del reenvío al régi- 
men de los Jefes de misión diplomática establecido 
en la Convención de Viena de 1961, que realiza el 
artículo 13.1 del Acuerdo. 


La inviolabilidad del Secretario también se asimila a 
lainviolabilidad absoluta de los diplomáticos (artícu- 
lo 14.1). 


La inviolabilidad de los demás funcionarios, de los 
Expertos del artículo 289 de la Convención, de los 
agentes, consejeros, abogados, testigos, expertos 
comunes y personas en misión, será relativa en la 
medida en que está atribuida como una “inmunidad 
de arresto” la que en consecuencia, puede renunciarse 
por las respectivas jerarquías en el caso de que se dé 
el supuesto previsto en el artículo 20. 


Concretamente, se otorga a estas categorías de per- 
sonas una “Inmunidad contra toda forma de arresto 
o detención” (literal a) del artículo 14) o una “Inmu- 
nidad de arresto o detención personal” (artículos 15 
a)y 16 a) y 17.1). 


TIT. Otras prerrogativas 


El Acuerdo establece además otras prerrogativas, la más 
importante de las cuales es la que se refiere a temas 
impositivos y cambiarios. 


El Tribunal estará exento del pago de impuestos, dere- 
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chos de aduana y restricciones de importación o exporta- 
ción (artículo 9) asícomo beneficiará de una devolución de 
impuestos en ciertos casos (artículo 10). Asimismo posee la 
capacidad de tener y transferir fondos sin restricciones 
cambiarias o monetarias (artículo 12). 


Los mismos beneficios impositivos se aplican a los 
miembros del Tribunal y demás funcionarios del Tribunal, 
con alguna limitante prevista en el artículo 11. Estos bene- 
ficios no alcanzan a las personas incluidas en las categorías 
que no son empleados permanentes del Tribunal es decir a 
los expertos del artículo 289, a los agentes, consejeros, 
abogados, salvo que se interpretara que dichas prerrogati- 
vas resultan incluidas en el enunciado genérico de “nece- 
sarias para el ejercicio independiente de sus funciones” lo 
que no parece ser el caso. En cuanto a los testigos, expertos 
y personas en misión, no tendrán dicha prerrogativa. 


Asimismo se establece para los Estados Partes la nece- 
sidad de garantizar la libre circulación de todas las catego- 
rías de personas mencionadas en el Acuerdo cuando viajen 
ala sede del Tribunal o regresen de ella o viajen a otro lugar 
en que el Tribunal se reúna (artículo 22). En ese marco 
también se hace referencia a las facilidades de visado y a la 
validez del laissez-passer de las Naciones Unidas que se 
expida a los miembros del Tribunal (artículo 21). Podrá sin 
embargo un Estado Parte tomar medidas internas de carác- 
ter restrictivo para garantizar su seguridad y orden público, 
aunque en tal caso si menoscaba la posibilidad de un 
funcionamiento independiente del Tribunal, deberán deter- 
minarse las medidas necesarias para asegurar el orden 
público de común acuerdo entre el Estado Parte involucrado 
y el Tribunal (artículo 23). 


Finalmente, también se considera en el Acuerdo el dere- 
cho del Tribunal a enarbolar su pabellón y exhibir su emble- 
ma en sus locales o vehículos (artículo 4). 


IV. Disposiciones generales y finales 


Al igual que en la Convención de Viena de 1961, se 
establece que sin perjuicio de los privilegios e inmunidades 
otorgados, todas las categorías de personas mencionadas 
en el Acuerdo deben respetar las leyes y reglamentos del 
Estado Parte en que ejerzan sus funciones y no inmiscuirse 
en los asuntos internos del mismo (artículo 19). 


Asimismo se indica que en el territorio del Estado Parte 
del que son nacionales, las personas que disfrutan de 
privilegios e inmunidades conferidos por el Acuerdo ten- 
drán inmunidad de jurisdicción o inviolabilidad personal 
únicamente respecto de las declaraciones que hayan formu- 
lado en el desempeño de sus funciones (artículo 18). 


Las disposiciones finales se refieren al mecanismo de 
solución de las controversias que puedan surgir en la 
interpretación o aplicación del Acuerdo, donde se prevé un 
sistema de arbitraje expedito; a la firma; la ratificación; la 
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adhesión; la entrada en vigor; la aplicación provisional y 
especial; la denuncia y la designación del depositario y de 
los textos auténticos. 


Por lo expuesto, y por considerarlo de interés para la 
República, se recomienda la aprobación del Acuerdo que se 
informa. 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Asuntos Internacionales 


ACTA N* 27 


En Montevideo, el día once de mayo del año dos mil seis, a 
la hora diecisiete y diez minutos se reúne la Comisión de 
Asuntos Internacionales de la Cámara de Senadores. ___ 
Asisten sus miembros los señores Senadores Carlos 
Baráibar, Carlos Gamou, José Korzeniak, Rafael Michelini y 
Julio María Sanguinetti. 
Faltan con aviso los señores Senadores Gonzalo Aguirre 
Ramírez, José Andujar y Enrique Rubio._____________ 
Preside el señor Senador Sergio Abreu, Vicepresidente de 
la Comisión. SS 
Concurre el señor Presidente -en ejercicio- de la Cámara de 
Senadores señor Senador Alberto Couriel. 
Actúa en Secretaría el señor Secretario de Comisión Julio 
Durán, con la colaboración de la señora María José Mora- 
O A O O O RR 
De lo actuado se tomó versión taquigráfica cuya copia 
dactilográfica consta de dos fojas útiles y luce en el Distri- 
buido N* 841/2006, que forma parte integrante de la presente 
O E RN EI A NO 
Abierto el acto, se pasa a considerar el siguiente: 
ORDEN DEL DIA: 
ASUNTOS CONSIDERADOS: 
Abierto el acto se tratan las siguientes Carpetas que se 
encontraban a estudio: 
1.- CARPETA N*210/2005. ACUERDO SOBRECOOPERA- 
CION POLICIAL EN LA INVESTIGACION PREVENCION Y 
CONTROL DE HECHOS DELICTIVOS ENTRELA REPUBLI- 
CA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPUBLICA 
FEDERATIVA DEL BRASIL, HECHO EN RIO BRANCO, EL 
14 DE ABRIL DE 2004. Nueva Agenda de Cooperación y 
Desarrollo Fronterizo. Mensaje y Proyecto de Ley y texto 
del Acuerdo del Poder Ejecutivo. Distribuido N* 202/2005. 
2.- CARPETA N*259/2005. ACUERDO SOBRETRANSPOR- 
TE AEREO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUA Y Y ELGOBIERNO DELOS ES- 
TADOS UNIDOS DE AMERICA, SUSCRITO EN LA CIU- 
DAD DE MONTEVIDEO, EL 20 DE OCTUBRE DE 2004. 
Proyecto de Ley aprobado por la Cámara de Representan- 
tes. Distribuido N* 308/2005. __________________ 
3.- CARPETA N* 295/2005. CONVENCION INTERA- 
MERICANA CONTRA EL TERRORISMO, ADOPTADA EN 
LA CIUDAD DE BRIDGETOWN (Barbados). Mensaje y 


Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo, en reiteración del 
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Mensaje de fecha 18 de marzo de 2003. Distribuido 
NE 
4.- CARPETA N* 331/2005. ACUERDO DECOOPERACION 
MUTUA CON EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 
FEDERATIVA DEL BRASIL PARA COMBATIR EL TRAFI- 
CO DE AERONAVES COMPROMETIDAS EN ACTIVIDA- 
DES ILICITAS TRANSNACIONALES, SUSCRITO EN MON- 
TEVIDEO, EL 14 DESETIEMBRE DE 2004. Proyecto de Ley 
remitido por la Cámara de Representantes. Distribuido 
N*431/2003::=2 2222 ptr at 
5.- CARPETA N* 345/2005. MEDIDA 1(2003) “SECRETA- 
RIA DELTRATADO ANTARTICO” Y SUANEXO “ACUER- 
DO DE SEDE PARA LA SECRETARIA DEL TRATADO 
ANTARTICO” ADOPTADOS ENLA XXVI REUNION CON- 
SULTIVA DEL TRATADO ANTARTICO CELEBRADA EN 
LA CIUDAD DE MADRID, REINO DEESPAÑA, DEL 9 AL 
20 DEJUNIO DE 2003. Mensaje y Proyecto de Ley del Poder 
Ejecutivo. Distribuido N*472/2005._________________ 
6.- CARPETA N* 387/2005. ACUERDO SOBRE PRIVILE- 
GIOS EINMUNIDADES DEL TRIBUNAL INTERNACIO- 
NAL DEL DERECHO DEL MAR, ADOPTADO EL 23 DE 
MAYO DE 1997, ENLA VIIREUNION DELOS ESTADOS 
PARTES DELA CONVENCION DE NACIONES UNIDAS 
SOBRE EL DERECHO DEL MAR, DE 10DE DICIEMBRE DE 
1982. Mensaje y Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo. Texto 
del Acuerdo. Distribuido N*607/2005._ 
RESOLUCIONES: 
Se ponen a consideración de la Comisión y se aprueban las 
siguientes Carpetas: 
1.- CARPETA N*210/2005. ACUERDO SOBRECOOPERA- 
CION POLICIAL EN LA INVESTIGACION PREVENCION Y 
CONTROL DE HECHOS DELICTIVOS ENTRELA REPUBLI- 
CA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPUBLICA 
FEDERATIVA DEL BRASIL, HECHO EN RIO BRANCO, EL 
14 DE ABRIL DE 2004. Nueva Agenda de Cooperación y 
Desarrollo Fronterizo. Mensaje y Proyecto de Ley y texto 
del Acuerdo del Poder Ejecutivo. Distribuido N*202/2005. 
Se vota: 6en 6. AFIRMATIVA. Unanimidad._________ 
Se designa Miembro Informante -escrito- al señor Senador 
Sergio Abre 
2.- CARPETA N*259/2005.- ACUERDO SOBRE TRANS- 
PORTE AEREO ENTRE EL GOBIERNO DELA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUA Y Y EL GOBIERNO DELOS ES- 
TADOS UNIDOS DE AMERICA, SUSCRITO EN LA CIU- 
DAD DE MONTEVIDEO, EL 20 DE OCTUBRE DE 2004. 
Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
Distribuido N*308/2005. 


Se designa Miembro Informante -escrito- al señor Senador 
Sergio Abre. 
3.- CARPETA N* 295/2005. CONVENCION INTERA- 
MERICANA CONTRA EL TERRORISMO, ADOPTADA EN 
LA CIUDAD DE BRIDGETOWN (Barbados). Mensaje y 
Proyecto de Ley del Poder Ejecutivo, en reiteración del 
Mensaje de fecha 18 de marzo de 2003. Distribuido 
N* 412/2005. 


Se designa Miembro Informante -escrito- al señor Senador 
Sergio Abre 
4.- CARPETA N* 331/2005. ACUERDO DECOOPERACION 
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MUTUA CON EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 
FEDERATIVA DEL BRASIL PARA COMBATIR EL TRAFI- 
CO DE AERONAVES COMPROMETIDAS EN ACTIVIDA- 
DES ILICITAS, TRANSNACIONALES, SUSCRITO EN 
MONTEVIDEO, EL 14 DE SETIEMBRE DE 2004. Proyecto de 
Ley remitido por la Cámara de Representantes. Distribuido 
N* 431/2005. 


5.- CARPETA N* 345/2005. MEDIDA 1 (2003) “SECRETA- 
RIA DEL TRATADO ANTARTICO” Y SUANEXO “ACUER- 
DO DE SEDE PARA LA SECRETARIA DEL TRATADO 
ANTARTICO” ADOPTADOS EN LA XXVI REUNION CON- 
SULTIVA DELTRATADO ANTARTICO CELEBRADA EN 
LA CIUDAD DE MADRID, REINO DEESPAÑA, DEL 9 AL 
20 DEJUNIO DE 2003. Mensaje y Proyecto de Ley del Poder 
Ejecutivo. Distribuido N* 472/2005.________________ 
Se vota: 6en6. AFIRMATIVA. Unanimidad._________ 
Se designa Miembro Informante -escrito- al señor Senador 
Sergio Abre 
6.- CARPETA N* 387/2005. ACUERDO SOBRE PRIVILE- 
GIOS EINMUNIDADES DEL TRIBUNAL INTERNACIO- 
NAL DEL DERECHO DEL MAR, ADOPTADO EL 23 DE 
MAYO DE 1997, ENLA VITREUNION DELOS ESTADOS 
PARTES DELA CONVENCION DELAS NACIONES UNI- 
DAS SOBRE EL DERECHO DELMAR, DE 10 DE DICIEM- 
BREDE 1982: Mensaje y Proyecto de Ley del Poder Ejecu- 
tivo. Texto del Acuerdo. Distribuido N*607/2005.______ 
Se vota: 6en6. AFIRMATIVA. Unanimidad._________ 
Se designa Miembro Informante -escrito- al señor Senador 
Sergio Abre 
A la hora diecisiete y cincuenta y cinco minutos se levanta 
SM o 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada firman el señor Vicepresidente y el señor Secreta- 
rio de la Comisión. 


Sergio Abreu 
Vicepresidente 


Julio Durán 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: la Comisión ha estu- 
diado este tema y ha decidido por unanimidad recomendar 
la aprobación de este Acuerdo sobre Privilegios e Inmuni- 
dades. Como se sabe, todo acuerdo sobre privilegios e 
inmunidades dentro de la Convención Internacional de 
Viena, extiende determinados privilegios alas organizacio- 
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nes sujeto del Derecho Internacional. En este caso, se trata 
del Tribunal Internacional del Derecho del Mar, que es uno 
de los instrumentos previstos en la Parte XV de la Conven- 
ción de las Naciones Unidas sobre Derechos del Mar para 
resolver las controversias relativas a la interpretación y 
aplicación de la Convención. 


El Acuerdo tiene la estructura clásica de los tratados 
sobre inmunidades y privilegios, y ello consta en el informe 
escrito que hemos extendido a los señores Senadores. Allí 
se habla de la inmunidad de jurisdicción, y en el informe que 
realizamos también hacemos un análisis de los alcances 
conceptuales y jurídicos de las instituciones, de la inmuni- 
dad y de la inviolabilidad, vinculados a la exención de estos 
derechos. 


No queremos cansar al Senado con estos temas que, 
repito, están expuestos por escrito. 


Reitero que esto es lo que la Comisión ha recibido y 
apoyado por unanimidad, por lo que recomendamos la 
aprobación del Tratado sobre el que, repito una vez más, 
está a disposición un informe escrito y los distintos argu- 
mentos que hemos desarrollado con relación a este Tratado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sinose hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 17en 19. Afirmativa. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 


“Apruébase el Acuerdo sobre Privilegios e Inmunida- 
des del Tribunal Internacional del Derecho del Mar, adop- 
tado el 23 de mayo de 1997, en la VII Reunión de los Estados 
Partes de la Convención de Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar, de 10 de diciembre de 1982.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20 en 21. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo para su promulgación. 
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(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


16) ACUERDO SOBRE TRANSPORTE AEREO ENTRE 
EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO DE LOS ESTA- 
DOS UNIDOS DE AMERICA, SUSCRITO EN LA 
CIUDAD DE MONTEVIDEO EL 20 DE OCTUBRE 
DE 2004 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la conside- 
ración del segundo punto del Orden del Día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Acuerdo sobre Transporte 
Aéreo entre el Gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay y el Gobierno de los Estados Unidos de América, 
suscrito en la ciudad de Montevideo. (Carp. N* 259/05 - Rep. 
N* 229/06)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp.N* 259/05 
Rep. N*229/06 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo sobre Transpor- 
te Aéreo entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos de América, 
suscrito en la ciudad de Montevideo, el día 20 de octubre de 
2004. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 14 de julio de 2005. 


Nora Castro 
Presidenta 
Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Transporte y Obras Públicas 


Montevideo, 22 de febrero de 2005. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asam- 
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blea General, de conformidad con lo dispuesto en los artí- 
culos 85, numeral 7 y 168, numeral 20 de la Constitución de 
la República, a fin de someter a su consideración el Proyecto 
de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el Acuerdo 
sobre Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos 
de América, suscrito en la ciudad de Montevideo, el día 20 
de octubre de 2004 y que consta de un Preámbulo, diecisiete 
Artículos y tres Anexos. 


En líneas generales la virtud del nuevo Acuerdo se basa 
en que nivela las relaciones aerocomerciales entre ambos 
países, lo que no sucedía en el texto anterior del año 1946, 
donde las aerolíneas de los Estados Unidos de América 
podían acceder al mercado uruguayo desde cualquier punto 
de dicho país, sin límites de capacidad y a través de cual- 
quier punto intermedio con derechos de quinta libertad. 


De lo anterior se desprende que con el nuevo Acuerdo 
se logra una igualdad de oportunidades para las empresas 
de ambos países, quedando librado al sector privado el 
ejercicio efectivo de los derechos de tráfico logrados por 
esta negociación. 


En un mundo globalizado, el transporte aéreo ya no es 
un fin en sí mismo, sino que por el contrario es un medio para 
otras actividades económicas como lo son el turismo, el 
comercio internacional y el mayor relacionamiento entre 
nacionales de ambos países. 


Desde el punto de vista jurídico se puede consignar que: 


1%) El texto firmado con los Estados Unidos de América 
es el modelo clásico, con algunos ajustes, de Acuerdo de 
Cielos Abiertos -Open Skies Agreements- que refleja la 
política aeronáutica internacional que el referido Estado ha 
impulsado desde la década de los 70 habiendo suscrito 
hasta la fecha más de medio centenar de acuerdos bilatera- 
les iguales y análogos al presente. 


2”) En materia de derechos de tráfico, se prevé el otorga- 
miento de la primera a la sexta libertades del aire, excluyén- 
dose por tanto el cabotaje, sea autónomo o sucesivo. 


Esta posición restrictiva respecto del cabotaje a empre- 
sas extranjeras dentro de su territorio es política tradicional 
y general del Estado referido. Tanto es ello así, que el 
principal diferendo aeropolítico instaurado actualmente en 
el mundo es el que se da entre la Unión Europea y los 
Estados Unidos de América. La Unión Europea reivindica 
su concepto de territorio económico único y por ende 
territorio aeronáutico único y pretende que las quintas 
libertades intraeuropeas otorgadas a las empresas estado- 
unidenses sean compensadas en reciprocidad por cabotaje 
que los Estados Unidos de América otorgue a las aerolíneas 
del viejo continente. 


3) En materia de designación se plantea la designación 
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múltiple y los requisitos clásicos de propiedad sustancial y 
control efectivo. También se establece como condición 
para la autorización por la parte que recibe la designación 
y como causal para que la misma pueda revocar una auto- 
rización ya concedida que la línea aérea designada de 
cumplimiento a las normas del Convenio sobre seguridad 
operacional y sobre la seguridad de la aviación contra actos 
de interferencia ilícita. 


47) En el artículo 6* se establecen normas sobre seguri- 
dad operacional. 


Sustancialmente se recoge la cláusula de la OACI - 
Organización de la Aviación Civil Internacional- sobre el 
tema y ello significa alos efectos prácticos el reconocimien- 
to bilateral de la facultad de aplicar el programa IASA - 
Sistema Internacional de Relevamiento de la Seguridad 
Operacional- que lleva adelante la FAA -Administración 
Federal de la Aviación-. Debe así, tenerse en cuenta, que a 
los efectos de la seguridad operacional además de las 
licencias, aeronavegabilidad y operaciones se incluyen las 
instalaciones aeronáuticas. De acuerdo al procedimiento 
previsto, si una parte considera que la otra tiene problemas 
de seguridad operacional puede solicitar la celebración de 
consultas, y si tras las mismas no se soluciona el problema 
puede retirar, revocar o restringir las autorizaciones o per- 
misos de las líneas aéreas si el Estado designante no toma 
las debidas medidas correctivas en un plazo prudencial. 
Esta cláusula implica que, las líneas aéreas designadas por 
el Estado uruguayo no podrán efectivamente ejercer los 
derechos de tráfico hasta tanto la República no sea 
recategorizada porla FAA -Administración de la Aviación- 
. De todas formas, como es sabido, aunque no se firmara el 
Convenio, la situación sería la misma. Y existen alternativas 
pues esos derechos de tráfico pueden llegar a ser ejercidos 
porempresas uruguayas utilizando por ejemplo, aeronaves 
de otra matrícula (nacionalidad) y por ende sujetas a 
contralor de un Estado en Categoría 1. 


5”) En materia de seguridad contra actos de interferencia 
ilícita, básicamente se recogen las normas de la OACI - 
Organización de la Aviación Civil Internacional-, reforza- 
das luego del 11 de setiembre de 2001. 


Aquí se prevé un procedimiento similar al de la seguri- 
dad operacional para el caso en que una parte considere que 
la otra no aplica las normas sobre seguridad. Pero el proce- 
dimiento es más rápido, ya que la consulta deberá realizarse 
dentro de los 15 días de solicitada. Incluso si la Parte 
convocante de la consulta considera que existen razones de 
urgencia puede tomar medidas provisionales antes del ven- 
cimiento del plazo de los 15 días. 


6”) En materia de oportunidades comerciales cabe resal- 
tar: 


a) La libertad de contratación o autoprestación de ser- 
vicios de escala o asistencia en tierra, que sólo puede 
limitarse por razones de seguridad del aeropuerto. 
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b) Se permite ampliamente la operación comercial me- 
diante Código Compartido, arrendamiento y fletamento 
parcial (blocked - space). 


c) Enel punto 8 se establecen normas sobre el transpor- 
te multimodal de cargas sin restricciones, pudiendo esta- 
blecerse un único precio directo que comprenda el trans- 
porte aéreo y el terrestre combinados. 


7%) En materia de competencia (acceso al mercado) en su 
Preámbulo, el Acuerdo establece que la finalidad del mismo 
es fomentar un sistema internacional de transporte aéreo 
basado en la competencia en el mercado entre las líneas 
aéreas, con mínima intervención y reglamentación oficiales, 
buscando que se pueda ofrecer al público una variedad de 
opciones al menor precio que no signifique discriminación 
ni abuso de posiciones dominantes y que aliente a las líneas 
aéreas a elaborar y aplicar tarifas innovadoras y competiti- 
vas. En concordancia con el artículo 10 se establece que las 
Partes concederán a las líneas aéreas designadas por los 
dos Estados oportunidades justas e iguales para competir. 


En materia de frecuencias y capacidad, las aerolíneas las 
fijarán según consideraciones comerciales del mercado y 
ninguno de los dos Estados limitará unilateralmente el 
volumen del tráfico, la frecuencia o regularidad del servicio 
y los tipos de aviones operados por las aerolíneas designa- 
das por la otra Parte, salvo que ello se requiera por razones 
aduaneras, técnicas, operativas o ambientales (debe consi- 
derarse incluida la “safety” y la “security”). 


Tampoco un Estado podrá imponer a las aerolíneas 
designadas por el otro, requisitos de prioridad o proporción 
en la distribución del tráfico, ni impondrá compensaciones 
por permitir la operación (del tipo de la reciprocidad efecti- 
va) ni establecerá exigencias respecto a la capacidad, fre- 
cuencia o tráfico que sean incompatibles con el Acuerdo. 


Tampoco un Estado solicitará a las líneas aéreas del otro 
que presenten para su aprobación horarios, programas de 
vuelos no regulares u operaciones, a menos que se requie- 
ran, sin efectos discriminatorios, en términos generales a 
todas las aerolíneas que operan en ese Estado, por razones 
aduaneras, técnicas, Operativas o ambientales. Aún en 
estos casos los requisitos y procedimientos administrati- 
vos deberán ser mínimos. 


Esta libertad de capacidad y frecuencias es diferente a 
la actual que prevé la libertad inicial para las aerolíneas, 
pero una posibilidad de revisión “ex post facto” en reunión 
de consulta de autoridades aeronáuticas. Pero en los he- 
chos, si no hay acuerdo entre las autoridades, el resultado 
es el mismo; hay que ir a la denuncia del Acuerdo (actual- 
mente se podría ir también -teóricamente- a arbitraje). 


8%) TARIFAS 


La fijación de tarifas es libre y por tanto las aerolíneas 
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las fijarán por consideraciones comerciales de mercado. 
Tampoco se exige el mero registro de tarifas. 


En consecuencia los Estados no pueden intervenir en 
forma previa o posterior a la libre fijación de tarifas por las 
aerolíneas. Luego de establecida una tarifa los Estados sólo 
pueden intervenir si consideran que: 


a) Es necesario evitar tarifas o prácticas 
injustificadamente discriminatorias. 


b) Para proteger a los consumidores de tarifas 
injustificadamente elevadas o restrictivas, que se deban al 
abuso de una posición dominante. 


c) Proteger a las aerolíneas de tarifas artificialmente 
bajas a causa de subvenciones o apoyos gubernamentales, 
directos o indirectos. 


Si un Estado considera que se ha dado alguna de las 
causales mencionadas anteriormente, tampoco puede ac- 
tuar unilateralmente, sino que debe solicitar al otro una 
reunión de consulta que debe celebrarse dentro de los 30 
días de recibida la solicitud. 


Si hay acuerdo entre los Estados cada uno de ellos “hará 
sus mejores esfuerzos” para que ese Acuerdo entre en 
vigencia. Si no hay acuerdo la tarifa entrará o continuará y 
la única alternativa del Estado disidente es denunciar el 
Convenio. 


El sistema tarifario actual, es igual que la capacidad: 
libertad inicial y revisión ex post facto, lo que de hecho es 
libertad. A diferencia del texto firmado, no se prevén normas 
para preservar la “sana competencia”, en cuyo aspecto, el 
texto firmado es superior. 


En cuanto a la libertad tarifaria, el suscrito considera, 
que la aprobación gubernamental previa requerida en el 
artículo 51 de la Constitución no es de aplicación en este 
caso, por ser un servicio público internacional, que se rige 
por normas internacionales. 


9%) ANEXOS. 


El Convenio presentado consta de 3 Anexos. 


A) En el Anexo Í tiene secciones referidas a: Rutas, 
Flexibilidad Operativa y Cambio de Material (también cono- 
cido como ruptura de carga o cambio de trocha). En materia 
de rutas se establecen derechos de tráfico de tercera, cuar- 
ta, quinta y sexta libertades del aire. 


En la sección Il bajo el título de Flexibilidad Operativa se 
establecen distintas hipótesis que permitan la máxima flexi- 
bilidad operacional, que sean adecuadas al objeto y fin del 
convenio. 
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En la sección III se permiten cambios de material en 
cualquier punto de las rutas siempre que implique la conti- 
nuación del vuelo original. Se establece al respecto una 
excepción en materia de servicios de carga pura. 


En materia de derechos de tráfico, es muy superior al 
texto firmado alos acuerdos vigentes, que establecen limi- 
taciones para el Uruguay y un amplio margen de libertad 
para Estados Unidos de América, lo que constituye un claro 
desequilibrio. 


B) El Anexo Il regula los vuelos charter de pasajeros y 
carga otorgando estos derechos: 


a) tercera, cuarta y quinta sin restricciones 
b) Stop over 


c) Transporte de tráfico en tránsito a través del territo- 
rio de otra Parte. 


d) Combatir en la aeronave tráfico de sexta. 


Además se establece que por razones de cortesía y 
reciprocidad cada Parte considerará favorablemente la so- 
licitud de vuelo charter que la otra plantee y que no se 
encuentren previstos en el Anexo. 


C) En el Anexo IlI se establecen normas sobre los Sis- 
temas Computarizados de Reservas, que constituyen una 
verdadera innovación en cuanto a nuestro derecho se refie- 
re (no hay normas internas ni en las bilaterales). Las normas 
del Anexo tienden a evitar los abusos o prácticas 
discriminatorias de los propietarios de los CRS -Sistemas 
Computarizados de Reservas- en contra de los usuarios y 
aerolíneas participantes. Estas normas siguen en términos 
generales el Código de Conducta de OACI -Organización 
Internacional de la Aviación Civil- y normas de los Estados 
Unidos de América y la Unión Europea sobre el punto, 
siendo las diferencias de eventuales detalles. 


Por lo antes expuesto, y en el entendido que su firma y 
posterior ratificación brinda mayores oportunidades eco- 
nómicas y comerciales que las actuales para la República, 
es que el Poder Ejecutivo solicita al Poder Legislativo su 
correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de la 
Asamblea General, las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


JORGE BATLLE IBAÑEZ, Presidente 
de la República, Yamandú Fau, Di-dier 
Opertti, Isaac Alfie, Carlos Pollio. 
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Montevideo, 22 de febrero de 2005. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo sobre Transpor- 
te Aéreo entre el Gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay y el Gobierno de los Estados Unidos de América, sus- 
crito en la ciudad de Montevideo, el día 20 de octubre de 2004. 


Y amandú Fau, Didier Opertti, Isaac Alfie, 
Carlos Pollio. 


ACUERDO SOBRE TRANSPORTE AEREO ENTRE EL 

GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL 

URUGUAY Y EL GOBIERNO DELOSESTADOS UNIDOS 
DE AMERICA 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de los Estados Unidos de América (en lo sucesi- 
vo, “las Partes”), 


En el deseo de fomentar un sistema internacional de 
transporte aéreo basado en la competencia en el mercado 
entre líneas aéreas, con mínima intervención y reglamenta- 
ción de parte de los gobiernos; 


En el deseo de facilitar la expansión de las oportunida- 
des para el transporte aéreo internacional; 


En el deseo de hacer posible que las líneas aéreas 
ofrezcan una variedad de opciones para el servicio del 
público viajero y del comercio de carga, al menor precio que 
no signifique ni discriminación ni abuso de posiciones 
dominantes, y de alentar a cada línea aérea a elaborar y 
aplicar unas tarifas innovadoras y competitivas; 


En el deseo de velar por el mayor grado de protección y 
seguridad en el transporte aéreo internacional y de reafir- 
mar su grave inquietud por los actos o las amenazas contra la 
seguridad de las aeronaves que ponen en peligro a las perso- 
nas o los bienes, perjudican las operaciones del transporte 
aéreo y socavan la confianza del público en la aviación civil; 


Siendo Partes en el Convenio sobre Aviación Civil Inter- 
nacional que fue abierto a la firma en Chicago el 7 de 
diciembre de 1944, 


Han convenido lo siguiente: 


ARTICULO 1 


Definiciones 


A efectos del presente Acuerdo, y salvo especificación 
en contrario, el término. 
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1. “Autoridades aeronáuticas” significa, en el caso de 
los Estados Unidos, el Departamento de Transporte o su 
organismo sucesor, y enel caso de la República Oriental del 
Uruguay, el Ministerio de Defensa y cualquier persona u 
organismo autorizado para desempeñar las funciones que 
ejerza dicho Ministerio. 


2. “Acuerdo” significa el presente Acuerdo, sus anexos 
y cualquier enmienda. 


3. “Transporte aéreo” significa todo servicio prestado 
mediante aeronaves para el transporte público de pasaje- 
ros, equipaje, carga y correo, separadamente o en combina- 
ción, por remuneración o arriendo. 


4. “Convenio” significa el Convenio sobre Aviación 
Civil Internacional que fue abierto a la firma en Chicago el 
7 de diciembre de 1944, lo que comprende: 


a. Cualquier enmienda que haya entrado en vigencia 
con arreglo al literal a, artículo 94 del Convenio y que 
haya sido ratificada por las dos Partes, y 


b. Cualquier Anexo o enmienda del mismo adoptado 
con arreglo al artículo 90 del Convenio, en cuanto que 
dicho Anexo o enmienda esté en vigencia para las 
dos Partes en cualquier momento determinado. 


5. “Línea aérea designada” significa una línea aérea 
designada y autorizada de conformidad con el artículo 3 del 
presente Acuerdo. 


6. “Costo total” significa el costo de prestar el servicio 
más un recargo justificado por gastos administrativos. 


7. “Transporte aéreo internacional” significa el trans- 
porte aéreo que atraviesa el espacio aéreo situado sobre el 
territorio de más de un Estado. 


8. “Precio” significa cualquier flete, tarifa o tasa por el 
transporte aéreo de pasajeros (y su equipaje) o de carga 
(excluido el correo) o de ambos que cobren las líneas aéreas, 
incluidos sus agentes, y las condiciones que rijan la oferta 
de dicho flete, tarifa o tasa. 


9. “Escala sin fines comerciales” significa el aterrizaje 
para fines que no sean el embargo o desembarco de pasa- 
jeros, equipaje, carga o correo en el transporte aéreo. 


10. “Territorio” significa las extensiones de tierra que 
están bajo la soberanía, jurisdicción, protección o fideico- 
miso de una Parte, y las aguas territoriales adyacentes. 


11. “Cargos al usuario” significa el gravamen que se 
impone a las líneas aéreas por prestarles los servicios o las 
instalaciones aeroportuarias, de navegación aérea o de 
seguridad de la aviación, incluidos los servicios y las 
instalaciones afines. 
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ARTICULO 2 


Concesión de derechos 


1. Cada Parte concede a la otra Parte los siguientes 
derechos para que las líneas aéreas de la otra Parte realicen 
el transporte aéreo internacional: 


a. El derecho a volar sobre su territorio sin aterrizar. 


b. El derecho a hacer escalas en su territorio sin fines 
comerciales. 


c. Los demás derechos estipulados en el presente 
Acuerdo. 


2. Lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo no 
supondrá la concesión a las líneas aéreas de una Parte del 
derecho a admitir a bordo, en el territorio de la otra Parte, 
pasajeros con su equipaje, carga o correo que se lleven por 
remuneración y que se dirijan a algún otro punto del terri- 
torio de la otra Parte. 


ARTICULO 3 


Designación y autorización 


1. Cada Parte tendrá derecho a designar a cuantas lí- 
neas aéreas desee para realizar el transporte aéreo interna- 
cional de conformidad con el presente Acuerdo y a retirar 
O alterar dichas designaciones. Esas designaciones se co- 
municarán por escrito a la otra Parte por vía diplomática, 
especificando si la línea aérea en cuestión está autorizada 
para realizar el transporte aéreo estipulado en el Anexo l o 
el estipulado en el Anexo Il o ambos. 


2. Al recibo de dicha designación y de las solicitudes 
de la línea aérea designada, conforme a lo prescrito para la 
concesión de las autorizaciones de servicio y los permisos 
técnicos, la otra Parte concederá los debidos permisos y 
autorizaciones con un mínimo de demora administrativa, 
siempre que: 


a. La propiedad esencial y el control efectivo de dicha 
línea aérea pertenezcan a la Parte que la designe oa 
los nacionales de dicha Parte o a ambos. 


b. La línea aérea designada esté capacitada para cum- 
plir las condiciones impuestas según el ordenamien- 
to que la Parte que estudie sus solicitudes aplique 
normalmente al funcionamiento del transporte aéreo 
internacional. 


c. LaParte que designe la línea aérea cumpla y adminis- 
tre las normas enunciadas en el artículo 6 (Seguridad 
operacional) y el artículo 7 (Seguridad de la aviación). 
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ARTICULO 4 
Revocación de la autorización 


1. Cada Parte podrá revocar, suspender o limitar las 
autorizaciones de funcionamiento o los permisos técnicos 
de una línea aérea designada por la otra Parte cuando: 


a. La propiedad esencial y el control efectivo de dicha 
línea aérea no pertenezcan a la Parte que la designe 
nia los nacionales de dicha Parte ni a ninguno de los 
dos. 


b. La línea aérea en cuestión haya dejado de cumplir el 
ordenamiento al que se refiere el artículo 5 (Aplica- 
ción de las leyes) del presente Acuerdo. 


Cc. La otra Parte no cumpla y administre las normas 
enunciadas en el artículo 6 (Seguridad operacional). 


2. A menos que resulte esencial la toma de medidas 
inmediatas para evitar que persista el incumplimiento al que 
se refieren los literales a y b, párrafo 1 del presente artículo, 
los derechos estipulados por el presente artículo se ejerce- 
rán sólo después de la celebración de consultas con la otra 
Parte. 


3. El presente artículo no restringe los derechos de 
ninguna Parte a retirar, revocar, limitar o condicionar la 
autorización de funcionamiento o el permiso técnico de una 
o más líneas aéreas de la otra Parte, conforme alo dispuesto 
en el artículo 7 (Seguridad de la aviación). 


ARTICULO 5 
Aplicación de las leyes 


1. Ala entrada en el territorio de una Parte o a la salida 
del mismo o durante la permanencia en él, las líneas aéreas 
de la otra Parte cumplirán el ordenamiento de la primera 
relativo a la operación y navegación de aeronaves. 


2. Ala entrada en el territorio de una Parte o a la salida 
del mismo o durante la permanencia en él se cumplirá el 
ordenamiento relativo al ingreso en su territorio o ala salida 
del mismo de los pasajeros, los tripulantes o la carga de 
aeronaves (incluidos los reglamentos relativos al ingreso, 
despacho, seguridad de la aviación, inmigración, pasaportes, 
aduana y cuarentena, o en el caso del correo, los reglamentos 
postales), directamente por dichos pasajeros, tripulantes y 
carga de las líneas aéreas de la otra Parte o en su nombre. 


ARTICULO 6 
Seguridad operacional 


1. Cada Parte reconocerá la validez de los certificados 
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de aeronavegabilidad, los certificados de competencia y las 
licencias que expida o convalide la otra Parte y estén vigen- 
tes, aefectos de la prestación del transporte aéreo a que se 
refiere el presente Acuerdo, a condición de que los requisitos 
para la concesión de dichos certificados o licencias igualen, 
por lo menos, las normas mínimas que se establezcan con 
arreglo al Convenio. Cada Parte, sin embargo, podrá dene- 
gar la validez a efectos de los vuelos sobre su propio territo- 
rio de los certificados de competencia y licencias expedidos 
o convalidados a sus propios nacionales por la otra Parte. 


2. Cada Parte podrá solicitar la celebración de consul- 
tas acerca de las normas de seguridad operacional que 
imponga la otra Parte relativas a las instalaciones aeronáu- 
ticas, las tripulaciones, las aeronaves y el funcionamiento 
de las líneas aéreas designadas. Si, tras dichas consultas, 
una Parte llega a la conclusión de que la otra Parte no 
impone eficazmente ni administra normas y requisitos de 
seguridad operacional en estos aspectos que sean por lo 
menos iguales a las normas mínimas que se estipulen con 
arreglo al Convenio, notificará a la otra Parte de esa conclu- 
sión y de las medidas que se consideren necesarias para 
ajustarse a dichas normas mínimas; la otra Parte tomará las 
debidas medidas correctivas. Cada Parte se reserva el dere- 
cho a retirar, revocar o restringir la autorización de funcio- 
namiento o el permiso técnico de las líneas aéreas designa- 
das por la otra Parte si esa Parte no toma las debidas 
medidas correctivas en un plazo prudencial. 


ARTICULO 7 


Seguridad de la aviación 


1. De conformidad con sus derechos y obligaciones 
según el derecho internacional, las Partes reafirman que su 
mutua obligación de proteger la seguridad de la aviación 
civil contra actos de interferencia ilícita forma parte inte- 
grante del presente Acuerdo. Sin que por ello se restrinja la 
amplitud de sus derechos y obligaciones conforme al dere- 
cho internacional, las Partes, en particular, actuarán de 
conformidad con el Convenio sobre las infracciones y cier- 
tos otros actos cometidos abordo de las aeronaves, firmado 
en Tokio el 14 de setiembre de 1963; el Convenio para la 
represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, firmado 
en La Haya, el 16 de diciembre de 1970; el Convenio para la 
represión de los actos ilícitos contra la seguridad de la 
aviación civil, firmado en Montreal el 23 de setiembre de 
1971, y el Protocolo para la represión de los actos ilícitos de 
violencia en aeropuertos civiles con servicios internacio- 
nales, firmado en Montreal el 24 de febrero de 1988. 


2. Las Partes, previa solicitud, se prestarán mutuamen- 
te toda la asistencia necesaria para evitar el apoderamiento 
ilícito de aeronaves y otros actos ilícitos contra la indemni- 
dad de los pasajeros, la tripulación, las aeronaves, los 
aeropuertos y los servicios de navegación aérea, así como 
para enfrentarse a cualquier otra amenaza a la seguridad de 
la navegación aérea civil. 
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3. Las Partes, en sus relaciones mutuas, actuarán de 
conformidad con las normas y las prácticas pertinentes 
recomendadas de la aviación civil estipuladas por la Orga- 
nización de Aviación Civil Internacional y denominadas 
Anexos al Convenio. Asimismo, exigirán que los explotado- 
res de aeronaves de su matrícula, los explotadores que 
tengan su sede o residencia permanente en su territorio y 
los explotadores de aeropuertos en su territorio actúe de 
conformidad con dichas disposiciones sobre la seguridad 
de la aviación. 


4. Cada Parte conviene en observar las disposiciones 
de seguridad que exija la otra Parte para la entrada en su 
territorio, la salida del mismo y mientras se permanezca en 
él, y en tomar medidas adecuadas para proteger las aeronaves 
e inspeccionar a los pasajeros, los tripulantes, el equipaje, 
el equipaje de mano, la carga y los suministros antes del 
embarco de pasajeros o carga y durante el transcurso del 
mismo. Cada Parte también considerará favorablemente toda 
solicitud de la otra Parte encaminada a que se tomen medi- 
das especiales de seguridad para confrontar alguna amena- 
zaen particular. 


5. Enel caso de incidente o de amenaza de incidente de 
apoderamiento ilícito de una aeronave o de otros actos 
ilícitos contra la indemnidad de los pasajeros, la tripulación, 
las aeronaves, los aeropuertos y los servicios de navega- 
ción aérea, las Partes se asistirán mutuamente mediante la 
facilitación de las comunicaciones y otras medidas conve- 
nientes que se propongan terminar con prontitud y seguri- 
dad dicho incidente o amenaza de incidente. 


6. Cuando una Parte tenga razones justificadas para 
considerar que la otra Parte se ha desviado de las disposi- 
ciones sobre la seguridad de la aviación del presente artícu- 
lo, las autoridades aeronáuticas de dicha Parte podrán 
solicitar la celebración de consultas inmediatas con las 
autoridades aeronáuticas de la otra Parte. De no llegarse a 
un acuerdo satisfactorio en el plazo de quince días a partir 
de la fecha de dicha solicitud, habría justificación para 
retirar, revocar, restringir o condicionar la autorización de 
funcionamiento o el permiso técnico de las líneas aéreas de 
la otra Parte. Cuando se requiera en caso de urgencia, una 
Parte podrá tomar medidas provisionales antes de la expira- 
ción de los 15 días de plazo. 


ARTICULO 8 


Oportunidades comerciales 


1. Las líneas aéreas de cada Parte podrá establecer 
sucursales en el territorio de la otra Parte para la promoción 
y venta de transporte aéreo. 


2. Las líneas aéreas designadas de cada Parte, de con- 
formidad con el ordenamiento de la otra Parte relativo al 
ingreso, la residencia y el empleo, podrán traer al territorio 
de la otra Parte y mantener en él a gerentes, vendedores, 
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técnicos, operarios y otros especialistas que hagan falta 
para la prestación del transporte aéreo. 


3. Cada línea aérea designada tendrá derecho a pro- 
porcionar sus propios servicios de escala en el territorio de 
la otra Parte (“servicios propios”) o, si lo prefiere, seleccio- 
nara algunos entre los agentes en competencia para que los 
presten total o parcialmente. Estos derechos estarán limita- 
dos solamente por restricciones físicas impuestas por con- 
sideraciones relativas a la seguridad del aeropuerto. Cuan- 
do esas consideraciones excluyan los servicios propios, 
los servicios de escala estarán a la disposición de todas las 
líneas aéreas en condiciones de igualdad; las tarifas se 
basarán en el costo de los servicios prestados, y dichos 
servicios serán equiparables, en índole y calidad, a los 
servicios propios que se prestarían si fueran posibles. 


4. Cualquier línea aérea de cada Parte podrá efectuar 
ventas de transporte aéreo en el territorio de la otra Parte, 
directamente, y a criterio de la línea aérea, por medio de sus 
agentes, salvo por las disposiciones específicas sobre fle- 
tamentos de la Parte en cuyo territorio se origine el vuelo 
acerca de la protección de los fondos de los pasajeros y a 
los derechos de anulación y reembolso de los pasajeros. 
Cada línea aérea tendrá derecho a vender dicho transporte, 
y cualquier persona tendrá derecho a comprarlo, en la 
moneda del territorio o en monedas libremente converti- 
bles. 


5. Cada línea aérea tendrá derecho a convertir y trans- 
ferir a su país, previa solicitud, los ingresos en el territorio 
de la otra Parte, que rebasen las sumas desembolsadas en 
el mismo. Se permitirán la pronta conversión y transferen- 
cia, sinimponerles restricciones ni gravámenes, a la tasa de 
cambio aplicable a las operaciones y transferencias corrien- 
tes en la fecha en que el transportista presente la solicitud 
inicial de transferencia. 


6. Se permitirá que las líneas aéreas de cada Parte 
paguen los gastos contraídos en el territorio de la otra Parte, 
incluidas las compras de combustible, en la moneda del 
país. A su criterio, las líneas aéreas de una Parte podrán 
pagar dichos gastos en el territorio de la otra Parte en 
monedas libremente convertibles, de conformidad con la 
reglamentación monetaria del país. 


7. Alexplotaru ofrecer los servicios autorizados en las 
rutas acordadas, cualquier línea designada de una Parte 
podrá concertar arreglos cooperativos de comercialización, 
por ejemplo, arreglos de fletamento parcial, de códigos 
compartidos o de arrendamiento, con: 


a. Una línea aérea o más de cualquiera de las Partes; 


b. Una línea aérea o más de un tercer país, y 


c. Un proveedor de transporte terrestre de cualquier 
país; 
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a condición de que todas las líneas aéreas que concier- 
ten dichos arreglos 1) tengan la debida autorización y 11) 
cumplan con los requisitos que se apliquen normalmente a 
esos arreglos. 


8. Sin perjuicio de cualquier otra disposición del pre- 
sente Acuerdo, se permitirá sin restricciones a las líneas 
aéreas y los proveedores indirectos de transporte de carga 
de las dos Partes que empleen, en relación con el transporte 
aéreo internacional, cualquier transporte terrestre de carga 
a cualesquier puntos en el territorio de las Partes o de 
terceros países o desde ellos, lo que incluye el transporte 
a todo aeropuerto que cuente con servicios aduaneros o 
desde dicho aeropuerto, y también, cuando sea pertinente, 
el derecho a transportar carga en depósito aduanero, según 
el ordenamiento aplicable. Dicha carga, ya se transporte por 
tierra o por aire, tendrá acceso a la tramitación e instalacio- 
nes aduaneras aeroportuarias. Las líneas aéreas, a suinicia- 
tiva, podrán efectuar su propio transporte terrestre o pres- 
tarlo por medio de acuerdos con otros transportistas terres- 
tres, incluido el transporte terrestre que presten otras líneas 
aéreas y los proveedores indirectos de transporte de carga 
aérea. Estos servicios multimodales de carga pueden ofre- 
cerse a un solo precio hasta el destino para el transporte 
aéreo y terrestre combinado, siempre y cuando no se induz- 
ca en error a los remitentes acerca de las circunstancias de 
dicho transporte. 


ARTICULO 9 


Derechos aduaneros y gravámenes 


1. Alarribaral territorio de una Parte, las aeronaves que 
tengan en servicio en el transporte aéreo internacional las 
líneas áreas designadas de la otra Parte, su equipo ordina- 
rio, equipo de tierra, combustible, lubricantes, suministros 
técnicos fungibles, piezas de repuesto (los motores inclu- 
sive), suministros (incluidos, entre otros, los artículos de 
comida, bebida, licor y tabaco y demás productos destina- 
dos para la venta a los pasajeros o para el consumo de éstos 
en cantidades restringidas durante el vuelo) y otros objetos 
que se destinen o utilicen sólo en relación con el funciona- 
miento o la conservación de las aeronaves que participen en 
el transporte aéreo internacional estarán exentos, con cri- 
terio de reciprocidad, de todas las restricciones de impor- 
tación y de todos los impuestos sobre bienes y sobre el 
patrimonio, derechos de aduana, gravámenes sobre el con- 
sumo, y tasas y tarifas similares que i) impongan las auto- 
ridades nacionales y 11) no se basen en el costo del servicio 
prestado, a condición de que dichos equipo y suministros 
permanezcan a bordo de la aeronave. 


2. Asimismo, y con criterio de reciprocidad, quedarán 
exentos de los impuestos, derechos, gravámenes, tasas y 
tarifas a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo, a 
excepción de las tarifas que se basen en el costo del servicio 
prestado: 
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a. Los suministros ingresados o proporcionados en el 
territorio de una Parte y llevados a bordo, dentro de 
límites prudenciales, para uso en las aeronaves de 
salida de las líneas aéreas de la otra Parte que parti- 
cipen en el transporte aéreo internacional, aun cuan- 
do dichos suministros se vayan a utilizar en una parte 
del viaje que se realice sobre el territorio de la Parte 
en la cual se llevaron a bordo. 


b. El equipo de tierra y las piezas de repuesto (motores 
inclusive) ingresados en el territorio de una Parte 
para el servicio, el mantenimiento o la reparación de 
aeronaves de las líneas aéreas de la otra Parte que 
participen en el transporte aéreo internacional. 


c. El combustible, los lubricantes y los suministros 
técnicos fungibles ingresados en el territorio de una 
Parte o proporcionados en dicho territorio para uso 
en aeronaves de las líneas aéreas de la otra Parte que 
participen en el transporte aéreo internacional, aun 
cuando dichos suministros se vayan a utilizar en una 
parte del viaje que se realice sobre el territorio de la 
Parte en la cual se llevaron a bordo. 


d. Los materiales de propaganda y publicidad ingresa- 
dos en el territorio de una Parte y llevados a bordo, 
dentro de límites prudenciales, para uso en las 
aeronaves de salida de las líneas aéreas de la otra 
Parte que participen en el transporte aéreo interna- 
cional, aun cuando dicho material se vaya a utilizar en 
una parte del viaje que se realice sobre el territorio de 
la Parte en la cual se llevaron a bordo. 


3. Se podrá exigir que el equipo y los suministros a los 
que se refieren los párrafos 1 y 2 del presente artículo se 
guarden bajo la supervisión o el control de las autoridades 
competentes. 


4. Las exenciones que estipula el presente artículo se 
concederán asimismo cuando las líneas aéreas designadas 
de una Parte hayan contratado con otras líneas que igual- 
mente disfruten de dichas exenciones de la otra Parte, el 
préstamo o la cesión, en el territorio de la otra Parte, de los 
objetos a que se refieren los párrafos 1 y 2 del presente 
artículo. 


ARTICULO 10 


Cargos al usuario 


1. Los cargos al usuario que graven las autoridades u 
organismos fiscales competentes de una Parte a las líneas 
aéreas de la otra Parte serán justos y razonables, no discri- 
minarán injustificadamente, y se repartirán equitativamente 
entre todas las categorías de usuarios. En cualquier caso, 
los cargos al usuario se gravarán a todas las líneas aéreas 
de la otra Parte en términos no menos favorables que los más 
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favorables de que goce cualquier otra línea aérea en el 
momento en que se fijen esos cargos. 


2. Los cargos al usuario gravados a las líneas aéreas de 
la otra Parte podrán corresponder, sin excederla, a una parte 
equitativa del costo total que signifique para las autorida- 
des fiscales competentes la prestación de los debidos ser- 
vicios e instalaciones del aeropuerto, medio ambiente 
aeroportuario, navegación aérea y seguridad de la aviación, 
en el aeropuerto y en el sistema aeroportuario. Dichos 
cargos podrán tener en cuenta un rendimiento razonable de 
los activos, descontada la depreciación. Las instalaciones 
y los servicios por los que se graven esos derechos se 
proporcionarán de forma eficiente y económica. 


3. Cada Parte promoverá la celebración de consultas 
entre las autoridades u organismos fiscales competentes en 
su territorio y las líneas aéreas que utilicen los servicios y 
las instalaciones, y alentará a dichas autoridades u organis- 
mos y a las líneas aéreas a que intercambien la información 
que resulte necesaria para determinar con precisión si los 
gravámenes están justificados, en vista de los principios 
enunciados en los párrafos 1 y 2 del presente artículo. Cada 
Parte alentará a las autoridades fiscales competentes a que 
notifiquen alos usuarios con prudente antelación cualquier 
propuesta de cambios en los cargos al usuario, a fin de 
permitir que los usuarios expresen su opinión antes de que 
se efectúen los cambios. 


4. En los procedimientos de arreglo de controversias 
con arreglo al artículo 14, no se considerará que una Parte 
ha contravenido alguna disposición del presente artículo a 
menos que 1) no emprenda, en un plazo prudencial, el 
examen del gravamen o de la práctica objeto de la queja de 
la otra Parte, o que 11) con posterioridad a dicho examen, deje 
de tomar las medidas que estén a su alcance para corregir 
cualquier gravamen o práctica que sea incompatible con el 
presente artículo. 


ARTICULO 11 


Competencia leal 


1. Cada Parte concederá una oportunidad justa e igual 
a las líneas áreas designadas de las dos Partes para que 
compitan por el transporte aéreo internacional a que se 
refiere el presente Acuerdo. 


2. Cada Parte permitirá que cada línea aérea designada 
fije la frecuencia y capacidad del transporte aéreo interna- 
cional que ofrezca según consideraciones comerciales del 
mercado. Conforme a este derecho, ninguna Parte limitará 
unilateralmente el volumen del tráfico, o la frecuencia o 
regularidad del servicio, o el tipo o tipos de aeronaves que 
tengan en servicio las líneas aéreas designadas de la otra 
Parte, salvo cuando se requiera por razones aduaneras, 
técnicas, operativas o ambientales, en condiciones unifor- 
mes compatibles con el artículo 15 del Convenio. 
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3. UnaParte no impondrá a las líneas aéreas designadas 
de la otra Parte requisitos de derecho de prioridad ni de 
proporción en la distribución del tráfico, ni concederá com- 
pensaciones por no presentar objeciones, ni hará otras 
exigencias con respecto a la capacidad, frecuencia o tráfico 
que sean incompatibles con los fines del presente Acuerdo. 


4. UnaParte no requerirá que las líneas aéreas de la otra 
Parte presenten, para su aprobación, horarios, programas 
de vuelos de fletamento o planes operativos, salvo los que 
se requieran, sin efecto discriminatorio, para hacer cumplir 
las condiciones uniformes previstas en el párrafo 2 del 
presente articulo o los que se autoricen específicamente en 
un Anexo al presente Acuerdo. La Parte que requiera esa 
documentación para fines informativos minimizará los trá- 
mites administrativos que representen los requisitos y pro- 
cedimientos consiguientes para los intermediarios del trans- 
porte aéreo y para las líneas designadas de la otra Parte. 


ARTICULO 12 


Fijación de precios 


1. Cada Parte permitirá que los precios del transporte 
aéreo los fije cada línea aérea designada por consideracio- 
nes comerciales del mercado. La intervención de las Partes 
selimitará a: 


a. Evitar precios o prácticas injustificadamente dis- 
criminatorios. 


b. Proteger a los consumidores de unos precios que 
resulten injustificadamente elevados o restrictivos, 
a causa del abuso de una posición dominante. 


c. Proteger a las líneas aéreas contra precios que sean 
artificialmente bajos a causa de subvenciones o apo- 
yos oficiales directos o indirectos. 


2. No se exigirá que se presenten a las autoridades los 
precios del transporte aéreo internacional entre los territo- 
rios de las Partes. No obstante lo anterior, las líneas aéreas 
designadas de las Partes seguirán permitiendo a las autori- 
dades aeronáuticas de las Partes el acceso inmediato, pre- 
via solicitud, a la información sobre los precios antiguos, 
actuales y propuestos, de una manera y en una forma que 
resulten aceptables a dichas autoridades. 


3. Ninguna Parte tomará medidas unilaterales destina- 
das a evitar la entrada en vigencia o la continuación de un 
precio que efectivamente cobren o se propongan cobrar 1) 
las líneas aéreas de cualquiera de las Partes para el transpor- 
te aéreo internacional entre los territorios de las Partes, 0 11) 
las líneas aéreas de una Parte para el transporte aéreo 
internacional entre el territorio de la otra Parte y cualquier 
otro país, incluido en ambos casos, el transporte comparti- 
do entre líneas o efectuado por una misma línea. Si una de 
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las Partes considera que dicho precio es incompatible con 
las consideraciones expuestas en el párrafo 1 del presente 
artículo, solicitará la celebración de consultas y notificará 
a la otra Parte a la mayor brevedad las razones de su 
descontento. Estas consultas se celebrarán en un plazo no 
mayor de 30 días a partir del recibo de la solicitud, y las 
Partes cooperarán a fin de conseguir la información necesa- 
ria para la resolución razonada del caso. Si las Partes llegan 
a un acuerdo acerca de un precio con respecto al cual se 
haya presentado un aviso de descontento, cada Parte ejer- 
cerá sus mejores oficios para que dicho acuerdo entre en 
vigencia. A falta de mutuo acuerdo, ese precio entrará o 
continuará en vigencia. 


ARTICULO 13 
Consultas 


Cualquiera de las Partes, en cualquier momento, podrá 
solicitar la celebración de consultas acerca del presente 
Acuerdo. Dichas consultas comenzarán lo antes posible 
pero no después de 60 días de la fecha en que la otra Parte 
reciba la solicitud, salvo acuerdo en contrario. 


ARTICULO 14 


Arreglo de controversias 


1. Cualquier controversia que surja del presente Acuer- 
do, a excepción de las que surjan del párrafo 3 del artículo 
12 (Fijación de precios), que no se resuelva en la primera 
vuelta de consultas oficiales, por acuerdo entre las Partes 
podrá referirse ala decisión de alguna persona o entidad. Si 
las Partes no llegan a un acuerdo, la controversia se some- 
terá a arbitraje conforme a los procedimientos que se esti- 
pulan a continuación. 


2. El arbitraje estará a cargo de un tribunal de tres 
árbitros integrado de la siguiente forma: 


a. Enel plazo de 30 días a partir del recibo de la petición 
de arbitraje, cada Parte nombrará a un árbitro. En el 
plazo de 60 días de haber sido nombrados, estos dos 
árbitros nombrarán, de común acuerdo, a un tercer 
árbitro, que desempeñará las funciones de Presiden- 
te del tribunal de arbitraje. 


b. Si cualquiera de las Partes en la controversia no 
nombra árbitro, o si el tercero árbitro no se nombra de 
conformidad con lo previsto en el literal a) del presente 
párrafo, cualquiera de las Partes podrá pedir al presiden- 
te del Consejo de Aviación Civil Internacional que nom- 
bre al árbitro o alos árbitros necesarios en el plazo de 30 
días. Si el presidente es de la misma nacionalidad que 
una de las Partes, hará el nombramiento el vicepresiden- 
te de más categoría que no esté descalificado por ese 
motivo. 
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3. Salvo acuerdo en contrario, el tribunal de arbitraje 
fijará los límites de su jurisdicción de conformidad con el 
presente Acuerdo y establecerá su propio reglamento. El 
tribunal, una vez formado, podrá recomendar la adopción de 
medidas provisionales de desagravio mientras llega a una 
decisión firme. A iniciativa del tribunal o a petición de 
cualquiera de las Partes y a más tardar alos 15 días de haber 
constituido plenamente el tribunal, se celebrará una confe- 
rencia para decidir las cuestiones precisas que se somete- 
rán a arbitraje y los procedimientos concretos que se segui- 
rán. 


4. Salvo acuerdo en contrario o según las instrucciones 
del tribunal, cada Parte en la controversia presentará una 
memoria en el plazo de 45 días de la integración plena del 
tribunal. Las respuestas deberán recibirse 60 días después. 
El tribunal celebrará una audiencia a petición de cualquiera 
de las Partes o por su propia iniciativa en el plazo de 15 días 
del vencimiento del plazo para el recibo de las respuestas. 


5. El tribunal tratará de pronunciar una resolución por 
escrito en el plazo de 30 días a partir de la conclusión de la 
audiencia, o de no celebrarse la audiencia, de la fecha de 
presentación de las dos respuestas. Prevalecerá la decisión 
de la mayoría del tribunal. 


6. Las Partes podrán presentar solicitudes de aclara- 
ción de la resolución en el plazo de 15 días de haberse 
pronunciado, y cualquier aclaración que se haga se dictará 
en el plazo de 15 días de dicha solicitud. 


7. Cada Parte, en la medida compatible con su legisla- 
ción interna, dará pleno cumplimiento a cualquier resolu- 
ción o laudo del tribunal de arbitraje. 


8. Los gastos del tribunal de arbitraje, incluidos los 
honorarios y gastos de los árbitros, serán sufragados a 
partes iguales por las Partes. Todo gasto contraído por el 
presidente del Consejo de Aviación Civil Internacional en 
relación con los procedimientos enunciados en el literal b), 
párrafo 2 del presente artículo, se considerará parte de los 
gastos del tribunal de arbitraje. 


ARTICULO 15 


Denuncia 


En cualquier momento, cualquiera de las Partes podrá 
notificar por escrito a la otra Parte su decisión de denunciar 
el presente Acuerdo. Dicha notificación se enviará simultá- 
neamente a la Organización de Aviación Civil Internacional. 
El presente Acuerdo expirará a la medianoche (en el lugar de 
recibo de la notificación a la otra Parte) inmediatamente 
anterior al primer aniversario de la fecha de recibo de la 
notificación por la otra Parte, a menos que la notificación se 
retire por acuerdo entre las Partes antes del fin de ese 
período. 
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ARTICULO 16 


Registro en la OACI 


El presente Acuerdo y sus enmiendas se registrarán en 
la Organización de Aviación Civil Internacional. 


ARTICULO 17 


Entrada en vigor 


El presente Acuerdo y sus Anexos se aplicarán provisio- 
nalmente a partir de la fecha de la firma y entrarán en vigor en 
la fecha de la última nota diplomática por la que las Partes se 
confirman que se han cumplido los procedimientos internos 
necesarios para la entrada en vigor del presente Acuerdo. 
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ANEXOI 


Transporte aéreo regular 
Sección 1 
Rutas 


Las líneas aéreas de cada Parte designadas conforme al 
presente Anexo, con arreglo a las condiciones de su de- 
signación, estarán autorizadas a efectuar el transporte aé- 
reo regular internacional entre puntos en las rutas siguien- 
tes: 


CAMARA DE SENADORES 


17 de mayo de 2006 


A la entrada en vigencia, el presente Acuerdo sustituirá 
al Acuerdo de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de los Esta- 
dos Unidos de América, con su Anexo, suscrito en Monte- 
video el 14 de diciembre de 1946, y enmendado por el 
Acuerdo efectuado mediante canje de notas en Montevideo 
el 9 de julio de 1976 y el 9 de febrero de 1977, y porel Acuerdo 
efectuado por canje de notas en Montevideo el 15 de julio 
de 1991. 


En fe de lo cual, los suscritos, debidamente autorizados 
por sus Gobiernos respectivos, han firmado el presente 
Acuerdo. 


HECHO en Montevideo, el 20 de octubre de 2004, en dos 
textos, en los idiomas español e inglés, ambos al mismo 
tenor y efecto. 


; 4 
y " a 
Fe A E 
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ES 
POR EL GORBRIERRMO DE LOS 


AS TVADÓOS UNIDOS DE AMERICA 


A. Rutas de las líneas aéreas designadas por el Gobier- 
no de los Estados Unidos: 


1. De puntos anteriores a los Estados Unidos vía los 
Estados Unidos y puntos intermedios a un punto 
o a más situados en el Uruguay y más allá. 


2. Enel servicio o los servicios exclusivamente de 
carga, entre el Uruguay y cualquier punto o pun- 
tos. 


B. Rutas de las líneas aéreas designadas por el Gobier- 
no del Uruguay: 
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1. De puntos anteriores al Uruguay vía el Uruguay y 
puntos intermedios a un punto o a más situados en los 
Estados Unidos y más allá. 


2. En el servicio o los servicios exclusivamente de 
carga, entre los Estados Unidos y cualquier punto o puntos. 


Sección 2 


Flexibilidad operativa 


A su elección, cada línea aérea designada, en cualquiera 
de sus vuelos o en todos ellos, podrá: 


1. Efectuar vuelos en cualquier dirección o en ambos. 


2. Combinar diferentes números de vuelo en la opera- 
ción de una sola aeronave. 


3. Atender a puntos en las rutas anteriores a los terri- 
torios de las Partes, o intermedios, o más allá de ellos, o 
situados en dichos territorios, en cualquier combinación u 
orden. 


4. Omitir escalas en cualquier punto o en más de uno. 


5. Transferir el tráfico de una aeronave a otras cualquie- 
ra de sus aeronaves en cualquier punto en las rutas. 


6. Atender a puntos anteriores a cualquier punto en su 
territorio, con o sin cambio de aeronave de número de vuelo, 
y ofrecer y anunciar dichos servicios al público como 
servicios directos, sin restricciones geográficas ni de direc- 
ción y sin pérdida de cualquier derecho a transportar tráfico 
que por lo demás esté autorizado con arreglo al presente 
Acuerdo, siempre y cuando, a excepción de los servicios 
exclusivamente de carga, dicho servicio atienda a un punto 
situado en el territorio de la Parte que designe a la línea 
aérea. 


Sección 3 


Cambio de material 


En cualesquiera segmentos de las rutas antedichas, 
cualquier línea aérea designada podrá efectuar el transporte 
aéreo internacional sin limitación en cuanto al cambio, en 
cualquier punto de la ruta, en el tipo o número de aeronaves 
en servicio, siempre y cuando, aexcepción de los servicios 
exclusivamente de carga, en la dirección de salida, el trans- 
porte más allá de dicho punto sea continuación del trans- 
porte desde el territorio de la Parte que haya designado a la 
línea aérea, y que, en la dirección de llegada, el transporte 
al territorio de la Parte que haya designado a la línea aérea 
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sea continuación del transporte desde más allá de dicho 
punto. 


ANEXO II 


Transporte aéreo de fletamento 


Sección I 


A. Las líneas aéreasde cada Parte designadas conforme 
al presente Anexo, con arreglo a las condiciones de su 
designación, tendrán derecho a transportar tráfico interna- 
cional de fletamento de pasajeros (y del equipaje que los 
acompañe) o de carga (lo que incluye, entre otros, los 
fletamentos de expedidores de mercancías, los fracciona- 
dos y los mixtos de pasajeros y carga) o de los dos: 


1. Entre cualquier punto o más en el territorio de la Parte 
que haya designado a la línea aérea y cualquier punto o más 
en el territorio de la otra Parte, y 


2. Entre cualquier punto o más en el territorio de la otra 
Parte y cualquier punto o más en terceros países, siempre y 
cuando, a excepción de los vuelos de fletamento de carga, 
dicho servicio constituya parte de una operación continua, 
con o sin cambio de aeronave, que comprenda el servicio al 
país de origen a fin de portar tráfico local entre el país de 
origen y el territorio de la otra Parte. 


B. En la prestación de los servicios a que se refiere el 
presente Anexo, las líneas aéreas de cada Parte designadas 
conforme al presente Anexo también tendrán derecho a: 1) 
Hacer paradas estancias en puntos cualesquiera, dentro o 
fuera del territorio de las Partes, 2) transportar tráfico en 
tránsito a través del territorio de la otra Parte; 3) combinar 
en la misma aeronave el tráfico que se origine en el territorio 
de una Parte, en el territorio de la otra Parte y en terceros 
países; y 4) prestar transporte aéreo internacional sin nin- 
guna limitación en cuanto al cambio, en cualquier punto de 
la ruta, en el tipo o número de aeronaves en servicio, 
siempre y cuando, a excepción de los vuelos de fletamento 
de carga, en la dirección de salida, el transporte más allá de 
dicho punto sea continuación del transporte desde el terri- 
torio de la Parte que haya designado a la línea aérea, y en 
la dirección de llegada, el transporte al territorio de la Parte 
que haya designado a la línea aérea sea continuación del 
transporte desde más allá de dicho punto. 


C. Cada Parte, por razones de cortesía y reciprocidad, 
considerará favorablemente las solicitudes de las líneas 
aéreas de la otra Parte de transportar tráfico que no ampare 
el presente Anexo. 


Sección 2 


A. Toda línea aérea designada por una u otra de las 
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Partes que preste transporte aéreo internacional de fleta- 
mento que se origine en el territorio de cualquiera de las 
Partes, ya sea de una sola dirección o de ida y vuelta, tendrá 
la opción de atenerse al ordenamiento en materia de fleta- 
mento de su país de origen o de la otra Parte. Si una Parte 
aplica normas, reglamentos, términos, condiciones o limita- 
ciones diferentes a una o más de sus líneas aéreas, o a las 
líneas aéreas de países diferentes, cada línea aérea desig- 
nada será objeto del menos restrictivo de esos criterios. 


B. Sin embargo, lo expresado en el párrafo anterior no 
limitará los derechos de las Partes a exigir que las líneas 
aéreas designadas por cualquiera de ellas conforme al pre- 
sente Anexo se ajusten a los requisitos relativos a la pro- 
tección de los fondos de los pasajeros y de los derechos de 
los pasajeros a la anulación y al reembolso. 


Sección 3 


Salvo con respecto a las normas de protección de los 
consumidores a que se refiere el párrafo anterior, ninguna 
de las Partes requerirá que una línea aérea designada por la 
otra Parte conforme al presente Anexo, con respecto al 
transporte de tráfico del territorio de esa otra Parte o de un 
tercer país, ya sea de una sola dirección o de ida y vuelta, 


Montevideo, 10 de Mayo de 2006. 


INFORME A LA COMISIÓN DE ASUNTOS 
INTERNACIONALES 


CARPEA N*259/2005 

EEUU-URUGUAY. TRANSPORTE AEREO. CONVENIO 
APROBACION. 

(Entrado: 02/08/2005) 


Al Senado, 


El Poder Ejecutivo ha enviado para su aprobación el 
Acuerdo sobre Transporte Aéreo celebrado entre el Gobier- 
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presente más que la declaración de conformidad con el 
ordenamiento aplicable a que se refiere la anterior Sección 
2 del presente Anexo, o la exención de dicho ordenamiento 
concedida por las autoridades aeronáuticas competentes. 


ANEXO III 


Disposiciones transitorias 
El presente Anexo caducará el 31 de marzo de 2019. 


1. Servicios de escala. No obstante lo dispuesto en el 
párrafo 3 del artículo 8 del presente Acuerdo, las líneas 
aéreas de los Estados Unidos disfrutarán de derechos de 
escala en el Aeropuerto de Laguna del Sauce, en Punta del 
Este, únicamente en cuanto los mismos sean compatibles 
con los compromisos y las obligaciones contractuales que 
estén en vigor en la fecha de suscripción del presente 
Acuerdo. Dichos compromisos y obligaciones no se prorro- 
garán ni perpetuarán de otro modo. Una vez que caduquen 
ose rescindan de otra forma los compromisos, y las obliga- 
ciones vigentes que exigen un proveedor exclusivo de los 
servicios de escala, el Gobierno del Uruguay velará por el 
cumplimiento pleno de lo dispuesto en el párrafo 3 del 
artículo 8. 


q pe 


Lazlo? A (tez 


DICARDOS Mota, 
PEIMAS TEL 
THRRLOTOR DE TRATADO 


no de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de los 
Estados Unidos de América el 20 de octubre de 2004. 


IL. Laregulación del transporte aéreo internacional 


El Acuerdo sometido a consideración de este Cuerpo 
tiene por finalidad regular el tránsito y el tráfico de pasaje- 
ros, correo y carga a través del espacio aéreo y el territorio 
de los países signatarios. 


En la medida en que el espacio aéreo de cada país, desde 
la Convención de París de 1919, se encuentra sujeto a la 
soberanía de los Estados subyacentes, las condiciones 
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para la utilización del mismo deben ser negociadas 
internacionalmente a través del otorgamiento de permisos 
especiales o la celebración de acuerdos entre Estados. 


En las postrimerías de la segunda confrontación univer- 
sal (Chicago, 1944), los países procuraron solucionar el 
conflicto que se planteaba entre las soberanías nacionales 
y un medio de transporte cada vez más internacionalizado, 
a través de la celebración de una conferencia internacional 
que estableciera un régimen multilateral para la aviación 
civil internacional de pasajeros, carga y correo. 


Si bien en esa ocasión se adoptó la Convención sobre 
Aviación Civil Internacional (también llamada Convención 
de Chicago), donde se acordaron puntualmente algunos 
aspectos relativos al régimen del transporte aéreo interna- 
cional, el reconocimiento de las llamadas cinco “libertades 
del aire” relativas al tránsito y tráfico de pasajeros no pudo 
ser incluido en el texto de la Convención y únicamente se 
incluyó en un Acuerdo lateral sobre transporte aéreo inter- 
nacional suscrito por unos pocos Estados (entre los cuales 
EE.UU.). 


Las cinco libertades que debían negociarse eran: 


1. el derecho a volar sobre el territorio de un Estado 
territorio pero sin aterrizaje; 


2. el derecho de aterrizar para fines no comerciales 
(escalas técnicas); 


3. el derecho de desembarcar pasajeros, correo y carga 
tomados en el territorio del Estado cuya nacionalidad 
posee la aeronave. 


4. el derecho de tomar pasajeros, correo y carga, desti- 
nados al territorio del Estado cuya nacionalidad posee 
la aeronave. 


5. el derecho de tomar pasajeros, correo y carga desti- 
nados al territorio de cualquier otro Estado partici- 
pante y el derecho de desembarcar pasajeros, correo 
y carga procedentes desde cualquiera de dichos 
territorios, en una ruta razonablemente directa. 


Las dos primeras libertades se conocen como libertades 
de tránsito y las tres últimas como libertades de tráfico. 


Como consecuencia del fracaso en establecer un régi- 
men multilateral sobre la concesión de estas libertades, las 
negociaciones internacionales sobre la utilización del espa- 
cio aéreo para la navegación civil debieron realizarse a través 
de la celebración de Acuerdos bilaterales. Es en estos 
textos que se negoció el establecimiento o no de las “liber- 
tades del aire” que no pudieron adoptarse multilateralmente. 


Estos Acuerdos bilaterales comenzaron con el llamado 
Acuerdo de Bermuda l ante el Reino Unido y los EE.UU., de 
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1946, que sirvió de modelo para muchos acuerdos de esa 
época (entre ellos el que se celebró en 1946 entre EE.UU. y 
Uruguay). En 1976 el Reino Unido denuncia dicho Acuerdo 
dando paso a la celebración de un nuevo Acuerdo (Bermudas 
ID que, al recoger las quejas de muchos países que veían en 
las normas del Acuerdo de Bermuda lÍ una restricción al 
desarrollo de sus líneas aéreas, flexibilizó en parte el modelo 
anterior. Paralelamente los propios EE.UU. comenzaron a 
desarrollar una política de desregulación que propició la 
competencia entre las compañías aéreas. 


En ese contexto, desde 1979, los EE.UU. comenzaron a 
promover la firma de un nuevo modelo de acuerdos bilate- 
rales conocidos como “de cielos abiertos” (open skies) que 
propiciaban, entre otros, la eliminación de restricciones en 
el establecimiento de rutas internacionales, en el número de 
las aerolíneas designadas para su uso y en la capacidad, 
frecuencias y tipo de las aeronaves; la libre competencia 
para la fijación de precios; la igualdad de oportunidades 
para competir en los mercados de ambas partes; el estable- 
cimiento de normas especiales sobre seguridad; la previ- 
sión de normas especiales sobre vuelos charter; la facultad 
opcional de que se otorgue una amplia liberalización del 
servicio del transporte de carga y un sistema específico de 
carácter arbitral para la solución de las controversias. 


La aparición de estos acuerdos ha determinado que en 
ellos se puedan negociar además las conocidas como liber- 
tades adicionales a las cinco que han sido oficialmente 
reconocidas por tratados, que van de la sexta a la novena 
libertad, y que consisten en: 


6. el derecho de transporte pasajeros entre otros dos 
países pero a través del territorio Estado de la aero- 
nave. 


7. el derecho de transportar pasajeros entre otros dos 
países pero sin pasar por el territorio del Estado de 
la aeronave. 


8. el derecho de cabotaje o tráfico entre dos puntos del 
mismo país, en conexión con el territorio del Estado 
de la aeronave (cabotaje sucesivo). 


9. el derecho de cabotaje sin conexión con el territorio 
del Estado de la aeronave (cabotaje autónomo). 


IL Antecedentes del presente Acuerdo 


El presente Acuerdo viene a sustituir el acuerdo bilateral 
de 1946 celebrado entre nuestro país y los Estados Unidos 
de América, por el cual el Uruguay concedió a los EE.UU. los 
derechos de la primera a la quinta libertad del aire en forma 
irrestricta, con lo cual se le otorgó a ese país prácticamente 
un régimen de cielos abiertos. Al Uruguay se le establecie- 
ron los derechos de la primera a la quinta libertad del aire en 
puntos de Estados Unidos y en una o más rutas a acordar 
en el futuro por los Gobiernos de ambos Estados, pero 
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recién en la fecha en que el Gobierno de Uruguay resolviera 
comenzar las operaciones, lo que en los hechos equivalió a 
una desigualdad de trato, puesto que se cambiaron derechos 
ciertos por derechos eventuales, dejando a estos condiciona- 
dos a una negociación posterior que no se llevó a cabo. 


En 1976 y en 1991, por canje de notas, se renegoció el 
cuadro de rutas original, ampliándolo, pero tampoco en 
esas instancias nuestro país obtuvo la reciprocidad desea- 
da. 


III. Importancia de la aprobación del Acuerdo 


Surge naturalmente que la principal ventaja para nuestro 
país de aprobar el Acuerdo que hoy se someta a la conside- 
ración de este Cuerpo es que se estaría logrando, con su 
entrada en vigor, una verdadera reciprocidad de derechos 
y obligaciones, siendo ahora idéntico el cuadro de rutas y 
las libertades del aire que se confieren a las aerolíneas de 
cada uno de los dos países. 


De lo anterior se desprende que con el nuevo Acuerdo 
se logra una igualdad de oportunidades para las empresas 
de ambos países y queda librado al sector privado el ejer- 
cicio efectivo de los derechos de tráfico logrados por esta 
negociación. Sin perjuicio de ser concientes de las diferen- 
cias de capacidad operativa de ambos países y de lo que ello 
implica, no se puede sino congratularse de la nivelación de 
posibilidades jurídicas que brinda el presente Acuerdo, 
pues contrasta con el régimen desigual vigente hasta ahora. 


Debe consignarse que subsisten ciertas restricciones 
técnicas para nuestro país en materia de seguridad opera- 
cional que impedirían al día de hoy el acceso de nuestras 
aeronaves a los EE.UU. y que se comentan más adelante. 
Las mismas deberán ser prontamente superadas por nues- 
tras autoridades aeronáuticas para posibilitar un ingreso 
efectivo y directo de nuestra aeronaves al territorio de 
dicho país. 


Debe mencionarse también que la adopción de este 
acuerdo de cielos abiertos significa continuar en una línea 
diferente a la que propugna el establecimiento de un criterio 
de reciprocidad real y efectiva en la negociación de los 
acuerdos sobre transporte aéreo. Esta corriente, que sur- 
glera con fuerza en los años sesenta y setenta, tiene su 
explicitación más clara en nuestro país en la adopción del 
Decreto-Ley N* 14.845, de 1978 que establece en su artículo 
19 la necesidad de que: 


“Las relaciones internacionales aeronáuticas de la 
República en materia comercial se fundamentarán mediante 
la aplicación del principio de reciprocidad efectiva. Por 
tal concepto se entiende la obtención de ventajas o bene- 
ficios equivalentes a los derechos, ventajas o beneficios 
que la República otorga a otros países en el tráfico regio- 
nal o internacional de pasajeros, correspondencia o carga. 
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Este principio deberá ser aplicado en todo acuerdo 
internacional, sea cual fuere su denominación o natura- 


, 


leza”. 


El presente Acuerdo habrá de sustituir el de trans- 
porte aéreo entre el Gobierno de Uruguay y los Estados 
Unidos, con su anexo, suscrito en 1946, enmendado luego 
por el Acuerdo efectuado mediante canje de notas en 1976 
y 1977 y por el Acuerdo por canje de notas de 1991. Supo- 
nemos por lo demás que su entrada en vigor dejará sin 
aplicación, para el caso de EE.UU., este Decreto-Ley uru- 
guayo N* 14.845, El Uruguay se aleja por tanto del criterio 
de la reciprocidad real y efectiva, entendiendo que, para el 
caso, la igualdad jurídica defiende suficientemente sus 
intereses. 


Finalmente, no es posible dejar de mencionar la impor- 
tancia de esta nueva regulación en materia de transporte 
aéreo a la luz de las implicancias que tiene este medio de 
transporte hoy, en un mundo globalizado, donde resulta un 
medio para otras actividades económicas que dependen de 
su desarrollo, como lo son el turismo, el comercio interna- 
cional y las comunicaciones entre nacionales de ambos 
países, entre otras. 


IV. Análisis del texto 


El acuerdo bilaterial sobre transporte aéreo celebrado 
por el Gobierno de la República es el acuerdo de cielos 
abiertos “Open Skies Agreement” número 66 que firman los 
Estados Unidos, por lo cual estamos frente a un Acuerdo 
modelo, del que da cuenta suredacción notoriamente tradu- 
cida en un original en inglés. 


En materia de tráfico, el Acuerdo prevé el otorgamiento 
de la primera a la sexta libertad del aire, excluyéndose el 
cabotaje (artículo 2%), dado que Estados Unidos restringe 
especialmente el cabotaje dentro de su territorio. Está po- 
lítica está al origen del conflicto que sostiene ese país en 
esta materia con la Unión Europea, la que entiende que 
posee un territorio aeronáutico único en el que deja operar 
a compañías estadounidenses, por lo que reclama el mismo 
tratamiento para sus compañías en el territorio de los Esta- 
dos Unidos de América como forma de reciprocidad. 


En materia de designación y autorización, el artículo 3? 
establece el derecho de cada Parte a designar múltiples 
líneas -tantas como deseen las Partes- y a retirar o alterar 
dichas designaciones, lo que se comunicará por escrito a la 
otra Parte por vía diplomática, estipulando si la línea aérea 
en cuestión está dentro de lo acordado en el Anexo I y lo 
en ambos. 


El artículo 4” se refiere a la revocación, suspensión o 
limitación de las autorizaciones de funcionamiento o de los 
permisos técnicos de una línea aérea designada por la otra 
Parte bajo determinadas circunstancias: 


17 de mayo de 2006 


- cuando la propiedad esencial y el control efectivo de 
dicha línea aérea no pertenezcan a la Parte que la designe, 
a los nacionales de dicha Parte ni a ninguno de los dos; 


- silalínea en cuestión no cumpliera con el artículo 5* 
de este Tratado, que se refiere a las leyes nacionales; 


- cuando la otra Parte no cumple con el artículo 6%, es 
decir, con la seguridad operacional. 


Los derechos estipulados por este artículo se pueden 
ejercer sólo previa celebración de consultas con la otra 
Parte. 


Cabe consignar que el artículo 7” de este Acuerdo, 
relativo a la seguridad de la aviación, no restringe los 
derechos de las Partes en cuanto a retirar, revocar, limitar o 
condicionar el funcionamiento o el permiso técnico de una 
o más líneas de la otra Parte previstos en este artículo 4”. 


El artículo 5”, referido a la aplicación de las leyes nacio- 
nales, obliga a las líneas aéreas de una Parte a cumplir las 
regulaciones que correspondan al territorio en que se 
hallaren en todo lo relativo a la operación y navegación de 
aeronaves. 


Lo mismo sucede en cuanto al cumplimiento de los 
reglamentos por el ingreso, despacho, seguridad de la 
aviación, inmigración, pasaportes, aduana, cuarentena, re- 
glamentos postales, a ser cumplidos por los pasajeros, 
tripulantes y carga de las líneas aéreas de una Parte en el 
territorio de la otra Parte. 


El Artículo 6” establece las normas de seguridad opera- 
cional. Serecoge la cláusula de la Organización de la Avia- 
ción Civil Internacional lo que significa el reconocimiento 
bilateral de la facultad de aplicar el programa del Sistema 
Internacional de Relevamiento de la Seguridad Operacional 
(TASA). A los efectos de este sistema, se comprenden las 
instalaciones aeronáuticas (aeropuertos) además de las 
licencias, la aeronavegabilidad y las operaciones. 


El procedimiento establecido prevé la facultad de que, si 
una parte considera que la otra tiene problemas de seguri- 
dad operacional, solicite la celebración de consultas, y si 
tras ellas no se soluciona el problema la habilita a retirar, 
revocar o restringir las autorizaciones o permisos de las 
líneas aéreas si el Estado que las designó no toma las 
debidas medidas correctivas en un plazo prudencial. 


Es importante destacar lo que menciona el Mensaje del 
Poder Ejecutivo en el sentido de que, las líneas aéreas 
designadas por el Estado uruguayo no podrán ejercer en 
forma efectiva los derechos de tráfico hasta tanto la Repú- 
blica no sea recategorizada por la Administración Federal 
de la Aviación (FAA). Uruguay tiene una categorización 
insuficiente para dicha institución desde 1994 cuando en- 
tendió que la autoridad aeronáutica de Uruguay no daba 
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cumplimiento a las obligaciones que marca la Convención 
de Chicago en 1944 en materia de supervisión de la seguri- 
dad operacional. 


Sin embargo, pese a ello, esos derechos de tráfico pue- 
den llegar a ser usados por empresas uruguayas utilizando, 
por ejemplo, aeronaves de otra matrícula, y por tanto suje- 
tas a contralor de un Estado con categorización suficiente. 


Pero para operar directamente será necesario obtener 
una nueva categorización por parte de la FAA. Un procedi- 
miento de este sentido se llevaría a cabo cuando una 
aerolínea uruguaya solicite operar en los Estados Unidos. 
Por el momento, ninguna aerolínea lo ha hecho y, por lo 
tanto, no ha existido la posibilidad de una evaluación y 
nueva categorización. Cabe lamentar la unilateralidad del 
procedimiento de control siendo que la OACI tiene sus 
propios estándares de seguridad operacional, pero se trata 
de una política general de los EE.UU. en materia de seguri- 
dad aérea, que se mantendría igual si no se aprobara el 
Acuerdo. 


El artículo 7? se refiere a la seguridad contra actos de 
interferencia ilícita. Básicamente se recogen las normas de 
la OACT reforzadas luego del 11 de setiembre de 2001. 


Aquí se prevé un procedimiento similar al de la seguri- 
dad operacional del artículo 6” para el caso en que una parte 
considere que la otra no aplica las normas sobre seguridad. 
Pero el procedimiento es más rápido, ya que la consulta 
deberá realizarse dentro de los 15 días de solicitada. Incluso 
si la Parte que solicita la consulta considera que existen 
razones de urgencia puede tomar medidas provisionales 
antes del vencimiento del plazo de los 15 días. 


Las Partes, en aplicación del artículo 7* del Acuerdo, se 
comprometen a aplicar otros Convenios relativos al tema de 
la seguridad del que son Partes tales como el Convenio para 
la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, firmado 
en La Hayael 16 de diciembre de 1970; el Convenio sobre las 
infracciones y otros actos cometidos a bordo de las 
aeronaves, firmado en Tokio el 14 de setiembre de 1963; el 
Convenio para la represión de actos ilícitos contra la segu- 
ridad de la aviación civil y el Protocolo para la represión de 
los actos ilícitos de violencia en aeropuertos civiles con 
servicios internacionales, firmados en Montreal el 23 de 
setiembre de 1971 y el 24 de febrero de 1988, respectivamen- 
te. 


El artículo 8”, por su parte, se refiere a las oportunidades 
comerciales, que son parte esencial de los Acuerdos mode- 
lo de cielos abiertos. 


Se establece así la posibilidad de que las Partes tengan 
sucursales en el territorio de la otra Parte para promoción y 
venta de transporte aéreo; la libertad de contratación o 
autoprestación de servicios de escala o asistencia en tierra, 
que solo puede limitarse por razones de seguridad del 
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aeropuerto; la operación comercial mediante Código Com- 
partido, arrendamiento y fletamiento parcial (blocked- 
space); se establecen asimismo normas sobre transporte 
multimodal de cargas sin restricciones con posibilidad de 
establecer un precio único directo sin restricciones, com- 
prensivo del transporte aéreo y terrestre. 


Enel artículo 9” se hace referencia a criterios de recipro- 
cidad en cuanto a derechos aduaneros y gravámenes y a las 
correspondientes exoneraciones para todo tipo de produc- 
tos necesarios para el cumplimiento del servicio aéreo inter- 
nacional, desde lo que se consume a bordo hasta los insumos 
de las aeronaves que participen en el transporte. 


Los artículos 10 y 11 se refieren a los cargos al usuario 
y ala competencia leal. 


Estos artículos consagran en concreto lo que ya se 
estableció más arriba de forma general, es decir que regulan 
la adopción de un sistema internacional de transporte aéreo 
basado en la competencia en el mercado entre las líneas 
aéreas, con mínima intervención y reglamentación oficiales, 
buscando que se pueda ofrecer al público una variedad de 
opciones al menor precio sin que signifique discriminación 
ni abuso de posiciones dominantes, de manera que se 
aliente a las líneas aéreas de elaborar y aplicar tarifas 
innovadoras y competitivas. 


En esa medida, el artículo 11 establece que las Partes 
“concederán a las líneas áreas designadas por los dos 
Estados oportunidades justas e iguales para competir”. 


En materia de frecuencias y capacidades, serán fijadas 
por las aerolíneas según consideraciones comerciales de 
mercado y ninguno de los dos Estados limitará 
unilateralmente el volumen del tráfico, la frecuencia oregu- 
laridad del servicio y los tipos de aviones operados por las 
aerolíneas designadas por la otra Parte, salvo que ello se 
requiera por razones aduaneras, técnicas, operativas o 
ambientales (deben considerarse incluidas aquí la seguri- 
dad operacional y la seguridad en la aviación). 


Tampoco un Estado podrá imponer a las aerolíneas 
designadas por el otro, requisitos de prioridad o proporción 
en la distribución del tráfico, ni impondrá compensaciones 
por permitir la operación (del tipo de la reciprocidad efecti- 
va) ni establecerá exigencias respecto a la capacidad, fre- 
cuencia o tráfico que sean incompatibles con el Acuerdo. 


La referencia, aunque indirecta, ala reciprocidad efecti- 
va, es particularmente sugestiva, puesto que ese fue un 
concepto ampliamente desarrollado en los años setenta y 
que coadyuvó a la evolución de los Acuerdos de Bermuda, 
en el entendido de que su pretendida igualdad no respetaba 
la reciprocidad como concepto más amplio, en un marco 
internacional fuertemente marcado por conceptos 
desarrollistas. 


Como se mencionó más arriba, en esa época se dictó en 
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Uruguay el Decreto-Ley N* 14.845 de 1978 sobre Relaciones 
Internacionales Aeronáuticas en Materia Comercial por el 
que se regularon mecanismos supletorios de contraprestación 
para atender aquellas situaciones en que no se hubiera 
podido concretar el principio de reciprocidad real y efectiva 
en los acuerdos aeronáuticos, criterio que se abandona. 


El Acuerdo determina además que tampoco un Estado le 
solicitará a las líneas aéreas del otro que presenten para su 
aprobación horarios, programas de vuelos no regulares u 
Operaciones, a menos que se requieran para todas las 
aerolíneas que operan en ese Estado, por razones aduane- 
ras, técnicas, operativas o ambientales. Aun en estos casos 
los requisitos y procedimientos administrativos deberán 
ser mínimos. 


Esta libertad de capacidad y frecuencias es diferente a 
la actual que prevé la libertad inicial para las aerolíneas, 
pero una posibilidad de revisión ex post facto en reunión de 
consulta de autoridades aeronáuticas. Si en la misma no se 
logra un acuerdo entre las autoridades, con el régimen 
actual, hay que ir a la denuncia del Acuerdo. Con el nuevo 
texto se agrega la opción previa del arbitraje. 


La fijación de tarifas es libre y por tanto las aerolíneas 
las fijarán por consideraciones comerciales de mercado. En 
consecuencia los Estados Parte no pueden intervenir en 
forma previa o posterior a la libre fijación de tarifas por las 
aerolíneas (artículo 12). 


Luego de establecida una tarifa los Estados Parte sólo 
pueden intervenir si consideran que: 


a) Es necesario evitar tarifas oO prácticas 
injustificadamente discriminatorias. 


b) Se debe proteger a los consumidores de tarifas 
injustificadamente elevadas o restrictivas, que se deban al 
abuso de una posición dominante. 


c) Se debe proteger a las aerolíneas de tarifas 
artificialmente bajas a causa de subvenciones o apoyos 
gubernamentales, directos o indirectos. 


Los Estados no pueden actuar a este respecto en forma 
unilateral, se necesita el consenso de la otra Parte. 


Este principio se enuncia por la doctrina americana 
como: “a fare can be disallowed only 1f both governments 
concur” y es conocido como el “double-disapproval 
pricing”. Por tanto, si un Estado considera que se ha dado 
alguna de las causales mencionadas anteriormente, debe 
solicitar antes que nada al otro una reunión de consulta que 
debe celebrarse dentro de los 30 días de recibida la solici- 
tud. 


Si en dicha reunión hay acuerdo entre los Estados, cada 
uno de ellos “hará sus mejores esfuerzos” para que ese 
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acuerdo se efectivice. Si no hay acuerdo igualmente la tarifa 
entrará o continuará en vigencia y la única alternativa para 
el Estado disidente será denunciar el Acuerdo. El desacuer- 
do aquí no constituye por tanto una controversia suscep- 
tible de ser arbitrada. 


El Mensaje del Poder Ejecutivo que acompaña al Acuer- 
do menciona que en el sistema tarifario actual existe libertad 
inicial para la fijación de tarifas y revisión ex post facto, “lo 
que de hecho es libertad”. Pero a diferencia del texto firma- 
do, no se prevén normas para preservar la “sana competen- 
cia”, por lo que en este aspecto, el texto firmado sería 
superior. 


Por lo demás, en cuanto a esta libertad tarifaria, consi- 
dera que la aprobación gubernamental previa requerida en 
el artículo 51 de la Constitución no es de aplicación en este 
caso, por ser un servicio público internacional, que se rige 
por normas internacionales. 


Finalmente, los artículos 13 y 14 prevén un sistema de 
consultas y de solución de controversias. Este último está 
basado en el arbitraje internacional. De esta forma, se 
agilitan los procedimientos y se elude de paso la posible 
competencia jurisdiccional del Consejo de la OACI. 


El Acuerdo contiene tres Anexos: 


1. El Anexo 1 relativo a: Designación de Rutas (dere- 
chos de tráfico), Flexibilidad Operativa y Cambio de Mate- 
rial. 


2. El Anexo 2 referido a los vuelos Charter (no regula- 
res) a los cuales se les otorgan los siguientes derechos: 


a) La tercera, cuarta y quinta libertad sin restricciones 


b) La posibilidad de Stop Over. 


c) El transporte de tráfico en tránsito a través del terri- 
torio de otra Parte. 


d) La posibilidad de combinar en la aeronave tráfico de 
sexta libertad. 


e) Además se establece que por razones de cortesía y 
reciprocidad cada Parte considerará favorablemente la so- 
licitud de vuelo charter que la otra plantee y que no se 
encuentren previstos en el Anexo. 


3. El Anexo 3 que establece normas sobre los Sistemas 
Computarizados de Reservas, que son una innovación para 
nuestro derecho y que tienden a evitar los abusos o prác- 
ticas discriminatorias de los propietarios de los CRS 
-Sistemas Computarizados de Reservas- en contra de los 
usuarios y aerolíneas participantes. Estas normas siguen 
en términos generales el Código de Conducta de OACI y las 
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normas de los Estados Unidos de América y la Unión 
Europea sobre el particular. 


Por lo expuesto, y por considerarlo de interés para la 
República, se recomienda la aprobación del Acuerdo sobre 
Transporte Aéreo celebrado entre el Gobierno de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y el Gobierno de los Estados 
Unidos de América el 20 de octubre de 2004.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 


(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: nos referimos a un 
importante Acuerdo o Tratado sobre Transporte Aéreo 
entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de los Estados Unidos de América. 


Es importante el abordaje de este Tratado en la medida 
en que se relaciona con todas las normas de transporte 
aéreo y, en particular, con el ejercicio de las libertades 
aéreas, que son parte de la estructura y del patrimonio del 
Derecho Aeronáutico, así como con el Derecho Internacio- 
nal vinculado con el Derecho Aeronáutico. 


Desde la Convención de París de 1919 se encuentra 
sujeto a la soberanía de los Estados subyacentes y las 
condiciones para la utilización del espacio aéreo deben ser 
negociadas internacionalmente a través del otorgamiento 
de lo que se consideran libertades. 


Si bien en esta ocasión se adoptó la Convención sobre 
Aviación Civil Internacional, de 1944 -también llamada 
Convención de Chicago-, donde se acordaron puntualmen- 
te algunos aspectos relativos al régimen del transporte 
aéreo internacional, el reconocimiento de las llamadas cinco 
“libertades del aire” relativas al tránsito y tráfico de pasa- 
jeros, no pudo ser incluido en el texto de la Convención y 
únicamente se incluyó en un Acuerdo lateral sobre trans- 
porte aéreo internacional suscrito por unos pocos Estados, 
entre los que se encuentra Estados Unidos. 


Este tema está muy relacionado con la realidad y las 
posibilidades que tiene en el ámbito internacional nuestra 
propia compañía aérea nacional que, en estos momentos, 
está sometida a determinadas situaciones de sobrevivencia 
y de relacionamiento. 


Las cinco libertades que debían negociarse eran: el 
derecho a volar sobre el territorio de un Estado, pero sin 
aterrizaje; el derecho a aterrizar para fines no comerciales; 
el derecho a desembarcar pasajeros, correo y carga tomados 
en el territorio del Estado cuya nacionalidad posee la aero- 
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nave; el derecho a tomar pasajeros, correo y carga destina- 
dos al territorio del Estado cuya nacionalidad posee la 
aeronave; y el derecho a tomar pasajeros, correo y carga 
destinados al territorio de cualquier otro Estado participan- 
te y el derecho a desembarcar pasajeros, correo y carga 
procedentes desde cualquiera de dichos territorios en una 
ruta razonablemente directa. 


Las dos primeras libertades se conocen como libertades 
de tránsito y las tres últimas como libertades de tráfico. 


Como no se pudo concretar un acuerdo multilateral 
sobre la concesión de estas libertades, las negociaciones 
internacionales derivaron en acuerdos bilaterales. Estos 
comenzaron con el llamado Acuerdo de Bermuda l entre el 
Reino Unido y los Estados Unidos, de 1946, que sirvió de 
modelo para muchos acuerdos de esa época. En 1976, el 
Reino Unido denuncia dicho Acuerdo dando paso a la 
celebración de un nuevo Acuerdo -Bermudas Il-, que al 
recoger las quejas de muchos países que veían en las 
normas de Bermudas l una restricción al desarrollo de sus 
líneas aéreas, flexibilizó en parte el modelo anterior. Parale- 
lamente, los propios Estados Unidos comenzaron a desarro- 
lar una política de desregulación que propició la competen- 
cia entre las compañías aéreas. 


En ese contexto, desde 1979, los Estados Unidos comen- 
zaron apromover la firma de un nuevo modelo de acuerdos 
bilaterales conocidos como “de cielos abiertos” que propi- 
ciaban la eliminación de restricciones en el establecimiento 
de rutas internacionales, en el número de las aerolíneas 
designadas para su uso y en la capacidad, frecuencias y 
tipos de las aeronaves, la libre competencia para la fijación 
de precios, la igualdad de oportunidades para competir en 
los mercados de ambas partes, el establecimiento de normas 
especiales sobre seguridad y la previsión de normas espe- 
ciales sobre vuelos charter. En realidad, de lo que se está 
hablando es de una apertura de carácter comercial muy 
importante en el ámbito de las libertades, que es parte de la 
tendencia de los tratados de Derecho Internacional. 


La aparición de estos nuevos acuerdos ha determinado 
que se puedan negociar las conocidas libertades adiciona- 
les a las cinco que se establecían. Concretamente, hay 
cuatro libertades más que están incluidas en este Tratado 
con los Estados Unidos: el derecho de transportar pasaje- 
ros entre otros dos países, pero a través del territorio del 
Estado de la aeronave; el derecho a transportar pasajeros 
entre otros dos países pero sin pasar por el territorio del 
Estado de la aeronave; el derecho de cabotaje o tráfico entre 
dos puntos del mismo país en conexión con el territorio del 
Estado de la aeronave, que se conoce como cabotaje suce- 
sivo; y el derecho de cabotaje sin conexión con el territorio 
del Estado de la aeronave, que es el cabotaje autónomo. 


El Acuerdo que estamos considerando viene a sustituir 
el Acuerdo bilateral de 1946 celebrado entre Estados Uni- 
dos y nuestro país, por el cual el Uruguay concedió en 
aquella oportunidad a los Estados Unidos los derechos de 
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la primera a la quinta libertad del aire en forma irrestricta, 
con lo cual se le otorgó a ese país prácticamente un régimen 
de cielos abiertos. 


Entre 1976 y 1991, por canje de notas entre ambos 
Estados, se renegoció el cuadro de rutas original, amplián- 
dolo, pero tampoco en esas instancias nuestro país obtuvo 
la reciprocidad deseada. 


En la negociación de estos Acuerdos existía, como an- 
tecedente, el principio de la reciprocidad, pero un principio 
de esa naturaleza entre un Estado desarrollado y otro que 
lo es menos, sobre todo en la estructura aeronáutica, era 
imposible de llevar a la práctica por el distinto desarrollo de 
la infraestructura de los países involucrados. 


Este Tratado incluye la sustitución de este principio por 
la igualdad de derechos. Si bien la reciprocidad podría ser 
un objetivo a alcanzar, era un imposible técnico y la igual- 
dad de derechos establecida en el Tratado da una amplitud 
para que los dos Estados involucrados puedan reclamar, en 
su momento, las mismas prerrogativas sin necesidad de 
negociarlo con posterioridad. Por tanto, el Uruguay se aleja 
del criterio de reciprocidad real y efectiva entendiendo que 
para el caso la igualdad jurídica defiende suficientemente 
sus intereses. Esto es lo que se incorpora en este Acuerdo. 


Quiero hacer una mención especial a algo que se incluye 
en el Mensaje del Poder Ejecutivo, referido a que las líneas 
aéreas designadas por el Estado uruguayo no podrán ejer- 
cer en forma efectiva los derechos de tráfico, hasta tanto la 
República no sea recategorizada por la Administración 
Federal de la Aviación de los Estados Unidos. 


Es importante destacar acá, en función de las normas 
que estamos adecuando en forma bilateral, que Uruguay 
tiene una categorización insuficiente para dicha institución 
desde 1994, cuando entendió que la autoridad aeronáutica 
del Uruguay no daba cumplimiento a las obligaciones que 
marca la Convención de Chicago de 1944, en materia de 
supervisión de seguridad operacional. Es decir que, sin 
perjuicio de los derechos que se adquieren, el Uruguay hoy 
tiene una limitación importante porque las normas de se- 
guridad de los Estados Unidos no le permiten utilizar la 
infraestructura de ese país en función de requisitos que son 
parte del avance de los conceptos de seguridad y tecnolo- 
gía en el ámbito de la aviación. 


También se hace mención, por ejemplo, a que la fijación 
de tarifas es libre o a que hay una importante apertura en la 
competencia y, por tanto, las aerolíneas fijarán sus tarifas 
de acuerdo con consideraciones comerciales de mercado. 
Esto significa que los Estados Parte no pueden intervenir en 
forma previa o posterior a la libre fijación de tarifas por parte 
de las aerolíneas, tal como establece el artículo 12. 


El Acuerdo contiene algunos anexos pero, en general, 
significa un avance cambiando el criterio de reciprocidad y, 
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por ende, se establece igualdad de derechos. Incluye el 
reconocimiento de las cinco libertades, así como otras 
cuatro, que son un avance de la nueva modernidad de los 
Acuerdos de última generación. Obviamente, se trata de un 
principio que permite al Uruguay competir en forma igualitaria 
pero con limitaciones en el ámbito de la seguridad, que 
tienen que ver con los ajustes normativos que el Estado 
debe hacer para ser beneficiario de las normas de carácter 
general aprobadas en este Tratado. 


Por estas razones, la Comisión entiende conveniente la 
aprobación de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general este proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-22en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 


“Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo sobre Trans- 
porte Aéreo entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos de América, 
suscrito en la ciudad de Montevideo, el día 20 de octubre de 
2004”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 

-22en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


17) MEDIDA 1 (2003) “SECRETARIA DEL TRATADO 
ANTARTICO” Y SU ANEXO “ACUERDO DE SEDE 
PARA LA SECRETARIA DEL TRATADO ANTAR- 
TICO” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el punto 
que figura en tercer término del Orden del Día: “Proyecto de 
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ley por el que se aprueba la Medida 1 (2003) “Secretaría del 
Tratado Antártico” y su Anexo “Acuerdo de Sede para la 
Secretaría del Tratado Antártico”, adoptados en la XXVI 
Reunión Consultiva del Tratado Antártico, celebrada en la 
ciudad de Madrid. (Carp. N* 345/05 - Rep. N*230/06)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N*345/05 
Rep. N*230/06 


Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Relaciones Exteriores 


Montevideo, 12 de setiembre de 2005. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración, de conformidad 
con lo dispuesto por el numeral 20 del artículo 168 y el 
numeral 7 del artículo 85 de la Constitución de la República, 
el adjunto Proyecto de Ley por el cual se aprueba la MEDI- 
DA 1 (2003) “SECRETARIA DEL TRATADO ANTARTICO” 
y su ANEXO “ACUERDO DE SEDEPARA LA SECRETA- 
RIA DEL TRATADO ANTÁRTICO” adoptados en la XXVI 
REUNION CONSULTIVA DEL TRATADO ANTÁRTICO 
celebrada en la ciudad de Madrid, Reino de España, del 9 al 
20 de junio de 2003. 


I) Antecedentes del caso 


La República Oriental del Uruguay ingresó como Miem- 
bro Adherente al Tratado Antártico el 11 de enero de 1980, 
de acuerdo alo dispuesto por el Decreto-Ley N* 14.971, del 
14 de diciembre de 1979. 


Con posterioridad, adquirió la calidad de Miembro Con- 
sultivo del Tratado Antártico, el 7 de octubre de 1985, en 
virtud de las investigaciones científicas planificadas y 
desarrolladas en el área antártica, lo que implicó en especial 
la instalación de su Base Científica Antártica Artigas, en la 
Isla Rey Jorge del Archipiélago de las Shetland del Sur. 


La condición de Miembro Consultivo, le permite a Uru- 
guay participar plenamente en la formación del consenso de 
las Reuniones Consultivas del Tratado Antártico (en ade- 
lante RCTA) en las que los Estados Miembros Consultivos, 
28 en este momento, regulan, resuelven, efectivizan y con- 
trolan todo lo relativo a las actividades que se cumplen en 
el área antártica. 


La RCTA es el órgano supremo del Tratado Antártico y 
del Sistema erigido sobre el mismo, órgano interestatal e 
intergubernamental, sin llegarse a constituir en el caso, un 
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organismo internacional. En la actualidad esas Reuniones 
se realizan anualmente, son organizadas y sufragadas por 
los Estados Miembros Consultivos anfitriones y sus deli- 
beraciones y resultados son recogidos en el Informe Final 
de cada Reunión, preparado y distribuido por el Estado 
anfitrión, y que constituye el único instrumento fiel y 
fehaciente de lo cumplido durante las respectivas Reunio- 
nes. 


Las RCTA expresan su voluntad por consenso, a través 
de Medidas, Decisiones y Resoluciones (Decisión 1 (1995), 
XIX RCTA). Las Medidas son las que contienen previsio- 
nes que se pretende sean jurídicamente obligatorias una 
vez que las mismas hayan sido aprobadas por todas las 
Partes Consultivas del Tratado Antártico, como Medida 
recomendada para aprobación, de acuerdo con el párrafo 4 
del artículo IX del Tratado Antártico. Las Decisiones son 
las tomadas en una RCTA sobre cuestiones 
organizacionales internas y son operativas desde su adop- 
ción o desde que así se lo especifique. Las Resoluciones 
son textos exhortatorios adoptados en una RCTA y conte- 
nidos en una Resolución. 


Como puede apreciarse sólo las Medidas para entrar en 
vigencia deben ser aprobadas por todas las Partes Consul- 
tivas cuyos representantes las adoptaron anteriormente en 
la RCTA respectiva. Es decir, que una vez adoptada una 
Medida por la RCTA, para entrar en vigor debe posterior- 
mente también ser aprobada por todas las Partes Consulti- 
vas que la emitieron. 


En nuestro país, en general y hasta el presente las 
“Medidas” han sido aprobadas por decisión del Poder 
Ejecutivo, en virtud de que resolvían temas referidos a 
cuestiones técnicas, de infraestructura, investigación, ad- 
ministrativas y demás, constituyendo un mero desarrollo 
reglamentario de materias reguladas por el Sistema del 
Tratado Antártico y de aplicación directa. 


Por otra parte, sin perjuicio de lo antes expresado en 
cuanto a la supremacía de las RCTA, desde hace ya más de 
dos décadas se ha venido considerando el tema relativo a 
la necesidad de la creación y reglamentación de una Secre- 
taría del Tratado Antártico, con la finalidad de dar apoyo a 
las diversas y crecientes funciones del Sistema de ese 
Tratado, y subordinada a la RCTA. Sin embargo falta de 
consenso en cuanto a la creación de esa Secretaría y en 
especial del lugar de su Sede, dificultaron concretar un 
régimen al respecto. 


En la XVII Reunión, celebrada en Venecia, República 
Italiana, en 1992, se comenzó a resolver lo referente al 
establecimiento de la Secretaría, su ubicación, funciones, 
composición, condición jurídica y sistema para compartir 
los gastos. Así, gradualmente, se fue tomando mayor con- 
ciencia de la necesidad de crear un órgano permanente que 
participara y apoyara todo lo concerniente a las reuniones 
anuales de las RCTA y las labores correspondientes a 
desarrollarse en los períodos intersesionales, asumiera las 
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tareas de intercambio, manejo y difusión de información 
entre los Estados Partes y otras entidades y constituyera el 
centro administrativo de funcionamiento continuo que cum- 
pla las múltiples y complejas acciones del Sistema del 
Tratado Antártico. 


En definitiva, en la XXIV RCTA de San Petersburgo, 
Federación Rusa, en 2001, se alcanzó acuerdo final y por 
Decisión 1 (2001) se resolvió el establecimiento de la Secre- 
taría del Tratado Antártico, en la ciudad de Buenos Aires, 
República Argentina. 


Consecuentemente, en la XXVI Reunión cumplida en 
Madrid, Reino de España, del 9 al 20 de junio de 2003 se dictó 
la Medida 1 (2003) “Secretaría del Tratado Antártico”. 


Se acompaña original del Informe Final de esta última 
RCTA. 


ID Medida 1 (2003) sobre “Secretariado del Tratado 
Antártico” y Anexo conteniendo el “Acuerdo de Sede para 
la Secretaría del Tratado Antártico”. (Informe Final, págs. 
55 a 68). 


La Medida que se remite a consideración de ese Cuerpo 
en su Preámbulo, teniendo en cuenta el Tratado Antártico, 
el Protocolo al Tratado Antártico sobre Protección del 
Medio Ambiente y la Decisión 1 (2001) de la XXIV RCTA 
referente al establecimiento de la Secretaría del Tratado 
Antártico en Buenos Aires, República Argentina, se reco- 
noce la necesidad de crear una Secretaría a efectos de 
brindar asistencia ala RCTA y al Comité para la Protección 
del Medio Ambiente, para cumplir con sus funciones. 


En mérito alo expuesto los Miembros Consultivos, en la 
última Reunión señalada, recomendaron a sus Gobiernos la 
aprobación de la Medida mencionada de conformidad con 
el párrafo 4 del artículo IX del Tratado Antártico. 


No obstante, en el caso que nos ocupa, la Medida 1 
(2003) aprobada en la XXVIRCTA, contiene normas relati- 
vas al desarrollo institucional del Tratado Antártico y cues- 
tiones presupuestarias que implican su aprobación por el 
Poder Ejecutivo y el Parlamento de nuestro País. 


En la especie, la Medida y su Anexo constituyen en 
definitiva un tratado, celebrado bajo la modalidad de un 
acuerdo en forma simplificada, adoptados durante la res- 
pectiva RCTA (Artículos 12 y 13 de la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados de 1969). 


La Medida en su parte Dispositiva, enel ARTICULO 1, 
“Secretaría” establece que la Secretaría es un órgano de la 
RCTA, subordinado a la misma. Con esta norma se reafirma 
la naturaleza de órgano principal de la RCTA y que la 
Secretaría será un órgano totalmente dependiente de ella. 


El ARTICULO 2, “Funciones”, expresa que la Secretaría 
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desempeñará las funciones de apoyo que le confían la 
RCTA y el Comité de Protección del Medio Ambiente. 


En tal sentido se detallan a título enunciativo las diver- 
sas funciones que debe ejercer la Secretaría, siempre bajo 
la dirección y supervisión de la RCTA. 


Dichas funciones son en general de carácter administra- 
tivo y Operativo cuando la RCTA lo disponga, pero revelan 
la imperiosa necesidad de su atribución a un órgano perma- 
nente, específico y especializado. 


En el ARTICULO 3, “Secretario Ejecutivo” se establece 
que la Secretaría tendrá un Secretario Ejecutivo que será el 
Jerarca de ella, será nombrado por la RCTA y el mismo a su 
vez debe nombrar los miembros del personal y contratar los 
expertos que correspondieran. El Estatuto del Personal 
debe ser adoptado por la RCTA. 


El ARTICULO 4, “Presupuesto” prevé que la Secretaría 
deberá fucionar de una manera costo-efectiva y el presu- 
puesto de la Secretaría debe ser aprobado por la RCTA. 


Cada Parte Consultiva debe contribuir al presupuesto de 
la Secretaría. En tal sentido la mitad del presupuesto se 
solventará con aportes de las Partes Consultivas por partes 
iguales y la otra mitad por dichas Partes en función de la 
magnitud de sus actividades funcionales en la Antártida, 
tomando en cuenta la capacidad de pago de cada Parte 
Consultiva. 


Como puede apreciarse se buscó que las contribuciones 
no fueran igualitarias y que las mismas tuvieran en cuenta 
las distintas formas de participación en las actividades de 
los Estados en la Antártida, así como sus posibilidades 
financieras. 


Más adelante, al hacerse referencia a las Decisiones 1 y 
2 (2003), se desarrolla este punto más detenidamente. 


En el ARTICULO 5, “Capacidad jurídica y privilegios e 
inmunidades”, se establece que la capacidad jurídica de la 
Secretaría, sus privilegios e inmunidades así como los del 
Secretario Ejecutivo y otros miembros del personal en el 
territorio de la República Argentina, estarán contemplados 
en el Acuerdo de Sede de la Secretaría del Tratado Antár- 
tico, a celebrarse entre la RCTA y la República Argentina, 
que se adopta por la presente Medida y el Anexo a la misma. 


Asimismo se determina que la Secretaría está autorizada 
a adquirir y enajenar bienes dentro de los límites presupues- 
tarios y con aprobación de la RCTA. 


En ANEXO a la Medida se agrega el “ACUERDO DE 
SEDEPARALA SECRETARIA DEL TRATADO ANTÁRTI- 
CO” a celebrarse entre la RCTA y la República Argentina, 
con vigencia en ésta, como está previsto en el ARTICULO 
5 de la Medida. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-551 


El mismo contiene las tradicionales normas de los Acuer- 
dos de Sede, a saber: Definiciones (Artículo 1); Capacidad 
jurídica (Artículo 2); Sede (Artículo 3); Inmunidades (Ar- 
tículo 4); Objetivo de los privilegios e inmunidades y renun- 
cia alos mismos (Artículo 5); Archivos (Artículos 6); Ban- 
dera y emblema del Tratado (Artículo 7); Exención de im- 
puestos directos (Artículo 8); Exención de pago de dere- 
chos aduaneros y de consumo y del impuesto al valor 
agregado (Artículo 9); Exención de restricciones y prohibi- 
ciones (Artículo 10); Reventa (Artículo 11); Moneda y 
Cambio (Artículo 12); Comunicaciones (Artículo 13); Publi- 
caciones (Artículo 14); Privilegios e inmunidades de los 
delegados (Artículo 15); Secretario Ejecutivo (Artículo 16); 
Miembros del personal (Artículo 17); Expertos (Artículo 
18); Visas (o Visados) (Artículo 19); Cooperación (Artículo 
20); Notificación de nombramientos, documentos de iden- 
tidad, (Artículo 21); Consultas (Artículo 22); Enmienda 
(Artículo 23); Solución de Controversias (Artículo 24); y 
Entrada en vigor y expiración (Artículo 25). 


Corresponde aquí resaltar, que de acuerdo a todo lo 
expresado, la creación de la Secretaría del Tratado Antárti- 
co y el otorgamiento a la misma de capacidad jurídica alos 
efectos del cumplimiento de sus funciones, no constituye 
en absoluto la creación de un organismo internacional, y la 
RCTA continúa siendo el órgano intergubernamental y 
supremo del régimen del Tratado Antártico. 


Se hace constar asimismo, que la República Argentina 
ya aprobó la Medida 1 (2003) y su Anexo, por Ley N”25.888 
sancionado el 21 de abril de 2004 y promulgada el 14 de mayo 
de 2004. 


Finalmente, se entiende necesario, para mejor compren- 
sión de la Medida 1 (2003) y de su aplicación y consecuen- 
cias, hacer referencia a la Decisión 1 (2003) y Decisión 2 
(2003) aprobadas conjuntamente con aquella Medida y que 
la reglamenta complementariamente. 


II) Decisión 1 (2003) sobre “Distribución de las Contri- 
buciones para la Secretaría del Tratado Antártico” con un 
Plan relativo al “Método para el Cálculo de la Escala de 
Contribuciones” (Informe Final, págs. 267 y 268). 


En virtud de lo establecido en el artículo 4 de la Medida 
1 (2003), referente a la contribución de las Partes Consulti- 
vas al presupuesto de la Secretaría, se resolvió que la mitad 
del presupuesto será sufragado por partes iguales por 
todas las Partes Consultivas y la otra mitad del presupuesto 
será solventada por las Partes Consultivas en función de la 
magnitud de sus actividades nacionales en la Antártida, 
teniendo en cuenta su capacidad para pagar. 


En tal sentido se dispuso en esta Decisión: 


1. Que la escala de tales contribuciones prorrateadas 
será determinada en la forma descrita en el Plan adosado a 
esta Decisión; 
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2. Que el Plan puede ser ajustado por ulteriores Deci- 
siones de la RCTA; 


3. Que esta Decisión entrará en vigencia conjuntamen- 
te con la entrada en vigencia de la Medida 1 (2003). 


El Plan que se adjunta establece que la contribución de 
los Miembros Consultivos consiste en una parte igual y 
otra parte variable. La parte igual de una contribución de un 
Miembro Consultivo es la cantidad obtenida de dividir la 
mitad del presupuesto por el número de Consultivos. 


Para el cálculo de la parte variable las Partes Consultivas 
debieron elegir una de las categorías establecidas de la A 
a la E, y cada una de ellas tiene un multiplicador que arroja 
la suma total de esta parte variable. 


Dichas categorías, si bien no ha quedado asentado 
explícitamente, se hicieron en base a la posición de las 
Partes Consultivas en el Comité Científico de Investigacio- 
nes Antárticas (SCAR) entidad asesora y encargada de la 
organización de las actividades científicas antárticas. En tal 
sentido, Uruguay en principio, en período provisional, elegió 
la Categoría D a fin de seguir conservando un nivel adecua- 
do y parejo en los distintos foros, en lo que corresponde. 


IV) Decisión 2 (2003) sobre “Aplicación Provisional de 
la Medida 1 (2003)” con Anexo sobre “Escala Inicial de 
contribuciones para el Presupuesto de la Secretaría del 
Tratado Antártico” y con Anexo conteniendo el “Proyecto 
de nota de Compromiso de la República Argentina” (Infor- 
me Final, págs. 269 a 272). 


Se acordó la adopción de esta Decisión permitiendo el 
funcionamiento provisional de la Secretaría mientras entra 
en vigor la referida Medida 1 de establecimiento de la 
Secretaría, que en muchos países, entre ellos Uruguay, 
requiere aprobación Parlamentaria, por las razones que 
antes se expresara. 


Se decidió que la Secretaría actuará en forma provisio- 
nal, de conformidad con las normas de la Medida y hasta 
que esta entre en vigor. Esta Decisión será revisada en cada 
RCTA para evaluar el estado de aprobación de la Medida y 
las contribuciones al presupuesto de la Secretaría. 


Hasta que la Medida entre en vigencia, el presupuesto 
de la Secretaría, que será aprobado por los Representantes 
de todas las Partes Consultivas presentes en la RCTA, 
deberá ser financiado por contribuciones voluntarias anua- 
les, que serán realizadas sobre las bases fijadas en la 
Medida, recomendándose que se tome también como base 
la escala inicial acompañada con esta Decisión. 


Se anexa pues a esta Decisión la “Escala Inicial de 
Contribuciones al Presupuesto de la Secretaría del Tratado 
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Antártico” de donde emerge lo que deberán sufragar las 
Partes Consultivas sobre la base de un presupuesto anual 
de U$S 1:004.130. Este monto sería aproximadamente el que 
requerirá la Secretaría de conformidad con análisis, consi- 
deraciones y cálculos realizados por la Argentina, en mérito 
a informaciones recabadas en Buenos Aires y al funciona- 
miento de algunos organismos internacionales con sede en 
dicha ciudad. 


De ello surge además que la cuota anual de Uruguay, de 
acuerdo a los criterios de cálculo y la opción de categoría 
provisional, asciende a U$S 31.427 anuales. En la conside- 
ración de este punto, debe tenerse en cuenta también que 
el presupuesto de la Secretaría, calculado en alrededor de 
U$S 1:000.000 anuales, incluye servicios de traducción y 
administrativos con los que apoyar las RCTA, y que repre- 
sentan en general la mitad del costo total de ellas. Es decir 
que una vez en funcionamiento la Secretaría, el costo de la 
RCTA que está a cargo del Estado anfitrión, se verá sensi- 
blemente abatido. Y esto podría beneficiar directamente al 
Uruguay que debería ser sede de una RCTA en los próximos 
años. 


Se anexa también a esta Decisión una “Carta de compro- 
miso de la República Argentina” por la que se obliga a 
aplicar provisionalmente el “Acuerdo de Sede de la Secre- 
taría del Tratado Antártico” agregado a la citada Medida 1, 
y mientras la misma no entre en vigencia. 


Por los fundamentos expuestos y teniendo en cuenta la 
importancia que el Sistema del Tratado Antártico reviste 
para la República, asícomo los instrumentos que lo integran 
y desarrollan, es que el Poder Ejecutivo solicita la atención 
de ese Cuerpo al Proyecto de Ley que se acompaña y cuya 
aprobación se encarece. 


Saluda al señor Presidente de la Asamblea General, con 
la mayor consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de la 
República; Azucena Berrutti, Danilo 
Astori, Reinaldo Gargano. 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase la MEDIDA 1 (2003) “SE- 
CRETARIA DEL TRATADO ANTARTICO” y su ANEXO 
“ACUERDO DESEDE PARA LA SECRETARIA DEL TRA- 
TADO ANTARTICO” adoptados en la XXVI REUNION 
CONSULTIVA DEL TRATADO ANTARTICO celebrada en 
la ciudad de Madrid, Reino de España, del 9 al 20 de junio 
de 2003. 


Azucena Berrutti, Danilo Astori, 
Reinaldo Gargano. 
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Montevideo, 10 de mayo de 2006. 
Informe a la Comisión de Asuntos Internacionales 


CARPETA N* 345/2005 

SECRETARIA TRATADO ANTARTICO. MEDIDA 1 
(2003) Y ANEXO. 

APROBACION 

(Entrado: 04/10/2005) 


Al Senado: 


El Poder Ejecutivo ha enviado a la consideración de este 
Cuerpo el Proyecto de Ley por el cual se aprueba la Medida 
1 (2003) “Secretaría del Tratado Antártico” y su Anexo 
sobre el Acuerdo de Sede para la Secretaría del Tratado 
Antártico, adoptados en la XXVI Reunión Consultiva del 
Tratado Antártico celebrada en Madrid, España, en junio de 
2003. 


1. Consideraciones previas sobre el Sistema del Tratado 
Antártico 


El Tratado Antártico firmado en Washington en diciem- 
bre de 1959, surgió de la necesidad de la comunidad inter- 
nacional de alcanzar un compromiso sobre las diferencias 
territoriales planteadas hasta entonces sobre el continente 
blanco, así como de procurar una adecuada regulación y 
protección del frágil medio marino antártico. 


Por ese motivo, los principios esenciales establecidos 
por el Tratado guardan relación, en primer lugar, con el 
congelamiento de las pretensiones de soberanía sobre su 
territorio, para luego establecer criterios sobre la mejor 
forma para su aprovechamiento pacífico y la gestión de sus 
recursos. 


Entre éstos se destacan el principio de la utilización 
conjunta y pacífica, el carácter desmilitarizado del área 
salvo para fines de investigación científica, la protección 
del medio ambiente, en particular la protección de la flora y 
de la fauna, y la necesidad de establecer un régimen de 
cooperación en su gestión. 


A partir de la entrada en vigor de este Tratado, y basado 
en sus disposiciones, se ha desarrollado un amplio conjun- 
to de reglamentaciones y de tratados complementarios que 
forman el denominado “Sistema del Tratado Antártico”, cuya 
descripción excede los límites del análisis específico del Acuer- 
do que nos toca informar, pero cuya existencia es necesario 
conocer pues está a la base de la necesidad de crear la 
Secretaría del Tratado Antártico que se nos propone. 


2. Las Reuniones Consultivas del Tratado Antártico y la 
adopción de decisiones. 


El Tratado Antártico fue celebrado por doce países, que 
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resultan sus signatarios originales. Junto a ellos, han adhe- 
rido posteriormente al Tratado treinta y tres países. 


El Tratado dispone que tanto los signatarios originales 
como los adherentes podrán participar de las llamadas 
Reuniones Consultivas del Tratado Antártico (RCTA), ór- 
gano superior del sistema, encargado de regular, resolver y 
controlar todo lo relativo a las actividades que se cumplen 
en el área antártica. 


Sin embargo, se establece que solamente los miembros 
adherentes que realicen “actividades o investigaciones 
científicas importantes, como el establecimiento de una 
estación científica o el envío de una expedición científica” 
(artículo 1X.2) podrán participar de la toma de decisiones. 


A esta categoría especial de miembros adherentes se les 
llama miembros adherentes consultivos. Junto a los signa- 
tarios originales conforman el cuadro de Miembros Consul- 
tivos con derecho a voz y voto en las Reuniones Consulti- 
vas. Los demás miembros adherentes que no realizan acti- 
vidades en la zona antártica son invitados a participar de las 
reuniones pero no tienen derecho a voto ni a participar en 
la conformación del consenso que, en la práctica, sustituye 
al voto como forma de toma de decisiones. 


A la fecha, dieciséis de los treinta y tres adherentes han 
adquirido la condición de miembros consultivos, los que 
junto a los doce miembros originarios, constituyen los 
actuales veintiocho Miembros Consultivos de las Reunio- 
nes Consultivas del Tratado Antártico, que adoptan las 
decisiones. Nuestro país es Miembro Consultivo desde el 
7 de octubre de 1985 en mérito a las actividades científicas 
desarrolladas en la zona antártica, que implicaron en espe- 
cial la instalación de la Base General Artigas en la Isla Rey 
Jorge del Archipiélago de las Shetland del Sur. 


Las Reuniones Consultivas del Tratado Antártico 
(RCTA) han adoptado hasta el presente numerosas reco- 
mendaciones relativas a la cooperación en la Antártida. 
Dichas recomendaciones se denominan Medidas, Decisio- 
nes O Resoluciones según su efecto jurídico potencial. 


Solamente las Medidas contienen normas que regulan 
materias que están destinadas a ser ejecutadas obligatoria- 
mente por los Estados. En este sentido, las Medidas requie- 
ren de la aprobación posterior de todas las Partes Consul- 
tivas. 


Las Decisiones, por el contrario, son de carácter 
autorregulador y se refieren a aspectos organizacionales 
internos al sistema por lo que son operativas desde su 
adopción o desde la fecha que se establezca. En cuanto alas 
Resoluciones, las mismas son meras declaraciones que 
invitan a un cierto comportamiento por parte de los Estados, 
sin que se espere que de ellas nazca una obligación jurídica 
vinculante. 


El Acuerdo que hoy consideramos ha sido adoptado 
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como la Medida 1 de la XXVI Reunión Consultiva del 
Tratado Antártico. En ese sentido está sujeto a la aproba- 
ción posterior de las Partes antes referida. Hasta el presen- 
te, la mayoría de las Medidas en nuestro país han sido 
aprobadas por una decisión del Poder Ejecutivo, por con- 
tener temas referidos a cuestiones técnicas, de infraestruc- 
tura, investigación o administrativas, las que constituían 
un mero desarrollo de materias ya incluidas en el Sistema del 
Tratado Antártico. 


La presente Medida, por el contrario, al contener dispo- 
siciones que afectan cuestiones presupuestarias y estable- 
cer asimismo normas de desarrollo institucional, requiere 
necesariamente de la aprobación parlamentaria que se so- 
licita. 


3. Análisis de lo dispuesto en la Medida 1. 


El preámbulo de la Medida destaca la necesidad del 
establecimiento de una Secretaría, ya reconocida por la 
Decisión 1 (2001) de la XXIV Reunión Consultiva del Tra- 
tado Antártico, con el objeto de prestar asistencia a las 
Reuniones Consultivas del Tratado y al Comité para la 
Protección del Medio Ambiente. 


Cabe señalar que la XXIV RCTA determinó asimismo que 
la sede de la Secretaría que se establezca sería la ciudad de 
Buenos Aires, República Argentina. 


En función de lo antedicho los Representantes de las 
Partes recomiendan a los gobiernos la aprobación de la 
Medida 1 que se adopta, la que se constituye por tanto en 
un verdadero tratado internacional. 


El artículo 1 de la Medida destaca que la Secretaría será 
un Órgano de las Reuniones Consultivas por lo cual estará 
subordinada a ellas. 


Este artículo nos indica el carácter subsidiario de la 
Secretaría respecto del órgano intergubernamental, el que 
continuará siendo el encargado de dirigir y regular el Siste- 
ma del Tratado Antártico. 


El artículo 2 nos ilustra acerca de las funciones de apoyo 
administrativo y logístico que desempeñará la Secretaría, 
“bajo la dirección y supervisión de la ROTA”. 


El artículo 3 por su parte, establece que la Secretaría 
tendrá un Secretario Ejecutivo que será nombrado por la 
RCTA, el que asu vez nombrará a los miembros del personal 
esenciales para llevar a cabo las funciones de la Secretaría. 
El Estatuto del Personal de la Secretaría será adoptado por 
la RCTA. 


En la XXVII RCTA celebrada en la Ciudad del Cabo en 
el año 2004, fue nombrado Secretario Ejecutivo de la Secre- 
taría el Sr. Johannes Huber de los Países Bajos. La Secreta- 
ría tiene además cinco funcionarios permanentes. Como 
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veremos luego, la Secretaría ya está funcionando de hecho 
pues se estableció la aplicación provisional de la Medida 1 
hasta tanto la misma entre en vigor. 


El artículo 4 establece el presupuesto de la Secretaría. El 
mismo debe ser aprobado por la RCTA de acuerdo a un 
nuevo criterio “costo-efectivo” que sustituye al criterio 
anterior del reparto igualitario de gastos. En función de este 
nuevo criterio, la mitad del presupuesto se solventará por 
partes iguales entre las Partes Consultivas y la otra mitad 
por dichas Partes en función de la magnitud de sus activi- 
dades nacionales en la Antártida, y tomando en cuenta la 
capacidad de pago de cada Parte Consultiva. Los Estados 
miembros podrán asimismo realizar contribuciones volun- 
tarias en todo momento. 


A efectos de determinar específicamente el reparto de 
aportes en la parte variable del presupuesto, se adoptó la 
Decisión 1 (2003) sobre “Distribución de las Contribucio- 
nes para la Secretaría del Tratado Antártico”. Esta Decisión 
entrará en vigor al mismo tiempo que la Medida 1 y establece 
cinco categorías de contribuyentes, escalonadas de la letra 
“A” ala “E”, de acuerdo al valor del factor multiplicador del 
aporte. 


La Decisión establece que cada Parte Consultiva optará 
por una de las categorías que se indican y lo notificará al 
Gobierno Depositario dentro de los dos meses siguientes a 
la entrada en vigor de la Medida 1. 


Hasta que esta entrada en vigor no se produzca, la 
RCTA, del 2003 adoptó la Decisión 2 por la que se establece 
la “Aplicación Provisional de la Medida 1”. La posibilidad 
de una aplicación provisional de los tratados está prevista 
por el artículo 25 de la Convención de Viena sobre Derecho 
de los Tratados entre Estados. 


Esto ha permitido el funcionamiento provisional de la 
Secretaría, como se dijo más arriba, hasta que se cumplan 
con los requisitos de aprobación parlamentaria en todos los 
países, necesarios para la vigencia de la Medida. Natural- 
mente, esta Decisión 2 será evaluada y podrá ser eventual- 
mente revisada en cada RCTA hasta que la Medida 1 entre 
efectivamente en vigor. 


Se establece por otro lado en esta Decisión 2 que, hasta 
que la Medida 1 entre en vigencia, el presupuesto de la 
Secretaría -que será aprobado por los Representantes de 
todas las Partes Consultivas presentes en la RCTA- deberá 
ser financiado por contribuciones voluntarias anuales, las 
que serán desde ya realizados sobre las bases fijadas en la 
Medida 1. 


En este sentido, se recomienda a las Partes que se tome 
como base para las contribuciones la escala inicial anexa a 
la Decisión 2. En la misma se aprecia que el presupuesto 
global previsto para la Secretaría es de 1.004.130 dólares 
americanos y que nuestro país ha elegido para este período 
provisional la categoría “D”, en función de la cual debería 
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aportar 31.427 dólares americanos anuales al presupuesto 
de la Secretaría. 


Debe tenerse en cuenta, al considerar las cifras, que los 
servicios presupuestados que prestará la Secretaría ayuda- 
rán a disminuir los gastos de las RCTA que se seguirán 
celebrando anualmente en forma rotativa en el territorio de 
los Estados Partes y que son de cargo del país anfitrión. Una 
de las próximas reuniones deberá celebrarse en el Uruguay. 


Volviendo al texto de la Medida 1, encontramos el ar- 
tículo 5, el cual se refiere a la capacidad jurídica y a los 
privilegios e inmunidades de la Secretaría. 


Dicho artículo establece que los mismos se regularán a 
través del Acuerdo Sede de la Secretaría del Tratado Antár- 
tico que habrá de celebrarse entre la República Argentina y 
la RCTA y cuyo texto se adopta en la misma Medida 1. 


Este Acuerdo de Sede será suscrito por el Secretario 
Ejecutivo de la Secretaría, en nombre de la RCTA, cuando 
entre en vigor la Medida 1. En el ínterin, la República 
Argentina ha asegurado su aplicación provisional mediante 
una Carta de Compromiso, anexa a la Decisión 2, dirigida a 
la RCTA. 


El texto del Acuerdo de Sede con la República Argentina 
contiene las habituales normas en materia de inmunidades 
y privilegios, debiendo remarcarse que la inmunidad de 
jurisdicción que se le otorga a la Sede y a sus agentes o 
expertos -salvo en caso del Secretario Ejecutivo que tiene 
inmunidad absoluta-, es de tipo funcional. La inmunidad de 
los delegados de los Estados Partes en cambio, mientras se 
encuentren en territorio argentino, es absoluta, por ser 
asimilado su régimen al de los agentes diplomáticos. La 
inviolabilidad de la Sede es también absoluta. Cabe remar- 
car además que las normas de este Acuerdo no conciernen 
directamente a nuestro país sino a la República Argentina 
en su relación con la Secretaría. 


Finalmente, el artículo 5 (en conjunción con el Artículo 
2 del Acuerdo Sede) también establece la personería jurídi- 
ca de derecho interno de la Secretaría en el territorio de la 
República Argentina. La Secretaría solo podrá ejercer dicha 
capacidad jurídica en la medida en que esté autorizada por 
la RCTA. 


La naturaleza jurídica sui generis de la Secretaría queda 
de manifiesto en toda la extensión de los textos adoptados. 
No se ha creado con la Secretaría una organización interna- 
cional aunque se le atribuyen directamente por el derecho 
internacional derechos y obligaciones, a través de un tra- 
tado internacional, dotándosela de un presupuesto propio, 
lo que puede inducir al error de pensar que estamos ante un 
sujeto de derecho internacional. 


Sin embargo, no basta con ser beneficiario de un dere- 
cho o estar afectado por una obligación para ser conside- 
rado sujeto de derecho internacional sino que se requiere 
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además la aptitud necesaria para hacer valer el derecho 
otorgado ante instancias internacionales o, por el contra- 
rio, para ser responsable en el plano internacional en caso 
de violación de la obligación contraída. Una doble exigen- 
cia, situada en el plano procesal de la legitimación activa o 
pasiva, de la que carece la Secretaría. 


Cabe preguntarse a modo de reflexión si el sistema 
institucional del Tratado Antártico en su conjunto no se 
encamina pese atodo hacia la constitución de un organismo 
internacional, del que la RCTA sea el órgano 
intergubernamental principal. De hecho la RCTA, como 
vimos, será la contraparte de la Argentina en el Acuerdo 
Sede, lo que indica que las Partes entienden que posee el jus 
tractatum o sea la capacidad de celebrar acuerdos interna- 
cionales, un elemento característico de las organizaciones 
internacionales. 


Desde un punto de vista institucional, el régimen actual 
del sistema antártico nos recuerda el del antiguo GATT que 
desde 1948 hasta la creación de la Organización Mundial del 
Comercio en 1995 fue un simple Acuerdo provisional acom- 
pañado de una Secretaría, que pese a ello -y a no constituir 
una organización internacional - estableció sin embargo las 
reglas aplicables a una gran parte del comercio mundial. 
Finalmente, como se sabe, se transformó efectivamente en 
una organización internacional, la OMC, como consecuen- 
cia natural de las nuevas exigencias y realidades del sistema 
multilateral del comercio. 


4. Conclusiones 


Por todo lo expuesto podemos concluir que la creación 
de una Secretaría permanente al servicio del Tratado Antár- 
tico no puede sino contribuir a una mayor eficacia en la 
aplicación del propio Tratado y de los demás acuerdos 
internacionales que conforman el Sistema Antártico. 


La creciente complejidad práctica y administrativa que 
se deriva del aumento de los textos jurídicos que regulan las 
relaciones entre las Partes en ese continente hace necesaria 
la existencia de una estructura específica y permanente que 
facilite su funcionamiento. La administración compartida 
que ejercen hoy las Partes Contratantes a través del sistema 
de las RCTA rotativas, cuya logística debe asegurar cada 
país sede, no resulta ya la más apropiada para la eficacia del 
sistema. 


La Secretaría permitirá reforzar la cooperación entre 
cada Estado Parte del Tratado Antártico y optimizar los 
intercambios de información entre todos sus miembros, y 
con otros organismos internacionales, de forma tal que se 
logre una mejor coordinación y comunicación de las opera- 
ciones que se llevan a cabo en el marco del Sistema Antár- 
tico. 


El Uruguay está fuertemente comprometido en este Sis- 
tema, por lo cual esta Comisión recomienda aprobar sin 
demoras el texto sujeto a la consideración de este Cuerpo.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: se trata de un Tra- 
tado en el que Uruguay aprueba la Medida Il, “Secretaría del 
Tratado Antártico”. 


En la Comisión hemos analizado exhaustivamente - y con 
informe escrito- la importancia del sistema del Tratado 
Antártico, firmado en diciembre de 1959 en Washington, así 
como las repercusiones que tiene sobre Uruguay, por cuan- 
to es uno de los países que tiene posibilidades de decisión 
y voto en los órganos directivos. El Tratado dispone que 
tanto los signatarios originales como los adherentes po- 
drán participar en las reuniones consultivas del Tratado 
Antártico, y que solamente los miembros adherentes que 
realicen actividades o investigaciones científicas impor- 
tantes, como el establecimiento de una estación científica 
oelenvío de una expedición científica, podrán participar de 
la toma de decisión. En este caso, Uruguay está incluido y 
es importante su presencia en la Antártida. También lo es el 
que este Tratado Antártico haya definido el concepto de la 
soberanía, discutida por la prolongación de determinadas 
líneas de los Estados como parte de una exención casi 
automática del territorio nacional en la Antártida. Esta 
discusión fue solucionada por el Tratado Antártico y, por 
tanto, la soberanía es compartida. En consecuencia, es 
posible que cada uno de los Estados que participe como 
adherente pueda tener plantas o instalaciones de investiga- 
ción científica. En el caso de Uruguay, es conocida y ha sido 
visitada por muchísimos Senadores y autoridades. Esto 
significa que nuestro país tiene que prestar su voto para 
que la Secretaría funcione, a través de una medida que se 
está proponiendo. Dicha Secretaría tiene una naturaleza 
jurídica especial, que de alguna forma está descrita en el 
informe y que no necesariamente supone una persona ju- 
rídica internacional, pero eso es parte de las disquisiciones 
de la doctrina y del Derecho sobre el alcance que tienen los 
órganos de esta naturaleza. 


Simplemente, el Estado uruguayo, al firmar el Tratado, 
acompaña la creación de esta Secretaría mediante la medida 
propuesta por el órgano de administración. Como Uruguay 
es parte de dicho órgano, es muy importante que en tiempo 
y forma acompañe estas decisiones, para dar una señal clara 
de su adhesión y preocupación en un tema tan importante 
para el país, para la región y, en particular, para el destino 
del continente antártico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 
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-21en21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 

“Artículo Unico.- Apruébase la MEDIDA 1 (2003) “SE- 
CRETARIA DEL TRATADO ANTARTICO” y su ANEXO 
“ACUERDO DE SEDEPARA LA SECRETARIA DEL TRA- 
TADO ANTARTICO” adoptados en el XXVI REUNION 
CONSULTIVA DEL TRATADO ANTARTICO celebrada en 
la ciudad de Madrid, Reino de España, del 9 al 20 de junio 
de 2003.” 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


18) ASISTENCIA A LA ESCUELA PRIMARIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 4 punto 
del Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se establece 
la obligatoriedad de la educación inicial y la educación 
primaria, para los niños de cuatro años y de seis a catorce 
años, respectivamente. (Carp. N*326/05 - Rep. N*231/06)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp.N* 326/05 
Rep. N*231/06 
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Comisión de 
Educación y Cultura 


PROYECTO DELEY SUSTITUTIVO 


Artículo 1*”.- Son obligatorias la educación inicial para 
los niños de cuatro años de edad y la educación primaria 
para los niños de 6 a 14 años. 
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Artículo 2”.- La obligación establecida en el Artículo 1? 
de la presente ley deberá ser efectiva para todos los padres, 
tutores o responsables legales de los niños en cumplimien- 
to del principio establecido en la Ley N* 17.823, artículo 119, 
literal C). 


Artículo 3”.- La Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP), deberá incorporar a las escuelas a todos 
los niños cuyos padres, tutores o responsables legales 
hayan solicitado la matriculación de los mismos. 


Sala de la Comisión, 27 de abril de 2006. 
Margarita Percovich, Miembro Informan- 
te; Ruperto Long, Eduardo Lorier, 


Leonardo Nicolini, Julio María 
Sanguinetti. Senadores. 


PROYECTODELEY 


ASISTENCIA OBLIGATORIA A LA ESCUELA PRIMARIA 
DELOS NIÑOS DE 4 AÑOS DEEDAD 


Artículo 1”.- Desde el año 2006, inclusive, será obliga- 
toria la asistencia a las escuelas primarias de todos los 
niños de 4 años de edad. 


Artículo 2”.- Esta obligación deberá ser efectiva para los 
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padres, tutores o responsables legales de los niños, a partir 
de la fecha del año en que los niños cumplan 4 años de edad. 


Artículo 3”.- La Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP), deberá incorporar a las escuelas a todos 
los niños que cumplan 4 años de edad en el transcurso del 
año lectivo y cuyos padres hayan solicitado la matricula- 
ción de los mismos. 


Artículo 4”.- A partir del año 2007 el incumplimiento de 
las obligaciones de asistencia por parte de los padres, 
tutores o responsables de los niños de 4 años de edad será 
sancionada en la forma prevista por la Ley N* 17.015 que 
estableció la obligatoriedad de la asistencia a las escuelas 
primarias de los niños de 5 años de edad. 


Artículo 5”.- La Administración Nacional de Educación 
Pública y el Poder Ejecutivo incorporarán en el Proyecto de 
Ley de Presupuesto del año 2005 los recursos financieros 
necesarios para que dicha Administración dé cumplimiento 
a la obligatoriedad establecida en la presente ley mediante 
la construcción de aulas, los equipamientos de las mismas 
y la creación de nuevos cargos de maestros y de personal 
de servicio adecuados. 


Washington Abdala, Eber Da Rosa, Sena- 
dores. 


6 de setiembre de 2005. 
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EXPOSICION DEMOTIVOS 


1. Antecedentes históricos 


La educación elemental o primaria se introdujo como una 
política nacional, social y educativa en el transcurso del 
Siglo XIX en los países que cumplieron un papel de avan- 


zada en cuanto a educación. La gran innovación consistió 
en proponer y establecer una educación común y básica 


para todos los niños. 


A partir de la década de 1870, en nuestro país, José Pedro 
Varela y en Argentina, Domingo Faustino Sarmiento pro- 
pondrán el desarrollo de la educación primaria, común y 
obligatoria -para ambos sexos- como condición indispensa- 
ble para superar el retraso social, cultural y económico de 
sus respectivos países. 


Estas propuestas se vinculaban con un movimiento 
innovador en los países desarrollados, que tuvo como 
eminentes figuras la de Jules Ferry, en Francia -quien va a 
proponer el establecimiento de la educación primaria de 
carácter obligatorio para toda la población infantil como 
responsabilidad de un Estado laico- o como la de Horace 
Mann, quien fue el gran propulsor de la nueva política 
educativa en Massachussets, Estados Unidos de América. 


En todos los casos se entendía que la escolarización de 
los niños debería comenzar a partir de los 6, y preferente- 
mente luego de cumplidos los 7 años de edad. El ingreso de 
los niños a las escuelas a edades relativamente elevadas era 
una respuesta a la precariedad material, de comunicaciones 
y de salud de la población en aquélla época, pero también 
ala vigencia de ciertos criterios, propios del Siglo XIX, que 
separaban en dos etapas la vida de la niñez: una a cargo de 
las familias y de preferencia bajo la responsabilidad de las 
mujeres del hogar y la otra, que se iniciaba posteriormente, 
en la que el niño era tratado como un adulto en miniatura y, 
si pertenecía aestrados sociales inferiores, era explotado y 
maltratado al igual que lo eran los otros miembros de sus 
pobres familias. 


Muy pocas voces en el Mundo propusieron la atención 
a los niños de menor edad. Una de las más brillantes fue la 
de Enriqueta Compte y Riqué, quien ya en su primera 
Memoria de 1889 explicó al magisterio uruguayo en qué 
consistía la incipiente Escuela Maternal de Francia, aún en 
transición entre la Sala de Asilo y el Jardín de Infantes! y a 
través de las Memorias siguientes introdujo en Uruguay 
una exhaustiva e inteligente información sobre las caracte- 
rísticas de los Jardines de Infantes de los países europeos 
más avanzados. 
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A pesar de la temprana fecha en que actúa la gran 
educadora uruguaya y a pesar del gran valor de sus argu- 
mentos a favor de la extensión de la educación inicial, ésta 
no fue considerada en Uruguay como un nivel educativo 
que debiera cubrir a toda la población en edad de asistir, lo 
que en la propia Europa Occidental y en los países escan- 
dinavos se cumplió hacia 1950. 


El Informe sobre el Estado de la Educación en el 
Uruguay? editado por el Ministerio de Instrucción Pública 
y Previsión Social, la Comisión de Inversiones y Desarrollo 
Económico (CIDE) y la Comisión Coordinadora de los Entes 
de Enseñanza, informa que el porcentaje de matrícula sobre 
la población de la edad respectiva, en 1963, era apenas del 
29% a la edad de 5 años, mientras que ascendía para las 
edades típicamente de la escuela primaria a guarismos por 
encima del 90%. Se puede observar, incluso, que ese magno 
estudio del Ministerio del Profesor Juan E. Pivel Devoto y 
en el que participaron destacados especialistas, sólo con- 
tiene unas líneas sobre este nivel educativo en una obra de 
casi 800 páginas. Sin duda, no fue por omisión, sino porque 
para el pensamiento de la época la educación 
institucionalizada comenzaba con la escuela y no con el 
jardín de infantes y además, porque la obligatoriedad legal 
de asistencia era a partir de los 6 años de edad. 


2. Evolución de la matrícula y acceso a educación ini- 
cial según estratificación social 


Los niños en condiciones de asistir a la educación inicial 
son aproximadamente 51.000 para cada una de las edades de 
3,4 y 5 años que, teóricamente, constituyen la población 
meta de la educación inicial. 


A partir de 1970 y hasta 1990 se cumple un crecimiento 
sostenido de la educación inicial pública. En la primera 
década el volumen de matriculados se incrementa en más de 
un 50% (de 20.131 a 31.791 alumnos). La tasa de crecimiento 
se mantiene casi constante en la década siguiente y en 1990 
se llega a la cifra de 46.200 matriculados, considerando en 
forma conjunta las edades 3, 4 y 5 años. Pero en el quinque- 
nio 1990-1995 el ritmo de crecimiento se vuelve mucho más 
lento: apenas se agrega un volumen de 3.400 nuevos matri- 
culados. 


Todo parece indicar que estaba finalizando el ciclo de la 
incorporación fácil de nuevos niños. Dicho de otra forma: 
fue la demanda de nuevos cupos de educación inicial la que 
movilizó a la autoridad educativa que reaccionó ante la 
presión social tratando de satisfacerla. Se crearon nuevos 
grupos escolares en la medida en que se amplió la capacidad 


1 Enriqueta Compte y Riqué (1933). “1* Memoria. La escuela maternal (París, diciembre 31 de 1889)” en Estudio y Trabajo, Montevideo, Uruguay. 


2 Ministerio de Instrucción Pública y Previsión Social, Comisión de Inversiones y Desarrollo Económico, Comisión Coordinadora de los Entes de Enseñanza (1965) 


Informe sobre el estado de la educación en el Uruguay. Montevideo, Uruguay. 
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locativa de la educación primaria con la construcción de 
nuevas aulas y escuelas, pero fundamentalmente la dispo- 
nibilidad de medios para ampliar la cobertura de la educa- 
ción inicial se produjo con la capacidad ahora no utilizada 
en las escuelas con motivo de la discriminación de la deman- 
da para cursos de escuela común. Esto fue el resultado de 
un proceso mayor que consistió en la disminución de las 
tasas de natalidad en familias de clase media. 


En el otro extremo de la sociedad, en los sectores más 
bajos de la estratificación social, la tendencia era y es 
exactamente contraria. Las relaciones sexuales se iniciaban 
aedades más tempranas y el embarazo precoz caracterizó a 
la fecundidad de los sectores sociales más desprotegidos. 
Uruguay mantuvo un volumen total de nacimientos en el 
orden de 50.000 anuales, pero la estabilidad ha sido resul- 
tado de la neutralización de tendencias contrarias: por una 
parte la disminución de las tasas de natalidad en parejas de 
educación media o superior y un desplazamiento de los 
primeros embarazos hacia edades más altas, mientras que en 
el otro extremo de la sociedad, es decir en familias de bajos 
ingresos y escasos años de escolaridad, se producía un 
fenómeno contrario: muchachas adolescentes, con una 
escolarización de escuela primaria o incipiente educación 
media tenían sus primeros hijos en edades adolescentes y 
estos alumbramientos tempranos constituyeron un por- 
centaje muy considerable del total de nacimientos del país. 


Como resultado de esta divergencia en las tendencias de 
la natalidad según grupos sociales se produjo un desequi- 
librio entre la oferta teórica de servicios educativos y la 
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demanda teórica de las madres. Las pocas aulas existentes 
se encontraban en antiguos barrios de clase media, mien- 
tras que el alto volumen de niños que no podía acceder a la 
escuela estaba radicado en barrios nuevos, en poblaciones 
periféricas carentes de muchos tipos de servicios sociales. 


La contradicción fue detectada por la administración del 
período 1990-1995 que con financiamiento externo creó un 
programa de inversión social (PRIS) que comenzó a atender 
la demanda de educación preescolar en asentamientos hu- 
manos de familias de bajos ingresos mediante la construc- 
ción de establecimientos especializados para la atención 
preescolar -separados de las escuelas primarias- bajo la 
forma institucional de jardines de infantes. 


Sin embargo, los resultados en cuanto a volúmenes de 
niños atendidos fueron limitados. La matrícula de educa- 
ción inicial pública incorporó tan solo 3.400 niños adiciona- 
les entre 1990 y 1995, llegando a una cobertura nacional de 
49.618 niños de las edades de 3, 4 y 5 años, incluyendo en 
este total a los jardines de infantes y a las clases de 
educación inicial de escuelas urbanas y rurales de todo el 
país. 


La población total de 4 y 5 años era de aproximadamente 
104.000 niños y lo más importante era el sesgo social que 
caracterizaba a los excluidos de la educación inicial. 


La Encuesta Continua de Hogares del Instituto Nacional 
de Estadística (INE) de 1994 nos informa de lo siguiente: 


Cuadro 1. Asistencia de los niños de 4 y 5 años a educación preescolar según 
quintiles de Ingreso per cápita de los hogares y región (en porcentajes) 
Segundo semestre 1994 


Quintiles de 
ingreso pc |Región Montevideo 


Interior urbano 


El oasis | asiste | asiste | asiste 


ler. quintil 
2do. quintil 


3er. quintil 


4to. quintil 


Sto. quintil 


Totales 


Fuente: I.N.E., Encuesta Continua de Hogares, 2do. Semestre 1994. 
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La carencia de oportunidades sociales de recibir educa- 
ción a las edades de 4 y 5 años tenía un doble sesgo 
discriminador. Por una parte existía una discriminación 
contra las familias residentes en centros urbanos del Inte- 
rior: no asistía -habría que decir no tenían oferta educativa 
pública y por tanto no figuraban como asistentes a la 
escuela- el 45% de los niños de 4 y 5 años. Mientras tanto 
los niños excluidos de la educación inicial en Montevideo 
eran el 29% o, dicho de otra forma, la tasa de exclusión era 
un tercio inferior a la que caracterizaba la condición de la 
población urbana del Interior. A ello es necesario agregar 
que la población rural no contaba, prácticamente, con oferta 
de educación inicial. 


Por otra parte regía una clara discriminación en términos 
de ingresos. En Montevideo el 20% de los hogares con los 
más altos ingresos enviaba a la totalidad de sus hijos a la 
educación preescolar; los niños de hogares con ingresos 
que los ubicaban en el 4to. quintil también asistía en su casi 
totalidad y la franja media de hogares del 2do. y 3er. quintiles 
tenían cubiertos por la educación inicial a más del 80% de 
sus hijos. 


La caída era muy fuerte cuando se pasaba a los niños de 
hogares más pobres: en Montevideo sólo asistía la mitad de 
ellos y en el Interior urbano la asistencia a las clases 
jardineras oa los jardines de infantes sólo cubría al 40% de 
ellos. Estas proporciones tienen una significación mayor 
cuando se considera que por la diferencia en las tasas de 
natalidad -muy altas en los hogares más pobres y muy bajas 
en los hogares más ricos- los hogares de la parte inferior de 
la escala de ingresos (familias en el primer quintil de la 
distribución) procrean y/o sostienen a más del 50% de 
todos los niños en edad preescolar del país. 


En el Interior urbano la asistencia a la educación inicial 
de los niños del 2do. quintil era de apenas el 50% e incluso 
para los hogares en la mitad de la escala de ingresos la tasa 
de asistencia era muy baja. 


La escasa matriculación de los niños pequeños era el 
resultado de la limitada oferta de servicios públicos y por 
tanto gratuitos. 


En 1994 la mitad de los niños de Montevideo, de 4 y 5 
años, que asistía a la educación inicial lo hacía a estableci- 
mientos privados y como ello supone disponibilidad de 
ingresos monetarios a ese tipo de educación concurría el 
92% de los niños de hogares con ingresos elevados que se 
ubicaban en el quintil superior de la distribución y el 76% 
de los niños de hogares del cuarto quintil. Obviamente, la 
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presencia de niños de los quintiles inferiores bajo cobertura 
privada era mínima y seguramente lo que los encuestados 
declaran como asistencia a un centro educativo podría 
definirse más como “lugar en que alguien cuida alos niños” 
y no como una escuela. 


3. La nueva política propuesta por el CODICEN y apro- 
bada en la Ley de Presupuesto. (Enero de 1996) 


El Consejo Directivo Central de la Administración Na- 
cional de Educación Pública presentó al Poder Legislativo 
una documentada exposición de los objetivos y metas de la 
reforma educativa. 


El primero de ellos fue promover la equidad social a 
través de la intervención educativa y establecer condicio- 
nes en la educación que permitieran que todos los niños 
-con independencia de su origen social y cultural- pudieran 
adquirir los conocimientos de base (razonar, analizar, clasi- 
ficar, comprender el funcionamiento de la naturaleza y de la 
vida social) que les permitieran, posteriormente, adquirir 
conocimientos específicos. 


Dado que el conocimiento científico indica que el desa- 
rrollo del pensamiento se logra a partir del desarrollo del 
lenguaje y mediante la socialización de los niños de corta 
edad en un contexto rico en elementos culturales, la estra- 
tegia educativa se propuso universalizar la asistencia de 
todos los niños de 4 y 5 años a la Educación Inicial, para lo 
cual era indispensable desarrollar en los Institutos Norma- 
les de todo el país la formación de maestros especializados 
en la compleja tarea de educar a los más pequeños en la 
educación inicial. *. 


En el Plan de Presupuesto la ANEP definió una serie de 
metas que en el caso de la educación inicial comprendió 
brindar educación inicial a 45.000 niños de cinco años y 
lograr una cobertura para los niños de 4 años a través de la 
escolarización de 40.000 niños de esa edad. En 1995, la 
matrícula de educación inicial, sumando todas las edades, 
fue de 44.130 niños en todo el país*, lo que implicaba asumir 
como objetivo la duplicación de la cobertura en un lapso de 
5 años. 


Las políticas del CODICEN para lograr la extensión de la 
oferta de servicios educativos y lograr una adecuada aten- 
ción a las familias y los niños más afectados por la des- 
protección social implicaron un esfuerzo de establecer indi- 
cadores y posteriormente de crear grupos y centros de edu- 
cación inicial en aquellas localidades y en aquellos asen- 
tamientos humanos con mayores necesidades sociales. 


3 “...el problema para nosotros no es el de la Escuela, sino qué país vamos a estar construyendo para el siglo venidero (...) queremos un país con personas inteligentes 
e integradas, puesto que no va a haber países ricos y pobres, sino que va a haber países con educación y sin educación (...) estamos seguros que con el trabajo colectivo 
vamos a contribuir a armar un modelo de país, orgulloso de sus logros, orgulloso de su población y especialmente orgulloso de su Escuela Pública”. CODICEN, 


Reforma de la educación: una alternativa real. Montevideo, febrero de 1999 


4  ANEP-CODICEN (1995). Proyecto de Presupuesto Sueldos, Gastos e Inversiones 1995-1999, Tomo I. Montevideo, Uruguay. 
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Se identificaron barrios y ciudades de acuerdo a 
indicadores del Censo de Población y de las Encuestas 
Continuas de Hogares que permitieran vincular la tasa de 
asistencia a la educación preescolar con el nivel 
socioeconómico de los hogares. Se estableció la correla- 
ción existente entre la no asistencia a la educación prees- 
colar y las tasas de repetición en primer curso de escuela y 
en cursos sucesivos. Se analizó el registro de logros acadé- 
micos de los escolares según la familia estuviera integrada 
por padre y madre o fuera esta última la jefa de hogar. Los 
indicadores recién señalados más un conjunto de datos 
sobre el rendimiento escolar -tasas de repetición, días de 
asistencia promedio en cada curso de las distintas escuelas, 
calificaciones logradas por los escolares en oportunidad de 
los Censos sobre aprendizajes en 3” y 6” años escolares 
llevados a cabo por el Proyecto de “Mejoramiento de la 
Calidad de la Educación Primaria “(MECAEP)- permitieron 
establecer los objetivos en cuanto a construcción y 
equipamiento de aulas en todo el país. 


En el período 1995-2000 se construyeron 1033 aulas para 
educación inicial y educación primaria”, de las cuales 356 se 
localizaron en Montevideo y 677 en el Interior, con diferen- 
cias muy importantes entre los Departamentos dado que 
sus crecimientos poblaciones en unos casos habían sido 
negativos en el período intercensal 1985-1995 y en otros 
positivos, pero con una diferencia de escala muy conside- 
rable por las diferentes magnitudes de incremento de la 
población en edad escolar. A ello se agrega el estado de 
deterioro preexistente de los edificios escolares que resultó 
muy desigual según departamentos y ciudades. 


4. La evolución de la matrícula y la penetración del 
sistema de educación inicial en la población elegible 


En el período que se inicia a partir de 1995 las cifras 
relativas a matrículas de educación inicial son más precisas 
como consecuencia de que se establece para todo el país un 
período de inscripción en los últimos meses del año prece- 
dente al ingreso de los niños. 


La autoridad educativa pudo, de esta manera, disponer 
de un plazo de seis meses para distribuir la demanda de 
plazas entre las escuelas existentes con capacidad vacante 
y, fundamentalmente, construir nuevas aulas y escuelas 
donde la demanda de las familias no tenía posibilidad física 
de ser atendida de no mediar la construcción de nuevas 
escuelas. 


Paralelamente, se realizaron importantes campañas de 
promoción de la educación inicial explicando a las familias 
el papel que ese nivel de atención tiene en el desarrollo de 
las capacidades intelectuales de los niños. 


Esas campañas tuvieron el respaldo de una muy activa 


5 Gerencia de Inversiones del CODICEN, ANEP. 
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política de construcciones escolares -utilizando los nuevos 
recursos financieros adjudicados por la Ley de Presupues- 
to de enero de 1996- pero también gestionando una amplia- 
ción del préstamo que con el Banco Mundial tenía el Gobier- 
no de Uruguay (MECAREP Il), para lograr una masa de 
recursos financieros que permitieran realizar las construc- 
ciones de aulas y equiparlas. 


Una de las claves del mayor desarrollo de la matrícula fue 
ofertar en las escuelas comunes atención a los niños de 4 
años -que hasta ese momento sólo se ofrecía en los jardines 
de infantes, cuyos edificios eran aproximadamente un 10% 
del total de escuelas urbanas- lo que permitió que: 


a) Las familias tuvieran oferta preescolar en la escuela 
del barrio o del pequeño poblado del interior del país. 


b) Los niños mayores de las familias pudieran conducir 
a sus hermanos menores a la escuela, lo que antes 
sólo lo hubieran podido hacer los adultos dada la 
considerable distancia entre hogar y Jardín y los 
riesgos de una marcha a pie por un número conside- 
rable de cuadras. 


La segunda clave fue la extensión de los servicios edu- 
cativos a barrios nuevos resultantes de los desplazamien- 
tos de la población, y a escuelas rurales que con sólo 15 
niños matriculados estaban autorizadas a crear un grupo 
preescolar, integrando niños de 4 y 5 años. 


La tercera clave fue desarrollar la especialización de 
maestra de educación inicial en todos los Institutos Norma- 
les del país, lo que promovió una gran oferta de maestras 
especializadas en todos los rincones del país y como con- 
secuencia un incremento en las capacidades y en los 
aprestamientos adquiridos por los escolares, cuya demos- 
tración cotidiana estimulaba a las otras familias a enviar 
también a sus hijos a la educación inicial. 


En 1995 la matrícula de todas las edades de la educación 
inicial pública de Uruguay era de 49.618 niños de las edades 
3,4 y 5 -aunque la enorme mayoría estaba concentrada en 
la edad cinco- lo que en relación a la población teóricamente 
elegible representaba el 45%. A partir de esa fecha la polí- 
tica de expansión de la educación inicial lleva aincrementar 
los niños atendidos a 56.050 en 1996, 66.612 en 1997, 73.256 
en 1998,78.047 en 1999 y 87.607 en el año 2000. Las tasas de 
incrementos anuales en este período fueron, respectiva- 
mente, del 13%, del 18.8%, del 10%, del 6,5% y finalmente del 
12,2% en el año 2000. En resumen, se pasó de una cobertura 
educativa sobre la población total de 4 y 5 años del 45% en 
1995 al 77,7% en el año 2000. 


A partir de esa fecha y hasta el año 2004 se produce un 
estancamiento en el volumen de niños atendidos en lo cual 
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pueden haber incidido: (1) la declinación de la tasa de 
natalidad, y (11) debilitamiento de la política de educación 
inicial que no fue capaz de ofrecer nuevos servicios en los 
barrios y poblaciones marginales, donde se estaba despla- 
zando la población más pobre con niños pequeños. 


El crecimiento de la matrícula en el Interior del país fue 
muy superior al de Montevideo, 84% frente a 62% en el 
período 1995-2000. Debe anotarse que la oferta preescolar 
oficial no cubría adecuadamente las transformaciones de 
ciudades y pueblos del Interior del país, ni atendía el efecto 
de las mayores tasas de fecundidad en la demanda educa- 
tiva. Podría hablarse de que el Interior tuvo una demanda 
“represada” que, al aumentar la oferta de servicios gratui- 
tos, permitió a las familias llevar sus niños pequeños a la 
educación inicial. 


Debe anotarse que de acuerdo a la Encuesta Continua de 
Hogares del segundo semestre del año 2004, al reunir la 
información sobre la asistencia de los niños de 3 a 5 años 
ala educación preescolar y clasificarla por tipo de estable- 
cimiento, resulta que para todo el país se encontraban 
asistiendo el 69,9% de dichos niños; 54,6% estaban en 
establecimientos públicos y el 15,3% asistían a estableci- 
mientos privados. Es interesante destacar que la par- 
ticipación de la educación privada es mucho más inten- 
sa en la población infantil de Montevideo, donde com- 
prende más de un tercio de los asistentes, mientras que en 
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el Interior supera levemente a la décima parte. 


Sobre las características de la educación privada, las 
informaciones son escasas. Es un nivel educativo no sujeto 
a contralor público y lo poco que se puede decir al respecto 
es que contiene dos grandes categorías. Una -de muy buena 
calidad de equipamiento y con docentes especializados- 
atiende alos niños de familias cuyos jefes tienen educación 
superior e ingresos medio-altos y superiores. En Montevi- 
deo, los hogares de los quintiles IV y V de la distribución 
de los ingresos envían entre el 60 y el 80% de sus niños a 
las escuelas privadas. 


Una segunda categoría de educación privada según la 
Encuesta de Hogares, tendría características exactamente 
opuestas, ya que atiende en proporciones interesantes a 
los niños cuyos hogares se ubican en los quintiles II y HI 
de la distribución del ingreso. Es posible suponer que en 
esta categoría figuran escuelitas instaladas en una habita- 
ción de una casa, hasta la situación de mujeres que cuidan 
niños durante ciertas horas, en locales ad-hoc para que las 
madres puedan trabajar. 


Cabe agregar que en el quintil superior de la distribu- 
ción del ingreso la atención por parte de la escuela pri- 
vada es entre dos veces, en el Interior, y cuatro veces, en 
Montevideo, superior a la cobertura de la educación públi- 
ca. 


Cuadro 2. Evolución de la matrícula de educación inicial pública según región 
(Período 1995 - 2004) 


1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 


País 49.61 
8 


Montevideo 16.98 
3 

32.63 

3 


Interior 


Urbano 


66.61 73.25 78.04 87.60 90.15 87.89 88.86 87.23 
2 6 7 7 1 5 6 7 
21.76 23.09 24.97 27.55 28.05 26.48 27.20 26.24 
7 2 1 9 7 4 3 8 


44.84 50.16 53.07 60.04 62.10 61.41 61.66 60.98 
5 4 6 8 0 1 3 9 


Fuentes: años 1995 a 1999 - ANEP-CODICEN, Gerencia de Planeamiento. "Análisis de matrícula de educación Primaria Pública 
1950-2000", Serie "Cuaderos de Estadística”. Montevideo, agosto 2000 
Años 2000 a 2004 - Planillas enviadas por las Inspecciones Departamentales en los meses de marzo y abril al Consejo de Educación 


Primaria de la ANEP y procesadas por la Oficina de Estadística 
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Cuadro 3. Asistencia de niños de 3 a 5 años a educación preescolar por tipo de establecimiento y según quintiles de 
ingreso per cápita de sus hogares (en porcentajes) 
Por área geográfica urbana, 2do. semestre 2004. 


Total País 


Quintiles de ingreso per | Total | Público | Privado Total | Público | Privado 
cápita de los hogares 


Quintil l 
Quintil II 
Quintil HI 
Quintil IV 
Quintil V 


Montevideo Interior 


Público |Privado 


ICC EC E CIC O A TC 


Fuente: I.N.E., Encuesta Continua de Hogares, 2do. semestre 2004. 


5. La cobertura de la educación inicial según edades y 
status social 


La Encuesta Continua de Hogares del segundo semestre 
del año 2004, elaborada por el Instituto Nacional de Estadís- 
tica, presenta un panorama muy explícito sobre oportunida- 
des y obstáculos para que los niños accedan y se manten- 
gan en el ámbito de la educación inicial. 


Este relevamiento -que cubre todos los centros urbanos 
de 5.000 y más habitantes- demuestra que en el año 2004 casi 
se había logrado que todos los niños, que tenían cinco años 
cumplidos a la fecha que los encuestadores llegaron a sus 
casas, asistieran a la educación preescolar. Para los hoga- 
res cuyos jefes tenían los más altos niveles educativos a 
partir del segundo ciclo de educación secundaria, los regis- 
tros de asistencia son del orden del 100%; los niños en 
hogares cuyos jefes habían logrado conocimientos de pri- 
mer ciclo de educación media también estaban escolarizados 
pero en un 95% de los casos. Finalmente, en la población en 
edad escolar de hogares cuyos jefes tan sólo habían logra- 
do la primaria el registro de escolarización caía al 89%. 


Los esfuerzos cumplidos por la sociedad respaldando la 
decisión de los Poderes Ejecutivos y Legislativo de propor- 
cionar mayores recursos para la educación pública y de 
establecer la obligatoriedad de la educación inicial para los 
niños de 5 años (Ley N* 17.015 promulgada el 20 de octubre 
de 1998); incidieron favorablemente en que la efectividad de 
la educación obligatoria para dichos niños se lograra en un 
plazo de tiempo mínimo que la ley preveía que fuera de 
cuatro años. 


La mencionada Ley manifestó la aspiración de que se 
adoptaran medidas de extensión de la educación inicial alos 
niños de cuatro años: 


“Alcanzada la cobertura en el nivel cinco años, la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública deberá adoptar 
las medidas necesarias para la extensión de la oferta estatal 
de educación inicial en el nivel cuatro años de edad hasta 
suuniversalización.” (Artículo 5%, Ley N* 17.015). 


Paralelamente, las autoridades educativas fueron cum- 
pliendo con considerable esfuerzo para incorporar a los 
niños de 4 años a la educación inicial, como se manifiesta 
en los cuadros estadísticos en este documento. 


A pesar de dichos esfuerzos la cobertura de los niños de 
4 años de edad no logró satisfacer las expectativas. Mien- 
tras la ECH del segundo semestre del 2004 indica que a los 
5 años asistía el 94%, el promedio bajaba al 71,5% enel caso 
de los niños de 4 años. 


Esta tasa más débil de cobertura se explica por tres 
razones fundamentales. La primera, se debe a la exigencia de 
que los niños para ser matriculados en la escuela pública 
deben tener 4 años cumplidos al 30 de abril del año respec- 
tivo. La norma automáticamente excluye de la escolaridad a 
todos los niños que cumplen 4 años entre el 1? de mayo y 
el 30 de noviembre porque como la autoridad pública no 
tuvo capacidad de desarrollar la educación para los niños 
de 3 años -por insuficiencia financiera y de capacidad 
locativa para extender la escolarización alos más pequeños- 
optó por bloquear su ingreso para ocho doceavas partes de 
los niños que en el año calendario cumplen 4 años. 


La segunda razón de la exclusión es de naturaleza social. 
En el segundo semestre del 2004 estaban matriculados el 
100% de los niños pertenecientes a hogares cuyos jefes 
eran maestros o profesores y más del 94% de aquellos que 
tenían títulos universitarios. En el otro extremo, cuando los 
niños provenían de hogares cuyos jefes habían logrado 
como nivel educativo máximo la escuela primaria, cuatro de 
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cada diez quedaban fuera de la escuela. Es muy explícito el 
que la tasa de asistencia se incremente en relación propor- 
cional al nivel educativo de los jefes de hogares: es del 59% 
para primaria, del 70% para educación media de primer ciclo, 
de 85% para secundaria de segundo ciclo, y por encima de 
90% para hogares cuyos jefes tienen estudios de tercer 
nivel (ver Cuadro 4). 


La tercera razón es el refuerzo entre la educación del jefe 
de hogar y los ingresos per cápita del hogar. La información 
que presenta el Cuadro 3 muestra en forma clara que la 
asistencia de los niños de 3 a 5 años a la educación privada 
comienza con guarismos mínimos de los hogares de los 
quintiles 1 y II, asciende en los siguientes, es de más del 50% 
en el quintil IV y llega a comprender el 72% de todos los 
niños provenientes de hogares del quintil superior de la 
distribución de los ingresos. 


Como la oferta pública para atender alos niños de 3 años 
es casi nula, los recursos financieros no permitían lograr 
simultáneamente la escolarización de los niños de 4 y 5 años 
y también de los 3 años. La asistencia está condicionada en 
forma muy marcada por los ingresos per cápita del hogar. 
Los dos quintiles superiores aseguran que sus niños, en 
más de un 75% de los casos, puedan disfrutar de esta forma- 
ción, mientras que en el otro extremo los niños que pertenecen 
a los hogares que por sus escasos ingresos se ubican en el 
quintil I, tan sólo en un 28% logran estar matriculados en la 
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educación inicial. La estratificación de asistencia es 
muy similar si se consideran los estudios logrados por el 
jefe de hogar: un 81% de los niños en que el jefe de hogar 
tiene un título universitario asisten, mientras sólo lo hacen 
uno de cada cuatro a uno de cada tres de los niños que 
pertenecen a hogares cuyos jefes tienen la más baja 
escolarización. 


Como en Uruguay los requerimientos para los distintos 
desempeños ocupacionales están altamente vinculados a la 
educación y como la diferencia en cuanto a remuneraciones 
también depende de la educación es obvio el ordenamiento 
resultante de no mediar políticas públicas que establezcan 
una democratización en el acceso y la permanencia de los 
niños como se hizo con la escolarización de los niños de 5 
años. 


La intensa repercusión de la estratificación de ingresos 
y de estudios de los jefes de familia se potencia porque aún 
no existe oferta educativa gratuita para los niños de 3 años 
y porque hay extremas dificultades para incorporar a la 
mayoría de los niños de 4 años -que son de derecho elegi- 
bles en la educación pública- porque no teniendo recursos 
las familias para pagar educación inicial privada para sus 
hijos de 3 años y también para los niños de 4 años, cuando 
éstos nacieron más allá del mes de mayo, no queda otra 
opción para las familias que demorar en un año calendario 
el ingreso a la educación pública. 


Cuadro 4. Asistencia de niños de 3 a 5 años a educación preescolar según 
nivel de instrucción del jefe de hogar (en porcentajes) 
País urbano, 2do. semestre 2004 


Nivel de instrucción 


Sin instrucción --- 80,6 100,00 
Primaria 33,0 59,3 89,4 


Secundaria ler. ciclo 21,7 69,8 95,2 


Ed. Técnica 43,1 70,0 95,1 
Secundaria 2do. ciclo 100,0 


Magisterio/Profesorado 


Totales 41,7 71,5 93,9 


Fuente: I.N.E., Encuesta Continua de Hogares, 


2do. 


semestre 2004. 
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Cuadro 5. Asistencia de niños de 3 a 5 años a educación preescolar según 
quintiles de ingreso per cápita de sus hogares (en porcentajes) 
País urbano, 2do. semestre 2004 


Quintiles de ingreso pe 
de los hogares 


Quintil l 


Quintil HI 


Quintil TI 


Quintil IV 


Quintil V 


Totales 


Fuente: I.N.E., Encuesta de Hogares, 2do. semestre 2004. 


6. Conclusiones 


La información precedente permite sintetizar las conclu- 
siones sobre los obstáculos a la difusión de la educación 
inicial en la edad 4 años y por arrastre en la edad 3 años en 
los siguientes términos: 


i. Laley estableciendo la obligatoriedad de la asisten- 


mo. 


cia a la educación inicial a la edad de 4 años tendrá 
un efecto similar a la adoptada por el Parlamento 
respecto de la edad 5 años en 1998. 


La población y en particular las familias son muy 
sensibles a las orientaciones que emanan de la dis- 
posición legislativa. 


El ingreso de los niños al curso inicial de la educación 
pública se encuentra obstaculizado por la exigencia 
de la edad mínima. La actual normativa bloquea el 
acceso a la escuela a las ocho doceavas partes de los 
niños que cumplen 4 años en el mismo año calenda- 
rio. En las sociedades Europeas -en particular en 
aquellos países históricamente vinculados con la 
formación de Uruguay, como España, Francia e Italia- 
la educación inicial comienza a la edad de 3 años y el 
Estado provee de servicios públicos en forma gratui- 
ta para toda la población. En Francia, incluso, se está 
incorporando a alrededor de la mitad de los niños de 
2 años a la educación pública inicial, aprovechando 
el descenso de la natalidad que habilita el uso de 
capacidades locativas para atender a los de menor 
edad. 


iii. Uruguay demostró que en el transcurso de tan sólo 


5 años Total 3-5 
61,7 90,2 60,7 
75,9 98,8 76,1 


85,2 97,7 83,1 


94,9 100,0 88,5 
94,1 100,0 91,9 


71,5 93,9 69,9 


cinco años pudo duplicar el volumen de su matrícula 
de educación inicial en las escuelas públicas del país, 
por lo que sería posible volver a realizar una acción 
similar con los niños de 4 años, lo que tendría por 
efecto, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3* del 
presente Proyecto de Ley, la incorporación de todos 
los niños que en el transcurso del año lectivo cum- 
plan los 4 años de edad. 


iv. El sistema actual de edades mínimas que sólo rige 
para la educación pública implica una profunda dis- 
criminación social. Los hogares con ingresos finan- 
cieros superiores pueden asegurar la escolarización 
de la totalidad de sus niños de 4 años y de más de las 
tres cuartas partes de los niños de 3 años, mientras 
que en el otro extremo de la distribución de los 
ingresos, por pertenecer a los dos quintiles más 
bajos, los hogares sólo pueden acceder a la educa- 
ción gratuita con la consecuencia de que tienen 
escolarizados a los 4 años menos de dos terceras 
partes de sus niños en el quintil Il y en el orden del 
60% en el quintil I que, paralelamente, sólo logra 
ubicar en la educación formal a poco más de una 
cuarta parte de sus hijos de 3 años. 


Las observaciones precedentes sobre la necesidad de 
incorporar a la escuela a la totalidad de los niños de 4 años 
y aquellos de 3 que van a cumplir aquella edad en el 
transcurso del año lectivo se vincula a un problema muy 
profundo que tiene actualmente la sociedad uruguaya. El 
problema es que la reproducción de la población está sien- 
do realizada en forma dominante por las familias de más 
bajos ingresos y de menor cultura de la sociedad. 


De acuerdo a los datos de la Encuesta Continua de 
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Hogares del año 2004, el 57% de los niños de 3, 4 y 5 años 
viven en hogares que detentan los más bajos ingresos de la 
sociedad, quelos sitúan en el primer quintil de la distribu- 
ción de ingresos. El segundo quintil aporta el 19,9% de los 
niños, lo cual quiere decir que los dos segmentos más 
pobres de la sociedad uruguaya tienen a su cargo la repro- 
ducción más del 75% de su población futura. 


La misma Encuesta nos indica que el 40,6% de los jefes 
de hogar -hombres o mujeres- donde se crían los niños de 
3 a 5 años tienen como nivel máximo de escolarización la 
escuela primaria. En el conjunto de las sociedades europeas 
se ha establecido que la educación obligatoria comprende 
la totalidad de la primaria y de la media (doce años de 
escolarización) y esta disposición ya tiene vigencia desde 
hace casi 20 años en los países miembros de la Organización 
de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE)!. Si se 
aplicaran a Uruguay los criterios de la OCDE sólo el 12% de 
los jefes de hogar alcanzarían los requerimientos mínimos, 
es decir haber completado doce años de escolarización. 
Mientras tanto todos aquellos que tuvieron como techo 
nueve años de escolarización representan más del 70% de 
los jefes de hogar donde viven niños entre 3 y 5 años de 
edad. 


La modernización de la sociedad uruguaya, su capaci- 
dad de participar en pie de igualdad educativa junto a los 
países desarrollados está severamente comprometida por la 
escasa educación y bajos ingresos de las familias que 
tienen hijos y por tanto reproducen a la población. 


Un estudio exhaustivo sobre la reproducción biológica 
y la organización de las familias nos estaría indicando un 
alto porcentaje de mujeres muy jóvenes, de mínima educa- 
ción y carentes de compañeros masculinos estables como 
el sesgo adicional y alarmante de la reproducción biológica 
de la sociedad. Si a las condiciones de bajos ingresos y de 
escasa educación se le sumara debilidad de la organización 
familiar para atender la procreación, se concluiría que de no 
mediar un esfuerzo sistemático de la sociedad para mejorar 
la alimentación, la salud y la educación de los niños de 
primera infancia, la sociedad uruguaya tendría por delante 
un porvenir bastante complejo, derivado de las modalida- 
des de su reproducción biológica y su reproducción social, 
no compensadas por una vigorosa política de atención 
educativa en las primeras edades de la vida. 


Washington Abdala, Eber Da Rosa. Sena- 
dores. 


6 de setiembre de 20053. 


6 OECD (2004). Education at a Glance 2004. París, France. 
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En Montevideo, el día veintisiete de abril del año dos mil 
seis, ala hora once y cinco minutos se reúne la Comisión de 
Educación y Cultura de la Cámara de Senadores._______ 
Asisten la señora Senadora Margarita Percovich y los se- 
ñores Senadores Ruperto Long, Eduardo Lorier, Leonardo 
Nicolini y Julio María Sanguinetti. __________ 
Faltan con aviso los señores Senadores Alberto Cid y Ambrosio 
Rodríguez, según notas oportunamente presentadas. ____ 
Asisten especialmente invitados, los señores Senadores 
Eber DaRosa y Francisco Gallinal.__________________ 
Preside el señor Senador Leonardo Nicolini, Presidente de 
Ta (EOMISIÓMS ot toc a 
Actúa en Secretaría el señor Secretario Alberto Martínez 
Payssé, con la colaboración del funcionario Jorge Fernández 
Rossi. 


CARPETA N* 479/2006. REPUBLICA DE CROACIA. SE 
DESIGNA A LA ESCUELA N*275 DEL DEPARTAMENTO 
DE MONTEVIDEO, DEPENDIENTE DEL CONSEJODEEDU- 
CACION PRIMARIA (ANEP). Mensaje del Poder Ejecutivo. 
(Distribuido N* 793/2006). 
ASUNTOS ENTRADOS: 
CARPETA N* 479/2006. REPUBLICA DE CROACIA. SE 
DESIGNA ALA ESCUELA N*275 DEL DEPARTAMENTO 
DE MONTEVIDEO, DEPENDIENTE DEL CONSEJO DEEDU- 
CACION PRIMARIA (ANEP). Mensaje del Poder Ejecutivo. 
(Distribuido N* 793/2006). 
ASUNTOS TRATADOS: 
CARPETA N* 479/2006. REPUBLICA DE CROACIA. SE 
DESIGNA LA ESCUELA N* 273 DELDEPARTAMENTO DE 
MONTEVIDEO, DEPENDIENTE DEL CONSEJO DE EDU- 
CACION PRIMARIA (ANEP). Mensaje del Poder Ejecutivo. 
(Distribuido N* 793/2006). 
Se vota: 4en4. AFIRMATIVA. UNANIMIDAD de señores 
Senadores presentes. Se designa Miembro Informante -ver- 
bal- la señora Senadora Margarita Percovich.__________ 
TEXTODELPROYECTODELEY APROBADO.________ 
“Artículo Unico.- Desígnase a la Escuela N*275, del Departa- 
mento de Montevideo, con el nombre de “República de Croacia”. 
CARPETA N”* 326/2005. ASISTENCIA A LA ESCUELA 
PRIMARIA. Será obligatoria para todos los niños de 4 años. 
Proyecto de ley presentado por los señores Senadores 
Washington Abdala y Eber Da Rosa. (Distribuido 
N* 424/2005). La Comisión recibió el señor Senador Eber Da 
Rosa, dejándose constancia que el señor Representante 
Nacional Washington Abdala comunicó su imposibilidad 
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de concurrir a esta sesión. 
Se vota un proyecto de ley sustitutivo: 5en5. AFIRMATI- 
VA. UNANIMIDAD de señores Senadores presentes. Se 
designa Miembro Informante -verbal- a la señora Senadora 
Margarita Percovich. II 
TEXTO DELPROYECTODELEY APROBADO. _______ 
“Artículo 1”.- Son obligatorias la educación inicial para los 
niños de cuatro años de edad y la educación primaria para 
los niños de 6 a 14 años. 
Artículo 2”.- La obligación establecida en el Artículo 1* de 
la presente ley deberá ser efectiva para todos los padres, 
tutores o responsables legales de los niños en cumpli- 
miento del principio establecido en la Ley N* 17.823, artículo 
N* 119, literal CO). 
Artículo 3”.- La Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP), deberá incorporar a las escuelas a todos 
los niños cuyos padres, tutores o responsables legales 
hayan solicitado la matriculación de los mismos.” ______ 
A continuación ingresa a Sala una delegación de la Comi- 
sión Organizadora del Debate Educativo, integrada por los 
señores: licenciado Daniel Corbo, profesora Elsa Gatti, 
maestra Elisa Lockhart y maestro Miguel Soler Roca. ____ 
CARPETA N*412/2005. CREACION DEL ARCHIVO LAVA- 
LLEJA-RIVERA-ORIBE. Proyecto de ley presentado por el 
señor Senador Francisco Gallinal. (Distribuido N*626/2005). La 
Comisión recibió al señor Senador Francisco Gallinal. 
RESOLUCIONES: 
Se resuelve invitar al señor Ministro de Educación y Cultura 
y al Director de Cultura para el tratamiento del proyecto de 
ley por el que se crea el Archivo Lavalleja-Rivera-Oribe. ___ 
De lo actuado se procede a la toma de la versión taquigráfi- 
ca, cuyas copias dactilografiadas lucen en los Distribuidos 
Nos. 804, 805 y 806/2006 y forma parte de la presente Acta. 
A la hora trece se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y el señor Secretario 


de la Comisión. 


Leonardo Nicolini 
Presidente 


Alberto Martínez Payssé 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 

(Se lee) 

- En discusión general. 

Tiene la palabra la señora Senadora Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: todavía está- 
bamos viendo una mejor redacción para este proyecto de 
ley. Nuestro país, en el proceso de legislación, ha ido 
derogando normas, y de una forma un poco insólita no han 
quedado claramente registradas. Aunque, como me lo seña- 
laba la señora Senadora Nora Castro, sí figura en la Cons- 
titución la obligatoriedad de la Enseñanza Primaria, en las 
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sucesivas mejoras y actualizaciones de las normas se produjo 
un vacío -que se nos hizo notar a fines del año pasado- con 
respecto a la obligatoriedad de la Enseñanza Primaria. Aho- 
ra también estamos constatando el tema de los tres años 
mínimos de Enseñanza Media, que no se introdujo en este texto. 


Esta historia comienza con una iniciativa del señor Se- 
nador Abdala, quien supliendo al señor Senador Sanguinetti, 
presenta en la Comisión de Educación y Cultura un proyec- 
to de ley para extender a cuatro años la obligatoriedad de la 
educación inicial, que ya se había extendido anteriormente 
a los cinco años, en un proyecto de ley que modificaba un 
artículo del viejo Código de la Niñez. Luego, en momentos 
en que se aprueba el nuevo Código, no se tomó en cuenta 
el artículo que establecía la obligatoriedad a partir de los 
cinco años, por lo que se deroga dicha obligatoriedad. Por 
tanto, en estos momentos estamos tratando de modificar 
con mayor corrección. 


Me gustaría referirme a algunos datos bien interesantes 
que surgen con motivo de las consultas que hiciéramos a las 
autoridades de Primaria. Son informes que habitualmente el 
CODICEN trae a la Comisión de Educación y Cultura, que 
tratan este punto específico, y que me parece que deben ser 
de interés para este Cuerpo. Diría que se trata de datos 
llamativos, que dan oportunidades pero que también encierran 
amenazas para el país. En dicho informe, el Consejero Floritnos 
hizo llegar una investigación que entregó a fines del año 
pasado o a principios de este -no lo recuerdo bien-, donde se 
informa que la proyección de la matrícula de Primaria hasta 
2010 -pensando en una propuesta para este período de 
Gobierno, pero tratando de dar una mayor proyección, como 
es costumbre en la Enseñanza- tiene una serie de ventajas 
que no tienen otros subsistemas de la Enseñanza. 


En primer lugar, la cobertura de la población en edad 
escolar es casi universal entre 1” y 6? y está cerca de serlo 
la matrícula de los cinco años, establecida en la Ley 
N* 17.015, aunque faltaba y sigue faltando universalizar los 
cuatro años. Por eso, el informe decía que no es difícil 
proyectar las cohortes de nacimiento hacia el futuro y 
seguirlas luego dentro del sistema escolar. No hay que 
hacer hipótesis sobre la evolución de la deserción, como en 
otros subsistemas. 


En segundo término, los datos de Primaria son consis- 
tentes y exigen una tradición sólida en términos de recolec- 
ción de información estadística, lo que permite relacionar 
datos de la matrícula con datos poblacionales. Para la 
proyección de la población que va allegar a la edad escolar 
entre 2005 y 2010, se utilizó el método de proyección por 
componentes. Este método utiliza los nacimientos registra- 
dos en un año calendario y le aplica las probabilidades de 
supervivencia específica por edad -obviamente en este 
país- hasta llegar a la edad escolar. De esa forma, se estima 
la población sobreviviente, por ejemplo, de la cohorte de los 
nacidos en el año 1993, que al año 2005 tienen 11 años y se 
encuentran en 6” de escuela, y así sucesivamente. La dife- 
rencia entre la población en edad escolar y la matrícula se 
debe a dos factores. En primer lugar, la repetición que 
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produce extra edad y, por ende, corre las edades teóricas de 
cursado de un grado. En segundo término, si existe deser- 
ción, parte de la población en edad escolar no va a ser 
captada en los registros de matrícula. También se tuvo en 
cuenta la migración internacional al tomar los pases al 
exterior registrados en los alumnos de 1% a 6” año y el cálculo 
de la tasa de migración de la población escolar. A su vez, 
dicha tasa se le aplicó a la población de 4 y 5 años de edad, 
asumiendo que la misma era igual entre Primaria y la Educa- 
ción Inicial. El otro elemento necesario que se utilizó en este 
método para relacionar la evolución de la matrícula con la 
población en edad escolar, es la estimación de la proporción 
de estudiantes que asisten al sistema público y al sistema 
privado. Para ello, se calculó el porcentaje de matrícula que 
asiste a la Educación Pública para el último año disponible 
y se asumió que no iba a variar en el período de proyección. 
Ahora vienen los datos. 


La población que llegará al sistema educativo, se va a 
reducir significativamente durante el próximo quinquenio, 
según estas evaluaciones. De 291.903 niños que se estima 
tendrán entre 6 y 11 años, y que se asume que el 89% de ellos 
ingresará al sistema público en el año 2005 -es decir que ya 
ingresaron-, cinco años después, en 2010, el número des- 
cenderá a 271.613, es decir que habrá 20.000 niños menos. 
Este es un cambio significativo de la dinámica demográfica 
del Uruguay del último período. A no ser por un aumento 
significativo de pasaje de matrícula privada ala pública, la 
matrícula de educación pública sufrirá un pronunciado des- 
censo. El principal responsable de este cambio es la importante 
reducción de los nacimientos desde 1996 hasta la fecha, que 
pasaron de 58.000 a50.000 y en 2005, la cifra bajó a 47.000, 
según los últimos datos de este informe del año pasado del 
Ministerio de Salud Pública. Esta reducción de la natalidad 
es fruto, tanto de un descenso de los niveles de fecundidad 
como de la migración de mujeres en edad reproductiva. 


En la evolución con respecto a2005, el descenso va a ser 
muy paulatino hasta 2007, para luego acelerar el ritmo en los 
años siguientes. El descenso de la matrícula escolar va a 
afectar tanto a los establecimientos públicos como a los 
privados. En esta estimación se asume que la proporción 
entre la matrícula pública y la privada no va a variar alo largo 
del período. A nivel de educación inicial, en cuatro y cinco 
años, la reducción a 2010 será de 5.000 niños. 


A modo de resumen y como pauta general, se puede 
afirmar que entrarán a la edad escolar de Primaria aproxima- 
damente 4.000 niños menos por año, mientras que al liceo lo 
harán 1.000 niños menos anualmente. Este descenso de la 
presión sobre la matrícula puede ser tomado como una 
ventaja de oportunidad para reasignar recursos, para el me- 
joramiento de calidad, para una mejor reasignación de la 
cantidad de niños por clase y para incorporar otros elementos 
a fin de beneficiar atodo el sistema primario. Es como un bono 
demográfico que tenemos y que se puede aprovechar, pero 
también constituye una preocupación que debemos plan- 
tearnos como un proyecto de país con otras características. 


Quería aportar estos datos porque me parecieron muy 
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importantes y considero que debemos tenerlos en cuenta 
quienes llevamos adelante el seguimiento de las políticas de 
educación y pensamos en proyectos como el que tenemos 
a consideración, que permiten incorporar más niños al 
sistema educativo. Para ello debemos conocer la realidad 
actual de nuestro país en este aspecto. En este sentido, 
cabe destacar los aportes realizados por la señora Senadora 
Castro para mejorar la redacción de este proyecto de ley. En 
todo caso, en la discusión particular podremos introducir 
algunas modificaciones que permitan subsanar de mejor 
manera este vacío a través de esta iniciativa que establece 
la incorporación de los niños de cuatro años al sistema 
educativo. La situación actual se debe a las sucesivas 
derogaciones de distintas normas legales sin tener en cuen- 
ta la obligatoriedad que establece la Constitución de la 
República en este sentido. 


SEÑOR ABDALA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABDALA.- En su oportunidad, junto con el 
señor Senador Da Rosa lo que hicimos fue disparar este 
tema a nivel parlamentario. Indudablemente, se trata de un 
asunto sobre el que en general hay inquietud y los distintos 
partidos van haciendo sus reflexiones. 


Está claro que tenemos un problema con los niños de 
cuatro años; allí hay como un agujero legal o una dificultad 
operativa. Lo que sucede es que también está cambiando el 
mundo. Cuando en nuestra Constitución se estableció la 
obligatoriedad en materia educativa, nadie podía imaginar- 
se que la educación iba a comenzar en etapas tan tempranas. 


Me parece muy importante abordar este tipo de iniciati- 
vas porque son las que hacen a la personalidad de un país. 
Está de moda un libro de Oppenheimer, que debería leer 
todo el mundo, titulado “Cuentos Chinos”, en el cual el 
autor hace una serie de relatos y habla de determinada 
categoría de países. En definitiva, las naciones que andan 
mejor -sean de un sesgo ideológico o de otro- son las que 
tienen mejor sistema educativo, y al respecto no existe 
demasiado misterio. Aquellos que trabajan con intensidad 
los temas educativos y comienzan antes con la carga horaria 
son a los que les va mejor. Me parece que una sociedad es 
mucho más democrática cuando forma antes a sus niños y, 
de alguna manera, les da convicciones ciudadanas. 


El Uruguay posee una serie de antecedentes importan- 
tes que no voy a leer, entre otras razones, porque figuran en 
la exposición de motivos. 


Confieso que quedé preocupado con las cifras que dio 
la señora Senadora Percovich, concretamente la referida a 
la caída a 47.000 nacimientos. Personalmente, tenía la pre- 
sunción de que venía cayendo, pero desconocía que está- 
bamos en ese número. El tema de la reproducción en este 
país está complicado porque se está dando en los sectores 
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más humildes. En los niños de cuatro años, el año pasado 
los niveles de cobertura eran de aproximadamente el 71%; 
quiere decir que hay un porcentaje importante de chiquitos 
que no ingresan al sistema educativo. Además, hay que 
entender que la educación inicial no sólo mejora el tema de 
la comprensión y el aprendizaje, sino también otros aspec- 
tos. Por ejemplo, está probado que los niños que comienzan 
antes con el estudio de las matemáticas tienen más facilidad 
para ir sorteando los obstáculos que esa disciplina les 
presentará más adelante. De manera que no se trata sola- 
mente de un tema de lengua. 


Quisiera señalar algunos puntos por los cuales entiendo 
necesaria la incorporación de los niños de cuatro años al 
sistema educativo. En primer lugar, tiene un valor estraté- 
gico el poder atacar por algún lado el tema de la pobreza. 
Considero que de esta forma se abre una ventana importan- 
te para lograrlo en aquellos hogares con niños que forman 
parte del quintil más pobre de los ingresos y que están más 
afectados en materia de necesidades básicas. En segundo 
término, en la medida en que uno ingresa por allí, logra 
incorporar más gente al sistema. Si se elimina la 
descontextualización que incluye a estos niños, se estará 
estableciendo una estrategia social bastante avanzada. En 
tercer lugar, me parece que como política social integral 
frente al número significativo de hogares monoparentales 
con jefatura femenina y con bajo nivel educativo, servirá 
como un elemento para cortar esa reproducción de pobreza 
bastante notoria. 


Recuerdo al Senado que de 1970 a 1990 se dio un creci- 
miento sostenido de la educación inicial. En la década de los 
setenta la matrícula aumentó un 58% y en la del ochenta, un 
45%. Posteriormente, en el quinquenio 1990-1995, el ritmo 
de crecimiento se volvió más lento y en esa época se 
interpretó como que estaba finalizando el ciclo de la incor- 
poración fácil de nuevos niños, pero en realidad no era así 
por lo que reseñaba recientemente la señora Senadora 
Percovich. En realidad, lo que sucedía era que había una 
discriminación contra las familias residentes en centros 
urbanos del interior -pido a los compañeros del interior que 
tengan en cuenta este dato-, donde no asistía el 45% de los 
niños de entre cuatro y cinco años, mientras que en Mon- 
tevideo ese porcentaje se ubicaba en el 29%. Parecería ser 
que en el interior se permitía el hecho de no ingresar a los 
niños al sistema educativo; como que era “bien visto”. 
Aclaro que estoy dando cifras oficiales. En términos de 
ingreso, se constataba que en Montevideo el quintil de 
hogares de mayores ingresos enviaba la totalidad de sus 
hijos a la educación preescolar y que los quintiles cuarto a 
segundo de la asistencia se mantenían por encima del 80% 
y en el primer quintil de menores ingresos sólo alcanzaba al 
50%. Esta información la extraje de la CEPAL y de la propia 
ANEP. 


Creo que todos tenemos claro lo que el CODICEN hizo 
en 1995, momento en que se produjo una incorporación de 
niños muy intensa. Justamente, la Ley N* 17.015, del año 
1998, estableció la obligatoriedad de la educación inicial 
paralos niños de cinco años y, concretamente, en el artículo 
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5” se manifestaba la aspiración de adoptar medidas tendien- 
tes a la extensión de la educación inicial a los niños de 
cuatro años. En realidad, se trataba de una especie de deseo 
programático. 


A partir del año 2000 y hasta 2004 se produce un estan- 
camiento en el volumen de niños atendidos y, además, 
considerando la asistencia de los niños de tres acinco años, 
al final de este período persistía un cierto sesgo social, ya 
que el 92% de los niños de esas edades pertenecientes al 
quintil de los hogares de mayores ingresos concurría a la 
educación inicial, mientras que en el caso de los niños 
pertenecientes al quintil de los hogares de menores ingre- 
sos sólo concurría un 61%. 


Considerando específicamente las edades, la cobertura 
alos cinco años era de un 94%, bajando a un71% en el caso 
de los niños de cuatro años. 


A continuación, veré si puedo ser un poco más claro y 
explicar por qué está ocurriendo esto. De hecho, hay una 
razón casi ingenua, podríamos decir, para que la tasa corres- 
pondiente a los niños de cuatro años sea tan débil. 


Ante todo, en lo que respecta a la matriculación de los 
niños se exige que hayan cumplido cuatro años al 30 de abril 
del año respectivo, aunque resulte increíble al Senado. En 
mi caso particular, tengo una hija y un hijo pequeño, y 
cuando mi hija tuvo que ingresar a la educación inicial, 
como cumplía después del 30 de abril -ella nació en junio- 
no pudo hacerlo debido a lo que acabo de señalar. Esta 
condición excluye automáticamente a todos los niños que 
cumplen cuatro años entre el 1? de mayo y el 30 de noviem- 
bre, que constituyen el 67% de los niños que en un año 
calendario cumplen esa edad. Esto es increíble, pero es 
verdad, y los que son padres y abuelos saben que este es 
un dato absolutamente cierto. 


La segunda razón que existe tiene que ver con una 
exclusión social. En el 2004 estaba matriculado casi el 100% 
de los niños provenientes de hogares cuyos jefes tenían 
altos niveles educativos, mientras que los que ingresaban 
provenientes de niveles más humildes eran cuatro de cada 
diez. 


La tercera razón es el refuerzo entre la educación del jefe 
de hogar y los ingresos per cápita de la familia. Los dos 
quintiles superiores aseguran que sus niños, en más de un 
715% de los casos, pueden disfrutar de esta formación, 
mientras que en el otro extremo ese porcentaje desciende a 
un 28%. Aquí estamos pensando en una legislación que 
favorezca a la gente más humilde, porque los que tienen 
algún mecanismo -recurso, cultura o formación- harán los 
mayores esfuerzos posibles -o imposibles- para introducir 
a los chiquilines en el sistema educativo cuanto antes. Hoy 
en día, están ingresando a los llamados “kindergarden” 
chiquitos de dos años o poco más. Quiere decir que los 
padres que pueden hacer ese esfuerzo, lo hacen. 
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También es sabido que hoy en Francia se está pensando 
en establecer la obligatoriedad del sistema educativo a los 
dos años al igual que otras naciones. En Francia, por 
ejemplo, a mitad de semana se interrumpe la escuela. A 
nosotros nos parecerá increíble, pero así es. Lo hacen 
porque, según ellos, el nivel de estrés satura a los niños. 
Esto provoca que los días miércoles se genere un gran 
colapso en Francia porque los padres están trabajando, 
tienen sus cargas horarias y deben ver cómo hacen para 
interrumpir su labor en la tarde e ira buscara los chiquilines. 


Lo que trato de mostrar es que los sistemas educativos 
están en constante mutación. Lo que no lo está es que cada 
vez se tiende a introducir a los niños en la educación a una 
edad más temprana. En realidad, creemos que se trata de 
algo bueno. 


A continuación, voy a redondear mi exposición plan- 
teando algunas conclusiones. 


Por un lado, si bien los datos brindados por la señora 
Senadora Percovich son ciertos, en esta materia hay una 
demanda insatisfecha en lo que respecta a los niños de 
cuatro años que se puede cubrir. 


Por otro, cabe preguntarnos a quiénes beneficiamos con 
esto. Evidentemente, a las familias con mayor dificultad 
económica que en general son muy sensibles a las orienta- 
ciones que emanan del marco legislativo, fundamentalmen- 
te en lo que tiene que ver con aspectos educativos y 
sanitarios. Entonces, una ley que establezca la obligatorie- 
dad en esta materia, logrará universalizar el comienzo de la 
educación a los cuatro años. 


A su vez, Uruguay ya ha demostrado que puede hacer 
estas cosas. Demostró que puede aumentar considerable- 
mente la matrícula sin inconvenientes. Si a esto agregamos 
los datos brindados por la señora Senadora Percovich, 
todavía mejor, aunque en realidad debería decir peor, por- 
que es feo que un país no tenga una reproducción potente 
como debería y es doloroso que se dé de esa manera sólo en 
los quintiles más humildes. Lo que quiero decir, en defini- 
tiva, es que no debemos tener temor en legislar en esta 
norma porque, en todo caso, si las previsiones demográfi- 
cas a que aludió la señora Senadora son correctas -deben 
serlo, porque provienen de una fuente oficial-, constituyen 
algo aún más beneficioso para un proyecto de esta natura- 
leza. 


El sistema actual de edades mínimas sólo rige para la 
educación pública y me parece que en el fondo esto implica 
algún nivel de discriminación. 


Como he dicho, la reproducción biológica de la pobla- 
ción de nuestro país se produce en los sectores más humil- 
des, que son precisamente los que necesitan más educa- 
ción. Pienso que para una ley de este tipo no habría grandes 
dificultades. 
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Hasta aquí mis reflexiones acerca de este tema. Después, 
en todo caso, si ello amerita, colaboraremos en alguna 
eventual modificación. 


Sinceramente, creo que este proyecto de ley y las modi- 
ficaciones que se le han ido introduciendo son buenos. Es 
muy positivo que se dirija la atención con intensidad hacia 
este tema porque -sé que lo que voy a decir suena como un 
planteo muy genérico- a mayor educación, mayor calidad 
democrática. Poreso me parece que un país como el nuestro 
no debe retacear nada en estos temas. Justamente, creo que 
esto es lo que nos diferencia del resto de la región, pues 
Uruguay sigue teniendo una capacidad de amortiguación 
inteligente en la inmensa mayoría de sus ciudadanos. Creo 
que esto es consecuencia directa del sistema educativo, tan 
discutido a veces y tan jaqueado otras, pero que sigue 
siendo, en definitiva, el pilar fundamental de la democracia 
uruguaya. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: cuando el señor 
Senador Abdala nos invitó a trabajar en este tema y, concre- 
tamente, a presentar esta iniciativa, nos pareció algo muy 
importante y no sólo porque significaba llenar un vacío en 
la legislación. Es sabido que desde que se aprobó el Código 
de la Niñez y la Adolescencia quedaron derogadas normas 
que establecían la obligatoriedad de la educación preesco- 
lar para los niños de cinco años, por ejemplo. Además, 
considerábamos que más allá de que las tendencias en 
materia educativa son siempre muy cambiantes -como bien 
decía el señor Senador- e indican que en el mundo se trata 
de fortalecer los niveles de enseñanza en la formación y en 
el trabajo de socialización del niño, esta iniciativa responde 
claramente a una realidad social y demográfica del Uruguay. 
Nuestro país ha venido teniendo, a lo largo del siglo XX, 
una muy fuerte expulsión de población desde las zonas 
rurales hacia la periferia de los centros poblados y de las 
ciudades del interior; asimismo, ha habido una muy fuerte 
-enorme, diría yo- concentración de población en los alre- 
dedores de la capital del país, con todas las consecuencias 
que ello genera desde los puntos de vista social, económico 
y político. 


Como bien decían también el señor Senador Abdala y la 
señora Senadora Percovich, es innegable que la educación, 
junto con la formación familiar, además de ser los agentes 
de socialización básicos del niño y del adolescente, cons- 
tituyen una forma indudable de acción respecto al problema 
de la pobreza. Es indudable que un niño que no accede a 
determinadas herramientas que la educación provee en su 
formación, no cuenta con las mismas posibilidades de otro 
que sí las ha tenido en abundancia. Ese sigue siendo hoy en 
día un problema muy grave en la sociedad uruguaya entre 
el niño que se forma en el medio rural y el que se forma en 
el medio urbano. Este último tiene desde el vamos, instru- 
mentos y estímulos mayores en su proceso de educación 
que aquel que se desarrolla en un medio netamente rural. 
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Esa realidad del Uruguay ha determinado que tengamos 
una fuerte concentración de población en la periferia de las 
ciudades y de la capital del país -junto a un proceso de 
pauperización o empobrecimiento de muchos de estos 
sectores de la sociedad- y que esos niños enfrenten la 
realidad de pertenecer a un medio que no es el mismo al que 
pertenecían sus mayores, ubicándose en niveles sociales 
bajos o muy bajos, de acuerdo al poder económico que su 
familia o que sus padres les han permitido o les permiten 
tener. 


Sumado a ello está todo el problema relativo a la inesta- 
bilidad familiar, como por ejemplo, el hecho de que un alto 
índice de nacimientos se produce en hogares que no son 
estables y con madres adolescentes. Hemos podido percibir 
directamente en algunas poblaciones del interior del país 
cómo esto constituye un problema sumamente serio en la 
vida y en la organización de la sociedad y en el proceso de 
formación de esos niños o jóvenes con posterioridad. 


Recordamos la época en que nos tocó vivir a nivel 
departamental la experiencia de los trabajos de investiga- 
ción y de aporte que se realizaron por parte de la CEPAL en 
la década de los 80 y que continuaron a comienzos de los 90, 
así como los que se llevaron a cabo durante la Administra- 
ción del doctor Lacalle, entre 1990 y 1995, instalándose lo 
que en aquel momento se llamó el PRIS, una herramienta de 
acción directa, efectiva y rápida sobre estos problemas, que 
trataba de desarrollar una infraestructura de la cual la 
sociedad carecía para enfrentar la nueva situación. 


Venimos de una sociedad en la que la distribución 
poblacional se ha alterado drásticamente en pocos años, y, 
por consiguiente, la propia sociedad urbana no estaba 
siempre preparada para recibir toda esa enorme afluencia de 
niños. Por ello, es muy común ver en determinados centros 
urbanos, escuelas con capacidad para 200 ó 300, que alber- 
gan a 600, 700 y más niños, mientras que por otro lado, en 
zonas rurales, hay escuelas que tienen infraestructura para 
recibir 100670 niños, pero en la realidad, con la evolución 
demográfica que el país ha experimentado, atienden a 12, 15 
ó 20 niños. 


Ese hecho se sumó después al esfuerzo que se realizó en 
los períodos subsiguientes, y, muy particularmente, en el 
período en que el profesor Rama estuvo al frente del 
CODICEN, donde también se hizo un esfuerzo muy grande 
en esta materia. Rescato la voluntad para desarrollar obras 
de infraestructura a nivel escolar, y, sobre todo, trabajos de 
construcción a través de convenios entre las Intendencias 
y el CODICEN, instalando jardines de infantes en inmuebles 
que aquéllas le proporcionaban. Incluso, muchos de esos 
jardines están todavía en etapa de terminación. 


Por todo ello, entonces, esta iniciativa nos ha parecido 
muy importante y creemos que es un aporte que se realiza 
en medio de la búsqueda del objetivo de la igualdad. Sin 
embargo, existe el principio básico de la igualdad de opor- 
tunidades; si no existe igualdad de oportunidades, mal se 
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puede pensar en perseguir la justicia o la igualdad. El tema 
de la educación y de la formación del niño a esa edad, pasa 
por tratar de socializarlo o de alejarlo de ambientes que son 
perturbadores para su futuro, como el clima de inestabilidad 
familiar o falta de la debida protección y asistencia educa- 
tiva. 


El proyecto es un instrumento importante que permite 
optimizar las condiciones y contar con los medios necesa- 
rios para atender a esa niñez que no era tradicionalmente 
atendida a través de la educación preescolar, así como 
pensar en un mañana con más posibilidades y mejor socia- 
lización de esos niños y jóvenes, futuros ciudadanos. De 
esa manera, el país podrá enfrentar también con mayores 
herramientas los dramas y los problemas sociales que son 
motivo de nuestras permanentes acciones, así como las 
polémicas sobre los proyectos con que soñamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra la señora Senadora Castro. 


SEÑORA CASTRO.- Señor Presidente: en realidad, si 
uno mira históricamente el concepto de obligatoriedad de la 
educación en cualquiera de sus aspectos -por lo menos, en 
Occidente-, advierte que arranca directamente vinculado a 
la conformación de los Estados republicanos, y, fundamen- 
talmente, en esta parte del planeta, de los Estados naciona- 
les. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Eber Da Rosa) 


- Por eso, todos quienes aquí nos hemos referido al tema, 
también estamos relacionando estrechamente este proyec- 
to y la obligatoriedad de la educación con el tema de la 
conformación de la ciudadanía y de los derechos ciudada- 
nos. Esto no es casual, y, de alguna manera, está presente 
en todos los partidos de nuestro país. 


Ahora, también desde el punto de vista histórico hubo 
concepciones distintas. Hoy estamos en otro momento en 
relación a la forma en que se iba abarcando al conjunto de 
la población. Cuando a fines del Siglo XIX, con la reforma 
vareliana se plantea en el Uruguay la obligatoriedad de la 
educación primaria, a nivel mundial -o, por lo menos de esta 
parte del mundo, del llamado Occidente- se tenía el concep- 
to de que ella regía según tramos de edad y se pensaba que 
se avanzaría por etapas hasta que en determinado momento 
se iba a abarcar al 100% de los habitantes, que, educación 
mediante, se transformarían en ciudadanos. Esto es lo que 
hizo excluir del concepto, laidea que hoy manejamos prác- 
ticamente todos: el concepto de educación permanente para 
todos los habitantes de un país. Además, cuando hablamos 
de la obligatoriedad de la enseñanza, aludimos a la obliga- 
toriedad del nivel y de la modalidad, no refiriéndola pura y 
exclusivamente a un tramo etario. Digo esto porque hoy la 
educación primaria y el primer ciclo de la educación media 
resultan, no sólo para los Legisladores y las autoridades, 
sino para la visualización de la población -y más allá de que 
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se llegue a cumplir o no- una obligación; lo son tanto para 
el chiquilín de 8 años como para la persona mayor, la de 47, 
por ejemplo. Esaes una diferencia histórica importante que 
hace a la conformación de nuestras sociedades. 


Ahora bien, ¿por qué siendo conscientes de esta evolu- 
ción, en una época tan reciente -a menos de una década- se 
aprueba en el país una ley que sanciona la obligatoriedad de 
la educación inicial parael nivel 5 y ahora estamos planteán- 
dola para el nivel 4? ¿Por qué se establece un tramo etario 
específico y no cualquier otro? Al respecto, hay distintas 
corrientes, pero en definitiva todas confluyen en la siguien- 
te conclusión. Desde el punto de vista de las corrientes de 
pensamiento que se manejan en el ámbito pedagógico, la 
prevaleciente fue aquella que planteaba que la educación 
inicial, preescolar o de párvulos -como decía Montessori- 
era la que ayudaba a los posteriores aprendizajes, y era 
entendida exclusivamente como propedéutica, es decir, 
como la facilitadora, como la que pura y exclusivamente 
paría los posteriores aprendizajes, desterrando la posibili- 
dad de tener la alta significación que hoy sabemos posee en 
sí misma. Quienes tenemos algunos años, podemos decir 
que era algo similar a preparatorios en Secundaria. En 
definitiva, ¿qué era? ¿Un preparatorio para qué? Para la 
facultad. No era un ciclo en sí mismo de educación media, 
con su contenido social, ciudadano, democrático y 
cognitivo, sino que era una etapa “antes de”. Con la educa- 
ción inicial, de párvulos o preescolar, pasaba algo parecido. 
Y tuvo que pasar bastante agua bajo el puente, muchas 
experimentaciones y confrontaciones con la propia reali- 
dad, para que nos diéramos cuenta de la importancia que 
tiene esta etapa de la vida en sí misma, atada a los estadios 
de desarrollo bio-psico-social del sujeto. De ahí que tenga 
suespecificidad, su razón de ser más asentada, el establecer 
los años para el comienzo de la educación. Sin embargo, 
esto daría cuenta solamente de por qué establecemos los 
años y no de por qué se eligen los años 4 y 5 en lugar de, 
por ejemplo, los 2 y 3 años o los 2 meses. 


Aquí se ha señalado claramente que existen institucio- 
nes privadas a las que se puede acceder con una edad 
mucho menor, a edades diferenciadas. En primer lugar, 
como todos sabemos, este es un país muy particular que en 
materia educativa, y constitucionalmente, desde hace mu- 
cho tiempo, el Constituyente no estableció un régimen de 
monopolio educativo ni de libertad extrema, sino que hizo 
una mixtura extraña -tan uruguaya en tantas cosas- que 
habilita a que bajo la égida de la libertad de enseñanza se 
fijen distintas modalidades, siempre y cuando se cumpla 
con lo acordado a nivel nacional. En segundo término, 
porque existe un componente de materia cultural en el 
conjunto de la sociedad y otro que tiene raíz económica. Y 
esto es lo que, a mi juicio, explica en parte las diferentes 
percepciones que los imaginarios colectivos han tenido a 
nivel social -yo diría que ahora se están modificando- entre 
el interior urbano y la capital del país o el área metropolita- 
na, pues diría que en Canelones funcionaba algo parecido; 
por supuesto que en el interior rural las pautas marcaban 
otracosa. Además, hay otro tipo de diferenciaciones entre 
los sectores pobres y los no pobres de la población, que 
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también han ido modificando sus conductas, fundamental- 
mente en base a la necesidad planteada de tener un lugar 
donde dejar a las niñas o a los niños. Así se concibe a la 
escuela, más como una “guardería” para que las mujeres 
jefas de familia puedan salir a buscar un lugar donde em- 
plearse y los niños tengan la posibilidad de alimentarse, que 
por la convicción de que el aprendizaje posible en esa 
institución es lo verdaderamente atrapante, convocante e 
imprescindible para sus niños. 


Aclaro que de todo lo que estoy diciendo hay estudios 
en materia de sociología educativa nacional. 


Por su parte, en los sectores medios y altos de la pobla- 
ción sí existía esa conciencia nacional del papel que juega 
la educación. A su vez, los sectores medios compartían con 
el interior urbano y los lugares que he señalado, la aprecia- 
ción de que como la mujer no tenía “tanta necesidad” -entre 
comillas- de incorporarse al mercado de trabajo, aquella que 
mandaba a sus hijos a la escuela, en realidad, de alguna 
manera, no era “buena madre” -entre comillas- , porque no 
se estaba ocupando de las tareas propias, “como debe ser” 
-entre comillas-, de una madre. Digo esto, porque creo que 
de los hijos nos tenemos que ocupar los hombres y las 
mujeres. 


Quiere decir que hay conductas que obedecen a patro- 
nes culturales que, ¡vaya si nos va a costar cambiar! Las 
leyes contribuyen a modificarlos, pero no lo son todo. 
Fíjense, estimados colegas, si las leyes serán solamente una 
pequeña parte en esto, que habiéndose derogado esta 
obligación que hoy tratamos de reinstalar, si nosotros 
preguntáramos a cualquier uruguayo o uruguaya que esté 
caminando por la calle sobre lo que estamos proponiendo 
acá, nos diría que ya está vigente. 


Ahora bien; como muy bien decía la señora Senadora 
Percovich, la cobertura que tiene la educación primaria, de 
alguna manera, nos facilita la implementación de la política 
educativa. Personalmente considero que, más allá de que 
también los uruguayos tenemos la necesidad de profundi- 
zar sobre la calidad de la educación, el tema del registro, que 
a nivel de la educación primaria nos da un porcentual 
altamente significativo en el sentido positivo, no debe 
obnubilarnos, porque hay problemas con la construcción 
de sus indicadores. Al respecto, voy a dar algunos ejemplos 
que no tienen que ver solamente con los problemas que ha 
traído la migración, alo que también me voy areferir breve- 
mente más adelante. 


Me voy a referir ahora a un problema que tenemos anivel 
de la educación primaria, heredado desde, prácticamente, la 
década del cuarenta. Cuando se matricula a un alumno en 
una escuela y luego se lo elimina de la matrícula de esa 
escuela porque pasa a otra, no hay ninguna duda de que el 
indicador está bien construido, porque el alumno pasa a una 
institución equis; y cuando el niño deja de concurrir a la 
escuela, hay también algunos indicadores como pueden 
ser, claramente, el del fallecimiento o el de la emigración, 
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porque ese niño y su familia se retiraron del país y, por lo 
tanto, no viven más en él. Sin embargo, existe el perverso 
casillero de “otras causas” que en realidad no quiere decir 
otra cosa que: desapareció y no lo encontramos ni en el 
sistema público ni en el privado. Y no es poca la matrícula, 
aunque claro está sí lo es en términos absolutos; pero 
debemos tener en cuenta que somos un paisito muy peque- 
ño; porque, por ejemplo, si los brasileños tuvieran el casi- 
llero “otras causas”, estaríamos hablando de millones y 
millones de casos. 


Algunas veces me pongo a pensar en estos asuntos -y 
reitero, señor Presidente, que no pongo hoy sobre la mesa 
el tema de la calidad de la educación, sino que simplemente 
me refiero a ella en términos cuantitativos, de cobertura y 
de cumplimiento de la obligatoriedad- y llego a la conclu- 
sión de que tendríamos que avanzar -mejor dicho, deberían 
hacerlo las autoridades correspondientes- también en este 
tipo de contralor. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Me permite una interrupción, seño- 
ra Senadora? 


SEÑORA CASTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador Abdala. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: la señora Senado- 
ra Castro se preguntaba -con razón- qué diría hoy la ciuda- 
danía si la consultáramos acerca de la obligatoriedad. Y es 
verdad: hay una concepción bastante generalizada al res- 
pecto. 


Ahora bien, quiero repetir los números: en el nivel 
máximo de cinco años, estamos por arriba del 92%, 93% o 
94% de cobertura, y en los cuatro años, estamos en un 71%. 
Esto quiere decir que la gente lo puede saber, pero no lo 
cumple, y aquí están comprendidos unos cuantos miles de 
chiquilines. Entonces, en este contexto de las cifras a las 
que se refería la señora Senadora Percovich, nos viene muy 
bien consagrar la obligatoriedad. 


Sé que la señora Senadora Castro está en esta misma 
línea; incluso, he sabido de algún aporte suyo al proyecto 
de ley, que es bienvenido. Lo que quiero manifestar es que 
si fuera por mí podríamos pasar la obligatoriedad a los tres 
años, pero hoy el Estado no lo resistiría. Sin embargo, sé 
que en algún momento vamos a tener este debate aquí; en 
algún momento -quizás dentro de no muchos años- la seño- 
ra Senadora Castro, quien habla y unos cuantos más vamos 
a estar discutiendo sobre la obligatoriedad a los tres años, 
porque es inevitable ir avanzando en términos de cobertura 
e ir consagrando la solución legislativa. El problema es que 
hoy tenemos este “agujero” y lo tenemos que saldar de 
alguna manera. 


Insisto en que no estoy teniendo un contencioso con la 
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señora Senadora Castro, porque sé que estamos en la misma 
línea. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber DaRosa).- Puede conti- 
nuar la señora Senadora Castro. 


SEÑORA CASTRO.- Señor Presidente: en realidad, la 
referencia no la hacía con respecto al nivel cuatro de edu- 
cación inicial, sino a la educación primaria, por ejemplo. 


Por otro lado, debo decir que estoy aquí ejerciendo la 
suplencia de un querido compañero, y cuando me enteré de 
este proyecto de ley, me llamó la atención y por eso estuve 
conversando con la señora Senadora Percovich a efectos de 
proponer algunas modificaciones. 


El artículo 70 de la Constitución de la República es 
clarísimo, y esto está establecido desde hace muchísimo 
tiempo. Ese artículo, en su primera parte, dice lo siguiente: 
“Son obligatorias la enseñanza primaria y la enseñanza 
media, agraria o industrial”. Aquí, lo que se recogió 
modificativamente fue la obligatoriedad de la enseñanza 
media en sus modalidades media -asimilándola a lo que 
conocemos vulgarmente como Secundaria-, agraria o in- 
dustrial; después, la ley reglamentaba su primer ciclo. Como 
todos sabemos, esto también está siendo objeto de un 
debate nacional acerca de qué tipo de educación queremos 
los uruguayos y las uruguayas. En definitiva, creo que ello 
está totalmente claro en la Constitución. 


En Sala se ha hablado de la importancia de la evolución 
de la matrícula en la educación inicial y creo que, efectiva- 
mente, ha sido muy importante, y que un proyecto de este 
tipo puede convocar a que más familias matriculen a sus 
niños y niñas en las instituciones. En lo personal, aspiro a 
que éstas recojan las características de los jardines de 
infantes y no de otro tipo de modalidades o de clases 
jardineras, con niveles cuatro, cinco, o, inclusive, con nivel 
tres -el día que se llegue a esto- o con el nivel que sea. Lo 
que pretendo es que se llegue a esas clases de educación 
especializadas con maestros especializados y no que se 
instrumente otro tipo de mixturas como las que tuvimos en 
la década del noventa y que en realidad, si bien permitían la 
matriculación de muchos niños, estaban comprometiendo 
la calidad de la propia formación de nuestros chiquilines. 


Finalmente, quiero señalar que en las intervenciones 
anteriores se han reiterado las características demográficas 
del Uruguay. En muchas oportunidades pienso y comparto 
las reflexiones de nuestros demógrafos y de otros de Amé- 
rica Latina que miran a este paisito y dicen que el Uruguay 
es una especie de laboratorio demográfico porque tenemos 
a más del 50% de nuestros niños, niñas y adolescentes 
naciendo y creciendo bajo la línea de pobreza. A su vez, 
tenemos uno de los indicadores más bajos de crecimiento de 
la población, que se mantiene por la reproducción que se da 
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en los sectores del quintil más bajo de ingresos. Asimismo, 
somos un país donde la pirámide dejó de ser tal; es un 
cuadrilátero, por la abultada proporción de los sectores de 
más alta edad. Además, ese cuadrilátero -que en realidad es 
una especie de trapecio- tiene, a la altura de la Población 
Económicamente Activa, dos especies de “asas” -dicho 
esto entre comillas- invertidas, producto de más del 10% de 
la población que ha emigrado. Entonces, ¡si seremos labo- 
ratorio, señor Presidente! 


En consecuencia, cuando pensamos en nuestras políti- 
cas educativas inclusivas creemos que no sólo deberían ser 
políticas educativas inclusivas con relación a la situación 
de pobreza y de indigencia, tal como se ha dicho acá, sino 
también desde todo punto de vista. No quiero ser atrevida 
ni irresponsable aconsejando tener presente tal o cual 
aspecto, pero me gustaría recordar que las políticas demo- 
gráficas tampoco son huérfanas. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la pa- 
labra la señora Senadora. 


SEÑORA PERCOVICH.- En primer lugar, quisiera hacer 
notar a los señores Senadores presentes que hemos repar- 
tido el fruto de las consultas y de los intercambios realiza- 
dos para mejorar la redacción de la propuesta, haciéndola 
más inclusiva, además de asumir algunas faltas que había- 
mos cometido en la derogación de algunas leyes. Hemos 
realizado una serie de modificaciones en los tres artículos 
del proyecto de ley que han sido aprobados por la Comi- 
sión. 


En segundo término, voy a brindar alguna información 
que no volqué en mi primera intervención como Miembro 
Informante por algunos elementos que había señalado el 
señor Senador Abdala y alguna propuesta que había hecho 
el señor Presidente a nivel de la Comisión, que sería impor- 
tante señalar. 


El tema de que los niños de tres años que cumplen cuatro 
en el mes de mayo o en los primeros días de junio no pueden 
integrar el grupo de los cuatro años fue motivo de consultas 
en la Comisión. De acuerdo con el completo informe que se 
nos ha acercado y lo que se ha dicho oralmente durante la 
comparecencia de los integrantes de Enseñanza Primaria, en 
ese nivel de edades las cohortes importan mucho en la 
conformación de los grupos. Desde el punto de vista psico- 
lógico, la captación del formato de la educación que se da, 
es muy distinto en un niño de tres años que en otro que ya 
haya cumplido los cuatro. Realmente, adelantarlo no era 
bueno en cuanto a las cohortes y los proyectos y programas 
educativos de cada uno de los años. Asimismo, se nos hizo 
llegar esa preocupación en el proyecto inicial de los señores 
Senadores Abdala y Da Rosa. 
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Las modificaciones que estamos presentando incluyen, 
en el artículo 1%, la obligatoriedad para los niños de cuatro 
años de edad no sólo de la Educación Primaria completa, 
sino también de tres años de Educación Media. Esto había 
sido derogado, pero es obligatorio, tal como lo señalaba la 
señora Senadora Castro, de acuerdo con la Constitución. 


En consecuencia, el artículo 1? diría: “Son obligatorias 
la Educación Inicial para los niños de cuatro años de edad, 
la Educación Primaria y los tres años mínimos de Educación 
Media”. El señor Senador Breccia nos aportó una mejor 
redacción, que diría: “los tres primeros años de Educación 
Media”. 


En el artículo 2%, la modificación es establecer que la 
obligatoriedad para los niños desde los cuatro años debe 
ser responsabilidad de sus padres, tutores o responsables 
legales. Acá estamos haciendo referencia a algo que incor- 
poró el Código de la Niñez y la Adolescencia que es la 
obligatoriedad de cumplirlo por parte de quienes tienen la 
tutoría o la paternidad de los niños. 


Por último, en el artículo 3” se establece la responsabi- 
lidad de la Administración Nacional de Educación Pública 
de incorporar a las escuelas a todos los niños de cuatro 
años de edad cuyos padres, tutores o responsables legales 
hayan solicitado su matriculación. En la Comisión de Edu- 
cación y Cultura nos aseguramos de que esta propuesta 
estuviera cubierta por las posibilidades de insumos e infra- 
estructura. La consejera Edith Moraes, integrante del Con- 
sejo de Educación Primaria, nos aseguró que eso ya estaba 
previsto en el Quinquenio, pero que ahora es seguro que se 
empezará a cumplir a partir de 2006 y 2007. 


Quiere decir que no solamente se estaría legislando 
sobre una aspiración como la que han expresado quienes 
hicieron uso de la palabra, sino que podemos contar con 
seguridad con la voluntad de instrumentación para todos 
aquellos padres que quieran hacer uso de esta prerrogativa. 


SEÑOR ABDALA.- Pido la palabra para hacer una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR ABDALA.- El proyecto original que habíamos 
redactado el señor Presidente y quien habla no contempla- 
ba la Educación Media porque nos habíamos focalizado 
estrictamente en el tema de los cuatro años. No fue que no 
lo tuviéramos en cuenta. Agradezco el aporte y bienvenido 
sea. 


Por otra parte, creo que está mejor el artículo 3 modifi- 
cado, pero tiene que quedar muy claro que son los padres 
los que tienen la potestad. No puede ser que la máquina 
burocrática indique una fecha y sea la que discrimine. El 
padre debe tener la potestad para poder incorporar a su hijo 
a la Educación Inicial a los cuatro años cumplidos. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber DaRosa).- No habiendo 
más oradores inscriptos, se va a votar en general el proyec- 
to de ley. 


(Se vota:) 
- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Hay un proyecto sustitutivo elaborado por la Comisión 
correspondiente que se ha hecho llegar a la Mesa y que 
contiene algunas variantes en el sentido de lo que acaba de 
expresar la señora Senadora Percovich y sobre lo cual ha 
manifestado su conformidad el señor Senador Abdala. 


SEÑOR LAPAZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR LAPAZ.- Creo que el artículo 1”, después de 
“son obligatorias” debería llevar dos puntos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Léase el ar- 
tículo 1”. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 


“Artículo 1”.- Son obligatorias la Educación Inicial para 
los niños de 4 años de edad, la Educación Primaria y los tres 
primeros años de Educación Media”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- En conside- 
ración. 


SEÑOR LAPAZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR LAPAZ.- Creo que el artículo 1* debería decir: 
“Son obligatorias: la Educación Inicial para los niños de 4 
años de edad, la Educación Primaria y los tres años mínimos 
de Educación Media”. 


SEÑOR ABDALA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR ABDALA.- Cuando se ponen dos puntos, hay 
que especificar con los literales a), b), c) o d) porque lo que 
se hace es discriminar puntualmente cada una de las obliga- 
ciones. De acuerdo con la sugerencia del señor Senador 
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Lapaz, la redacción debería decir: “Son obligatorias: a) la 
Educación Inicial para los niños de 4 años de edad, b) la 
Educación Primaria y c) los tres años mínimos de Educación 
Media”. 


Tal como está redactado ahora, el concepto es literal, de 
corrido. El artículo diría: “Son obligatorias la Educación 
Inicial para los niños de 4 años de edad, la Educación 
Primaria y los tres años mínimos de Educación Media”. Está 
hecho en el sentido de darle una continuidad, ya que todo 
es obligatorio. 


Por lo tanto, si se acepta poner los dos puntos, no 
tendría problema en hacerlo, pero aclararía con los literales 
a), b) y c). Sin embargo, no es taxativo. Me sale el codificador 
que tengo en el alma y que no seré nunca. Preferiría evitar 
los dos puntos. 


SEÑOR LAPAZ.- Retiro mi observación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- El señor 
Senador Lapaz retira su observación. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
1? tal como fue leído por Secretaría. 


(Se vota:) 

- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2*. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 


“Artículo 2”.- La obligación establecida en el artículo 1? 
de esta ley para los niños desde los 4 años hasta finalizar 
el primer ciclo de Educación Media, deberá ser efectiva para 
todos los padres, tutores o responsables legales de dichos 
niños, en cumplimiento del principio establecido en la Ley 
N* 17.823, artículo 119, literal c”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- En conside- 
ración. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Es necesario poner la fecha de la 
ley después del número. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber DaRosa).- Sino se hace 
uso de la palabra, se va a votar el artículo 2* en la redacción 
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leída por Secretaría y con la modificación propuesta por el 
señor Senador Korzeniak. 


(Se vota:) 

- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 3”. 

(Selee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 


“Artículo 3”.- La Administración Nacional de Educa- 
ción Pública (ANEP) deberá incorporar a las escuelas a 
todos los niños de 4 años de edad cuyos padres, tutores o 
responsables legales hayan solicitado la matriculación de 
los mismos”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- En conside- 
ración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTICULO 1”.- Son obligatorias la Educación Inicial 
para los niños de 4 años de edad, la Educación Primaria y los 
tres primeros años de Educación Media. 


ARTICULO 2”.- La obligación establecida en el artículo 
1? de esta ley para los niños desde los 4 años hasta finalizar 
el primer ciclo de Educación Media, deberá ser efectiva para 
todos los padres, tutores o responsables legales de dichos 
niños, en cumplimiento del principio establecido en la Ley 
N? 17.823, de 7 de setiembre de 2004, artículo 119, literal C). 


ARTICULO 3".- La Administración Nacional de Educa- 
ción Pública (ANEP) deberá incorporar a las escuelas a 
todos los niños de 4 años de edad cuyos padres, tutores o 
responsables legales hayan solicitado la matriculación de 
los mismos.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber DaRosa).- Por parte de 
Secretaría me señalan que corresponde votar el proyecto de 
ley aprobado por la Comisión. Obviamente, hemos vota- 
do el proyecto sustitutivo, pero a los efectos de cumplir con 
las formas debemos poner a votación el que vino de Comi- 
sión. 
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SEÑOR ABDALA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR ABDALA.- Soy un miembro itinerante que va de 
una Sala a la otra. Pero me pregunto ¿qué sucedería si un 
miembro de esta Comisión pide que se retire el proyecto? El 
proyecto es enviado nuevamente a Comisión, allí muere en 
la eterna sepultura y, por lo tanto, queda aprobado el otro. 


SEÑORA XAVIER.- Se vota negativamente. 
SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la pa- 
labra la señora Senadora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quería aportar la fecha que so- 
licitaba, con razón, el señor Senador Korzeniak. La Ley 
N* 17.823 es del 7 de setiembre de 2004. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- A esta altura, varios de los que 
estamos aquí tenemos algunos años en este Cuerpo. Los 
proyectos se votan en general y luego, artículo por artículo. 
Entonces, si la Mesa quería poner a votación el proyecto de 
ley aprobado por la Comisión, debió primero considerar el 
texto de la Comisión y votarlo negativamente. Como se optó 
por los sustitutivos, se entiende que ya está votado nega- 
tivamente el proyecto aprobado por la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- La Mesa 
entiende que ha sido votado negativamente el proyecto 
aprobado por la Comisión, en virtud de que se ha votado 
afirmativamente el proyecto de ley sustitutivo que llegó a 
la Mesa. 


19) SUBSIDIO POR DESEMPLEO A LOS TRABAJA- 
DORES DEL HOSPITAL ESPAÑOL 


SEÑORA DALMAS.- Pido la palabra por una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la 
palabra la señora Senadora. 


SEÑORA DALMAS.- Solicito al Senado que se declare 
urgente y se considere de inmediato el proyecto de ley que 
acaba de tener media sanción en la Cámara de Representan- 
tes, que refiere a la extensión del Seguro de Paro para los 
trabajadores del Hospital Español. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber DaRosa).- Se vaa votar 
si se declara urgente y se trata de inmediato el tema a que 
ha hecho referencia la señora Senadora. 


(Se vota:) 
- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Repártase el proyecto aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes. 


Se pasa a considerar el proyecto de ley por el que se 
extiende el plazo máximo de duración del subsidio por 
desempleo a los trabajadores del Hospital Español. 


(Antecedentes:) 


“CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo 1”.- Facúltase al Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social a extender por razones de interés general, hasta 
por un plazo de 180 (ciento ochenta) días, el subsidio por 
desempleo de los trabajadores del Hospital Español, en los 
términos y condiciones que establezca la reglamentación. 


Artículo 2”.- La ampliación del plazo de la prestación de 
desempleo que se otorga en virtud de las facultades que se 
conceden en el artículo anterior, alcanzará a los trabajado- 
res que hayan agotado el plazo máximo de cobertura (ar- 
tículos 7* y 10 del Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto 
de 1981), así como aquellos que aún continúen en el goce 
del referido beneficio. La ampliación del plazo de la presta- 
ción comenzará a regir a partir del mes inmediato posterior 
al cese respectivo del subsidio en todos los casos. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 17 de mayo de 2006. 


Julio Cardozo Ferreira 
Presidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber DaRosa).- Léase el pro- 
yecto. 


(Se lee) 


-En discusión general. 
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Tiene la palabra la señora Senadora Dalmás. 


SEÑORA DALMAS.- Señor Presidente: se trata de un 
proyecto por el que se extiende el plazo máximo de duración 
del subsidio por desempleo a los trabajadores del Hospital 
Español. El Poder Ejecutivo fundamenta la iniciativa con el 
fin de concluir una serie de estudios que está realizando 
para incorporar el Hospital Español a la red asistencial de 
Salud Pública y entiende de imperiosa necesidad que por la 
finalización del Seguro de Paro el personal no se disperse 
en otras opciones laborales, hasta tanto se termine de 
incorporar a la órbita de Salud Pública el Hospital Español. 


Por tales motivos, solicitamos la extensión del subsidio 
por desempleo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber DaRosa).- Sino se hace 
uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 


SEÑOR MICHELINI.- Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura de los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber DaRosa).- Se va a votar 
la moción formulada. 


(Se vota:) 

-19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 1”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 
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(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


20) EMBARCACIONES DEPORTIVAS DE BANDERA 
EXTRANJERA 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- El Senado 
pasa a considerar el quinto punto del Orden del Día: “Pro- 
yecto de ley por el que se establecen normas sobre navega- 
ción de embarcaciones deportivas de bandera extranjera, 
por aguas territoriales de nuestro país. (Carp. N* 330/05 - 
Rep. N*232/06).” 


(Antecedentes:) 


“Carp.N* 330/05 
Rep. N*232/06 
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PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


Artículo 1”.- Las embarcaciones deportivas o de recreo 
de bandera extranjera, con sus accesorios, que arriben al 
país navegando por sus propios medios, podrán entrar, 
permanecer sin límites de tiempo y salir de aguas jurisdic- 
cionales o de puertos o lugares de la República, amparadas 
por su bandera, registrando el rol respectivo de la tripula- 
ción y la matrícula ante la Prefectura Nacional Naval, pu- 
diendo ser sus propietarios o usuarios, personas físicas O 
jurídicas nacionales o extranjeras radicadas o no enel país. 


Artículo 2”.- Cuando las referidas embarcaciones per- 
manecieren más de nueve meses en forma ininterrumpida en 
jurisdicción de la República, deberán abonar en la Prefectu- 
ra Nacional Naval un tributo anual de 10 UR (diez unidades 
reajustables) hasta seis toneladas de registro bruto y 20 UR 
(veinte unidades reajustables) para las de tonelaje mayor. 


El hecho generador del presente título se considerará 
ocurrido al comienzo de cada año civil acorde a lo 
preceptuado por el artículo 8” del Código Tributario. El 
interesado dispondrá de veinte días corridos para abonar el 
tributo una vez acaecido el hecho generador. 


El atraso en el pago del mismo generará las multas y 
recargos dispuestos en el Código Tributario. Lo recaudado 
por tal concepto será vertido en la Cuenta Salvaguardia de 
la Vida Humana en el Mar, creada por la Ley N* 13.319, de 28 
de diciembre de 1964. 


La falta de cumplimiento de este requisito será causal de 
impedimento de derecho y navegación de la embarcación. 
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Artículo 3”.- Todas las embarcaciones a que hace refe- 
rencia esta ley podrán ser inspeccionadas por la Dirección 
Registral y de Marina Mercante de la Prefectura Nacional 
Naval, según el criterio que rige para las embarcaciones 
deportivas de bandera nacional, no pudiendo realizar acti- 
vidades rentadas de ningún tipo. 


Artículo 4”.- Las embarcaciones amparadas por esta ley 
deberán en todo momento mantener la bandera o matrícula 
vigentes así como el certificado de seguridad correspon- 
diente. Facúltase a la Dirección Nacional de Aduanas y a la 
Prefectura Nacional Naval a solicitar en todo momento la 
exhibición de los mismos. 


Artículo 5”.- Se excluyen de las previsiones de esta ley, 
las motos de agua, "jet ski" y todas las embarcaciones o 
artefactos con una eslora menor a los tres metros. 


Artículo 6”.- El Poder Ejecutivo deberá implementar 
dentro de un plazo de ciento veinte días, contados a partir 
de la vigencia de esta ley un Plan de Optimización del Uso 
de todos los puertos deportivos del país a los efectos de 
promover su ocupación durante todo el año. 


Sala de la Comisión, a 10 de mayo de 2006. 


Carlos Moreira, Miembro Informante; 
Juan Justo Amaro, Enrique Antía, Alber- 
to Breccia, Rafael Michelini, Eduardo 
Ríos, Víctor Vaillant. 
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La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1”.- Declárase, por vía interpretativa, a los 
efectos dispuestos por la Ley N* 12.091, de 5 de enero de 
1954, que las embarcaciones deportivas o de recreo, de 
bandera extranjera, con sus accesorios, que arriben al país 
navegando por sus propios medios, podrán entrar, perma- 
necer sin límites de tiempo y salir de aguas jurisdiccionales 
o de puertos o lugares de la República, amparadas por su 
bandera, registrando el rol respectivo de la tripulación y la 
matrícula ante la Prefectura Nacional Naval, pudiendo ser 
sus propietarios y/o usuarios, personas físicas o jurídicas 
nacionales o extranjeras radicadas o no en el país. 


Artículo 2”.- Cuando las referidas embarcaciones 
permanecieren más de nueve meses en forma ininterrumpida 
en jurisdicción de la República, deberán abonar en la Prefec- 
tura Nacional Naval un tributo anual de 10 UR (diez unida- 
des reajustables) hasta seis toneladas de registro bruto y 20 
UR (veinte unidades reajustables) para las de tonelaje ma- 
yor. 
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El hecho generador del presente tributo se considerará 
ocurrido al comienzo de cada año civil acorde a lo 
preceptuado por el artículo 8 del Código Tributario. El 
interesado dispondrá de veinte días corridos para abonar el 
tributo una vez acaecido el hecho generador. 


El atraso en el pago del mismo generará las multas y 
recargos dispuestos en el Código Tributario. Lo recaudado 
por tal concepto será vertido en la Cuenta Salvaguardia de 
la Vida Human en el Mar, creada por la Ley N” 13.319, de 28 
de diciembre de 1964. 


La falta de cumplimiento de este requisito será causal de 
impedimento de derecho y navegación de la embarcación. 


Artículo 3”.- Todas las embarcaciones a que hace refe- 
rencia esta ley podrán ser inspeccionadas por la Dirección 
Registral y de Marina Mercante de la Prefectura Nacional 
Naval, según el criterio que rige para las embarcaciones 
deportivas de bandera nacional y no pudiendo realizar 
actividades rentadas de ningún tipo. 


Artículo 4”.- Las embarcaciones amparadas por esta ley 
deberán en todo momento mantener la bandera o matrícula 
vigentes así como el certificado de seguridad correspon- 
diente. Facúltase a la Dirección Nacional de Aduanas y a la 
Prefectura Nacional Naval a solicitar en todo momento la 
exhibición de los mismos. 


Artículo 5”.- Se excluyen de las previsiones de esta ley, 
las motos de agua, “jet ski” y todas las embarcaciones o 
artefactos con una eslora menor a los tres metros. 


Artículo 6”.- El Poder Ejecutivo deberá implementar 
dentro de un plazo de ciento veinte días, contados a partir 
de la vigencia de esta ley un Plan de Optimización del Uso 
de todos los puertos deportivos del país a los efectos de 
promover su ocupación durante todo el año. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 1” de setiembre de 2005. 


Beatriz Argimón 
1? Vicepresidenta 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 
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Públicas recomienda a la Cámara de Representantes la apro- 
bación del proyecto de ley adjunto, que refiere a las embar- 
caciones deportivas de bandera extranjera que permanecen 
en espejos de agua de nuestro país, así como en puertos, 
ámbitos de reparación, mantenimiento o guarda. 


Nuestro país ha respetado siempre el principio de la libre 
navegación de embarcaciones deportivas de bandera ex- 
tranjera, al amparo de normas del derecho internacional, 
pudiendo estas embarcaciones o las de recreo, que arriben 
al país, por sus propios medios, entrar, permanecer y salir 
de aguas jurisdiccionales y puertos de la República, ampa- 
radas por su bandera, sin otro requisito que presentar el rol 
de su tripulación y sin cumplir las exigencias que se requie- 
ren para los buques mercantes. En este sentido, ha habido 
sucesivas resoluciones que a través del artículo 12 del 
Decreto 477, de 31 de octubre de 1984; del Decreto 561, de 
22 de setiembre de 1987 y posteriormente del Decreto 1, de 
4 de enero de 1995, determinan las facilidades para la per- 
manencia en Uruguay de esas embarcaciones de bandera 
extranjera. Esta tradición se explica en una voluntad de 
facilitar la actividad náutica deportiva o de recreo, aunque 
no se identifica claramente una política de promoción y 
fomento se identifican acciones de la administración mate- 
rializadas en esos decretos a conseguir ese fin. 


Como consecuencia, una gran proporción de las embar- 
caciones de estas características, que radican fundamental- 
mente en nuestro país, mantienen banderas extranjeras, su 
presencia es admitida reglamentariamente, contratan ama- 
rras, servicios de mantenimiento, reparación, guardería, 
personal, sus propietarios adquieren insumos, en fin, esti- 
mulan la actividad económica vinculada al sector. Esta 
situación no se da solamente en las zonas consideradas 
turísticas por excelencia, sino en todo el litoral marítimo, 
fluvial o lacustre. 


Este desarrollo del turismo náutico, tanto nacional como 
internacional, tiende a aprovechar al máximo la infraestruc- 
tura portuaria deportiva de nuestro país, incluyendo el 
desarrollo de innumerables servicios conexos que suponen 
una intensa actividad económica, como lo son lareparación 
y mantenimiento de embarcaciones, así como el aprovisio- 
namiento con los consiguientes beneficios directos e indi- 
rectos para la economía, por lo que se considera ajustado, 
a la seguridad jurídica, dar un marco legal que permita el 
desarrollo del deporte náutico antes aludido. 


En este marco resulta inconveniente que el régimen que 
se aplica a las embarcaciones de bandera nacional sea más 
exigente que el aplicable alas extranjeras, que se benefician 
con la apertura practicada tradicionalmente y es por ello que 
se entiende procedente aprobar un régimen legal que garan- 
tice las condiciones, signifique iguales beneficios para 
nacionales como para extranjeros y evite la interpretación 
diferencial para estas situaciones, lo que ha presentado 
problemas en la órbita aduanera, con la consiguiente inse- 
guridad jurídica que conlleva. 


A los efectos de establecer clara la voluntad legislativa, 
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con el fin de contribuir adecuadamente a la promoción de las 
actividades náuticas deportivas, propiciamos la aproba- 
ción del siguiente proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 17 de agosto de 2005. 


David Goti Genta, Miembro Informante; 
Sergio Botana, Juan José Domínguez, 
Julio César Fernández, Jaime Mario 
Trobo, Delegado de Sector. 


DISPOSICIONES CITADAS 


CODIGO TRIBUTARIO 


CAPITULOI 


DISPOSICIONES PRELIMINARES 


Artículo 8”.- (La ley tributaria en orden al tiempo).- Las 
leyes tributarias materiales se aplicarán a los hechos gene- 
radores ocurridos durante su vigencia. El hecho generador 
para cuya configuración se requiere el transcurso de un 
período, se considerará ocurrido a la finalización del mismo, 
cuando sea de carácter permanente, se considerará ocurri- 
do al comienzo de cada año civil. 


Las leyes tributarias formales y procesales se aplicarán 
en todos los casos a los trámites que se cumplan durante su 
vigencia, con prescindencia de la fecha de acaecimiento del 
hecho generador. 


Las leyes que tipifiquen infracciones o establezcan san- 
ciones también se aplicarán a los hechos ocurridos durante 
su vigencia. No obstante, tendrán efecto retroactivo las que 
suprimen infracciones y las que establecen sanciones más 
benignas o términos de prescripción más breves. 


LEY N* 12.091 


de 5 de enero de 1954 


CAPITULOI 
DELAS EMBARCACIONES DE CABOTAJE 


Artículo 1”.- La navegación y comercio de cabotaje, o 
sea aquella que se realiza entre puertos de la República, así 
como lo servicios de puerto y playa, las operaciones del 
salvataje, alijo, y las que efectúen las remolcadores, lan- 
chas y demás embarcaciones menores en aguas de jurisdic- 
ción uruguaya, quedan reservados a los buques de bandera 
nacional. 


El Poder Ejecutivo podrá autorizar con carácter de excep- 
ción en estas operaciones, la utilización de embarcaciones 
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de bandera extranjera cuando no existan disponibles embar- 
caciones de bandera nacional. 


Fuente: Ley N” 14.106, 
de 14 de marzo de 1973 
artículo 309 


Quedan exceptuados los remolques transporte y los 
remolques por convoyes de embarcaciones que efectúan 
cabotaje internacional. 


Fuente: Ley N* 16.736, 
de 5 de enero de 1996, 
artículo 332 


Artículo 2”.- Quedan incluidos en el concepto de unida- 
des que realizan servicios de navegación y comercio de 
cabotaje, los buques nacionales que efectúan travesías por 
vía fluvial entre puertos de la República y los de los países 
limítrofes y el Paraguay. 


Artículo 3”.- Quedan también incluidas en la matrícula 
de cabotaje, las embarcaciones destinadas a deportes náu- 
ticos, mayores de seis toneladas. 


Artículo 4”.- A los efectos de esta ley, serán considera- 
dos como buques de cabotaje los que estén inscriptos en la 
matrícula respectiva, sean mandatos por capitanes o patro- 
nos ciudadanos naturales o legales uruguayos, tengan por 
lo menos, un tercio de su tripulación formada por ciudada- 
nos y estén sometidos a los reglamentos sobre marina 
mercante de cabotaje. 


Artículo 5”.- A los efectos de la inscripción en la matrí- 
cula nacional de cabotaje, será necesario presentar el título 
de propiedad del buque cuando éste sea construido en el 
país y fuera mayor de seis toneladas. La propiedad se 
comprobará con el permiso de la autoridad para la construc- 
ción, comprobantes del astillero constructor autorizado y 
planilla de arqueo. 


Artículo 6”.- Si el buque hubiera sido construido o 
transferido en el extranjero, regirán las disposiciones esta- 
blecidas en el artículo 4” de la ley sobre Arrendamiento de 
Buques Mercantes y Diques Flotantes, N* 10.945, de octu- 
bre 10 de 1947. 


Artículo 7*.- Como excepción a lo dispuesto en el artí- 
culo anterior, podrá el Poder Ejecutivo liberar, en casos 
particulares, a embarcaciones de pesca, deporte y a las 
destinadas a pequeñas travesías fluviales, de la exigencia 
establecida en el inciso C) del citado artículo. 


Artículo 8”.- Cuando no sea posible abastecer de artícu- 
los de primera necesidad a una zona costera, movilizar su 
producción, o cumplir un contrato por no encontrarse bar- 
cos de cabotaje nacional en condiciones de prestar el 
servicio correspondiente, queda autorizado el Poder Ejecu- 
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tivo para otorgar, en cada caso, permiso precario, a buques 
uruguayos de la matrícula de ultramar. 


Artículo 9”.- El Poder Ejecutivo podrá otorgar a buques 
extranjeros (remolcadores) destinados a movilizar el trans- 
porte necesario a la industria nacional de la arena y piedra, 
las facilidades establecidas en el artículo anterior, bajo las 
condiciones que éste prescribe. 


CAPITULO ISI 


DELAS FRANQUICIAS Y FACILIDADES 
OTORGADAS 


A LOS BUQUES DE CABOTAJE 


Artículo 10.- Los buques de cabotaje quedan exonera- 
dos de los derechos de puertos, faros, sellados, sanidad y 
timbres, siempre que las operaciones que realicen entre 
puertos nacionales o entre puertos nacionales y puertos de 
países limítrofes, inclusive los del Paraguay. 


Artículo 11.- Los buques de catobaje nacional quedan 
exentos del pago de derechos consulares. 


Fuente: Ley N* 14.100, 
de 29 de diciembre de 1972, 
artículo 182. 


Artículo 12.- Los combustibles y lubricantes sólidos y 
líquidos que consuman los buques de cabotaje, quedan 
exentos de todo derecho. 


Artículo 13.- Quedan exonerados de los derechos adua- 
neros de importación y adicionales, todos aquellos materia- 
les destinados a la reparación, dotación y consumo de los 
buques de cabotaje nacional. 


Artículo 14.- Los buques de cabotaje nacional podrán 
entrar a los puertos nacionales y operar aun en horas 
inhábiles. 


Artículo 15.- En los puertos de la República se afectará 
una zona a la navegación de cabotaje, adecuadamente 
equipada, en la cual se cumplirán todas las operaciones de 
carga, descarga y depósito de las mercaderías con las 
mayores facilidades. A los muelles de esta zona, no podrán 
ser girados otros buques cuando perturben las operaciones 
de los de cabotaje nacional u obstaculicen su arribo o 
salida, salvo casos de fuerza mayor y mediante autorización 
expresa y fundada de la autoridad correspondiente. 


Dentro de las zonas afectadas a las operaciones del 
cabotaje nacional, el Poder Ejecutivo o la Administración 
Nacional de Puertos podrá ceder o arrendar a módico precio, 
a las empresas dedicadas a dicho cabotaje, depósitos para 
larecepción y guarda de las mercaderías de removido hasta 
su embarque o entrega a los interesados. 
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Artículo 16.- En los cabotaje realizados por aguas nave- 
gables interiores, el embarque de la mercadería podrá efec- 
tuarse en cualquier punto de la costa mediante declaración 
del propietario de la carga y del capitán o patrón del buque, 
debiendo el manifiesto registrarse al pasar la nave por el 
Resguardo más próximo. 


Artículo 17.- Toda importación de mercaderías, bienes 
o productos destinados directamente o por vía de terceros 
ala Administración Central, Organismos del Estado, Entes 
Autónomos, Servicios Descentralizados, Sociedades Mix- 
tas O Intendencias Municipales, deberá hacerse en buques 
de transportes de efectúe por vía marítima, fluvial o lacuste 
y cuando para ello existan bodegas disponibles. 


Esa obligación se hace extensiva a las personas físicas 
o jurídicas que importen o exporten mercaderías o bienes 
amparados por exenciones fiscales o financiamiento o aval 
de cualquier Organismo, que integre el sistema bancario del 
Estado, quedando habilitado el Poder Ejecutivo para liberar 
el transporte de las exportaciones mencionadas preceden- 
temente, cuando a su juicio así convenga a los intereses 
nacionales. La falta de cumplimiento de esta obligación 
aparejará la noexención a la operación de que se trata, salvo 
que mediase la causal de liberación que se establece en el 
párrafo siguiente. 


Corresponderá al Banco de la República Oriental del 
Uruguay la vigilancia del debido cumplimiento de esa dis- 
posición, del que sólo podrá eximirse cuando la Cámara de 
la Marina Mercante Nacional certifique que no existe barco 
disponible para cumplir el transporte. 


Fuente: Ley N* 14.106, 
de 14 de marzo de 1973, 
artículo 312 


Artículo 18.- El Poder Ejecutivo al reglamentar esta ley, 
exigirá el mínimo en los trámites, y no establecerá exigencias 
que pongan a los buques de la matrícula nacional en infe- 
rioridad de condiciones con referencia alos buques extran- 
jeros y los otros medios o sistemas establecidos en el país 
para transporte de carga. 


Artículo 19.- Las cargas de removido, transportadas por 
buques de cabotaje nacional, quedan exoneradas de la 
obligatoriedad de utilizar los servicios oficiales, y por con- 
siguiente no abonarán tasa o impuesto portuario de ningu- 
na índole, cuando las naves conductas de aquéllas utilicen 
sus elementos propios en las operaciones de carga y des- 
carga y prescindan así de los elementos (grúas y personal) 
de las capatacías. 


Artículo 20.- El Poder Ejecutivo establecerá tratamiento 
y tarifas proteccionistas a las mercaderías de exportación 
que procedan de puertos de la República, utilizando el 
puerto de Montevideo en tránsito al exterior. 


Las tarifas que rijan para estos servicios deberán ser 
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sensiblemente inferiores a las vigentes en operaciones de 
tránsito y para el exterior. 


CAPITULO! 


SOBRE PERSONAL 


Artículo 21.- El número de tripulantes y el “máximo 
cargo” correspondiente a las categorías respectivas del 
escalafón del personal navegante necesario al buen desem- 
peño de cada barco, en la navegación a que se dedique, será 
determinado por la autoridad marítima, teniendo en cuenta 
las características del barco, las del servicio al cual está 
afectado y las leyes de trabajo a bordo. 


Artículo 22.- No se podrá obligar a que una embarcación 
lleve más tripulantes que lo establecido por la autoridad 
marítima, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
anterior. 


CAPITULOIV 
DEL GRANCABOTAJE 


Artículo 23.- A los barcos nacionales que pudieran 
afectarse a la navegación entre los puertos de la República 
y puertos marítimos de la América del Sur no les será exigido 
el pase de registro de la matrícula de Cabotaje a la de 
Ultramar. El Poder Ejecutivo dispondrá que se llenen en este 
caso las medidas de seguridad que se estimen necesarias 
para esta navegación. 


Fuente: Ley N* 13.032, 
de 7 de diciembre de 1961, 


artículo 40 


Artículo 24.- Siempre que la navegación de gran cabo- 
taje se realice para transportar mercaderías desde puertos 
uruguayos directamente a puertos brasileños o argentinos, 
o desde éstos directamente a los puertos nacionales, los 
buques goarán de las franquicias y demás facilidades que 
establece el Capítulo II de esta ley. 


Artículo 25.- De iguales franquicias y facilidades goza- 
rán los buques nacionales afectados al gran cabotaje, sir- 
viendo el transporte en un mismo viaje entre puertos uru- 
guayos, argentinos y brasileños, siempre que la carga con 
destino a nuestros puertos o exportada desde éstos, equi- 
valga a la mitad de la misma en peso o en volumen, a juicio 
de la autoridad competente. 


Artículo 26.- Los buques nacionales, cuando efectúen 
servicios de gran cabotaje, podrán ser conducidos por sus 
respectivos patronos, cuando estos hubieran obtenido el 
título exigido por la autoridad marítima. 
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CAPITULO V 


OPERACIONES DE BUQUES EXTRANJEROS 


Artículo 27.- Los buques de bandera extranjera podrán 
efectuar en puertos de la República, operaciones de carga 
con destino exterior o de descarga de mercaderías de igual 
procedencia, de acuerdo con las leyes y reglamentos nacio- 
nales. 


Los buques de cabotaje nacional tendrán en todos los 
casos, prelación en el ataque y realización de sus operacio- 
nes con relación a los buques de cabotaje extranjeros. 


Artículo 28.- Todo buque extranjero que fuera tomado 
en flagrante ejercicio del comercio de cabotaje, será tratado 
con arreglo a las disposiciones de contrabando y posible 
decomiso conjuntamente con el cargamento que conduzca. 


CAPITULO VI 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 29.- La navegación de jangadas será permitida 
por la autoridad marítima únicamente en los ríos navegables 
y cuando no presente riesgo para el balizamiento o la 
navegación. 


Artículo 30.- La concesión a buques de bandera extran- 
jera de las franquicias que se otorgan por la presente ley a 
la marina de cabotaje nacional, sólo podrá realizarse me- 
diante la celebración de tratados de reciprocidad con las 
naciones que aspiren a ese beneficio para sus buques. 


Artículo 31.- Deróganse todas las disposiciones que se 
opongan a la aplicación de la presente ley. 


Artículo 32.- Comuníquese, etc. 


LEY N* 13.319, 


de 28 de diciembre de 1964 


Artículo 37.- Créase un Fondo denominado “Salvaguar- 
da de vidas en el Mar” que se integrará con los siguientes 
recursos: 


a) Expedición de Patentes o Certificados para Patrones 
de embarcaciones de bandera nacional, según lo 
reglamentado por el Poder Ejecutivo, a razón de 
$ 50.00 (cincuenta pesos) cada uno. 


b) Expedición de Certificados Provisorios que otorga la 
Dirección de la Marina Mercante y que autorizan a un 
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c) 


d) 


e) 


8) 


h) 


j) 


k) 


mM) 


tripulante a desempeñar funciones superiores a las 
de su patente, a razón de $ 100.00 (cien pesos) cada 
uno. 


Expedición de títulos de Perito Naval, a razón de 
pesos 500.00 (quinientos pesos) cada uno. 


Inscripción en los Registros de Personal de la Marina 
Mercante de títulos de Pilotos Mercantes y Capi- 
tanes, a razón de $ 100.00 (cien pesos) cada uno y 
$ 500.00 (quinientos pesos) cada uno, respectiva- 
mente. 


Expedición de Patentes de Maquinistas Navales, de 
acuerdo a la siguiente escala: 


Ayudantes y Conductores de Máquinas $ 30.00 (trein- 
ta pesos). 


Maquinistas de 2* y 3* $ 100.00 (cien pesos). Maqui- 
nistas de 1* y Jefes de Máquinas $ 500.00 (quinientos 
pesos). 


Recargos sobre la autorización de las tarjetas de 
acceso a los buques surtos en puertos nacionales, a 
razón de $ 7.00 (siete pesos) cada uno. 


Recargo sobre la expedición de los “Carnet de Libre 
Acceso” ala zona portuaria, a razón de $ 10.00 (diez 
pesos) cada uno. 


Los provenientes de la aplicación de las Tasas y 
Gastos que estipula el Reglamento de Arqueo. 


Recargo a la solicitud del Servicio de Vigilantes 
(watchman), a razón de $ 15.00 (quince pesos) cada 
uno. 


Solicitud de “Despacho de Buque” para toda embar- 
cación de más de mil toneladas de arqueo total, a 
razón de $ 100.00 (cien pesos) cada uno. 


Recargos sobre las solicitudes de servicios realiza- 
dos en la Oficina de Pilotaje, a razón de $ 10.00 (diez 
pesos) cada uno. 


Recargos sobre las “protestas” que realicen los 
Capitanes, Representantes y Agentes Marítimos 
ante las dependencias de la Prefectura General 
Marítima, a razón de $ 50.00 (cincuenta pesos) cada 
uno. 


Solicitudes de Privilegios de Paquetes: Categoría 
“A” $200.00, Categoría “B” $ 100.00, Categoría “C” 
$50. 
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m) Las multas establecidas en los reglamentos y dispo- 
siciones vigentes por concepto de infracciones ma- 
rítimas y portuarias. 


n) Recaudaciones por arancel de la Escribanía de Mari- 
na, de acuerdo a la siguiente escala: 


1) porlos asientos en el Registro de Naves se cobra- 
rá hasta el 1 (uno por ciento), sobre el precio 
pactado o el valor declarado en el Instrumento o 
tasación de la Comisión Técnica; 


2) por certificados genéricos, 2 UR (dos unidades 
reajustables), y especificados, 1 UR (una unidad 
reajustable); 


3) por actas se cobrará 1 UR, (una unidad 
reajustable); 


4) por el Registro de Protocolizaciones un derecho 
uniforme de 2 UR, (dos unidades reajustables); 


5) por la inscripción en el Registro de Patentes Na- 
cionales de Navegación, un derecho uniforme de 
2 UR, (dos unidades reajustables); 


6) por la inscripción en el Registro de Propietarios y 
Armadores un derecho uniforme de 2 UR, (dos 
unidades reajustables). 


Fuente: Ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, 
artículo 66 (modifica literal) 


ñ) Expedición de tarjetas y libretas de Buzo. 


Fuente: Ley N* 16.476, 
de 10 de mayo de 1994, 
artículo 1” (agrega literal) 


La percepción de estos recursos se efectuará mediante 
Libretas Talonarias intervenidas por la Contaduría General 
de la Nación, y su producido será depositado en el Banco 
de la República en cuenta denominada “Prefectura General 
Marítima - Salvaguarda de Vidas en el Mar”. Los fondos de 
dicha cuenta serán utilizados para la adquisición, repa- 
ración y mantenimiento de embarcaciones, equipos y ma- 
teriales destinados a la función de salvaguarda de la vida 
humana en el mar. Los saldos que resultaren de cada ejer- 
cicio, podrán ser invertidos en los ejercicios siguientes. 


La recaudación, contralor y disposición de los recursos 
de que trata este artículo, deberán ser reglamentados por el 
Poder Ejecutivo a propuesta del Ministerio de Defensa 
Nacional. 
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Comisión de 
Transporte y Obras Públicas 


ACTA N*20 


En Montevideo, el día diez de mayo del año dos mil seis, a 
la hora catorce y cuarenta y siete minutos se reúne la 
Comisión de Transporte y Obras Públicas de la Cámara de 
SENAÍOTESA, 220 III RARE AR 
Asisten sus miembros señores Senadores Juan Justo Ama- 
ro, Alberto Breccia, Rafael Michelini, Carlos Moreira, Eduar- 
do Ríos y Víctor Vaillant. 
Concurre el señor Senador Sergio Abreu. ____________ 
Preside su titular, el señor Senador Enrique Antía.______ 
Actúan en Secretaría la Secretaria de Comisión señora Lidia 
El Helou y el señor César González.________________ 
Abierto el acto, por Secretaría se da cuenta de los siguien- 
tes asuntos entrados: 
1. Carpeta N* 489/2006. ADMINISTRACIÓN DE LAS 
OBRAS SANITARIAS DELESTADO -OSE-. Se le autoriza 
a adquirir el 60% de las acciones de la Empresa Aguas de la 
Costa S.A. a la firma Agbar, Aguas de Barcelona. Mensaje 
y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido 
INEA 
2. Nota remitida por el Sindicato Unico de la Administra- 
ción Nacional de Puertos (SUANP) por la que solicita au- 
diencia para referirse al tema: Terminal de Contenedores. _ 
3. Invitación cursada por el señor Presidente de la Cámara 
de Transporte del Uruguay Julio Sánchez Padilla, para 
asistir al acto de inauguración de la Expo Transporte 2006, 
arealizarse mañana, juevesonce de may0o.____________ 
4. Nota remitida por el señor Presidente de la Cámara 
Internacional de Pesquisas e Integración Social, por la que 
invita al señor Presidente de la Comisión a asistir al “XXVI 
Panel Latinoamericano de Integración”, que se llevará a 
cabo el próximo veintiséis de mayo en la ciudad de San 
Pablo: Etica to A RA 
A continuación, se pasa a considerar el proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes por el que se 
dictan normas sobre la navegación de las embarcaciones 
deportivas de bandera extranjera por aguas territoriales de 
la República. (Carpeta N*330/20053. Distribuido N* 434/2005). 
La Comisión aprueba por unanimidad un texto sustitutivo, 
que se vota de la siguiente manera: _________ 
Artículo 1*.- Siete votos en siete señores Senadores presen- 
tes. Afirmativa. Unanimidad. Aprobado con modificacio- 
NÉS> ae ar a de A 
Artículo 2” a 6*.- Siete en siete: Afirmativa. Unanimidad. 
Aprobados sin modificaciones. Se designa Miembro Infor- 
mante al señor Senador Carlos Moreira (Informe verbal). _ 
El texto del artículo aprobado con modificaciones es el que 
setransorde 
“Artículo 1”.- Las embarcaciones deportivas o de recreo de 
bandera extranjera, con sus accesorios, que arriben al país 
navegando por sus propios medios, podrán entrar, perma- 
necer sin límites de tiempo, y salir de aguas jurisdiccionales 
o de puertos o lugares de la República, amparadas por su 
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bandera, registrando el rol respectivo de la tripulación y la 
matrícula ante la Prefectura Nacional Naval, pudiendo ser 
sus propietarios o usuarios, personas físicas o jurídicas 
nacionales o extranjeras radicadas o no en el país”. De lo 
actuado se toma versión taquigráfica, cuya copia 
dactilografiada figura en el Distribuido N* 835/2006, que 
forma parte de este documento. ___________ 
Finalmente se resuelve invitar, para la sesión del próximo 
miércoles diecisiete de los corrientes, a la hora catorce, alos 
señores miembros del Directorio de la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado, a fin de oir su opinión sobre el 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo relacionado en los 
asuntos entrados y recabar asimismo las opiniones de los 
constitucionalistas doctores Gonzalo Aguirre Ramírez, 
Aníbal Cagnoni, Augusto Durán Martínez y Daniel Hugo 
MartnSs sr O UI 
A la hora dieciséis y dos minutos se levanta la sesión. ___ 
Para constancia se labra la presente acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y la Secretaría de la 
Comisión. 


Enrique Antía 
Presidente 


Lidia El Helou 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Léase el pro- 
yecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: este proyecto de 
ley tiene media sanción de la Cámara de Representantes y 
refiere a la posibilidad de facultar a las embarcaciones 
deportivas o de recreo con bandera extranjera a ingresar 
libremente al país y permanecer en él sin límite de tiempo, 
debiendo pagar una tasa de permanencia cuando estén aquí 
más de nueve meses. 


El proyecto aprobado por la Cámara de Representantes 
ha sido modificado en este texto sustitutivo. En su artículo 
19 decía: “Declárase, por vía interpretativa, a los efectos 
dispuestos por la Ley N* 12.091, de 5 de enero de 1954...”, 
siendo esta una remisión equivocada, ya que esa ley refería 
a las embarcaciones de cabotaje, cuando en este caso se 
trata de embarcaciones deportivas. 


Este proyecto de ley, que ya tiene antecedentes regla- 
mentarios porque hay decretos que establecen un régimen 
de libertad similar, tiene como objetivo lograr la permanen- 
cia de estas embarcaciones con autorización legal. Además, 
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estas deberán tener el certificado de seguridad correspon- 
diente vigente y podrán ser inspeccionadas por la Direc- 
ción Registral y de Marina Mercante de la Prefectura Nacio- 
nal Naval, del mismo modo en que lo son las embarcaciones 
deportivas de bandera nacional. 


Lo que se busca con este proyecto es que estas embar- 
caciones permanezcan el mayor tiempo posible en toda la 
extensa red de puertos deportivos que hay en el Uruguay, 
ya sea en el Río Uruguay, en el Río de la Plata o en el Océano 
Atlántico, de modo de generar fuentes de trabajo por la vía 
de reparaciones o por la utilización de marineros y personal 
de servicio uruguayos. De esa forma, se generaría una 
cantidad importante de puestos de trabajo, por ejemplo, en 
el departamento de Colonia, cuya realidad conozco muy 
bien. 


Esta actividad náutica, proviene particularmente de la 
República Argentina. En Buenos Aires hay entre 150.000 y 
200.000 embarcaciones de este tipo, lo que representa una 
importante fuente de recursos, no sólo por el pago de las 
tasas portuarias, sino por su aporte a la actividad turística, 
puesto que en tanto estas embarcaciones permanecen aquí, 
ocurre lo propio con sus propietarios lo que, por supuesto, 
genera gastos relacionados con los servicios turísticos de 
nuestro país. 


Cabe señalar que este proyecto de ley ya tuvo un prin- 
cipio de análisis en este Plenario, que decidió reenviarlo a 
la Comisión debido a que se planteó la inquietud de si la 
aprobación de estas disposiciones podría significar una 
disminución de trabajo para quienes aquí fabrican este tipo 
de embarcaciones. Luego de la constatación que hicimos 
varios miembros de la Comisión y de las entrevistas que 
mantuvimos con representantes de este sector, hemos lle- 
gado a la conclusión de que esto no significa un perjuicio 
para la industria uruguaya de embarcaciones deportivas, 
que no alcanza a embarcaciones de cierto porte. Por tal 
motivo, dentro de las disposiciones de este proyecto de ley 
se excluye a las embarcaciones pequeñas como, por ejem- 
plo, las motos de agua, los “jet sky” y todas aquellas 
embarcaciones con una eslora menor a los tres metros. De 
modo que, de aprobarse este proyecto de ley, no se provo- 
cará ningún perjuicio para la industria nacional, sino que, 
porel contrario, se producirá un evidente beneficio en tanto 
la mayor permanencia de estas embarcaciones en toda la 
infraestructura portuaria uruguaya requerirá la atención de 
toda la gente que se dedica a brindar servicios, como por 
ejemplo, tripulación y demás. 


Por otra parte, de acuerdo con el artículo 6” el Poder 
Ejecutivo tiene la obligación de implementar, en un plazo de 
ciento veinte días una vez que la ley esté vigente, un plan 
de optimización de uso de todos los puertos deportivos del 
país, de modo tal de promover su ocupación durante todo 
el año. Este también es un elemento que puede ayudar a la 
optimización del uso de los puertos, algunos de los cuales, 
fuera de la temporada de verano -especialmente los de 
Maldonado-, tienen menor actividad. Esta podría ser, qui- 
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zás, una medida de estímulo y de fomento para lograr la 
optimización del uso de los puertos. 


Por estas razones, la Comisión, por unanimidad, reco- 
mienda al Cuerpo la aprobación de este proyecto de ley con 
las modificaciones incluidas en su redacción, reenviándolo 
a la Cámara de Representantes para que allí se haga lo 
propio. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ABREU..- Señor Presidente: como recordará el 
Plenario, en oportunidad de tratarse este proyecto de ley 
hicimos algunas consideraciones que derivaron en su re- 
greso a Comisión, cuyos integrantes tuvieron la gentileza 
de invitarnos para compartir algunas preocupaciones e 
ideas sobre este tema. 


Este proyecto de ley tiene una historia muy importante 
que se refiere, precisamente, a un proceso que se inicia con 
anterioridad al año 1987, cuando los barcos deportivos de 
bandera extranjera no podían permanecer más de seis meses 
en aguas uruguayas. 


A partir del Decreto N* 561/87, se determinó una política 
de aumento en el uso de las guarderías náuticas de la región, 
con el fin de que se pudiera fomentar esta actividad y, sobre 
todo, la permanencia de las embarcaciones deportivas en 
los puertos deportivos del territorio nacional. Posterior- 
mente, se aprobó un decreto flexibilizando lo dispuesto con 
anterioridad, ya que la interpretación estricta del primer 
decreto determinaba que los barcos que ingresaban en los 
puertos deportivos uruguayos tenían que salir desde el 
origen de su bandera. Por tanto, las distancias hacían casi 
imposible el ingreso de barcos en nuestros puertos depor- 
tivos. Este decreto posterior le dio tal flexibilidad a esta 
situación que se llegó al punto en que los barcos podían 
ingresar navegando. De manera que, sin cambiar de bande- 
ra, podían ingresar navegando, incluso transportando con- 
tenedores de otros países, y beneficiándose con este tipo 
de disposiciones. 


Estos dos decretos tuvieron un impacto muy importante 
en el año 2003 a raíz de una denuncia aduanera que afectó 
a cien embarcaciones, nada menos que en el mes de diciem- 
bre, es decir, previo a la temporada turística. Esa denuncia 
aduanera, obviamente, tuvo una repercusión sobre la con- 
fianza del sistema y, por lo tanto, determinó que legalmente 
se planteara este proyecto de ley, a los efectos de darle 
mayor seguridad jurídica a su funcionamiento, indepen- 
dientemente de sus particularidades especiales. 


Como se podrá recordar, señor Presidente, habíamos 
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planteado algunas inquietudes sobre la incipiente industria 
nacional naval y, particularmente, sobre la bandera nacio- 
nal, que va a estar directamente afectada por estas dispo- 
siciones. En ese sentido, hicimos una comparación sobre 
qué tipo de desarrollo tenía la industria nacional y de qué 
manera podía ser afectada por el ingreso de otras embarca- 
ciones exoneradas de todo tributo, en instalaciones que 
determinaban su ocupación eventualmente casi plena du- 
rante todo el año. 


La preocupación que llevó a la elaboración de este 
proyecto de ley fue la de contemplar el hecho de que los 
puertos, que durante la temporada de verano utilizan toda 
la infraestructura que tienen a disposición de los barcos y 
embarcaciones, no queden desmantelados durante el resto 
del año; tal como ha sucedido hasta el momento, por ejem- 
plo, en los Puertos de Higueritas o de Carmelo, que con 
inversiones millonarias en dólares terminan vacíos o con 
falta de funcionamiento y quedando su actividad reducida 
simplemente a un mes o un mes y medio de verano. 


Esta inquietud es por todos compartida y, por ello, este 
proyecto de ley busca el fomento de la ocupación y el 
desarrollo de actividades, en particular, las que están vin- 
culadas a la prestación de servicios a las embarcaciones de 
bandera extranjera, inclusive fuera del puerto o de su boya 
-por decirlo de esta manera-, que pudieran estar instaladas 
en hangares terrestres, tal como sucedía antes de la denun- 
cia aduanera. 


Quizás hubiéramos preferido un sistema por el que, 
después de un tiempo, se pudiera otorgar una especie de 
permiso u orientación por vía legal para que todos estos 
barcos pudieran tener bandera nacional. Eso sería parte de 
una política de la bandera nacional, que también es uno de 
los roles que tenemos que jugar en la región, fundamental- 
mente en la utilización de nuestros puertos deportivos, y 
sobre todo en cuanto a la infraestructura de puertos que en 
el Uruguay vincula no sólo la actividad deportiva, sino 
también el transporte en términos generales. 


Lamentablemente, esa no es la orientación del proyecto, 
pero comprendemos muchas de las respuestas que se nos 
dieron a las observaciones que planteamos oportunamente. 
La diferencia que existe entre el número de embarcaciones 
deportivas con bandera nacional y las argentinas, por ejem- 
plo, es abismal. Se nos dice que en el Uruguay no debe haber 
más de mil embarcaciones deportivas de bandera nacional, 
mientras que en la Argentina hay más de 200.000. Por lo 
tanto, la instrumentación de este proyecto de ley significa 
que estamos tratando de ampliar el mercado y facilitar el 
ingreso de este tipo de embarcaciones. 


También es cierto que existen astilleros en el país; en 
particular, hay uno en el Puerto del Buceo que construye 
para el resto de Sudamérica. Pero como sucede en estos 
temas y en tantos otros, por el nivel y la escala industrial 
tenemos dificultades para ser competitivos en el ámbito 
regional y extrarregional. A pesar de que existen normas 
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como el Acuerdo con México, vinculado al viejo y conocido 
Plan Pesquero, por el que se permitía exportar barcos cons- 
truidos en el Uruguay hacia ese país, no se produjo ninguna 
exportación, precisamente por el nivel industrial y las difi- 
cultades de escala que plantean estos elementos. Pero 
también es cierto que debemos tener en cuenta el tema de 
la bandera nacional porque obviamente esto va a repercutir 
sobre nuestra política de bandera dentro y fuera de la 
región, más allá del objetivo compartible que tiene este 
proyecto, que precisamente refiere a dinamizar los puertos 
deportivos y la prestación de servicios, con todo lo que 
esto significa en materia de empleo y reparación. Justamen- 
te, la reparación es quizá una de las actividades más impor- 
tantes a destacar, puesto que supone una gran demanda de 
mano de obra, particularmente, en departamentos del inte- 
rior en donde la emigración se produce por falta de trabajo 
y de oportunidades de carácter laboral. 


Queremos hacer hincapié en el artículo 6”, al que también 
se refirió el Miembro Informante. Esta disposición refiere 
auna definición de carácter, diríamos, casi imperativo, que 
inclusive motivó una pregunta que hicimos en la primera 
oportunidad en que se discutió el proyecto de ley. Aquí se 
dice que el Poder Ejecutivo deberá implementar dentro de 
un plazo de ciento veinte días, contados a partir de la 
vigencia de esta ley, un Plan de Optimización del Uso de 
todos los puertos deportivos del país a los efectos de 
promover su ocupación durante todo el año. Es importante 
entender el alcance de este artículo; estamos hablando, no 
de la elaboración de un plan, sino de su implementación, lo 
cual quiere decir que en el plazo establecido por la ley el 
Poder Ejecutivo tendrá que ponerlo en funcionamiento. En 
un plazo relativamente corto y bajo la rigidez de la ley, lo 
obliga a poner en marcha la prestación de servicios en los 
puertos deportivos. 


Por otro lado, hicimos una reflexión sobre los sistemas 
de inspección. Obviamente, hubo algunas discrepancias y 
no prosperó la modificación que se planteaba al artículo 
correspondiente, en particular en lo que hace a la posibili- 
dad de que la Dirección Registral y de Marina Mercante de 
la Prefectura Nacional Naval realice las inspecciones. Aquí 
se establece: “Todas las embarcaciones a que hace referen- 
cia esta ley podrán ser inspeccionadas por la Dirección 
Registral y de Marina Mercante de la Prefectura Nacional 
Naval”. Nosotros éramos partidarios -pero no fuimos acom- 
pañados por la Comisión- de que esta no fuera una facultad 
sino que pudiera ser algo que diera un pie de igualdad en 
un control de carácter efectivo de todas las embarcaciones, 
cuando estamos hablando de banderas extranjeras y de una 
dinamización de la actividad comercial en el área. Pero, 
como decía, no tuvimos apoyo en la Comisión. 


Asimismo, es muy importante, en materia de 
financiamiento, este tributo, que en realidad es una tasa 
porque tiene una contraprestación en el servicio que va 
orientada a la Cuenta Salvaguardia de la Vida Humana en el 
Mar. Por lo tanto, si la actividad se multiplica -como se 
espera- dará recursos importantes y creará las condiciones 
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para que toda la infraestructura de protección y salvataje de 
vida en el mar pueda mejorar en forma sustentable. 


Como bien decía el Miembro Informante, esto significa 
un cambio importante, incluso, en la visión de la economía 
nacional, puesto que estamos ingresando en la economía de 
los servicios, en la apertura, en el descarte y en la coloca- 
ción a niveles secundarios de viejos conceptos de la ban- 
dera nacional que, en lo personal, no estoy en condiciones 
de digerir en forma pacífica. Pero hay que reconocer que es 
parte de una dinámica, de una coincidencia de todos los 
partidos políticos para ingresar en esta nueva modernidad 
que durante un tiempo muchos han discutido, pero que 
ahora vemos como una continuidad que viene de 1986 
cuando la idea de puertos deportivos comenzaba a dibujar- 
se en el escenario de la política de prestación de servicios 
en el área turística. 


Vamos a acompañar el proyecto de ley en términos 
generales con las observaciones que nos han merecido 
algunos artículos, en particular, en lo que hace a las facul- 
tades de inspección y también al tema de la bandera nacio- 
nal, que creemos debe quedar en el ámbito de la reflexión del 
Plenario porque tendrá repercusiones directas e indirectas 
sobre la posición que se tenga con respecto a esta política 
que hace, entre otras cosas, al proceso de integración, a la 
visión regional y a la infraestructura que el país tiene que 
desarrollar en el presente y también en el futuro, habida 
cuenta de la dinámica que está tomando este tema de los 
servicios de transporte en el área. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber DaRosa).- No habiendo 
más oradores inscriptos, se va a votar en general el proyec- 
to de ley con el texto venido de la Comisión. 


(Se vota:) 
-19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR MOREIRA .- Solicito que se suprima la lectura 
del articulado. 


SEÑOR MICHELINI.-. Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Sé que es más engorroso y siempre 
soy yo el que solicita la supresión de la lectura, pero como 
hay varios repartidos -incluso en uno de ellos se omite un 
artículo-, preferiría que se leyeran todos los artículos a los 
efectos de evitar cualquier equivocación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- La Mesa 
consulta al señor Senador Moreira acerca de si está dis- 
puesto a retirar su solicitud. 
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SEÑOR MOREIRA .- Sí, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- En conse- 
cuencia, se va a dar lectura al artículo 1”. 


(Se lee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 


“Artículo 1”.- Las embarcaciones deportivas o de re- 
creo de bandera extranjera, con sus accesorios, que arriben 
al país navegando por sus propios medios, podrán entrar, 
permanecer sin límites de tiempo y salir de aguas jurisdic- 
cionales o de puertos o lugares de la República, amparadas 
por su bandera, registrando el rol respectivo de la tripula- 
ción y la matrícula ante la Prefectura Nacional Naval, pu- 
diendo ser sus propietarios o usuarios, personas físicas O 
jurídicas nacionales o extranjeras radicadas o no en el país.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- En conside- 
ración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-18en 19. Afirmativa. 

Léase el artículo 2*. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 


“Artículo 2”.- Cuando las referidas embarcaciones 
permanecieren más de nueve meses en forma ininterrumpida 
en jurisdicción de la República, deberán abonar en la Prefec- 
tura Nacional Naval un tributo anual de 10 UR (diez unida- 
des reajustables) hasta seis toneladas de registro bruto y 20 
UR (veinte unidades reajustables) para las de tonelaje ma- 
yor. 


El hecho generador del presente tributo se considerará 
ocurrido al comienzo de cada año civil acorde a lo 
preceptuado por el artículo 8* del Código Tributario. El 
interesado dispondrá de veinte días corridos para abonar el 
tributo una vez acaecido el hecho generador. 


El atraso en el pago del mismo generará las multas y 
recargos dispuestos en el Código Tributario. Lo recaudado 
por tal concepto será vertido en la Cuenta Salvaguardia de 
la Vida Humana en el Mar, creada por la Ley N* 13.319, de 28 
de diciembre de 1964. 


La falta de cumplimiento de este requisito será causal de 
impedimento de derecho y navegación de la embarcación.” 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- En conside- 
ración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 3”. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 


“Artículo 3”.- Todas las embarcaciones a que hace 
referencia esta ley podrán ser inspeccionadas por la Direc- 
ción Registral y de Marina Mercante de la Prefectura Nacio- 
nal Naval, según el criterio que rige para las embarcaciones 
deportivas de bandera nacional, no pudiendo realizar acti- 
vidades rentadas de ningún tipo.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- En conside- 
ración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 4”. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 


“Artículo 4”.- Las embarcaciones amparadas por esta 
ley deberán en todo momento mantener la bandera o matrí- 
cula vigentes así como el certificado de seguridad corres- 
pondiente. Facúltase a la Dirección Nacional de Aduanas y 
a la Prefectura Nacional Naval a solicitar en todo momento 
la exhibición de los mismos.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- En conside- 
ración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 5*. 


(Selee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 


“Artículo 5”.- Se excluyen de las previsiones de esta 
ley, las motos de agua, “jet ski” y todas las embarcaciones 
o artefactos con una eslora menor a los tres metros.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- En conside- 
ración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 6*. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Don Santiago González Barboni).- 


“Artículo 6”.- El Poder Ejecutivo deberá implementar 
dentro de un plazo de ciento veinte días, contados a partir 
de la vigencia de esta ley un Plan de Optimización del Uso 
de todos los puertos deportivos del país a los efectos de 
promover su ocupación durante todo el año.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber Da Rosa).- En conside- 
ración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley sustitutivo, que se 
comunicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTICULO 1”.- Las embarcaciones deportivas o de 
recreo de bandera extranjera, con sus accesorios, que arri- 
ben al país navegando por sus propios medios, podrán 
entrar, permanecer sin límites de tiempo y salir de aguas 
jurisdiccionales o de puertos o lugares de la República, 
amparadas por su bandera, registrando el rol respectivo de 
la tripulación y la matrícula ante la Prefectura Nacional 
Naval, pudiendo ser sus propietarios o usuarios, personas 
físicas o jurídicas nacionales o extranjeras radicadas o no 
en el país. 


ARTICULO 2”.- Cuando las referidas embarcaciones 
permanecieren más de nueve meses en forma ininterrumpida 
en jurisdicción de la República, deberán abonar en la Prefec- 
tura Nacional Naval un tributo anual de 10 UR (diez unida- 
des reajustables) hasta seis toneladas de registro bruto y 20 
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UR (veinte unidades reajustables) para las de tonelaje ma- 
yor. 


El hecho generador del presente tributo se considerará 
ocurrido al comienzo de cada año civil acorde a lo 
preceptuado por el artículo 8” del Código Tributario. El 
interesado dispondrá de veinte días corridos para abonar el 
tributo una vez acaecido el hecho generador. 


El atraso en el pago del mismo generará las multas y 
recargos dispuestos en el Código Tributario. Lo recaudado 
por tal concepto será vertido en la Cuenta Salvaguardia de 
la Vida Humana en el Mar, creada por la Ley N* 13.319, de 28 
de diciembre de 1964. 


La falta de cumplimiento de este requisito será causal de 
impedimento de derecho y navegación de la embarcación. 


ARTICULO 3".- Todas las embarcaciones a que hace 
referencia esta ley podrán ser inspeccionadas por la Direc- 
ción Registral y de Marina Mercante de la Prefectura Nacio- 
nal Naval, según el criterio que rige para las embarcaciones 
deportivas de bandera nacional, no pudiendo realizar acti- 
vidades rentadas de ningún tipo. 


ARTICULO 4”.- Las embarcaciones amparadas por esta 
ley deberán en todo momento mantener la bandera o matrí- 
cula vigentes así como el certificado de seguridad corres- 
pondiente. Facúltase a la Dirección Nacional de Aduanas y 
ala Prefectura Nacional Naval a solicitar en todo momento 
la exhibición de los mismos. 


ARTICULO 5".- Se excluyen de las previsiones de esta 
ley, las motos de agua, "jet ski" y todas las embarcaciones 
o artefactos con una eslora menor a los tres metros. 
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ARTICULO €6".- El Poder Ejecutivo deberá implementar 
dentro de un plazo de ciento veinte días, contados a partir 
de la vigencia de esta ley un Plan de Optimización del Uso 
de todos los puertos deportivos del país a los efectos de 
promover su ocupación durante todo el año.” 


21) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Eber DaRosa).- Corresponde- 
ría pasar a sesión secreta a fin de tratar el asunto que figura 
en sexto lugar del Orden del Día, pero el Cuerpo se ha 
quedado sin quórum para sesionar. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 19 y 7 minutos, presidiendo el 
Senador doctor Eber Da Rosa y estando presentes los 
señores Senadores Abreu, Amaro, Antía, Antognazza, 
Baráibar, Breccia, Castro, Dalmás, Gallinal, Lara Gilene, 
Moreira, Percovich y Topolansky.) 
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